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Esta publicación se enmarca en un convenio de cooperación de ACSUR-Las Segovias con 
organizaciones y redes de defensa de los derechos humanos magrebíes, que ACSUR-LAS 
SEGOVIAS viene desarrollando desde el año 2008 con financiación de la Agencia 
Española de Cooperación al Desarrollo.  
 
Cuando iniciamos el Convenio de fortalecimiento del estado de derecho y la gobernanza 
democrática mediante el apoyo a organizaciones de Derechos Humanos y sus redes en 
Marruecos, Argelia y Túnez, la información sobre la región era escasa. De la mano de 
nuestras organizaciones socias, Asociación Marroquí de Derechos Humanos (AMDH), 
Asociación Marroquí para los Derechos de las Mujeres (AMDF), Espace Associatif (AE), 
Asociación Tunecina de Mujeres Demócratas (ATFD), Asociación Mains Solidaires para el 
Derecho a la Dignidad y la Ciudadanía (MS), Asociación Al Mahroun por el desarrollo y la 
comunicación y de las redes regionales Red Euromediterránea de Derechos Humanos 
(REMDH) y Coordinación Magrebí de Organizaciones de Derechos Humanos (CMODH), 
empezamos a visibilizar y denunciar las  violaciones de derechos humanos y los recortes 
de libertades que afectaban a los pueblos del Magreb. Desde las primeras chispas de 
rebeldía que estallaron contra Ben Ali en Gafsa en 2008, hasta las huelgas del pan 
protagonizadas en Marruecos, ACSUR se ha solidarizado con los defensores y defensoras 
independientes de derechos humanos de la región, con los periodistas represaliados por 
ejercer su derecho de expresión, y con los y las militantes perseguidas y exiliadas.  
 
En mayo 2010, a pocos días de la reunión del Consejo de Asociación UE-Túnez, ACSUR y 
la Red Euromediterránea de Derechos Humanos (REMDH), se encontraron en Madrid en 
un intento de convencer a la presidencia española de la Unión Europea sobre la necesidad 
de una mejora sustancial de la situación de los derechos humanos en Túnez con condición 
para el acceso al “estatuto avanzado” de un país que en aquel momento, era más 
conocido por sus playas de ensueño, la amabilidad de su gente y su cuscús, que por la 
dictadura férrea que lo gobernaba. Ni entonces ni hasta finales del año pasado, alguien 
podía imaginar que un joven desempleado tunecino iba a ser el detonante del 
derrocamiento de dos de los dictadores árabes más instalados en el poder: Ben Ali que 
cayó el 14 de enero 2012 y su compadre egipcio Mubarak, que lo hizo menos de un mes 
más tarde, el 11 de febrero.  
 
Hoy, nos alegra presentar este libro que, de cierta forma, ya ha pasado a la Historia. Una 
Historia que camina, y que en algunas regiones del mundo, después de estancarse 
durante décadas, de repente e inesperadamente, da saltos de gigante. Pase lo que pase, 
nunca se podrá negar que el primer salto de esta lenta transición de la dictadura a la 
democracia, lo dieron los pueblos indignados del Sur del Mediterráneo.  
 
Después de las elecciones en Marruecos, Túnez y Egipto, que auguran adversidades para 
las organizaciones laicistas y feministas, y viendo la otra vuelta de tuerca dada por 
Buteflika para controlar a las asociaciones argelinas, no se sabe muy bien cómo será 
futuro más cercano para los defensores y las defensoras de derechos humanos. Pero lo 
que sí sabemos es que junto a estas personas, fueron multitud quiénes se levantaron en 
contra de la opresión, la injusticia y la corrupción. El discurso de los derechos humanos, 
que al iniciar este convenio de cooperación, era el discurso de unas élites de izquierdas, 
ya está en boca de las masas. Y nos llena de satisfacción que así sea. Porque hemos 
caminado con nuestros amigos y amigas defensoras, y al caminar junto a estas personas y 
organizaciones, hemos aprendido, hemos crecido, hemos cruzado las fronteras que nos 
 
separan, y hemos tendido más puentes que nos acercan, descubriendo y construyendo lo 
que nos es común. 
 
Hoy, queremos agradecer no solamente a los autores y autoras que han compartido su 
conocimiento de los pueblos y países de la región y tenido la paciencia de trabajar en este 
contexto, sino también a todas las asociaciones del Estado Español, de Europa y del 
Magreb que se han unido a ACSUR en esta aventura de defensa de los derechos 
humanos durante este periodo, así como a Bere, Ana, Merche, Bea, Asier, Juan, Carlos, 
Isaias y Aurelio por su trabajo y entusiasmo.  
 
Para todas las víctimas de la represión durante los años de plomo del Magreb, y de todas 
las personas caídas por la justicia y la libertad durante las revoluciones tunecinas y 
egipcias,  las revueltas en el Sahara y en Marruecos y la guerra en Libia, 
In memoriam.  
 
 
Magali Thill, Directora de ACSUR-Las Segovias,  








6 de junio de 2011 
 
 
A las pocas semanas de empezar a coordinar esta obra por encargo de ACSUR-Las 
Segovias comenzaron las famosas protestas de Túnez (diciembre 2010), cuyas 
consecuencias y repercusiones nadie podía adivinar por entonces. En realidad, 
podemos decir que los levantamientos árabes por la dignidad y contra la opresión ya 
habían arrancado con el campamento-protesta de Gdeim Izik a las afueras de El Aiún, 
montado en octubre y desmantelado brutalmente unas semanas después, en noviembre 
de 2010. Afortunadamente para el lector o lectora, este libro cubre ambos territorios, 
Túnez y el Sáhara Occidental, esto último algo que resulta poco usual en la mayoría de 
trabajos que se han producido hasta ahora sobre derechos humanos en el Magreb y en 
el mundo árabe. Menos corriente aún si cabe, ya que este libro incorpora también un 
capítulo sobre Mauritania. 
 
Lo cierto es que los acontecimientos de 2010-2011 en los países árabes lejos de volver 
obsoleta una reflexión sobre los derechos humanos la hace aún mucho más necesaria y 
urgente. ¿Por qué? Porque justamente los derechos humanos estuvieron y siguen 
estando en el centro de las reivindicaciones populares árabes. Ya sean verbalizadas 
como luchas contra el autoritarismo, el acaparamiento oligárquico de la riqueza o incluso 
la cleptocracia de unas élites corruptas, ya sea contra la injusticia y las desigualdades, 
las protestas sacan a relucir el deterioro y violación de derechos humanos y libertades 
fundamentales: del derecho a la autodeterminación, del derecho a elegir y cambiar de 
gobierno o del derecho a la participación en los asuntos públicos, que son derechos que 
trascienden la simple idea de una democracia formal. Del derecho al trabajo, sin 
discriminación ni explotación y al reclutamiento por méritos en la función pública, que 
son igualmente derechos humanos básicos. Del derecho a la vivienda, del acceso a los 
servicios sociales, a la educación y a la cultura, todo ello sin distinción de ningún tipo. 
También los derechos y libertades sindicales ocupan un lugar central en las protestas de 
varios países. Como lo ocupa el derecho a la integridad de las personas y las garantías 
procesales en caso de arresto y enjuiciamiento. Como las libertades de conciencia, 
movimiento, comunicación, expresión, reunión y asociación, que forman un núcleo duro 
sin el cual la democracia política carece de sentido. Y ¿por qué no?, de los derechos 
sexuales, también. Todo lo cual remite al valor del estado de derecho, único freno al 
arbitrio y al abuso de poder y garantía vital para la ciudadanía, especialmente de los más 
débiles, que son los que más requieren la protección por medio de leyes justas y 
tribunales imparciales. 
 
Los derechos humanos son un corpus “universal, indivisible e interdependiente” como 
afirmó el secretario general de Naciones Unidas, Kofi Annan, en el discurso del 
cincuentenario de la Declaración Universal de los Derechos Humanos1 y viene siendo 
reafirmado en todas las instancias internacionales. A pesar de ello, a menudo tendemos 
a pensar sobre ellos en términos parciales o inconexos. Es posible que sea por la 
influencia de los medios de comunicación y en especial de la cultura anglosajona, por lo 
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que a veces olvidamos que tan derechos son los civiles y políticos, como los sociales, 
económicos y culturales, como el derecho a la autodeterminación o como los derechos 
de tercera generación (al medioambiente limpio, al patrimonio artístico tangible e 
intangible de la  humanidad, a los bienes colectivos como el espacio exterior o el fondo 
marino en alta mar, etc.). Hemos querido incorporar lógicamente todas estas 
dimensiones en la medida de lo posible, dándoles el tratamiento más integrador y 
equitativo posible. Además, el tema de la mujer en el Magreb y en general en el mundo 
árabe no podía ser descuidado y por eso hemos querido hacer una cobertura especial 
incorporando una sección en cada capítulo dedicada a la situación de las mujeres en los 
distintos países y territorios. 
 
Tampoco hemos dejado fuera aspectos de los derechos humanos que pese a no revestir 
una dimensión regional son esenciales para entender la problemática de algunas de las 
sociedades objeto de estudio. Nos referimos en concreto al derecho a la 
autodeterminación (Sáhara Occidental), a los crímenes internacionales o violaciones 
sistemáticas de los derechos humanos (en Argelia, Marruecos y Mauritania), a la 
persistencia de la esclavitud (en Mauritania) y a los derechos de los inmigrantes, 
especialmente subsaharianos, en el Magreb (cuestión cada vez más importante en todos 
los países de la zona2, pero que aquí aparece tratada, acaso por su relevancia, sólo 
para el caso mauritano). 
 
Escribir sobre los derechos humanos supone a menudo un dilema para quien lo hace: o 
bien se tiende a una reflexión profunda y estática de la realidad ligada a causas 
filosóficas o culturales atemporales, o bien se tiende a hacer una simple relación de 
hechos que describe tan sólo un instante pasajero. En este libro hemos intentado evitar 
ambos extremos. Para ello hemos seguido un esquema troncal, común a todos los 
capítulos, dando libertad a los autores y las autoras para que además introdujeran otros 
aspectos singulares del país en el que se especializan. Entre los aspectos comunes, las 
personas que lean este libro notarán que el epígrafe “desarrollo y derechos humanos” 
permite contextualizar en cada país la cuestión de los derechos humanos y relacionarla 
con el nivel de desarrollo humano alcanzado en ese lugar con una cierta perspectiva 
temporal. La transversalización de otros epígrafes de los capítulos (derechos civiles y 
políticos; derechos sociales, económicos y culturales; o el status de la mujer) permitirá al 
lector hacer las comparaciones oportunas evitando caer en una abstracción indeseada y 
también en un particularismo exagerado. 
 
La intención con la que se ha planeado esta obra no es la de producir un trabajo 
académico, si bien varios de los autores son doctores o investigadores pre-doctorales. 
La idea ha sido conjugar un conocimiento general del funcionamiento de los derechos 
humanos con un conocimiento especial de las sociedades magrebíes y sobre todo con 
una experiencia contrastada sobre el terreno. En este sentido, hemos valorado 
especialmente que los autores fueran árabes o bien vivieran o realizaran trabajo de 
campo en estos países. Todos conocen por tanto de primera mano los países y 
territorios sobre los que escriben y son o bien jóvenes investigadores o bien 
especialistas de la cooperación internacional en el Magreb. 
 
Puesto que nadie escribe nunca en el vacío y aunque este trabajo no sea estrictamente 
académico, es preciso mencionar brevemente algunos hitos de la producción en ciencias 
sociales sobre esta materia. Es fácil reconocer que la producción sobre derechos 
humanos en el mundo árabe e islámico está dominada por la literatura anglosajona3, 
muy por delante de la francófona. 
4 Y esto parece cierto incluso a pesar del predominio francófono en el Magreb. En 
nuestro país, la línea de trabajo en derechos humanos viene marcada por los trabajos 
iniciados ya hace varias décadas de Bernabé López García sobre elecciones en 
Marruecos continuado ahora en el Observatorio Electoral del Taller de Estudios 
Internacionales Mediterráneos (TEIM) de la Universidad Autónoma de Madrid. También, 
cómo no, por los de la Universidad de Granada (Carmelo López Beltrán, Caridad Ruiz de 
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Almodóvar sobre derechos de la mujer, junto a la escuela de politólogos, con María 
Angustias Parejo y Juan Montabes, a la cabeza). En Barcelona, es de destacar el trabajo 
desarrollado por Laura Feliu sobre los derechos humanos en Marruecos, así como los 
de Dolores Bramons sobre el Islam y los derechos de la mujer. También los trabajos de 
las antropólogas María Ángeles Roque y Ángeles Ramírez en Madrid y Barcelona, y los 
numerosos estudios producidos en todo el país sobre derechos humanos en Palestina y 
en el Sáhara Occidental. Entre los juristas, el trabajo reciente de María José Ciáurriz y 
Agustín Montilla sobre los derechos humanos en el Islam y el también reciente del 
sevillano Emilio Mikunda. Ésta es una rápida vista panorámica, en absoluto completa, de 
las principales líneas de trabajo desarrolladas en España con las que quiere enlazar 
esta obra. Sin olvidar el libro colectivo dirigido por Gema Martín Muñoz en 1993 que 
llevando por título “Democracia y derechos humanos en el mundo árabe”, reunió, ya 
hace casi 20 años, un compendio de textos en diferentes idiomas a cargo de activistas y 
especialistas de derechos humanos. 
 
Los capítulos de este libro, de una longitud pareja, contienen conclusiones y bibliografía, 
para que el lector o lectora pueda conocer de una ojeada rápida el balance que se hace 
del país o el territorio así como las fuentes que se han utilizado. En general, conscientes 
de nuestra pertenencia al espacio euro-mediterráneo y euro-magrebí hemos privilegiado 
las fuentes locales (los Informes de Derechos Humanos), sin descuidar las 
internacionales, como los informes producidos, por ejemplo, por organizaciones 
magrebíes o por redes euro-mediterráneas de derechos humanos. Al final del libro, 
encontrará el lector o la lectora un anexo doble. Por un lado, hallará un cuadro 
comparativo del status actual (a 31 de marzo de 2011) de los principales instrumentos 
internacionales de derechos humanos en los 5 países magrebíes, incluyendo a Libia. 
Por otro, una serie de fotografías, mapas e ilustraciones de los distintos países y 
territorios cubiertos en el libro, con especial énfasis en las movilizaciones sociales 
árabes que estamos viviendo. 
 
En el capítulo sobre Argelia, Laurence Thieux expone de manera clara y crítica la 
naturaleza del régimen y el estado alarmante de los derechos humanos. En primer lugar, 
Thieux, sitúa al lector en el contexto del conflicto armado de los años 90, que es el punto 
de partida necesario para comprender la situación actual del país. Llama la atención 
sobre cómo leyes y tratados internacionales actualmente en vigor son violados 
sistemáticamente por medio de reservas abusivas o reglamentos de aplicación. Destaca 
en este completo capítulo la situación de estancamiento político que atraviesa Argelia en 
la actualidad, la cuestión pendiente de la reconciliación nacional, cerrada en falso por 
una “ilegal” ley de amnistía y el tímido avance en materia de derechos de la mujer, 
producto de las últimas reformas del Código de Familia. El agravamiento de la 
enfermedad del presidente Abdelaziz Buteflika y la parálisis política frente a la que 
emerge una fuerte contestación social parecen dar la razón a este análisis. Está por ver 
si el levantamiento en febrero de 2011 del estado de emergencia en vigor desde 1992, 
producto de la “mini-revolución” argelina, va a entrañar una relajación sobre el resto de 
libertades y derechos que estaban constreñidos por dicha legislación de emergencia. 
Concluye Laurence con una nota de optimismo sobre el efecto que las revueltas árabes 
puedan tener en Argelia y con la esperanza de que esto produzca un cambio también en 
la actitud de las autoridades europeas responsables de las relaciones con Argelia. 
 
Vivian Solana escribe un vibrante capítulo sobre el Sáhara Occidental, repleto de 
reflexiones personales sobre las contradicciones entre “nuestros derechos humanos y 
los suyos”, así como sobre las violaciones de varios derechos que resulta al fin y al cabo 
de la no aplicación de ese derecho matricial que es la autodeterminación de los pueblos. 
Nos conmueve con una narración que va saltando  del territorio ocupado por Marruecos 
al de los campamentos y la RASD, algo poco frecuente que conviene resaltar, y 
acompaña dicha exposición de algunas obras plásticas pero directas de artistas 
saharauis. Recuerda Solana que efectivamente las mujeres estuvieron al frente del 
movimiento nacionalista saharaui en sus orígenes, que lo seguirán estando como 
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demostró Aminetu Haidar hace poco con su episodio de lucha.  Como no podemos 
olvidar tampoco que fue el combate por los derechos sociales y económicos (y la no 
discriminación frente a los colonos) lo que llevó a levantar el campamento de Gdeim Izik, 
al igual que está alimentando tantas revueltas árabes de hoy y de mañana. 
 
Jesús García Luengos hace una descripción sistemática de los derechos humanos en 
Marruecos, partiendo del marco político y legal vigente.  Llama la atención sobre el 
hecho de que en algo más de una década de reinado de Mohamed VI, quien se ha 
concentrado en ambiciosos planes de desarrollo y modernización, persisten grandes 
sombras sobre el avance en materia de derechos humanos y buen gobierno, y quizá 
más preocupante aún, en la voluntad de perseguirlos. García Luengos da cabida a esas 
grandes transformaciones sociales, especialmente en el mundo rural, pero al mismo 
tiempo critica la aplicación de la ley anti-terrorista, el cierre del campo político, la 
reaparición de la tortura y el abandono de las valiosas recomendaciones de la Instancia 
Equidad y Reconciliación. Si los éxitos en la reforma de la Mudawana son sustanciales y 
sobre todo fruto del trabajo del movimiento feminista, pese a trabas y lentitudes 
observadas, en el campo social y económico, el incumplimiento de leyes y tratados deja 
a muchos trabajadores sin indemnización tras el despido, sin salario mínimo garantizado 
y sin cobertura sanitaria o acceso a costosos medicamentos. 
 
En el capítulo sobre Túnez, Farouk Jhinaoui explica con todo lujo de detalles y con 
ejemplos en profundidad cómo el régimen de Ben Ali se había ido construyendo a sí 
mismo una exitosa imagen internacional de modelo económico milagroso y sistema 
político estable. De hecho, la caída de este régimen, rápida y por presión popular, nos 
ha sorprendido tanto que seguirá siendo necesario analizar cómo se mantenía en pie la 
“dictadura perfecta”. En concreto, Jhinaoui va analizando cómo los principales 
instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por Túnez eran 
sistemáticamente desprovistos de contenido por medio de decretos y reglamentos de 
aplicación. A veces, eran precisamente los órganos de seguridad de las comunicaciones 
(la Agencia Nacional de Seguridad Informática, por ejemplo), los que en lugar de 
garantizar la privacidad y confidencialidad de las mismas, se encargaba de ejercer el 
control y la censura más eficaz. Después, muestra con ejemplos muy ilustrativos cómo la 
represión de distintos actores de la sociedad civil que plantaron resistencia al sistema 
(periodistas, magistrados, asociaciones de mujeres, mineros, etc.) fue escalando hasta 
desembocar en los acontecimientos de Sidi Bouzid, que acabaron derrocando al 
régimen de Ben Ali. 
 
Por último, Javier Nievas en su capítulo sobre Mauritania, pone el acento en el 
indisociable nexo que existe entre desarrollo y derechos humanos, algo que resulta 
palmariamente evidente en el caso de un país tan pobre y de desarrollo tan bajo como 
es Mauritania. Recalca así mismo el autor el problema de fondo que supone la 
inexistencia de un estado de derecho o de un verdadero sistema judicial  a pesar del 
avance gradual que se ha producido en la constitucionalización de muchos derechos 
humanos. Este abismo entre norma y práctica jurídica y social lo encontramos en la 
legislación laboral, caso ejemplar de adaptación a los estándares internacionales y que 
lógicamente choca con usos como los contratos no escritos, los impagos de salarios o 
las condiciones insalubres que se dan, por ejemplo, en el sector de procesamiento de 
alimentos. Mauritania ha avanzado considerablemente, como nos muestra Nievas, en 
materia electoral, en libertad política y de información, e incluso en el camino de la 
reconciliación entre etnias, pero sigue arrastrando varios pasivos importantes, no sólo el 
llamado “ pasivo humanitario” causado por las matanzas ocurridas entre 1989-1992, sino 
también el de la discriminación contra la población negro-africana y su cultura, el de la 
persistencia de prácticas análogas a la esclavitud o el de las conductas abyectas contra 
la mujer como la mutilación genital o el cebo de adolescentes para el matrimonio 
(gavage). Sin olvidar la creciente cuestión migratoria, asunto, en el que nuestro país, es 
parte directamente implicada. 
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 1 Discurso pronunciado el 10 de diciembre de 1997 en la Universidad de Teherán y puede ser 
consultado en el sitio www.educarchile.cl/Userfiles/P0001%5CFile%5Ckofi%20annan.pdf, 
[consultado el 6 de junio de 2011] o con el código SG/SM/6419 en la página web del 
cincuentenario de la Declaración Universal en el sitio 
http://www.un.org/spanish/hr/50/annivers.htm  [consultado el 6 de junio de 2011]. 
2 Véase el libro coordinado por quien escribe esta presentación y que próximamente publicará 
Casa Árabe junto a la Fundación Friedrich Ebert en doble versión (española y francesa) con el 
título “Inmigrantes subsaharianos en el Magreb. Oportunidades para ONGs y sindicatos.” 
3 Los autores anglosajones o de expresión inglesa son muy numerosos, destacando por poner 
sólo algunos ejemplos recientes: Susan Waltz, Kevin Dwyer, Andràs Sajò, Ann Elizabeth Mayer, 
Daniel Price, Antony Chase y Amr Hamzawi o Kilian Bälz. En cuanto a autores árabes o 
musulmanes escribiendo en inglés desde la perspectiva del Islam y los derechos humanos son 
todavía más cuantiosos: Shaheen Sardar Ali, Ahmad Mousalli, Mohamed Khoder, Ibrahim 
Abdullah al-Marzouqi, Muhammad Abid al-Yabiri, Nayyar Shamsi, por citar sólo algunos. 
4 En la literatura fracófona sobre derechos humanos en el Magreb, merece la pena recordar: el 
informe anual de derechos humanos en el mundo árabe publicado por la editorial L’Harmattan y 
los trabajos de Ramdane Babadji, Jean-Robert Henry, Ahmed Mahiou, Baudoin Dupret, Omar 
Bendourou, Mohamed Karem, Noureddine Sraïeb, Dina Melhem, Ali Bensaad, Marguerite 
Rollinde, entre otros muchos. 
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   LOS DERECHOS HUMANOS 
 EN TÚNEZ 
ﻥﺎﺳﻧﻹﺍ ﻕﻭﻘﺣ ﺱﻧﻭﺗﺑ  
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Hay más datos reveladores. El informe sobre competitividad mundial 2010-2011 publicado 
por el Foro Económico Mundial de Davos señala que Túnez ocupaba en 2010 el puesto 32 
de los 139 países clasificados. Así se consolidaba en el primer puesto no sólo del ranking 
del Magreb, sino de todo el continente africano, incluso llegando a superar a algunos 
países de la Unión Europea como España que quedaba relegada al puesto 42.  
Además, el último informe del Banco Mundial sobre Túnez subrayaba que “en el medio 
siglo transcurrido desde la independencia, el país ha conseguido grandes avances 
económicos y sociales, entre ellos que se cuadruplique el producto interior bruto (PIB) per 
cápita y el aumento de la esperanza de vida hasta niveles cercanos a los del mundo 
desarrollado […].El buen desempeño económico se debe, en parte, a la creación –en 
1971– de un sistema abierto al exterior para reducir el sesgo antiexportador inherente a la 
estricta política de sustitución de las importaciones de los años sesenta. El país atrajo 
inversión extranjera directa (IED), se incorporó a las cadenas manufactureras mundiales y 
creó empleos en la industria del textil y en otros sectores fabriles”i. 
 
Por su parte, el Fondo Monetario Internacional estimaba, en su informe del mes de 
septiembre de 2010ii, que Túnez estaba aplicando una gestión macroeconómica prudente 
que, junto al programa de reformas estructurales, le permitía abordar la crisis económica 
con fundamentos sólidos. El informe concluía animando a las autoridades tunecinas a 
seguir aplicando las reformas estructurales para “impulsar el crecimiento, mejorar la 
competitividad y abordar el problema persistente del desempleo, especialmente entre los 
jóvenes”, y expresaba su satisfacción por las medidas propuestas para aumentar la 
productividad a través de mejoras en el entorno empresarial, la reforma del mercado de 
trabajo, etc. 
Todos estos datos apoyaban la idea del “milagro económico tunecino”, que ha sido 
instrumentalizada por el Gobierno de Ben Ali para acallar las voces que reclamaban un 
sistema democrático y el respeto de los derechos humanos. El Ejecutivo tunecino impuso, 




La imagen internacional que Túnez ha logrado 
construir en las últimas décadas se resumía en un 
puñado de datos. En materia de desarrollo 
económico y social, todos los indicadores 
internacionales señalaban que la República 
tunecina estaba en el buen camino para cumplir los 
Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM)1. El 
Índice de Desarrollo Humano (IDH) -que ofrece una 
medida del desarrollo humano compuesta por tres 
dimensiones básicas: salud, educación e ingresos- 
indicaba que entre 1980 y 2010 el IDH de Túnez 
había aumentado un 1,5% cada año. De este modo, 
ha conseguido escalar hasta el puesto 81 de los 
169 países de los que se dispone de datos 
comparables y se ha situado por encima de la 
media regional árabe. 
 
 ﻥﺎﻛ ،ﻰﻠﻋ ﻦﺑ ﺲﻴﺋﺮﻟﺍ ﺪﻬﻋ ﻝﻼﺧ
 ﺕﺎﻌﻳﺮﺸﺘﻟﺍ ﻭ ﻲﺴﻧﻮﺘﻟﺍ ﺭﻮﺘﺳﺪﻟﺍ
 ﻰﻠﻋ ﻦﻜﻟ ،ﻦﻴﻴﺴﻧﻮﺘﻟﺍ ﻕﻮﻘﺤﺑ ﻑﺮﺘﻌﺗ
ﻂﻘﻓ ﻕﺭﻮﻟﺍ .ﺪﻘﻓ  ﺯﺎﻬﺠﻟﺍ ﺬﺧﺃ
ﻬﻣ ﻪﻘﺗﺎﻋ ﻰﻠﻋ ﻲﺋﺎﻀﻘﻟﺍﺎ ﻊﻨﻣ ﻡ
ﻤﻟﺍ ﺏﺍﺰﺣﻷﺍ ﺔﺿﺭﺎﻌ ﺔﺒﻠﺤﻟﺍ ﺝﻮﻟﻭ ﻦﻣ
 ﺕﺎﺟﺎﺠﺘﺣﺍ ﺓﺮﺻﺎﺤﻣ ﻭ ،ﺔﻴﺳﺎﻴﺴﻟﺍ
 ﺕﺎﻴﻌﻤﺠﻟﺍﺔﻴﻗﻮﻘﺤﻟﺍ،  ﻭ ﺔﻴﺑﺎﻘﻨﻟﺍ
ﺔﻴﺋﺎﺴﻨﻟﺍ , ﻲﺴﻧﻮﺘﻟﺍ ﺐﻌﺸﻠﻟ ﻥﺎﻜﻓ
 ﻞﺑﺎﻘﻣ ﻲﻓ ﻱﺩﺎﺼﺘﻗﻻﺍ ﻮﻤﻨﻟﺍ ﻭ ﻥﺎﻣﻷﺍ
ﻥﺎﺴﻧﻹﺍ ﻕﻮﻘﺣ ﻡﺍﺮﺘﺣﺍ ﺏﺎﻴﻏ  . 
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comercial, la lucha contra la inmigración y la supuesta lucha contra el terrorismo en sus 
relaciones con Túnez –, un pacto implícito a su pueblo: la prosperidad a cambio de las 
libertades.  
 
Desgraciadamente, no todas la población tunecina se ha beneficiado de las mejoras en la 
calidad de vida de los últimos años; de hecho, las crecientes protestas sociales en las 
zonas interiores del país ponen en duda el argumento del “milagro tunecino”. Algunos 
comparan el país con una caja de tomates: la parte superior, limpia, brillante y en buen 
estado, como es el caso de la zona costera, expuesta al cliente-turista, y la parte inferior, 
sucia y en estado de putrefacción. Sin embargo, lo que agrava la situación económica de 
desigualdad es el sentimiento general de que nadie cuenta con la ciudadanía a la hora de 
buscar una solución a sus propios problemas. 
 
Es muy llamativo el hecho de que, en teoría, tanto la situación económica como  
la situación de los derechos humanos eran casi perfectas en el Túnez de Ben Ali. La 
República, dirigida por el mismo partido político desde 1956, ha ratificado casi todos los 
pactos y convenciones relativos a los derechos humanos, los derechos civiles y políticos, 
económicos y sociales, los derechos de la mujer, de la infancia, los relativos a la 
independencia de la justicia y  los derechos sindicales.iii  
 
En el preámbulo de la Constitución se proclama la voluntad del pueblo de “consolidar la 
unidad nacional y seguir fiel a los valores humanos que constituyen el patrimonio común 
de los pueblos vinculados a la dignidad humana, la justicia y la libertad”. También afirma 
dicho texto que “el régimen republicano constituye la mejor garantía para el respeto de los 
derechos humanos”. No obstante, y aunque el artículo 32 de la Constitución otorga a los 
tratados y a las convenciones internacionales una autoridad superior a la de las leyes,iv en 
el mismo texto, otro artículo precisa que “el ejercicio de estos derechos puede ser 
restringido por las leyes promulgadas para proteger los derechos de los demás, el respeto 
del orden público, la defensa nacional, el desarrollo de la economía y el progreso social”.  
 
Sobre el papel, las leyes tunecinas garantizan los derechos y también las libertades en 
todo el territorio nacional, pero en la práctica estos textos se convierten a menudo en papel 
mojado. El Gobierno dispone de numerosos mecanismos, tanto legales como coercitivos y 
represivos, para evitar que el pueblo ejerza libremente sus derechos y ponga en práctica 
las libertades más básicas.  
 
 
1. Derechos civiles y políticos 
 
1.1 Libertad de prensa y de expresión 
 
El párrafo primero del artículo 8 de la Constitución tunecina, en vigor desde 1959, 
garantiza la libertad de expresión y de prensa e indica que estas serán ejercidas en las 
condiciones definidas por la ley. Sin embargo, el Código de la Prensa tunecino, que ha 
sido modificado en sucesivas ocasiones desde la llegada de Ben Ali al poder (1988, 1993, 
2001 y 2006), se caracteriza por su naturaleza punitiva y restrictiva, así como por ignorar el 
derecho de los y las periodistas a acceder a la información para poder transmitirla a la 
opinión pública.  
 
El capítulo IV del Código, dedicado a “los crímenes cometidos por la prensa o cualquier 
otro medio de publicación”, no especifica los elementos constitutivos del delito, lo que abre 
la puerta a interpretaciones amplias o abusivas. Un ejemplo: el artículo 49 del Código de la 
Prensa indica que la publicación, la difusión o la reproducción de noticias falsas que 
podrían “perturbar el orden público” –sin definir en qué casos o de qué modo– serán 
castigadas con una pena de prisión de dos meses a tres años y con una multa de 100 a 
2.000 dinares (50 a 1.000 euros). La difamación, definida de forma difusa en el artículo 50, 
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se castiga –en virtud del artículo 51– con una pena de prisión de un mes a tres años y una 
multa (de 60 a 600 euros). 
 
En lo que se refiere a la prensa extranjera, el Código de la Prensa estipulav que “la 
publicación, la introducción y circulación en Túnez de obras extranjeras, publicaciones 
periódicas o no, pueden ser prohibidas por decisión del Ministerio del Interior con el 
asesoramiento del secretario de Estado de Información”. En los últimos años, varios 
periódicos extranjeros han sido secuestrados tras su publicación o prohibidos 
temporalmente después de haber tocado el tema de la ausencia de derechos y libertades 
en Túnez o de la corrupción y el nepotismo en el entorno del presidente. 
 
El procedimiento legal que se debe seguir para publicar un periódico es de carácter 
‘declarativo’: solo se pide informar por escrito al ministro del Interior, quien, según el 
artículo 13 del Código de la Prensa, entregará un acuse de recibo al editor del nuevo 
medio escrito. En realidad, y como la ley no fija plazos para la entrega del resguardo ni 
establece las consecuencias en caso de no proporcionarlo, y como el artículo 14 del 
mismo código obliga al impresor a exigir al responsable de la publicación el acuse de 
recibo antes de llevar a cabo la impresión, la simple obligación de informar al Ministerio se 
transforma, de facto, en una petición de autorización.  
 
Otras leyes, decretos y circulares recortan la libertad de expresión y de prensa garantizada 
por la Constitución. Asimismo, los artículos 121, 121 bis y 121 tercero (los dos últimos, 
añadidos en 2001) castigan la incitación a la rebelión mediante discursos celebrados en 
espacios públicos o mediante carteles o letreros. También prohíben la distribución, la 
venta, la exposición o la posesión de octavillas y boletines que puedan “dañar el orden 
público o las buenas costumbres”. 
 
Según el Ministerio de Comunicación tunecino, en 2010 había en Túnez alrededor de 300 
periódicos y revistas nacionales en árabe, francés o en ambos idiomas que “eligen 
libremente sus líneas editoriales; de ellas, diez son periódicos diarios y 40 semanales”. Sin 
embargo, esa diversidad no se refleja a la hora de tratar la información. La agencia Tunis 
Afrique Presse (TAP), entidad pública, monopoliza la información nacional y se encarga de 
transmitirla, después de haberla filtrado y expurgado de información ‘sensible’, a los 
medios de comunicación. 
 
Por otra parte, los periódicos tunecinos dependen en gran medida de los ingresos de los 
anuncios hechos por los ministerios y las entidades y empresas públicas: es la Agencia 
Tunecina de Comunicación Exterior (ATCE), organismo público, quien se encarga del 
reparto de dichos anuncios entre los medios. Estas condiciones, además de las presiones 
y acoso que sufren las y los periodistas independientes, hacen que la prensa evite tratar 
los temas relacionados con las cuestiones de los derechos humanos en Túnez o acercarse 
de forma crítica a las políticas del Gobierno.  
 
En lo que se refiere a las nuevas tecnologías, se considera que Túnez es un país pionero 
en la región. Las infraestructuras de comunicación se modernizan continuamente y el 
acceso a Internet está al alcance de la mano de la mayoría de la población. Esta política 
tiene como objetivo principal atraer a los inversores extranjeros. Sin embargo, las 
empresas foráneas recurren a menudo a las conexiones vía satélite –opción prohibida a 
los particulares– para garantizar la confidencialidad de sus comunicaciones y escapar al 
control absoluto del Estado sobre las conexiones por vía telefónica. 
 
Dicho control se ejerce a través de dos organismos: la Agencia Tunecina de Internet (ATI) 
y la Agencia Nacional de la Seguridad Informática (ANSI). La primera se creó en 1996 para 
promover las nuevas tecnologías y es el proveedor mayorista de servicios de Internet en 
Túnez. En definitiva, es la que proporciona el acceso a los demás proveedores, la que 
controla el ancho de banda y la que censura el acceso a la red utilizando dos programas 
informáticos: Smartfilter y Websense. En principio, la censura tiene como objetivo las 
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páginas pornográficas y las que hacen apología del terrorismo, pero en realidad la lista de 
sitios web prohibidos incluye las páginas de los partidos políticos de oposición legales y 
alegalesvi (por ejemplo, el Partido Democrático Progresista, el Partido del Trabajo 
Patriótico y Democrático, el Partido Comunista de los Obreros de Túnez, etc.), las webs de 
las organizaciones de defensa de los derechos humanos (la página de la Liga Tunecina de 
Derechos Humanos, el Consejo Nacional para las Libertades en Túnez, etc.), las páginas 
de información y de entretenimiento (Tunisnews, al-Jazeera, Youtube, Flickr, 
Dailymotion…). 
 
El segundo organismo, la Agencia Nacional de la Seguridad Informática, tiene como 
función declarada la protección de los sistemas informáticos de los usuarios, pero se ha 
transformado en una herramienta de control de los correos electrónicos y de los sitios de 
Internet. En este sentido, el artículo 20 de Ley nº 98-38, de 2 de junio de 1998, relativa al 
Código de Correos, está siendo utilizado para interceptar las correspondencias, incluidas 
las electrónicas, susceptibles de “alterar el orden público y la seguridad pública”. 
 
También los cibercafés están bajo vigilancia continua. Los propietarios están obligados a 
instalar el programa informático espía Publisoft, a fijar carteles donde se indica que no está 
permitido acceder a páginas web prohibidas, a pedir los documentos de identidad de sus 
clientes, e incluso son considerados responsables del uso que estos hagan de la red. Por 
su parte, los operadores de Internet tienen la obligación, según el decreto del 22 de marzo 
de 1997, de comunicar cada mes la lista de sus abonados. 
 
El informe sobre Túnez relativo a la Política Europea de Vecindad de la Comisión Europea, 
publicado el 12 de mayo de 2010, concluía en el apartado sobre la libertad de expresión y 
la libertad de prensa que “el acceso a las fuentes independientes de información sigue 
siendo difícil. Periódicos de partidos de la oposición han sido secuestrados en varias 
ocasiones. Se ha condenado y encarcelado a periodistas. Tras la publicación de artículos 
críticos, la venta de ciertos periódicos extranjeros fue suspendida durante y después del 
período electoral. La supresión de la obligación del depósito legal no produjo ninguna 
mejora significativa en cuanto a la distribución de la prensa independiente o de la 
oposición. El libre acceso a Internet sigue siendo problemático”. 
 
1.1.1 El caso del Sindicato Nacional de Periodistas Tunecinos (SNJT) 
 
En 1962, un conjunto de periodistas de Túnez fundaron la Asociación de Periodistas 
Tunecinos (AJT) para defender sus intereses y su profesión. La asociación fue disuelta 
para crear el Sindicato Nacional de Periodistas Tunecinos (SNJT) el 13 de enero de 2008, 
en cuyo primer Comité de Dirección los y las periodistas independientes del partido en el 
poder lograron la mayoría. La respuesta del Gobierno no se hizo esperar: denegación de 
cualquier subvención, obligación de asumir la deuda de la disuelta Asociación de 
Periodistas Tunecinos y, al mismo tiempo, privación del Fondo de Solidaridad entre los 
Periodistas de la antigua asociación. Además, exclusión de las negociaciones sociales 
sobre la revisión del convenio colectivo de la prensa a pesar de ser el sindicato mayoritario 
en el sector. 
 
A pesar de la presión que ejerció el Gobierno, el SNTJ publicó el 3 de mayo de 2008 su 
primer Informe anual sobre libertad de prensa en Túnez, en el que denunció la pésima 
situación en la se encuentra la prensa tunecina. El informe fue muy mal recibido por el 
Gobierno y organizó una campaña en contra del sindicato.“La campaña organizada, según 
todo parece indicar, por el Gobierno para desestabilizar al Sindicato de Periodistas 
Tunecinos es una prueba más de la intolerancia política y de la hostilidad sin escrúpulos 
contra quienes defienden la libertad de prensa y de los derechos humanos”, denunció la 
Federación Internacional de Periodistas en un comunicado. 
 
La presión contra los miembros del Comité de Dirección del Sindicato Nacional de 
Periodistas Tunecinos se saldó con la dimisión de cuatro de sus miembros. Como 
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consecuencia, el 15 de agosto de 2009, se celebró un congreso extraordinario y se eligió 
una nueva dirección, esta sí, afín al Gobierno tunecino. 
 
1.2 Libertad de reunión y de circulación 
 
La libertad de reunión está garantizada por el artículo 8 de la Constitución y se ejerce en 
las condiciones definidas por la ley. Así, la Ley nº 69-4, de 24 de enero 1969, relativa a la 
regulación de las reuniones públicas, procesiones, desfiles, manifestaciones y reuniones, 
establece en su artículo primero que las reuniones públicas son libres y que se pueden 
llevar a cabo sin autorización.  
 
No obstante, la misma ley estipula que todas estas reuniones deben ser comunicadas 
previamentevii, que las autoridades responsables pueden prohibir cualquier manifestación 
que sea susceptible de perturbar la seguridad y el orden públicoviii y que está prohibida 
cualquier reunión celebrada en la vía pública que pueda perturbar la paz públicaix. En la 
práctica, el Ministerio del Interior nunca acepta las peticiones de autorización de 
manifestaciones o concentraciones, e incluso las asociaciones independientes legales 
encuentran obstáculos para celebrar actos como reuniones o seminarios tanto en locales 
públicos como privados. 
 
La Constitución tunecina establece el derecho a la libertad de circulación: “Cada ciudadano 
o ciudadana tiene el derecho a circular libremente dentro del país, a salir de él y a fijar su 
domicilio dentro de los límites prescritos por la ley”x. Ninguna restricción puede ser 
impuesta fuera de las razones evocadas  en el artículo 12 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticosxi. Además, la Ley Orgánica n.° 98-77 de 2 de noviembre de 
1998, modifica el artículo 15  de la Ley Orgánica n.° 75-40 de 14 de mayo de 1975, sobre 
pasaportes y documentos de viaje, fijando las causas posibles de retirada del pasaporte. 
En esta ley, se especifica que el procedimiento de retirada no se puede ejecutar sin la 
orden de un juez. Y el artículo 13 indica que las personas tunecinas tienen derecho a 
obtener y renovar el pasaporte. 
 
Sin embargo, las organizaciones de defensa de los derechos humanos denuncian la 
violación sistemática de estos derechos, y subrayan que “en la práctica, la mayoría de los 
ex presos políticos fueron sometidos a limitaciones excesivas de su libertad de circulación 
dentro de Túnez y las autoridades les niegan el pasaporte por motivos arbitrarios”xii. 
Ocurre lo mismo con muchas  de las personas opositoras al régimen, que en ocasiones 
son privadas de su pasaporte sin que exista un motivo legal, tan solo a causa de sus 
actividades políticas y sociales. 
 
1.3 Independencia de la justicia  
 
El Estado tunecino adoptó en 1966 el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(PIDCP), lo ratificó en 1968 y lo publicó en el Boletín Oficial 15 años más tarde, en 1983xiii. 
Este pacto consagra, en sus artículos 9 y 14, el derecho a la libertad y a la seguridad 
personales, a recibir información sobreel delito del que se le acusa, a recurrir ante un 
tribunal, a la presunción de inocencia, a una buena defensa y a otras garantías y derechos 
personales básicos.   
 
Por otro lado, en lo que se refiere a la organización del sistema judicial, la Constitución 
tunecina menciona la separación de poderes en su preámbuloxiv y trata de la autoridad 
judicial en los cuatro artículos del apartado IVxv. La Constitución deja en manos de quien 
legisla la organización del sistema judicial. En este sentido, se promulgó la Ley Orgánica 
nº 67-29, de 14 de julio de 1967, relativa a la organización judicial, al Consejo Superior de 
la Magistratura y al estatuto de la judicatura, que estará gobernada por el Consejo superior 
de la judicatura. 
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La organización del sistema judicial de Túnez se basa en el modelo de doble jurisdicción, 
ordinaria y administrativa, con un mecanismo de resolución de competencias, más la 
jurisdicción de excepción. La más alta instancia ordinaria  está ocupada por el Tribunal 
Superior de Justicia. 
 
Además, la independencia de la justicia queda en entredicho si se tiene en cuenta que los 
jueces son nombrados por decreto presidencial después de haber sido propuestos por el 
Consejo Superior de la Judicatura, cuyo presidente es, precisamente, el presidente de la 
República, que nombra directa o indirectamente a 13 de los 19 miembros del Consejo.  
 
La jerarquía en el cuerpo de la magistratura se compone de tres grados y el paso de un 
grado a otro no es automático. La Ley Orgánica 85-79, de 11 de agosto 1985, prohíbe a 
los magistrados “las huelgas y cualquier acción concertada que puedan perturbar u 
obstaculizar el funcionamiento de las jurisdicciones”
xviii
xvi. La prohibición de acciones 
concertadas deniega de facto los derechos garantizados por el artículo 8 de la Constitución 
tunecina y el derecho estipulado por los Principios Básicos relativos a la independencia de 
la judicaturaxvii: “En consonancia con la Declaración Universal de Derechos Humanos 
(DUDH) y al igual que los demás ciudadanos, los miembros de la judicatura gozarán de las 
libertades de expresión, creencias, asociación y reunión, con la salvedad de que, en el 
ejercicio de esos derechos, los jueces se comportarán en todo momento de manera que 
preserve la dignidad de sus funciones, así como la imparcialidad e independencia de la 
judicatura” (Principio octavo). Los jueces tampoco pueden salir del país sin la autorización 
del ministro de Justicia.  
 
1.3.1 El caso de la Asociación de Magistrados Tunecinos (AMT) 
 
La asociación, que se fundó en 1990, propuso una reforma del estatuto de los magistrados 
y magistradas y del Consejo Superior de la Magistratura e insistió en la necesidad de la 
independencia de la judicatura: “La condición sine qua non para la garantía de los 
derechos humanos es, en primer lugar, asegurar la imparcialidad y la autonomía de la 
justicia y, a continuación, proporcionar los medios para la intervención judicial efectiva”xix. 
Las negociaciones entre la AMT y el Ministerio de Justicia fracasaron y la nueva ley sobre 
el estatuto fue promulgada en agosto de 2005. El día 31 del mismo mes, las autoridades 
cerraron la sede de la AMT y le impusieron un comité de dirección provisional.  
 
“Tras el cierre manu militari de la sede de la asociación y su puesta a disposición de un 
comité provisional designado por el Gobierno, las personas que integraban el comité 
ejecutivo de la AMT fueron reemplazadas durante un congreso especial en diciembre de 
2005 por nuevos miembros electos que, según ciertas fuentes, provenían de una esfera 
próxima al Gobierno. Varios magistrados activos en el seno del comité ejecutivo de la 
asociación fueron trasladados arbitrariamente a cientos de kilómetros de sus familias, 
violando de las normas internacionales que garantizan el principio de inamovilidad. En 
2006, el reglamento interior de la asociación fue modificado para impedir que esos 
magistrados se presentaran como candidatos al comité ejecutivo de la misma. Los 
congresos organizados en 2006 y 2008 por el Ministerio de Justicia y de Derechos 
Humanos permitieron sustituir la dirección excluida por una dirección a sus órdenes en un 
intento de reducir al silencio a las estructuras legítimas de la asociación. 
 
Las autoridades tunecinas también establecieron una verdadera estrategia de acoso 
contra magistrados excluidos de la dirección de la AMT: sus salarios sufren retenciones 
abusivas, se bloquea su ascenso a puestos superiores e incluso se les traslada a regiones 
alejadas de Túnez capital por motivos que no parecen obedecer a las necesidades de los 
servicios, sino que parecen más bien sanciones en desprecio del principio de inamovilidad 
de los magistrados, y regularmente se les impide abandonar el país para participar en 
congresos y conferencias relacionadas con su actividad profesional. En 2005, los 
magistrados presentaron un recurso ante el tribunal administrativo por sus traslados y 
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otras medidas; en el momento en que se redacta el presente documento todavía no se ha 




1.3.2 Ley antiterrorista y tortura 
 
El delito de terrorismo fue introducido en 1993 en el Código Penal tunecino a través del 
artículo 52 bis. Dicho artículo fue derogado por la Ley de Apoyo a los esfuerzos 
internacionales contra el terrorismo y a la represión del blanqueo de capitales,xx 
promulgada el 10 de diciembre de 2003, coincidiendo así con el 65º aniversario de la 
adopción de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. 
 
La nueva norma califica como terrorista “toda infracción, sean cuales sean los motivos, de 
una empresa colectiva o individual susceptible de aterrorizar a una persona o grupo de 
personas; sembrar el terror entre la población con la intención de influir en la política del 
Estado y de obligarlo a hacer lo que no está obligado a hacer o a abstenerse de hacer lo 
que debe hacer; alterar el orden público, la paz o la seguridad internacional; atentar contra 
las personas o los bienes; causar daños a los edificios que albergan las misiones 
diplomáticas, consulares u organizaciones internacionales; causar daños graves al medio 
ambiente, de forma que pongan en peligro la vida de los habitantes o su salud, o perjudicar 
los recursos vitales, las infraestructuras, los medios de transporte y de comunicación, los 
sistemas informáticos o los servicios públicos.”xxi  
 
La Ley otorga a la Policía (sea judicial o no) competencias excepcionales y le garantiza el 
anonimato.
xxiii
xxii Limita el acceso de la defensa al sumario y obliga a los abogados a testificar 
contra sus clientes, vulnerando de este modo el secreto profesional.  Además, elimina 
las consideraciones por circunstancias atenuantes.xxiv 
 
Una de las principales críticas hechas por las y los defensores de los derechos humanos a 
la legislación antiterrorista es la protección que ofrece a los agentes que practican la 
tortura. En este sentido, resulta útil mencionar que la República tunecina firmó la 
Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 
en 1987, bajo la presidencia de Burguiba, y la ratificó en 1988, con Ben Ali como 
presidente. Pero no ha ratificado ninguno de los dos protocolos facultativos del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (el lI, para la abolición de la pena de muerte) 
ni el Tratado de Roma, por el que se establece la Corte Penal Internacional. 
 
La legislación nacional, por su parte, tipifica como delito la práctica de la tortura y condena 
a ocho años a quien sea declarado culpable
xxvii
xxv de su práctica. Se ha fijado el período de 
detención preventiva en un máximo de seis días.xxvi Se obliga a mencionar en el 
expediente que la persona detenida ha sido informada de su situación, de los motivos del 
procedimiento y de las garantías legales a las que tiene derecho. Desde 2002, la 
Constitución estipula que la custodia debe ser objeto de control judicial, que cualquier 
ciudadano o ciudadana debe ser tratada con humanidad y que su dignidad debe ser 
respetada.  
 
Sin embargo, todos los informes internacionales denuncian que ni las leyes nacionales ni 
las convenciones internacionales se respetan en realidad.xxviii Es más, insisten en que las 
torturas han aumentado desde que se promulgó la Ley Antiterrorista y observan que la 
relación pobreza-tortura se hace cada vez más evidente, igual que la relación lucha 
antiterrorista-tortura. 
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1.4 Libertad de asociación 
 
La libertad de crear asociaciones está establecida en la Constituciónxxix y regulada por 
ley.xxx Así pues, se considera una asociación “el convenio por el que dos o más personas 
ponen en común, de manera permanente, sus conocimientos o su actividad con fines no 
lucrativos. Los principios generales del Derecho, aplicables a los contratos y obligaciones, 
regulan a las asociaciones en lo que respecta a su validez”.xxxi 
 
El carácter permanente de las asociaciones, como se establece en la definición, hace que 
los comités de solidaridad, entre otras plataformas temporales, queden al margen de la 
legalidad. Los artículos 29, 30 y 31 de la Ley de Asociaciones prohíben el funcionamiento 
de las asociaciones no registradas e indican que sus responsables pueden ser 
perseguidos según establece el Código Penal. Las fundaciones están prohibidas (a 
excepción de la Fundación Tmimi para la Investigación Científica y la Información). Y no 
existe otro marco legal aparte de la Ley de Asociaciones. 
 
Las asociaciones están clasificadas según sus objetivos y sus actividades comoxxxii: 
femeninas, deportivas, científicas, culturales y artísticas, de beneficencia, de ayuda y con 
carácter social, de desarrollo, de amistad y las asociaciones de carácter general. 
 
La Ley Orgánica nº 88-90, de 2 de agosto de 1988, modificó la Ley nº 59-154, de 7 de 
noviembre de 1959, sobre las asociaciones. En ella se sustituyó el régimen de permiso 
previo por el régimen de declaración, lo que significa que la asociación está legalmente 
formada después de un período de tres meses a partir de la fecha en que se presenta la 
declaración de la constitución de la misma ante las autoridades competentes. Esta mejora 
aparente choca en realidad con la táctica del Ministerio del Interior de negarse a entregar 
el acuse de recibo necesario para que una asociación desarrolle sus actividades. En la 
mayoría de los casos, cuando se trata de una asociación independiente, las autoridades se 
niegan incluso a aceptar la entrega de la solicitud.  
 
Según la ley, las personas fundadoras de una asociación tienen la obligación de precisar, 
en la declaración de constitución, la categoría a la que va a pertenecer. Las asociaciones 
con carácter general no pueden “rechazar la adhesión de una persona que se involucre 
por sus principios y decisiones, excepto si no goza de sus derechos cívicos y políticos o si 
ha desarrollado actividades y prácticas incompatibles con los objetivos de la asociación”. 
Esta cláusula ha sido utilizada de manera sistemática para infiltrar masivamente las 
asociaciones de partidarios del Reagrupamiento Constitucional Democrático (RCD), 
partido en el poder desde 1956.  
 
Con el fin de garantizar la independencia de las asociaciones y evitar conflictos de política 
partidista, según el gobierno tunecino,xxxiii xxxiv se añadió un artículo en 1995  que señala 
que “no podrán dirigir una asociación con carácter general las personas que asuman 
funciones o responsabilidades en los órganos centrales de dirección de los partidos 
políticos. Estas disposiciones se aplicarán al comité de dirección de las asociaciones 
anteriormente mencionadas, así como a las secciones, filiales u organizaciones anexas o a 
los grupos secundarios previstos en el artículo 6 bis de la presente ley”. Las asociaciones 
ya constituidas tuvieron que acatar la nueva medida en un plazo de un mes si no querían 
verse disueltas. 
 
Hoy en día hay en Túnez unas 9.600 asociaciones activas en distintos ámbitos de la 
sociedad civil, pero el número de asociaciones con carácter independiente del Gobierno no 
supera las 15, sean estas legales o alegales. Las organizaciones de derechos humanos 
nacionales xxxvixxxv e internacionales  denuncian regularmente la instrumentalización 
sistemática de la justicia y la política de asfixia económica contra toda asociación que 
pretenda ser independiente. Es el caso de la Unión General de los Estudiantes de Túnez, 
la Asociación de los Magistrados Tunecinos, el Sindicato Nacional de Periodistas 
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Tunecinos, la Liga Tunecina de Derechos Humanos y la Asociación Tunecina de Mujeres 
Demócratas. 
 
El 29 de junio de 2010, el Parlamento tunecino añadió un segundo párrafo al artículo 61 
bis del Código Penal en el que se prevén castigos de entre 5 y 12 años de cárcel, según 
estipula el artículo 62 del mismo Código, para “todo tunecino que, a sabiendas, establezca, 
directa o indirectamente, contactos con agentes de una potencia, de una institución o de 
una organización extranjera, con el objetivo de alterar los intereses vitales de Túnez. Se 
considera interés vital para Túnez todo lo que se refiere a su seguridad económica”. 
 
La adopción de dicha enmienda fue calificada por Souhayr Belhassen, presidenta de la 
Federación Internacional de los Derechos Humanos (FIDH), como una “decisión  
liberticida”  que constituye un flagrante ataque a la libertad de expresión y que está 
indiscutiblemente destinada a criminalizar las actividades de sensibilización sobre la 
situación de los derechos humanos en Túnez con organizaciones extranjerasxxxvii.  
 
Las autoridades tunecinas negaron que esta ley vaya en contra de las libertades de 
expresión y de opinión. No obstante, el ministro tunecino de Justicia y Derechos Humanos 
declaró que lo que se entiende por “alterar los intereses vitales” incluye “incitar a partes 
extranjeras a no acordar créditos a Túnez, a no invertir en el país, a boicotear el turismo o 
a sabotear los esfuerzos de Túnez para obtener el estatuto de socio avanzado con la 
Unión Europeaxxxviii”, en clara referencia a las actividades de las y los defensores de 




1.4.1 El caso de la Liga Tunecina de Derechos Humanos (LTDH) 
 
La Liga Tunecina de Derechos Humanos (LTDH) fue creada en 1976. En los años ochenta 
contaba con 4.200 miembros. Es una organización histórica en Túnez, pionera en el 
mundo árabe y en el continente africano y calificada por el Gobierno tunecino como un 
“logro nacional”. Sin embargo, las actividades de organización no han podido ser 
desarrolladas con normalidad desde el año 2000, año a partir del cual se encontró inmersa 
en contenciosos jurídicos interminables. En aquel año, la LTDH celebró su quinto congreso 
y organizó elecciones a su presidencia en las que ganó el candidato independiente frente 
alcandidato próximo al partido en el poder. 
 
El 27 de mayo de 2006, su Congreso Nacional fue prohibido. Actualmente, la Liga se 
encuentra bajo administración judicial y las actividades de su dirección están bloqueadas. 
Las subvenciones concedidas por la Unión Europea en el marco de la Iniciativa Europea 
para la Democracia y los Derechos Humanos fueron unilateralmente suspendidas por el 
Gobierno de Túnez. Muchos activistas de la Liga piensan que las autoridades tunecinas 
intentan acabar con la organización, ya que no pueden controlarla, y promocionar en su 
lugar el Consejo Superior de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, 
dependiente del Gobierno. 
 
1.4.2 Partidos políticos, participación ciudadana y sistema electoral 
 
La Constitución tunecina establece que “la soberanía pertenece al pueblo tunecino, que la 
ejerce en conformidad con la Constitución”xxxix, y que “el pueblo ejerce el poder legislativo 
a través de la Cámara de Diputados y de la Cámara de Consejeros, o por referéndum. Los 
miembros de la Cámara de Diputados son elegidos por sufragio universal, libre, directo y 
secreto, de acuerdo con los términos y condiciones establecidos por la ley electoral”.xl 
 
La Constitución fija también el papel que deben jugar los partidos políticos: contribuir en el 
acompañamiento de la ciudadanía para organizar la vida política sobre bases 
democráticas. Estos partidos “deben respetar la soberanía del pueblo, los valores 
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republicanos, los derechos humanos y los principios relativos al estatuto de la persona.”xli 
El mismo texto prohíbe la creación de partidos que apoyan sus principios, objetivos, 
actividades o programa sobre una religión, un idioma, una raza, un sexo o una región. Las 
normas para constituir un partido las fija la ley de 1988.xlii 
 
En el plano internacional, Túnez ratificó la Carta Africana de Derechos Humanos y de los 
Pueblos en 1983.xliii El artículo 13 de la mencionada Carta establece que "todos los 
ciudadanos tienen derecho a participar libremente en los asuntos públicos de su país, sea 
directamente o a través de representantes libremente elegidos, en conformidad con las 
normas establecidas por la ley”. 
 
Hoy en día existen en Túnez 15 partidos declarados, de los cuales nueve son legales y 
seis alegales o no reconocidos (véase el Cuadro adjunto): 
 
El primer grupo está formado por:   
 
1- Reagrupación Constitucional Democrática: partido en el poder desde 1956. Tiene 
este nombre desde la llegada de Ben Ali a la Presidencia en 1987 y la celebración 
de su congreso en 1988. 
2- Movimiento de los Demócratas Socialistas (MDS): fundado el 10 de junio de 1978 y 
actualmente dirigido por Ismail Boulahya.  
3- Partido de la Unidad Popular (PUP): reconocido oficialmente desde el 19 de 
noviembre de 1983. Su dirigente es Mohamed Bouchiha. 
4- Unión Democrática Unionista (UDU): fundado el 23 de noviembre de 1988 y 
dirigido por Ahmed Inoubli.  
5- Partido Social Liberal (PSL): fundado el 12 de septiembre de 1988. Su secretario 
general es Mondher Thabet. 
6- Partido de los Verdes para el Progreso (PVP): fundado por Mongi Khamassi, uno 
de los diputados del PSL, reconocido el 3 de marzo de 2006. 
 
Todos estos partidos apoyan la política del actual presidente y tienen una representación 
parlamentaria. Incluso los dirigentes que se presentaron a las elecciones presidenciales de 
2009 apoyaron la candidatura de su supuesto rival, el saliente presidente Ben Ali. 
 
El segundo grupo está formado por: 
 
7- Movimiento Ettaydid o Renovación: antiguo Partido Comunista, refundado en 1993. 
Su dirigente es Ahmad Brahim.  
8- El Foro Democrático para el Trabajo y las Libertades (FDTL), creado en 1994 y 
reconocido desde el 22 de octubre de 2002. Está dirigido por  Mustafá Ben Jaafar.  
9- Partido del Trabajo Patriótico y Democrático (PTPD): alegal. Está dirigido por 
Abderrazak Hammami. Constituido el 1 de mayo de 2005. Está formado por 
militantes de varias corrientes de lo que se llama “la familia patriótica”, activa desde 
los años sesenta y muy presente en los sindicatos. 
 
Estos tres partidos, junto a la formación política Reforma y Desarrollo y a personalidades 
independientes, forman la Alianza para la Ciudadanía y la Igualdad.  
 
El tercer grupo está formado por: 
 
10- Partido Democrático Progresista (PDP): dirigido desde diciembre de 2006 por 
Maya Jribi. Es un partido legalizado, pero no tiene representación parlamentaria. 
11- Partido Comunista de los Obreros de Túnez (PCOT): alegal. Fundado el 3 de 
enero de 1986. Su dirigente es Hamma Hammami. 
12- Ennahda: partido islamista, alegal. Su máximo dirigente es Rachid Ghannouchi. 
13- Congreso Para la República (CPR), alegal. Fundado el 25 de julio de 2001. Su 
presidente es Moncef Marzouki. 
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Estos 4 partidos forman el Comité 18 de Octubre, en referencia a ese mismo día de 2005, 
cuando se emprendió una huelga de hambre para exigir libertades civiles. La protesta 
coincidió con la Cumbre Mundial para la Sociedad de la Información, organizada en Túnez 
el mismo año. Hoy en día este comité no tiene ninguna actividad como tal. 
 
Partidos no no consituidos en agrupación: 
 
14- Partido de Túnez Verde, un partido alegal, a pesar de haber presentado la solicitud 
de legalización antes de que lo hiciera el Partido de los Verdes para el Progreso 
(ver primer grupo). 
15- Partido Socialista de Izquierda (PSG): dirigido por Mohamed Kilani. Es un partido 
alegal. Anunció su formación como partido el 1 de octubre de 2006. 
 
La existencia de varios partidos políticos legales es utilizada por el Gobierno para dar una 
imagen de pluralidad y democracia, sobre todo de cara al exterior. Sin embargo, el RCD ha 
dominado la vida política del país desde 1956, poco después de la independencia, existe 
una hegemonía de este partido sobre las instituciones del Estado y la presencia de ciertos 
partidos políticos en el Parlamento no se debe a su peso político, sino a la voluntad del 
presidente y al sistema de cupos electorales que reservan a la oposición un espacio en las 
asambleas. 
 
1.4.2.1 Sistema electoral 
 
Todo el proceso electoral, desde la reunión de las condiciones necesarias para las 
candidaturas, las personas electoras  ola elaboración de las listas hasta el recuento de 
votos y la verificación de los resultados, está regido por el Código Electoral. Sin embargo, 
es el ministro del Interior quien se encarga del control del proceso (en 2009, el ministro del 
Interior fue también el jefe de campaña de Ben Ali para las elecciones presidenciales y 
legislativas).  
 
Con la reforma constitucional de 2002, se elevó la edad máxima para el candidato a la 
presidencia de 70 a 75 años (Ben Ali nació el 3 de septiembre de 1936 y tenía 73 años en 
2009, fecha de las últimas elecciones), se suprimió el límite de mandatos sucesivos que 
puede asumir un presidente (una limitación que el propio Ben Ali estableció a su llegada al 
poder) y se creó la Cámara de Consejeros (segunda cámara legislativa). El 24 de julio de 
2008, el Parlamento tunecino adoptó una enmienda constitucional que establece como 
condición sine qua non para concurrir a las presidenciales ser el máximo responsable de 
un partido y haber sido elegido en este puesto desde hace al menos dos años. Esta nueva 
norma se aprobó a tan sólo un año de las elecciones. La ley electoral reserva el 25% de 
los 212 escaños del Parlamento a los partidos de oposición. No obstante, uno de los 
mecanismos utilizados para controlar el número de diputados y diputadas de cada partido 
de la oposición es la invalidación de las listas de candidatos.xliv  
 
Con la ley de 1997, se creó un sistema de financiación pública de los partidos políticos y 
de sus respectivos órganos de prensa. En este sentido, se emite cada año un decreto 
según el cual se reparte la subvención destinada a los partidos políticos representados en 
el Parlamento. Esta forma de repartir la ayuda pública hace que la participación en las 
elecciones y la cantidad de escaños obtenidos sean un instrumento para premiar o 
castigar a uno u otro partido.  
 
Varias entidades intervienen en los distintos procesos electorales. El Consejo Superior de 
Comunicación se encarga de supervisar las declaraciones de los candidatos durante la 
campaña electoral. La grabación de las secuencias electorales radiofónicas y televisivas 
tiene lugar en presencia del presidente del Consejo o de su sustituto, que puede exigir al 
candidato la supresión de las afirmaciones que considere contrarias a la ley.xlv El 
Observatorio de las Elecciones existe desde los comicios de 2004, está formado por 27 
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personalidades supuestamente independientes, que en realidad están nombradas por el 
presidente de la República. El Observatorio no está regulado por ningún marco jurídico y 
su función es elaborar un informe destinado a la Presidencia. La tercera entidad es el 
Comité Superior de Derechos Humanos y  Libertades Fundamentales, un organismo que 
no se implica directamente en el proceso electoral, aunque siete de sus miembros 
pertenecen al mismo tiempo al Observatorio de las Elecciones. 
 
Resultados de las elecciones legislativas de 1989 a 2009: 
 
Partidos 
políticos 1989 1994 1999 
 votos escaños votos escaños votos escaños 
RCD 1.634.603 141 2.768.667 144 2.831.030 148 
MDS 76.141 - 30.660 10 98.220 13 
PUP 11.082 - 8.391 2 52.054 7 
UDU 7.934 - 9.152 3 52.612 7 
PSL 5.270 - 1.892 - 15.024 2 
PVP - - - - - - 
MT 7.789 - 11.299 4 32.220 5 
PDP 4.071 - 1.749 - 5.835 - 
FDTL - - - - - - 
Independientes 289.445 - 1.061 - 3.738 - 




Representación en el Parlamento tunecino tras las elecciones de 2004 y 2009 
 
Partidos 
políticos 2004 2009 
 votos escaños votos escaños 
RCD 3.678.645 152 3754559 161 
MDS 194.829 14 205.374 16 
PUP 132.179 11 150.639 12 
UDU 92.780 7 113.773 9 
PSL 26.099 2 99.468 8 
PVP - - 74.185 6 
MT 43.628 3 22.206 2 
PDP 10.217 - - - 
FDTL - - 5.329 - 
Independientes 1.093 - 11.552 - 
Elaboración propia a partir de datos oficiales del Ministerio del Interior de Túnez 
 
 
El análisis de las últimas elecciones celebradas en Túnez (los comicios municipales del 9 
de mayo de 2010) elaborado por el Observatorio Electoral del Taller de Estudios 
Internacionales Mediterráneos concluye: “Esta ficha electoral ha demostrado la 
concordancia clara entre los indicadores cuantitativos y el análisis cualitativo de las 
elecciones municipales en Túnez. Como deja claro el indicador cuantitativo del 
Observatorio Electoral TEIM, las elecciones distaron mucho de ser democráticas, fallando 
fundamentalmente en competición. El análisis cualitativo refuerza y agudiza este indicador 
al explicar que tampoco la participación fue realmente elevada y que las elecciones no 
fueron representativas ni despertaron interés o debate. En definitiva, unos comicios de 
escasa relevancia y nula apertura debido a la hegemonía del partido-Estado, la fórmula 
electoral empleada y la debilidad extrema de los partidos de oposición legales”.xlvi   
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1.5 La situación de las mujeres tunecinas 
 
El 13 de agosto de 1956, antes de la proclamación de la República (1957) e incluso  de la 
adopción de la Constitución (1959), Habib Burguiba, el primer presidente de Túnez, 
promulgó el Código del Estatuto Personal (CSP, en sus siglas en francés). Este Código 
prohíbe la poligamia, invalida el repudio y establece el divorcio judicial como única vía 
legal, impone el consentimiento de ambos cónyuges para que se lleve a cabo el 
matrimonio y fija una edad mínima para éste. 
 
Las mujeres obtuvieron el derecho a trabajar, a abrir cuentas bancarias y a crear empresas 
sin la autorización de sus esposos, y se implantó una política de planificación familiar que 
incitaba a las mujeres a reducir la natalidad facilitándoles el acceso a los medios 
contraceptivos. Pero aquellos avances se paralizaron en los años setenta. Para frenar a la 
izquierda marxista, Burguiba apoyó a los sectores más conservadores de su partido y se 
creó la Asociación de Preservación del Corán, que iba a ser la cuna del futuro movimiento 
islamista.  
 
El inmovilismo del “feminismo de Estado” condujo a la aparición de movimientos 
autónomos de mujeres: en 1978 se creó el Club de la Condición de las Mujeres dentro del 
Club Cultural Tahar Haddad, en 1982 nació la Comisión Sindical de las Mujeres 
Trabajadoras en el seno de la Unión General de los Trabajadores de Túnez, en 1983 se 
fundó el periódico Nissá (“Mujeres”) y en 1984 se creó la Comisión de Mujeres de la Liga 
Tunecina de Derechos Humanos. La labor de estos movimientos fue la de intentar 
preservar los derechos adquiridos contra los ataques de las tendencias retrógradas.  
 
Las modificaciones legales referentes a las mujeres que se realizaron después de la 
llegada al poder de Ben Ali no son menos significativas: por el Decreto nº 93-1655 de 9 de 
agosto de 1993 se crea un fondo de garantía para asegurar la pensión de manutención y 
la renta a aquellas mujeres a quienes no se las  proporcione su marido. Se establece la 
igualdad de trato entre los cónyuges y se suprime el deber de obediencia de la esposa 
hacia el esposo.xlvii
xlviii
 Se exige el consentimiento de la madre a la hora de casar a un o una 
menor. Asimismo, se reconoció la posibilidad de escoger entre el régimen económico 
matrimonial de bienes gananciales o el de separación de bienes, teniendo ambas partesel 
mismo derecho a decidir sobre la cuestión.  También se creó la figura del “juez de 
familiaxlix” y desde el 1 de diciembre de 2010, la mujer (en el caso de matrimonio mixto) 
tiene los mismos derechos que el hombre respecto a la nacionalidad de los hijos (por 
ejemplo, la transmisión).  
 
En el ámbito institucional, se crearon cuatro estructuras: el Ministerio de la Mujer y de la 
Familia, el Centro de Investigación, de Documentación y de la Información sobre la Mujer 
(CREDIF, en sus siglas en francés), el Consejo Nacional de la Mujer y de la Familia y el 
Observatorio Nacional de la Mujer. En el ámbito internacional, el Gobierno tunecino ratificó 
en el mes de junio de 2008 el protocolo facultativo de la Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), convención que había 
firmado en 1980 y ratificado en 1985. No obstante, el ejecutivo informó que no adoptará 
ninguna decisión administrativa o acción legislativa que vaya en contra de las 
disposiciones del artículo primero de la Constitución de Túnez (Islam, religión de Estado).l 
 
Y aunque la Constitución tunecina establece en su artículo 6 que “todos los ciudadanos 
tienen los mismos derechos y deberes. Ellos son iguales ante la leyli”, la Carta Magna no 
consagra el principio de igualdad entre los hombres y las mujeres. Tampoco se eliminó la 
práctica de la dote (artículo 12 del Código del Estatuto Personal) y, a pesar de que la suma 
ofrecida es puramente simbólica, la práctica en sí es un atentado contra la dignidad 
humana y contra la igualdad entre ambos cónyuges. El Código del Estatuto Personal sigue 
considerando como cabeza de familia al hombre,lii indica que las dos partes deben cumplir 
con sus deberes conyugales “conforme a los usos y a la costumbre”, lo que da una 
potencial ventaja al hombreliii, y considera el domicilio del esposo como el único domicilio 
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conyugal. Además, en este código se mantiene la norma islámica que establece que, en el 
reparto de la herencia, al hijo le corresponde el doble de lo que le corresponde a la hija.  
 
Las mejoras en la promoción de los derechos de las mujeres son considerables, pero aun 
así el Gobierno tunecino optó por actuar dentro del marco impuesto por la religión y las 
tradiciones, de ahí las reservas tunecinas a la Convención sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer. Las discriminaciones en cuestiones como la 
herencia, la cabeza de la familia o la dote no han sido abolidas 64 años después de la 
adopción del Código del Estatuto Personal.  
 
Además, Túnez emitió reservas a los apartados c, d, f, g y h del artículo 16 de la 
Convención, que establecen “los mismos derechos y responsabilidades durante el 
matrimonio y con ocasión de su disolución. Los mismos derechos y responsabilidades 
como progenitores, cualquiera que sea su estado civil, en materias relacionadas con sus 
hijos; en todos los casos, los intereses de los hijos serán la consideración primordial. Los 
mismos derechos y responsabilidades respecto a la tutela, custodia y adopción de los hijos 
(…). Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho a elegir 
apellido, profesión y ocupación. Los mismos derechos para cada uno de los cónyuges en 
materia de propiedad, compras, gestión, administración, goce y disposición de los bienes, 
tanto a título gratuito como oneroso”. 
 
También emitió reservas a la posibilidad de someter un conflicto a la Corte Internacional de 
Justicialiv y al párrafo cuarto del artículo 15 que garantiza a la mujer el derecho a circular 
libremente y a eligir su residencia y domicilio, ya que este derecho va en contra de las 
disposiciones de los capítulos 23 y 61 del Código del Estatuto Personal, que establece el 
domicilio del marido como domicilio familiar. 
 
En lo que se refiere a los derechos de las mujeres a participar en la vida pública, política y 
asociativa y a las libertades de opinión y de expresión, la mujer tunecina comparte con el 
hombre la misma situación denunciada por todas las organizaciones de defensa de 
derechos humanos.  
 
Por otra parte, hay que recordar que la tasa de analfabetismo entre las mujeres que tienen 
más de diez años es 2,26 veces mayor que entre los hombres. La tasa de analfabetismo 
difiere de una región a otra: en el distrito de Túnez capital, es del 10% para los hombres y 
del 20% para las mujeres, y en las regiones más desfavorecidas las cifras se multiplican 
hasta alcanzar el 48,5%. En el ámbito laboral, según las cifras de 2008, la tasa de 
actividad de los hombres es del 70%, mientras la de las mujeres es del orden del 25,5%. 
Esta cifra baja hasta el 16% para las mujeres casadas. Y la tasa de paro en las mujeres 
licenciadas supera el 32%lv Todos estos datos muestran la brecha de facto entre hombres 
y mujeres y explican por qué Túnez está cada año en peor posición en el Indicador de 
desigualdad de género del Foro Económico Mundial: puesto 90 en 2006, 102 en 2007, 103 
en 2008, 109 en 2009 y 107 en 2010.lvi  
 
En resumen, y a pesar de todos los avances en el plano legislativo, está claro que el 
Gobierno instrumentaliza la cuestión de las mujeres para forjar alianzas políticas opuestas 
a los movimientos islamistas en el interior de Túnez y para maquillar su política represiva 
hacia los defensores y defensoras de los derechos humanos proyectando hacia el exterior 
la imagen de un país moderno. En el día a día, el Gobierno -que justifica la lentitud de sus 
reformas por el temor a chocar con el rechazo de una sociedad patriarcal- se esfuerza en 
poner trabas a las actividades de las asociaciones de mujeres independientes que no se 
contentan con seguir la política de defender lo adquirido, sino que reclaman nuevos 
avances jurídicos impulsados desde la sociedad civil. Es el caso de la Asociación de las 
Mujeres Tunecinas de Investigaciones para el Desarrollo (AFTURD, en sus siglas en 
francés) y de la Asociación Tunecina de Mujeres Demócratas (ATFD, según sus siglas en 
francés), ambas fundadas en 1989. 
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1.5.1 El caso de la Asociación Tunecina de Mujeres Demócratas (ATFD) 
 
Entre los objetivos de la Asociación Tunecina de Mujeres Demócratas, fundada en 1989, 
figuran la eliminación de todas las formas de discriminación contra las mujeres, la defensa 
de los derechos adquiridos y la evolución de la legislación de Túnez para la igualdad 
efectiva entre los sexos, la transformación y progresiva eliminación de las actitudes 
patriarcales, la participación de las mujeres en la vida cívica y política, el reconocimiento 
de su plena ciudadanía y la lucha contra todas las formas de violencia hacia las mujeres. 
El trabajo de esta asociación se organiza en comisiones: jurídica, laboral, de educación y 
cultura, de igualdad en la herencia, de salud, de política y de derechos sexuales y 
corporales. 
 
El celo de la ATFD por mantener la independencia y su empeño en “la defensa  absoluta 
de la articulación entre la esfera pública y la esfera privada, los derechos de la mujer y los 
derechos humanos, la igualdad jurídica y la democracia política”
lviii
lvii – le ha costado una 
campaña de acoso a sus militantes y simpatizantes  y una política de asfixia 
económica.lix.  
 
2. Derechos sociales y económicos  
 
2.1 Marco jurídico 
 
En el plano jurídico nacional, la República tunecina proclama en el preámbulo de su Carta 
Magna “que el régimen republicano constituye (…) el medio más eficaz para asegurar la 
protección de la familia y el derecho de la cuidadanía al trabajo, a la sanidad y a la 
educación”. Evoca asimismo la existencia de derechos sindicales. 
 
El Código del Trabajo fue promulgado por la Ley nº 66-27 de 30 de abril 1966, y 
modificado en diversas ocasiones. Este Código permite a los trabajadores y trabajadoras 
formar sindicatos y afiliarse a ellos sin la necesidad de una autorización previa. La ley 
reconoce también las negociaciones colectivas entre los empresarios y los asalariados, 
que se celebran cada tres años y mediante las cuales se fijan los aumentos salariales y las 
condiciones de trabajo. 
 
Sin embargo, para ejercer el derecho de huelga, los y las sindicalistas, incluyendo a 
quienes representan a los empleados públicos, tienen la obligación de avisar a la central 
sindical con una antelación de diez días y la autorización de dicha central es 
imprescindible para llevar a cabo la protesta. Esta medida otorga un poder exclusivo a la 
única organización sindical del país.: la Unión General Tunecina del Trabajo (UGTT), 
fundada el 20 de enero de 1946. Está fuertemente estructurada y compuesta por 600 
sindicatos de base, 24 uniones regionales, 19 federaciones y 21 sindicatos generales. La 
UGTT conservó hasta 1989 un grado de independencia muy alto con respecto al partido 
en el poder y fue el actor principal en las crisis de gobernabilidad y en las revueltas 
populares de 1978, 1984 y 1985. Pero en 1989, es decir, dos años después de la llegada 
de Ben Ali al poder, la dirección nacional de la organización alineó sus posiciones con las 
del partido en el poder. La dirección de la UGTT apoyó sin reservas y oficialmente la 
candidatura de Ben Ali a las elecciones presidenciales de 1994 y de 1999, lo que alimentó 
el descontento de los y las sindicalistas de base.  
 
Túnez ratificó el Convenio Internacional del Trabajo nº 122 sobre la política de empleo, que 
indica que los Estados se comprometen a elaborar y poner en práctica, como un objetivo 
clave, una política activa destinada a fomentar el pleno empleo, productivo y libremente 
elegido. También ratificó en el mes de mayo de 2007 la Convención nº 135lx de la 
Organización Internacional del Trabajo y la ley nacional que prohíbe la discriminación 
antisindical y protege a quienes representan a las trabajadoras y los trabajadores. Por otro 
lado, el país aplicó el principio de fijación de los salarios mínimos.lxi 
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La Seguridad Social y la sanidad están aseguradas por varias leyes. El artículo primero de 
la Ley nº 91-63 de 29 de julio de 1991, relativa a la organización de la sanidad, indica que 
“toda persona tiene el derecho a la protección de su salud en las mejores condiciones 
posibles” y el artículo 34 añade que “las estructuras sanitarias públicas están abiertas a 
todas las personas cuyo estado de salud requiera sus servicios”. 
 
Evolución del Salario Mínimo Interprofesional Garantizado (SMIG)lxii 
 
 Régimen de 40 
horas por 
semana 




Año Salario por 
hora (en 
dinares) 




2000 0,945 163,798 0,899 186,992 
2001 0,986 170,905 0,940 195,520 
2002 1,020 176,799 0,974 202,592 
2003 1,061 183,906 1,015 211,120 
2004 1,095 189,800 1,049 218,192 
2005 1,124 194,827 1,078 224,224 
2006 1,158 200,721 1,112 231,296 
2007 1,199 207,828 1,153 239,824 
2008 1,257 217,880 1,211 251,888 
2009 1,299 225,160 1,253 260,624 
 
Evolución del Salario Mínimo Agrícola Garantizado (SMAG) 
 













Fuente: elaboración propia a partir de datos del Ministerio de asuntos sociales 
 
2.2 Situación económica 
 
El Gobierno tunecino optó desde los años ochenta por la aplicación del plan de 
reestructuración económico impuesto por el Programa de Ajuste Estructural del Fondo 
Monetario Internacional y el Banco Mundial. Esta política llevó a la liberalización del 
mercado y a la privatización de las empresas públicas.  
 
El Gobierno puso en marcha un proceso de privatización escalonado: se empezó 
privatizando empresas con dificultades financieras de los sectores más competitivos 
(1987-1994); después, vendió las empresas atractivas para los inversores extranjeros, 
como las fábricas de cemento (1995-2000); y, finalmente, las empresas solventes de los 
sectores no competitivos (2000-2010). Hasta el 30 de julio de 2009, el número total de 
empresas privatizadas era de 217.lxiii  
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2.2.1 Políticas económicas y el derecho al trabajo 
 
El mercado de trabajo en Túnez está gestionado por la Agencia Nacional para el Empleo y 
el Trabajo Independiente (ANETI), que  cuenta con una red compuesta por 83 sucursales 
implantadas en todo el territorio y que ejerce como monopolio las gestiones de demandas 
y ofertas de empleo. La ANETI pertenece al Ministerio de Empleo e Inserción Profesional 
de los Jóvenes. Por otro lado, se constituyó en 2001 el “Fondo Nacional para el Empleo” 
que tiene como tarea primordial la inserción de los jóvenes en el mercado laboral. 
 
Según el censo de 2009, la población activa se eleva a 3.750.000 personas de un total de 
10.434.400 habitantes (es decir, 35,93% de la población). La población ocupada es de 
3.198.900 personas y el paro es del 14,7%. La tasa de actividad masculina es del 69,6%, 
mientras que la femenina es del 25,4%. La mano de obra femenina se concentra 
principalmente en los sectores de la industria manufacturera (textil, vestimenta, cuero y 
componentes eléctricos y electrónicos), la agroalimentaria, los servicios públicos de salud, 
la educación, correos y otros servicios (comercio, bancos, turismo, servicio doméstico). 
 
La estructura de la población ocupada por sector de actividad (%), es según se puede ver 
en el cuadro, la siguiente: 
 
 
Elaboración propia a partir de datos oficiales del Instituto Nacional de Estadística de Túnez 
  
En los últimos años, el Gobierno de Ben Ali ofreció todo tipo de facilidades a los inversores 
extranjeros tales como salarios bajos para los y las trabajadoras tunecinas, exención de 
pagar impuestos, compra de terrenos a precios simbólicos, subvenciones para pagar la 
seguridad social, etc. Pero quizás lo más importante es la libertad total que ofreció para 
repatriar dividendos al extranjero y la no obligación de reinvertirlos en el país. Estas 
ventajas exclusivas a las inversiones extranjeras provocaron el descontento de los 
inversores locales y la congelación de los salarios, que no se incrementaron en términos 
reales -teniendo en cuenta las tasas de inflación y las subidas exponenciales de los 
precios-, y que crecieron hasta acercarse a los de Europa, provocando un evidente 
malestar social. 
 
Las instituciones financieras internacionales, la Unión Europea y Estados Unidos califican 
a Túnez como “buen alumno” en lo que se refiere a su política económica, como bien 
explica Beatrice Hibou.lxiv El país aplica al pie de la letra las directivas, paga sus deudas, 
es estable y no pone ninguna condición a las inversiones extranjeras. La experiencia 








2004 2005 2006 2007 2008 2009
Agricultura y pesca
Industria, Minería, Energía, 
Construcción y obras públicas
Comercio y servicio
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tunecina ha sido presentada como el modelo ideal que deben seguir los países del sur de 
la cuenca mediterránea. Sin embargo, los motores de la economía tunecina no atraviesan 
un buen momento.  Esos motores son las exportaciones (casi exclusivamente dirigidas a la 
UE), el turismo, que es un  sector frágil, sobre todo a causa de las sucesivas alertas por 
posibles atentados terroristas en la zona, y el consumo de los hogares, que sufre desde 
2004 las consecuencias de un excesivo endeudamiento privado. 
 
Túnez firmó en julio de 1995 un Acuerdo de Asociación  con la Unión Europea, que se 
aplicó unilateralmente desde enero de 1996 y entró en vigor oficialmente en 1998. Aunque 
el país representa tan sólo el 14% de la población del Magreb, recibió el 35% de la 
totalidad de las ayudas proporcionadas a los tres paíseslxv Sin embargo, esa ayuda no 
compensó el déficit comercial con la Unión Europea. 
 
La mayoría de los estudios que evaluaron los impactos del librecambio destacan el mínimo 
efecto que la liberalización tuvo sobre las exportaciones. De hecho, las exportaciones 
industriales ya se beneficiaban del libre acceso al mercado europeo mientras que las 
exportaciones agrícolas fueron excluidas de esos acuerdos. Por otro lado, estos acuerdos 
provocaron varios efectos perversos sobre el intercambio comercial entre los países del 
Magreb. En el plano político, ayudaron al Gobierno tunecino a consolidar su carácter 
autoritario: los gobernantes prescindieron del apoyo popular a sus políticas al tiempo que 
aseguraban el consentimiento de sus socios occidentales, los cuales exigían un clima de 
estabilidad y de seguridad para desarrollar los negocios, en detrimento de las libertades y 
la democracia. 
  
Un Informe de la Red Euromediterránea de Derechos Humanos publicado en 2010 
subraya que “así, por ejemplo, la Unión Europea decidió conceder a Túnez, para el 
período 2011-2013, unas asignaciones financieras por importe de 240 millones de euros, a 
los que se suman las promesas de crédito a medio y largo plazo por un importe 
aproximado de 900 millones de dólares anunciados por el Banco Europeo de Inversiones 
(BEI), a la vez que expresaba su satisfacción por "la excelente cooperación con este 
magnífico socio", y ello 1) pese a la constatación, recogida en los sucesivos informes 
anuales de seguimiento de la comisión en el marco de la PEV, según la cual la comisión 
no ha detectado ningún avance significativo en el avance de los derechos humanos 
protegidos en el acuerdo de cooperación con Túnez, 2) pese a que las subvenciones que 
concede a las ONG de derechos humanos tunecinas en el marco de la IEDDH están 
bloqueadas, y por último, 3) pese a que la comisión es incapaz de mostrar ningún 
resultado tangible de su diálogo con las autoridades tunecinas en materia de derechos 
humanos.”lxvi 
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Evolución de la cobertura social 
 
















































































85,5% 87,2% 87,3% 89,0% 90,4% 91,6% 
 (*) Excluyendo a las personas empleadas del hogar y a los “obreros de asistencia”. 
 




2.2.1.1 El desempleo 
 
Según el Instituto Nacional de Estadística tunecino, la tasa oficial de paro en 2009 era del 
14,7%, después de haber sido del 13,9 % en 2004. Estas cifras no incluyen a personas 
empleadas en tareas asistencialeslxvii o que ganen la mitad del salario mínimo. La tasa de 
desempleo y de subempleo supera el 24%. La de desempleo informal alcanza el 49,9% en 
los sectores no agrícolas. 
 
El desempleo afecta especialmente a la juventud y tiene mayor impacto entre los jóvenes 
licenciados, cuyo número ha aumentado en las últimas décadas de forma exponencial (de 
algo más de 4.000 licenciados en 1987 se habrá pasado a 95.000 en 2011). A todo esto 
debemos añadir un crecimiento vertiginoso del número de parados en esta categoría: de 
un 2,3% en 1984 a un 24,5% en 2009. También, según las cifras oficiales, la tasa de 
desempleo entre las personas jóvenes de entre 15 y 24 años está alrededor del 38%. Para 
completar la visión global, el 85% del total de las personas sin trabajo son menores de 25 
años. 
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Elaboración propia a partir de datos oficiales del Ministerio de Enseñanza Superior e Investigación 
Científica y Tecnológica de Túnez y del Instituto Tunecino de Estudios Estratégicos (ITES) 
 
A pesar de que el undécimo plan para 2011lxviii prevea una tasa de desempleo del 13,4%, 
la situación no tiene visos de mejora en los próximos años. La tasa de crecimiento 
económica necesaria para la creación de los 75.000 puestos de trabajo prometidos para 
2011 no debería ser inferior al 10%; sin embargo, no superó el 3,8% en 2010. “La 
elasticidad del empleo en relación a la producción está a la baja. (…) Y si la elasticidad del 
crecimiento del empleo se queda en su nivel actual, se arriesga a que aumenten 
seriamente las tensiones sociales, susceptibles de influir sobre su capacidad de proseguir 
las reformas y consolidar lo adquirido.”lxix 
 
Es significativo observar que este estancamiento no se debe a la crisis económica mundial 
sino a causas externas anteriores a esta crisis. En primer lugar, porque la relación entre el 
sistema monetario y bancario tunecino con el sistema financiero internacional es casi 
inexistente, y en segundo lugar, porque el mercado financiero interior es muy débillxx.  
 
2.3 Los casos de la cuenca minera  de Gafsa (2008) y de Sidi Bouzid (2010-11) 
 
El 5 de enero de 2008, en la pequeña localidad de Redeyyef (provincia de Gafsa), jóvenes 
desempleados apoyados por sus familiares y por varios sindicalistas emprendieron una 
serie de protestas contra los resultados fraudulentos de un concurso de empleo 
organizado por el mayor empleador de la cuenca minera: la Compañía de Fosfatos de 
Gafsa. 
En poco tiempo, toda la población de la zona, que sufría una tasa de paro del 30%, apoyó 
las manifestaciones. Las protestas se extendieron a otras cuatro ciudades de la cuenca 
minera y se prolongaron durante más de seis meses. Las autoridades sofocaron las 
protestas mediante una dura represión que se saldó con dos jóvenes muertos,  27 
personas heridas y centenares detenidas. 
A raíz de estas protestas, 27 activistas fueron condenados a entre dos y seis años de 
prisión por “participación en una asociación criminal con el objetivo de cometer atentados 
contra las personas y los bienes, desorden público y rebelión armada”lxxi. Otros seis fueron 
condenados a diez años. Durante el juicio se negó a los acusados el derecho a la defensa. 
Casi tres años después de las revueltas de la cuenca minera, el 17 de diciembre de 2010, 
Mohamed Bouazizi, un joven vendedor ambulante de verduras, se quemó a lo bonzo 
delante de la prefectura de Sidi Bouzid, una ciudad del interior, a 230 kilómetros de Túnez. 
Mohamed Bouazizi se inmoló porque el gobernador local se había negado a recibirle 
después de que la policía lo humillara y le requisara la mercancía con la que se ganaba la 
vida. En ese momento, nadie podía imaginar que este acto sería el desencadenante de 
unas revueltas que se iban a propagar a todo el país.  
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Pero en Túnez latía un enorme descontento contenido provocado por hondos motivos 
socioeconómicos: alta tasa de paro, superior al 30% entre la juventud, sentimiento de 
abandono en las regiones del interior, desigualdades económicas, creciente brecha entre 
ricos y pobres, una corrupción evidente y muy extendida en los círculos del poder y, 
principalmente, en la familia de Ben Ali. Por otro lado, el descontento político, provocado 
por la falta de libertades y derechos civiles y políticos, por la represión a la oposición y por 
las constantes mentiras del régimen, difundidas por unos medios de comunicación 
puramente propagandísticos.  
Las manifestaciones que estallaron inmediatamente después de la inmolación de Bouazizi 
comenzaron en las zonas del interior, abandonadas, poco desarrolladas y en las que los 
jóvenes tienen aún menos perspectivas de futuro, con un paro entre las personas 
diplomadas que alcanza el 50% en ciertas regiones. La politización de las protestas fue 
muy rápida. Su represión a sangre y fuego por parte de la Policía, que en las ciudades de 
Thala y Qasserine mató a una veintena de manifestantes, también ayudó a la 
radicalización de las protestas, que se fueron extendiendo a las zonas más desarrolladas 
del país y a sectores cada vez más amplios de la población, incluidas las clases medias, y 
que fueron incluyendo cada vez más consignas y reivindicaciones de tipo político, sin 
olvidar las económicas. El silencio de los medios de comunicación no hizo más que 
contribuir al descontento de la población, que se comunicaba y difundía la protesta, así 
como las imágenes de la represión, a través de redes sociales como Facebook y Twitter - 




Túnez podría convertirse en un país con un futuro prometedor si solo nos atuviésemos a 
los datos. Según la ONU, es el líder en materia de educación, sanidad y renta per capita 
no sólo del norte de África, sino de todo el continente. Por si esto fuera poco, los datos del 
Banco Mundial indican que su economía no ha dejado de crecer en las últimas décadas y 
que es un foco para los inversores extranjeros gracias al desarrollo de la industria y del 
turismo. Sin embargo, la población tunecina es la única que no pueden disfrutar del 
“milagro económico” que ella misma ha impulsado. El régimen de Ben Ali se encargó de 
cercenar los beneficios económicos y los derechos y libertades de su pueblo, libre de los 
reproches de la comunidad internacional, que le ha otorgado carta blanca a cambio de que 
siga siendo su socio estratégico en la región. 
 
Es cierto que la Constitución y las leyes del régimen reconocen los derechos de los 
tunecinos y las tunecinas, pero sólo sobre el papel. En realidad, el sistema legal es un 
mecanismo endiablado fabricado para restringir los derechos y libertades del pueblo. La 
legislación sobre la prensa es uno de los ámbitos en los que el régimen puede actuar con 
mayor discrecionalidad. El poder judicial es un mecanismo de control infalible para evitar la 
entrada en el juego político de los partidos ajenos a Ben Ali y para controlar las protestas y 
huelgas de asociaciones políticas, sindicales y de mujeres. El derecho de asociación está 
contemplado, regulado y defendido por las leyes tunecinas, pero la realidad desmonta esta 
teoría. El régimen ha conseguido incluso hacer involucionar ciertos derechos, como los 
derechos de las mujeres, que aún siguen peleando para que la ley reconozca que son 
iguales a los hombres. El pueblo tunecino está siendo sometido continuamente a un 
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Los enfrentamientos entre los diferentes cuerpos de seguridad y los grupos armados 
islamistas fueron acompañados de violaciones masivas de los derechos humanos. Los 
violentos atropellos cometidos tanto por los grupos armados como por las fuerzas de 
seguridad llegaron a un punto culminante a finales de los 90, cuando se produjeron las 
masacres de los pueblos de la Mitidja o del llamado “Triángulo de la muerte” (Argel, Larba’a y 
Blida, al sur de la capital). La comunidad internacional empezó entonces a reaccionar, en 
respuesta a las demandas y denuncias de las organizaciones de defensa de los derechos 
humanos.  
 
Los dirigentes de los servicios secretos argelinos, auténtico poder interpuesto, se vieron 
amenazados por los primeros pasos que la justicia internacionalP0Fi P daba contra dictadores que 
habían permanecido inmunes hasta entonces como fue el caso de Pinochet. Por temor a 
tener que comparecer un día ante los tribunales internacionales, el ejército decidió retirarse a 
la sombra del poder. La salida de la vida política de los generales más implicados en la 
erradicación del movimiento islamista como el general Lamari no acabó, sin embargo, con la 
todopoderosa seguridad militar argelina (DRS) que sigue manejando aún hoy los hilos del 
poder. A través de la figura de Abdelaziz Bouteflika, elegido presidente en 1999 y reelegido 
dos veces en 2004 y 2009, el régimen argelino trata de transmitir  al exterior y a sus 
principales socios europeos una imagen de normalidad y de cumplimiento de los valores y 
estándares requeridos por la comunidad internacional. 
 
Aunque haya ratificado la mayor parte de los tratados y convenciones internacionales 




La ola de democratización y los avances en materia 
de protección de derechos humanos que se 
afianzaron por todo el mundo en la década de los 90 
tras el desmoronamiento de la URSS apenas 
tuvieron trascendencia en el Magreb.  
 
En Argelia, tras un periodo breve pero intenso de 
apertura económica y política, el golpe de los 
generales en 1992 hundió al país en una década de 
enfrentamientos violentos entre las fuerzas de 
seguridad del Estado y los grupos armados 
islamistas, sembrando el caos en la vida política y 
económica. Desde la interrupción del proceso 
electoral en enero de 1992, del cual probablemente 
el movimiento islamista habría salido ganador, se 
    1  
 
   ﺡﺎﺘﻔﻧﻻﺍ ﻦﻣ ﺓﺮﺘﻓ ﺮﺋﺍﺰﺠﻟﺍ ﺖﺷﺎﻋ     
ﺎﻨﻴﻧﺎﻤﺜﻟﺍ ﺮﺧﺍﻭﺃ ﻲﻓ ﻲﻁﺍﺮﻘﻤﻳﺪﻟﺍ ﺎﻣ ﻥﺎﻋﺮﺳ ﺕ
 ﺶﻴﺠﻟﺍ ﻑﺮﻁ ﻦﻣ ﻒﻴﻨﻋ ﺽﺎﻬﺟﻹ ﺖﺿﺮﻌﺗ
 ﻦﻴﻴﻣﻼﺳﻹﺍ ﺯﻮﻓ ﻝﺎﻤﺘﺣﺍ ﻦﻣ ﻑﻮﺨﺘﻟﺍ ﺐﺒﺴﺑ
ﺔﻴﻌﻳﺮﺸﺘﻟﺍ ﺕﺎﺑﺎﺨﺘﻧﻻﺍ ﻲﻓ . ﺔﻴﻨﻣﺃ ﻲﻋﺍﻭﺪﻟ
ﻨﻟﺍ ﺽﺮﻓ ،ﺏﺎﻫﺭﻹﺍ ﺔﻬﺟﺍﻮﻣ ﺓﺭﻭﺮﻀﻟﻭﻈ ﻡﺎ
 ﺮﻳﺎﻨﻳ ﻦﻣ ﺎﻗﻼﻄﻧﺍ ﺉﺭﺍﻮﻄﻟﺍ ﺔﻟﺎﺣ ﻱﺮﺋﺍﺰﺠﻟﺍ
1992   ﻰﻟﺇ ﻯﺩﺃ ﺎﻤﻣﺇﻌﺿﺎ ﺔﺳﺭﺎﻤﻣ ﻑ
ﺔﻴﻧﺪﻤﻟﺍ ﻕﻮﻘﺤﻟﺍﻭ ﺔﻴﺳﺎﻴﺴﻟﺍ ﻕﻮﻘﺤﻟﺍ. 
 
  
estándares básicos de un estado de derecho. Argelia no respeta la mayoría de estos 
compromisos, muchas de las reservas emitidas a los tratados y convenciones firmadas 
debilitan además este mismo marco normativo de referencia. Los informes de las 
organizaciones de derechos humanos señalan además un constante deterioro en los últimos 
años de la situación de los derechos humanos y las libertades en Argelia.  
 
Tras el 11 de septiembre, en un contexto internacional dominado por la guerra global contra el 
terrorismo y la prioridad a la seguridad, la cuestión de los derechos humanos y la 
democratización quedó relegada a un segundo plano en la agenda internacional. El régimen 
argelino, deseoso de volver a reconstruir su imagen internacional, aprovechó la nueva 
coyuntura para presentar la guerra sucia contra los islamistas como un combate precursor de 
la guerra global contra el yihadismo, que la comunidad internacional liderada por Estados 
Unidos iniciaba en aquel momento en Afganistán con la operación “libertad duradera”. 
 
Argelia firmó un acuerdo de asociación con la Unión Europea en  2002 que incluye una 
cláusula específica respecto a los principios de democracia y respeto de los derechos 
humanos. Aun así, la falta de cumplimiento tanto en lo que concierne a la democracia como al 
respeto de los derechos humanos no ha tenido ninguna transcendencia en la evolución de las 
relaciones de Argelia con sus socios europeos, ni con la Unión Europea.   
 
Bajo el estado de emergencia introducido en 1992-93, el sistema político argelino sigue 
estando dominado por la dictadura de un grupo restringido de clanes civiles-militares 
(Werenfels, 2007)  que se han adueñado al mismo tiempo de las riquezas del país. La 
celebración tanto de elecciones locales como generales y presidenciales no deja de ser un 
ejercicio de clientelismo destinado sobre todo a guardar las apariencias. En esta democracia 
de fachada los partidos políticos no tienen el menor peso y los que mantienen su línea de 
oposición al régimen han visto restringirse su espacio al mínimo. La sociedad civil argelina 
está sometida a numerosas presiones y medidas represivas que la incapacitan para 
desempeñar un papel clave de oposición al sistema político. Aunque las principales vías de 
expresión de la oposición al régimen han sido ahogadas, el descontento popular se ha 
manifestado de forma espontánea y desordenada a través de las revueltas populares que 
siguen estallando en los distintos rincones de Argelia desde hace más de una década.  
 
El presente capítulo tiene como objetivo principal describir y analizar la situación actual de los 
derechos humanos en Argelia. Se hará un repaso exhaustivo del nivel de protección de los 
diferentes derechos, exponiendo tanto la posición gubernamental al respecto como la voz de 
la sociedad civil. 
 
1. Contexto político y marco jurídico de los derechos humanos  
 
1.1. Características del régimen político argelino 
 
Por  tercera vez consecutiva y tras modificar previamente la Constitución, Abdelaziz Bouteflika 
fue reelegido presidente de la República argelina en mayo de 2009 con el 90% de los votosii. 
El juego electoral ha venido a cumplir en Argelia una función puramente teatral destinada a 
vehicular la imagen de  normalidad institucional acorde con los estándares internacionales de 
buena gobernanza. Los procesos electorales se han convertido en un ejercicio de expansión 
de las redes clientelares y están acompañados de fraudes masivos y otras trabas 
administrativas que no dejan espacios a los demás contrincantes.  
 
El retorno a cierta normalidad institucional después de los años revueltos de la década de los 
90 solo constituye una fachada, destinada ante todo a transmitir una imagen tranquilizadora 
de Argelia al exterior que a duras penas esconde la verdadera naturaleza autoritaria del 
sistema político argelino, cuyas estructuras de poder siguen siendo dominadas por un grupo 
restringido de generales y hombres fuertes. No hay más cambios sustanciales que los 
  
provocados por las divisiones entre los clanes ávidos de poder y dueños de la renta de los 
hidrocarburos. Las modificaciones ministeriales y cambios gubernamentales solo son las 
manifestaciones de estas luchas internas.  
 
Se trata en efecto de un régimen dominado por el estamento militar y algunos civiles en el 
cual el poder se concentra en la todopoderosa seguridad militar. El factor clave que ha 
mantenido la estabilidad del régimen es la disponibilidad de una generosa renta generada por 
el sector de los hidrocarburos, gracias a la cual el sistema ha podido reactivar las redes 
clientelistas y los mecanismos establecidos para garantizar la inmovilidad política de Argelia a 
favor de un círculo restringido de dirigentes que no siempre coinciden con las figuras más 
visibles del sistema. 
 
 
La reducción drástica de la renta procedente de los hidrocarburos a partir de 1987 (el precio 
del barril alcanzó sus niveles más bajos) junto con el aumento del volumen de su deuda 
externa incapacitaron el Estado argelino para satisfacer las demandas sociales de las 
generaciones recién llegadas al mercado de trabajo poniendo de manifiesto la   dependencia 
política de la renta para financiar los canales de redistribución y alimentar las redes 
clientelistas.   
 
En 1988 el desempleo afectaba al 22% de la población activa. En este contexto estallaron las 
revueltas del otoño de 1988 que pusieron en evidencia la ruptura existente entre el Estado y 
la sociedad argelina. Fue también a finales de los 80 cuando el movimiento islamista adquirió 
más peso y consiguió canalizar buena parte del descontento social. 
 
Las revueltas de 1988 situaron al régimen ante la necesidad de encontrar una nueva fórmula 
política con la que mantenerse en el poder. La fórmula basada en un pacto social de mejoras 
económicas para todos sin democracia ni libertades ya no podía mantenerse. La rebelión 
popular desencadenó un proceso de apertura política sin precedentes en Argelia. Con la 
progresiva erosión de la legitimidad del partido único aparecieron las primeras divisiones en el 
Frente de Liberación Nacional (FLN). Los reformadores empezaron a tener peso en el seno 
del partido a partir del segundo mandato de Chadli Benyedid, iniciado en 1984. El proceso de 
reformas, tanto económicas como políticas, iniciado bajo la presidencia de Chadli Benyedid a 
finales de los años ochenta, se hizo desde arriba, impulsado por los miembros de la élite 
tecnocrática del Estado, intentando esquivar el rechazo que suscitaba en otros sectores del 
régimen.   
 
La adopción de la Constitución de 1989 rompió con el sistema institucional que había regido 
Argelia desde la independencia al ofrecer un marco institucional de libertades sin precedentes 
en la historia argelina: el artículo 40, por ejemplo, reconocía el derecho a crear asociaciones 
de carácter político, institucionalizando el multipartidismo en Argelia. 
 
La llamada “primavera democrática argelina” fue intensa pero también muy breve. El 
fulgurante ascenso político del FIS en Argelia y su anunciada victoria electoral en la segunda 
vuelta de las legislativas de 1992 marcó el fin de este periodo. La interrupción del proceso 
electoral por parte de los generales que volvieron a tomar las riendas del sistema político 
argelino y la represión masiva de los islamistas desembocó en el conflicto que marcó la 
década de los 90 en Argelia también llamada “década negra”.  
 
A pesar de la intensidad de la violencia y las numerosas violaciones a los derechos humanos 
que marcaron estos años, Argelia vivió a espalda de la comunidad internacional. Las 
masacres que se produjeron en el triángulo de la muerte en las llanuras de la Mitidja, a 
escasos kilómetros de la capital, despertaron del letargo a la comunidad internacional que 
hasta ese momento había apoyado discretamente el golpe de los generales.  
 
  
Las organizaciones de derechos humanos empezaron a denunciar los excesos de la 
represión del régimen contra los islamistas a partir de 1993. La Ligue algérienne de défense 
des droits de l’homme afirmaba en octubre de 1993 disponer de 304 testimonios de detenidos 
torturados.iii Existían informes, incluso oficiales como el Country Report on Human Rights del 
Departamento de Estado norteamericano, que condenaban en 1993 los abusos cometidos por 
las autoridades en la represión anti-islamistaiv. La organización norteamericana Middle East 
Watch, denunció a principios de 1994 el silencio de  las autoridades francesas y de los 
acreedores de Argelia ante la represión del ejército.  
  
La mediatización de la violencia sufrida por la sociedad civil motivó las primeras reacciones 
políticas internacionales: el Secretario General de la ONU Kofi Annan y Mary Robinson, 
comisaria de la ONU para los derechos humanos, las y los líderes políticos europeos bajo la 
presión de los testimonios e informes sobre las masacres, empezaron también a reaccionar. 
Sin embargo, a pesar del envío de delegaciones de la Unión Europea y de la ONU, las cuales 
tuvieron un alcance limitado al conformarse en su mayoría, con la versión presentada por el 
régimen, la pasividad ha sido la actitud dominante, no solo de los gobiernos occidentales sino 
también de los medios de comunicación y de las y los intelectuales.  
 
Después de los años oscuros de guerra sucia que marcaron el final de los 90, la llegada de 
Buteflika a la presidencia en 1999 marcó un cambio de período, con una vuelta a la 
normalidad, aprovechando la nueva coyuntura internacional más favorable a Argelia (alza de 
los precios del petróleo y guerra contra el terror).  
 
Los generales volvieron a ocupar su lugar a la sombra del poder optando por Buteflika como 
cabeza visible y encargándole llevar a cabo el proceso de reconciliación nacional.  
 
En abril de 2002, la UE y sus Estados miembros firmaron los Acuerdos de Asociación con 
Argelia a pesar del incremento de las acusaciones formuladas contra el régimen argelino por 
violaciones sistemáticas de los derechos humanosv. Los mismos acuerdos cuentan con 
cláusulas relativas a los derechos humanos y la democracia (artículo 2 y 74), sin embargo, al 
no existir mecanismos operativos concretos estas dos disposiciones han quedado en papel 
mojado y no han sido nunca aplicadas. 
 
2. Grado de integración de los tratados internacionales en la legislación argelina 
 
La Constitución argelina de 1996 actualmente en vigor establece en su artículo 132 que: “Los 
tratados ratificados por el Presidente de la República, en las condiciones previstas por la 
Constitución son superiores a la ley”. De acuerdo con la jurisprudencia del Consejo 
Constitucional las convenciones ratificadas por Argelia se integran en el  derecho nacional 
tras su publicación por el Boletín Oficialvi.  
 
Argelia se ha adherido a los principales convenios de Naciones Unidas en materia de 
derechos humanos. La mayor parte de ellos fueron ratificados a finales de los 80 durante el 
breve período de apertura política que conoció Argelia en aquel momento. 
 
Argelia firmó y ratificó el Pacto relativo a los Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(PIDESC) en septiembre de 1989 y el Pacto relativo a los Derechos Civiles y Políticos 
(PIDCP) en diciembre de ese mismo año. Argelia es también firmante de la Convención 
internacional sobre la represión y el castigo del crimen de apartheid desde 1982. En 1987 
firmó la Carta africana de los derechos humanos  y de los pueblos adoptada en 1981. En 
1989 firmó la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, Inhumanos o 
Degradantes; la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial. Argelia firmó también la Carta árabe de derechos humanos que aunque 
fue aprobada en septiembre de 1994 por el Consejo de la Liga de Estados Árabes, requería 
de siete ratificaciones para ser implementada. Estos siete signatarios fueron Argelia, Bahrein, 
  
Jordania, Libia, Siria, Palestina y los Emiratos Árabes Unidos, cuyas firmas dieron vigencia al 
texto en 2008.  
 
Algunas convenciones han sido ratificadas pero con reservas como la Convención relativa a 
los derechos de la infancia. Fue adoptada por Argelia en abril de 1993 con reservas respecto 
a la necesidad de interpretar algunos artículos de la Convención (apartados 1 y 2 del artículo 
14) de acuerdo con la Constitución argelina que estipula en su artículo 2 que el Islam es la 
religión del Estado. Las reservas se remiten también a la Ley nº 84-11 de junio de 1994 del 
Código de la Familia que establece que la educación de los hijos e hijas se debe a realizar de 
acuerdo con la religión del padre. Más recientemente Argelia adoptó la Convención 
internacional relativa a la protección de las personas con discapacidad en diciembre de 2009.  
Respecto al Convenio para la prevención y la sanción del delito de genocidio, el Gobierno 
argelino ha emitido también una serie de reservas. Argelia no reconoce estar sujeta al artículo 
9 de dicha convención que confiere a la Corte Internacional de Justicia competencia 
jurisdiccional según lo dispuesto en dicha convención. De la misma manera tampoco 
reconoce las disposiciones del artículo VI, que priva a sus tribunales de las competencias 
jurisdiccionales de juzgar los casos de genocidio y otros actos delictivos enumerados en el 
artículo III cometidos en su territorio, confiriendo esta competencia a tribunales 
internacionales. Por otra parte, Argelia firmó en diciembre de 2000 el Tratado de Roma por el 
que se establece la Corte Penal Internacional (CPI) pero no lo ha ratificado. 
Argelia también firmó los Protocolos adicionales a los convenios de Ginebra relativos a la 
protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales (protocolo I) y no 
internacionales (protocolo II) en 1990. 
Argelia es también firmante de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer (CEDAW) pero con reservas. No obstante, en julio de 2009 el 
Gobierno argelino informó el Secretario General de Naciones Unidas de la decisión de retirar 
la reserva respecto a la aplicación del párrafo 2 del artículo 9, referente a las disposiciones 
incompatibles con el Código de la nacionalidad argelina y otras disposiciones del Código de la 
familiavii.  
En lo relativo a la Convención internacional sobre la protección de los derechos de los 
migrantes y miembros de sus familias, el Gobierno argelino también emitió una reserva, 
desvinculándose del artículo 92, de acuerdo con el cual cualquier controversia entre dos o 
más estados, relativa a la interpretación de la Convención que no se resuelva mediante 
negociaciones tiene que someterse a la jurisdicción del Tribunal Internacional de Justicia.  
 
Argelia no ha firmado el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena de muerte, aprobado y proclamado por la 
Asamblea General en su resolución 44/128 15 de diciembre de 1989; ni la Convención sobre 
la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad de 
1968. Argelia firmó en el 2007 pero no ha ratificado todavía la Convención para la protección 
de todas las personas víctimas de desapariciones forzadas, adoptada en diciembre de 2006.  
 
Aparte de la ratificación de los convenios internacionales, el gobierno argelino se dotó de un 
organismo oficial: la Comisión Nacional Consultiva de Promoción y de Protección de los 
Derechos Humanos (CNCPPDH) presidida por el jurista Farouk Ksentini y creada por Decreto 
presidencial el 25 de marzo de 2001, 
 
La comisión sólo tiene rango de nivel B (estatus de instancia observadora) ya que no cumple 
plenamente los Principios de Parísviii relativos al estatuto de las instituciones nacionales de 
promoción y protección de los derechos humanos. Los siguientes factores motivaron esta 
decisión: 
  
   
- la falta de elaboración de informes anuales. (Solo publicó su primer informe en el 
2009).   
- la ausencia de texto legislativo constitucional o legal otorgándole un marco 
institucional y su falta de independencia del poder ejecutivo ya que fue creada 
mediante un decreto presidencial. 
- la falta de transparencia en el nombramiento y revocación de su presidente y de 
sus miembros y la falta de pluralismo en su composición. El artículo 3 del decreto 
presidencial prevé una composición de 20 a 24 miembros: 13 miembros de 
instituciones públicas como la ANP, el Consejo Islámico, la Presidencia, Consejo 
Nacional Económico y Social, Consejo Nacional de la Familia y de la Mujer, 
Consejo superior de la lengua árabe. 3 representantes de ministerios y 20 a 24 
miembros pertenecientes a organizaciones nacionales profesionales y de la 
sociedad civilix. Los dos miembros representantes de las organizaciones 
sindicales pertenecen a la UGTA y no reflejan el pluralismo sindical argelino. La 
lista de los miembros representantes de las organizaciones con carácter nacional 
no menciona la pertenencia a las diferentes organizacionesx.  
- la falta de cooperación con los organismos internacionales competentes en 
materia de derechos humanos. 
 
Tras haber sido rebajada al status de observador, las autoridades argelinas tomaron algunas 
medidas con la promulgación de una ordenanza que establece las bases jurídicas de la 
CNCPPDH, la ley de 22 de octubre de 2009. En este sentido, Farouk Ksentini invitó a finales 
de agosto de 2010 a diferentes comisiones de Naciones Unidas encargadas de los derechos 
humanos a investigar la evolución de la libertad de prensa, la violencia contra las mujeres, el 
derecho a la educación y a la salud en Argelia. 
 
A pesar de estos cambios, el sub-comité de acreditación del Comité de derechos humanos, 
reunido en marzo de 2010, no ha dado hasta la fecha  el visto bueno para que la Comisión 
argelina recupere su anterior statusxi. Una de las funciones políticas que este organismo 
pseudo oficial trata de cubrir es la impunidad de los responsables de los crímenes y 
violaciones masivas de los derechos humanos cometidos durante la década negra. Además, 
la CNCPPDH centraliza el discurso oficial sobre la situación de los derechos humanos 
tratando de presentar una imagen  acorde con los estándares internacionales.  
 
Aunque en su último informe anual incluye críticas directas al régimen en materia de 
corrupción sigue dando aval a la versión oficial del gobierno respecto a la cuestión de las 
personas desaparecidasxii. Las declaraciones de Ksentini reflejan el contenido del discurso 
oficial que sigue escudándose en el impacto de la colonización para justificar la falta de 
democracia y avances en materia de protección de los derechos humanos: “Las cosas van 
con lentitud porque no hemos adquirido una cultura de los derechos humanos por motivo del 
colonialismo.”xiii 
 
3. Derechos políticos bajo estado de emergencia 
 
Argelia sigue bajo el estado de emergencia instaurado el 9 de febrero de 1992, a pesar de 
que el país haya recobrado la calma y, en este sentido, el ejercicio efectivo de los derechos 
políticos y civiles queda supeditado a las disposiciones excepcionales previstas en este marco 
que otorgan a las autoridades militares poderes exorbitantesxiv. 
 
El 30 de septiembre de 1992 fue promulgado un decreto “antiterrorista” y sus principales 
disposiciones han sido integradas a partir de 1995 en la legislación.  El mantenimiento de este 
marco legislativo de emergencia desde hace 18 años limita y coacciona las libertades 




Ante la creciente presión de la oposición y la sociedad civil, el presidente argelino, Abdelaziz 
Bouteflika, anunció el 3 de febrero de 2011, un paquete de reformas democráticas y el 
levantamiento del estado de emergencia instituido desde 1992. El 24 de febrero de 2011 entró 
en vigor la abolición del estado de emergencia. 
 
3.1. Procesos electorales 
 
En lo referente al sistema político la aparente normalidad de la vida política e institucional 
argelina se ha basado en gran parte en la celebración de forma regular de comicios 
electorales. Las sucesivas elecciones que se han celebrado en Argelia no han cumplido con 
los estándares mínimos para ser calificadas de democráticas.  
 
El grado de competición de los sucesivos procesos electorales se vio reducido por el rechazo 
a participar de los partidos de la oposición con más peso en el escenario político argelino, por 
la falta de competición real y su carácter fraudulento. Los partidos políticos no han podido 
llevar a cabo sus campañas electorales de forma igualitaria, debido a restricciones en el 
acceso a los medios de comunicación y a los espacios para celebrar sus mítines electorales.  
 
No todas las formaciones políticas han sido autorizadas. Los partidos susceptibles de 
recuperar las bases populares del FIS han visto rechazada su legalización como ha sido el 
caso del Wafa, una formación política liderada por Ahmed Taleb Ibrahimi que anunció en el 
2008 que se retiraba de la política debido al rechazo continuo del gobierno argelino a registrar 
su partido. Además, el Gobierno argelino ha llevado a cabo una estrategia sistemática de 
cooptación con el objetivo de debilitar las formaciones políticas que más votos podían 
arrastrar.  
 
El desafecto de la población por el conjunto del sistema político ha quedado manifiesto en las 
cifras de la participación electoral de los últimos comicios celebrados en Argelia. En las 
elecciones legislativas y locales de 2007 la tasa de participación sólo alcanzó el 35%, en las 
presidenciales de abril 2009 la tasa oficial de participación alcanzó el 74,56% aunque según 
otras fuentes no superó los 40%xv. 
 
Los partidos que se sitúan en la oposición han sido debilitados y confrontados a procesos 
electorales cuyos resultados son conocidos de antemano han preferido abstenerse. El 
régimen ha usado diferentes estrategias para evitar la consolidación de una fuerza opositora 
al régimen, combinando tácticas de cooptación y redes clientelares (Bustos, 2010).  
 
La ausencia de fuerzas políticas representativas, la debilidad de la sociedad civil sometida a 
múltiples medidas represivas configuran un escenario donde las protestas sociales se 
expresan de forma espontánea. En efecto, la  ausencia de espacio de expresión política 
asociativa o sindical independiente está propiciando también el estallido de  frecuentes 
revueltas por todo el país.  
 
3.2. La lucha contra la corrupción 
 
La corrupción agrava aún más la situación de los derechos humanos en Argelia. Su extensión 
es una de las preocupaciones reiteradas en diversos informes de las organizaciones de 
defensa y protección de los derechos humanos. El índice de percepción de la corrupción de 
Transparency Internacional en el 2010 sitúa a Argelia en la posición 105 de una clasificación 
de 179 países con una nota de 2,9 sobre 10.xvi 
 
Gran parte de la renta procedente de los sectores de los hidrocarburos es desviada por las 
redes clientelistas y la práctica generalizada de la corrupción. Muchos casos han salido a la 
luz aunque solo se trata de la punta del iceberg. Desde el escándalo del grupo empresarial 
  
Khalifa, han salido a la luz el caso de la compañía de hidrocarburos “Sonatrach”, del 
organismo de gestión de las tierras agrícolas “Générale de Concessions Agricoles” (GCA) y el 
de la autopista Este-Oeste.  
  
La cuestión de la lucha contra la corrupción se ha convertido en un instrumento utilizado por 
los clanes en el poder con el fin de controlar y deslegitimar a sus adversarios. Las campañas 
anti-corrupción han sido utilizadas por la poderosa seguridad militar (DRS) liderada por 
Taoufik Medién para  garantizar su control sobre el sistemaxvii. La salida a la luz de los casos 
de corrupción más sonados de los últimos años ha coincidido con ajustes de cuentas en el 
mismo seno del poder y reflejo de las luchas entre los clanes. Los asuntos de corrupción en el 
seno de la Sonatrach han sido tratados o instruidos directamente por la DRS.  
 
Frente a la multiplicación de los escándalos de corrupción, el régimen ha adoptado algunas 
medidas que sin embargo no han supuesto ningún progreso en materia de lucha contra la 
corrupción. En enero de 2010, cuatro años después de la adopción de la Ley 06-01 de febrero 
de 2006, fue  finalmente creada una agencia nacional anti-corrupción, pero queda por ver si 
este organismo dispondrá de la independencia y medios necesarios para asegurar su eficacia 
y su funcionamiento independientexviii. En general, se puede decir que el funcionamiento de la 
administración se caracteriza por una gran opacidad y falta de transparencia. Lo que requiere 
una urgente y necesaria resolución mediante nuevas medidas para combatir la corrupción, 
entre ellas, la capacitación del equipo de funcionariado, de las fuerzas del orden, fiscales y 
jueces sobre la aplicación de la legislación de lucha contra la corrupción, la organización de 
campañas de sensibilización, y la garantía de transparencia en la conducta de las autoridades 
públicas, tal y como recomienda el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 
Naciones Unidas sobre la aplicación del Pacto Internacional DESC por Argelia, aprobado en 
su 20ª sesión celebrada el 17 de mayo de 2010. 
 
 
3.3. Libertad de las asociaciones 
 
A finales de los años 80, con la adopción de la ley nº 87-15 en 1987, se levantaron algunas 
restricciones a las libertades de asociaciones en Argelia. Fue entonces cuando se autorizó la 
creación de la Liga Argelina de Defensa de los Derechos Humanos (LADDH) y la Liga 
Argelina de Derechos Humanos  (LADH).   
 
La libertad de asociación fue ratificada por la Ley 90-31 de diciembre 1990 y a partir de 
entonces el movimiento asociativo empezó a crecer considerablemente. El marco legislativo 
seguía siendo ambiguo en algunos aspectos y algunas disposiciones de la ley mantenían 
mecanismos de control y límites al ejercicio de la libertad de asociación. Entre los requisitos 
establecidos por la ley para la creación de una asociación figuraban: el mínimo de 15 
personas de mayoría de edad y de nacionalidad argelina, que estuvieran en posesión de sus 
plenos derechos civiles y que no hayan tenido un comportamiento contrario a la lucha de 
liberación nacional.  De la misma manera, el artículo 7 de la ley establece  que una asociación 
solo está legalmente constituida cuando haya realizado tres formalidades: 
 
- El depósito legal de la declaración de constitución ante la autoridad pública 
(prefectura para las asociaciones locales y ministerio del Interior para las 
asociaciones de ámbito nacional)  
- El resguardo de registro de la declaración de constitución por la autoridad 
competente después del “examen de conformidad con las disposiciones de la ley”. 
Este resguardo debe ser entregado, a más tardar, 60 días después de la entrega. 
Aunque la autorización previa ha sido suprimida, la necesidad de obtener el visto 
bueno de la administración a través de este trámite crea un nuevo mecanismo de 
control.  
  
- La publicación de la constitución de la asociación en un periódico nacional de 
información.  
 
La ley establece además, otras obligaciones de tipo financiero que constituyen trabas a la 
libertad de asociación, como la necesidad de autorización previa para las donaciones y 
subvenciones extranjeras y su prohibición cuando no guardan relación con su objetivo social 
(Dahak, 1997). 
 
A pesar de las restricciones antes descritas, el marco legal establecido por la ley de 1990 creó 
un entorno más liberal que ha permitido la expansión del movimiento asociativo en Argelia.  
  
Tras la interrupción del proceso electoral por el ejército argelino en enero de 1992, el Alto 
Comité de Estado que asumió todos los poderes instauró el estado de emergencia (decreto 
nº92-44). Bajo esta situación el ejercicio del derecho de asociación y de reunión se vio 
limitado de facto. El mantenimiento del estado de emergencia, levantado formalmente en 
febrero de 2011, restringióxix considerablemente el ejercicio efectivo del derecho de 
asociación en Argelia. El decreto que instituía el estado de emergencia en vigor desde 1992, 
daba al gobierno competencias para limitar las libertades civiles y emprender acciones legales 
contra aquello que considere una amenaza contra el Estado y el orden público. Los ejemplos 
de estas restricciones son numerosos, como la necesidad de pedir una autorización para 
reuniones de más de 15 personas. 
 
Por decisión del Consejo de Gobierno de junio de 2001 se prohibieron las marchas pacíficas y 
otras formas de manifestaciones públicas en Argel. Las asociaciones evolucionan en un 
entorno difícil y la actitud de las autoridades frente al tejido asociativo oscila entre la 
cooptación y la represión. Muchas asociaciones se ven sometidas a decisiones 
administrativas arbitrarias como el cierre de sus locales,  tal como ocurrió con la casa de los 
sindicatos de la SNAPAP en mayo de 2010, o la imposibilidad de organizar seminarios o 
reuniones por la falta de autorización previa. Muchos actos, seminarios, congresos 
organizados por la sociedad civil han sido prohibidos o impedidos, como la celebración del 
tercer congreso de la LADDH que iba a ser celebrado en marzo de 2010, o la celebración de 
un coloquio internacional sobre violencia de género que iba a ser celebrado en Argel en 
noviembre de 2010 y que  tuvo que ser cancelado porque las autoridades competentes no 
respondieron a la demanda de autorización previa formulada por las entidades organizadoras. 
En agosto de 2010, la concentración semanal convocada por el Colectivo de las Familias de 
Desaparecidos (CFDA) y miembros de “SOS disparus” delante de la CNPPDH fue prohibidaxx.  
 
El ministerio del Interior debe aprobar cualquier formación política antes de ser constituida 
legalmente. El ministerio restringe la legalización de ciertas ONG, asociaciones y partidos 
políticos en aras de la seguridad sin tener que alegar motivos legales para justificar la 
denegación. Las restricciones al derecho de asociación por parte del gobierno se realizan por 
omisión al no entregar, por ejemplo, el reconocimiento oficial. El ministerio puede, además, 
denegar una licencia o disolver cualquier formación política o asociación si se considera una 
amenaza para la seguridad y el orden público. Por otro lado, muchas trabas administrativas 
limitan las posibilidades que tienen las asociaciones de recibir ayuda externa. La financiación 
externa tiene que ser autorizada por las autoridades competentes. 
 
La mayor parte de las asociaciones concentran sus actividades en el ámbito social, cultural y 
en el medio ambiente, todos ellos sectores de intervención donde el Estado tiene interés en 
apoyar las intervenciones del sector asociativo para que acompañen o suplan las carencias 
de las políticas públicas. Por el contrario, las asociaciones que promueven y defienden los 
derechos humanos o tienen una agenda políticamente más sensible son minoritarias.  
 
A pesar de las trabas administrativas que pesan sobre las asociaciones y su amplia 
instrumentalización por parte del régimen, algunas de ellas han logrado preservar cierto 
  
margen de autonomía.  
 
El movimiento asociativo de defensa de los derechos humanos ha logrado mantener un polo 
de oposición al régimen aun cuando este discurso tenga quizás más peso en el extranjero 
que en el mismo seno de la sociedad argelina. La celebración de 32º sesión del Tribunal 
Permanente de los Pueblosxxi en 2004 en París es un ejemplo de las actividades de 
sensibilización e influencia política llevadas a cabo en el exterior para denunciar las 
violaciones de los derechos humanos en Argelia. Entre las organizaciones más 
representativas que luchan por la promoción y la defensa de los derechos humanos en Argelia 
están la LADDHxxii y los Comités de desapariciones forzadas, que han denunciado la 
existencia de centros de detención administrativa, torturas y desapariciones forzadas.  
 
Numerosas asociaciones de defensa de los derechos humanos están reivindicando el 
establecimiento de dispositivos de justicia transicional que permitan establecer la verdad 
sobre las violaciones masivas de los derechos humanos. Entre ellas destacamos el « Collectif 
des familles de disparus en Algérie », « SOS disparus », « Djazairouna », Asociación Nacional 
de las Familias de los Desaparecidos (ANFD) y « Soumoud ».  
 
3.4. Libertades de expresión y prensa 
 
La Constitución garantiza la liberta de expresión y de prensa, sin embargo el gobierno 
restringe estos derechos en la práctica a través de diferentes estrategias y medidas de 
presión. Según “Reporters Sans Frontères”, Argelia se situaba en el año 2010 en el puesto 
133 de los 150 países analizados en materia de libertad de prensaxxiii.  
 
El Gobierno controla los principales medios de comunicación, como la radio y televisión, y los 
partidos políticos y asociaciones tienen el acceso limitado a estos medios salvo durante las 
campañas electorales, aunque con cuotas muy desiguales. Un estudio realizado por la 
LADDH entre marzo y abril de 2009, durante la última campaña electoral, indicaba por 
ejemplo que el Presidente Buteflika había canalizado el 27,63% de los espacios mientras que 
la cobertura de los candidatos de los demás partidos políticos de la oposición oscilaba entre el 
8,26% y el 10,50%xxiv.  La prensa es más plural: unos 29 periódicos circulan en Argelia con 
una tirada global de 2,5 millones de ejemplares aproximadamente. El Gobierno es propietario 
de dos periódicos francófonos y tres arabófonos. Los partidos políticos tienen acceso a la 
prensa escrita para expresar sus opiniones y posiciones políticas.  
 
La ley establece la censura que puede ir acompañada de  penas de cárcel. El gobierno utiliza 
la legislación sobre la difamación para perseguir a las y los periodistas ante los tribunales. Los 
delitos de difamación son tipificados de forma amplia y se castiga el delito con multas 
importantes (de entre 50.000 a 500.000 dinares, equivalente aproximadamente a 500 a 5000 
euros) y con penas de cárcel. Se consideran difamación los insultos a miembros del Gobierno 
y al presidente, miembros del parlamento, jueces, militares y otras autoridades encargadas de 
mantener el orden público. Una ley de 1990 protege además la religión de la difamación, 
establece controles sobre la información externa y prohíbe los escritos que amenacen la 
unida nacional. El Gobierno introdujo nuevas enmiendas en 2001 para criminalizar los textos, 
dibujos y discursos que insulten u ofendan al presidente, al parlamento, al ámbito judicial y a 
las fuerzas armadas. Los reglamentos de aplicación de la Reconciliación nacional (2006) 
penalizan igualmente toda acusación o insinuación por palabra o imagen de haber cometido 
crímenes vertida contra autoridades o agentes de las fuerzas y cuerpos de seguridad del 
Estado. 
 
Para incidir sobre el contenido difundido en los medios escritos, el gobierno utiliza las 
compañías estatales de publicidad (ANEP: Agencia Nacional de Edición y de Publicación) que 
decide qué periódicos se beneficiarán de los anuncios de las empresas argelinas estatales. 
En este aspecto, como en otras cuestiones claves de la vida política y económica argelina, la 
  
DRS desempeña un papel clave.  
 
La práctica de la censura es corriente, en 2008 fue prohibida la publicación del libro “El diario 
de un hombre libre”, de Mohamed Benchicou, el director del periódico Le Matin, encarcelado 
durante dos años por sus críticas directas al presidente Bouteflika. El periódico tuvo que 
cerrar al no poder hacer frente a las multas impuestas. 
 
Los medios de comunicación internacionales son también objeto de control y de restricciones. 
El gobierno cerró la oficina de al-Yazira y prohibió a la cadena operar en Argelia en 2004 por 
emitir un programa con representantes de la oposición criticando al gobierno. Muchos 
periodistas extranjeros han visto su acreditación denegada como le ocurrió a la corresponsal 
de Le Monde antes de las elecciones presidenciales de 2009.  Algunos títulos de la prensa 
internacional como las publicaciones francesas, “l’Express” y “le Journal du Dimanche” han 
sido censurados en abril de 2009 en víspera de esas mismas elecciones. 
 
Las restricciones afectan también las organizaciones internacionales de derechos 
humanos.La forma más habitual de restricción es denegar a sus miembros el visado de 
entrada.  
 
El acceso a Internet no está restringido, aunque el gobierno monitorea el correo electrónico y 
la mensajería instantánea. En agosto de 2009, el Gobierno promulgó una nueva ley 
penalizando el “cibercrimen” que regula los procedimientos para usar datos electrónicos y 
obliga a los proveedores de servicios a cooperar con las autoridades. El gobierno ha tratado 
de limitar el acceso a Internet, modificando la legislación que regula los cibercafés y 
sometiéndolos a una autorización previa y a complejos trámites administrativos. Cumplir con 
todos los requisitos será para la mayoría de estos establecimientos imposible y se verán 
abocados al cierre.xxvCélulas de lucha contra el “cibercrimen” han sido creadas en el seno de 
la policía cuya principal función es vigilar a los cibercafésxxvi 
 
 
4. Derechos económicos y sociales 
 
A pesar de que Argelia contaba con reservas en divisas estimadas en unos 155.000 millones 
de dólares a finales de  2010, las revueltas que han estallado a principios de 2011 dan cuenta 
del constante deterioro económico y social que afecta a la mayoría de población argelina. 
 
En la clasificación mundial del Índice de desarrollo humano Argelia ocupaba  el puesto 104 en 
el 2009 de los 182 países contemplados en la clasificación. En el 2009 la tasa de inflación 
alcanzó el 5,7% contra el 4,4% en 2008, un aumento  principalmente causado por el alza de 
los productos alimentarios que se han incrementado en un 23%. Puesto que que el gasto 
alimentario representa el 59% del presupuesto de los hogares de acuerdo con un estudio de 
2005 del Centro Nacional de Estudios y de Análisis para la población y el Desarrollo 
(CENEAP), el incremento de los precios de los productos de primera necesidad ha reducido 
drásticamente la renta de las familias.xxvii A principios de 2011, el fuerte incremento de los 
precios desencadenó en varias ciudades argelinas revueltas sociales.   
 
El salario mínimo, tal y como se fijó en el Pacto Social Tripartito de 2009, no permite a las y 
los trabajadores tener un nivel de vida decente. En el sector público, en el ámbito de la 
educación y de la salud, los salarios del funcionariado son muy reducidos. En enero de 2010 
el Salario Nacional Mínimo Garantizado (SNMG)  fue fijado en 15.000 dinares mensuales 
(equivalentes a 150 euros) una cantidad insuficiente si comparamos el IPC y el precio de los 
alimentos básicos. Las desigualdades son cada vez más grandes: un diputado argelino tiene 
un salario mensual de 300.000 dinares lo que supone 20 veces el SNMG, mientras que un 
médico en el servicio público cobra 50.000 DA (unos 500 €).  
  
Las estadísticas sobre el desempleo en Argelia no reflejan la realidad. Quedan excluidas de 
estas estadísticas las amas de casa y los trabajadores agrícolas temporales. Así la cifra oficial 
de paro estimada por la ONS (Oficina Nacional de Estadísticas) es de 1.076.000 personas, 
que representaba una tasa de paro del 10,0% en febrero de 2010.  
Las mujeres y los jóvenes son los colectivos más afectados por el paro; la tasa de desempleo, 
según las estimaciones de la ONS, es del 8,1% en los hombres y del 19,1% entre las 
mujeres. El paro afecta principalmente a la población joven, en la franja de edad comprendida 
entre 16 y 24 años, la tasa de paro alcanza el 21,5%.  
 
El deterioro continuo de las condiciones económicas y sociales de la población ha 
desencadenado nuevas formas de revueltas espontáneas que ponen en evidencia la 
desintegración social que afecta a la sociedad argelina, al tiempo que el barril del petróleo 
anda por las nubes y que una clase minoritaria en el poder se embolsa los beneficios. 
 
Argelia ha vivido desde el año 2000 múltiples revueltas espontáneas desencadenadas por 
diversos motivos para reivindicar la satisfacción de necesidades económicas y sociales 
básicas, como el alojamiento o el suministro de agua. Muchas de estas revueltas han sido  
provocadas por la ira de la población ante unos mecanismos de atribución de las viviendas 
tan injusto como opaco. El fenómeno de urbanización acelerada de la población argelina se 
ha acentuado en la década de los 90. La precariedad de las condiciones de vida en el medio 
rural y la marginación del sector agrícola en la economía argelina han provocado un fuerte 
éxodo rural. La tasa de población rural entre 1960 y 1991 ha pasado del 70% al 47% en 
Argelia. La violencia política de los años 90 ha tenido un impacto particularmente importante 
en el medio rural y ha acelerado el fenómeno de urbanización. El Internal Displacement 
Monitoring Center estima en un millón y medio el número de personas desplazadas durante 
este período (1992-2002).xxviii 
 
Los barrios chabolistas se han extendido alrededor de las grandes ciudades. El gobierno 
argelino no ha desarrollado una estrategia con los instrumentos y medios necesarios para 
garantizar el derecho a una vivienda digna. Su incapacidad de suplir la falta de alojamientos 
se explica por la falta de planificación asociada a una subestimación de las necesidades en 
materia de viviendas protegidas, así como por la falta de transparencia en la atribución de las 
obras a constructoras. Más de 1,2 millones de argelinos y argelinas viven en chabolas según 
algunas estimaciones. Frente a esta importante demanda, el sistema político argelino, 
corroído por el clientelismo y la corrupción no ha podido responder y la atribución de las 
viviendas disponibles está dando lugar a numerosas injusticias. Se trata en efecto de un 
sector que genera mucha codicia y competencia por el control de la renta urbana.xxix  
 
A nivel nacional, destacan también las importantes desigualdades regionales y las 
disparidades económicas. Estas son particularmente  patentes en las zonas de extracción de 
los recursos naturales donde las multinacionales imponen sus leyes independientemente de 
la existencia de una legislación nacional que regule las condiciones laborales. El estallido de 
revueltas ha ido ocupando nuevos escenarios como las zonas donde están situados los 
mayores yacimientos de hidrocarburos en Argelia (Ouargla) y donde las desigualdades 
económicas son más grandes y visibles. El Comité de Naciones Unidas sobre los Derechos 
económicos, sociales y culturales se hizo hincapié en mayo de 2010 en las desigualdades 
respecto al acceso a los servicios de educación, salud y acceso a la vivienda. 
 
Las numerosas huelgas que han estallado durante los últimos años en Argelia dan cuenta 
también del estado de deterioro de las condiciones económicas y sociales. Estas huelgas han 
afectado a diferentes sectores, desde el  industrial hasta el ámbito de la salud y la educación. 
En marzo de 2010 se convocó una huelga de empleados municipales seguida por más del 
60% y convocada por el  sindicato autónomo SNAPAP. Las huelgas han sido 
sistemáticamente reprimidas por las autoridades.  
  
 
4. Los derechos y libertades sindicales 
 
Desde 1962 hasta la “primavera argelina” de finales de los 80 el único sindicato autorizado 
era la Unión General de los Trabajadores Argelinos (UGTA), un sindicato bajo la tutela del 
Estado. El pluralismo sindical fue legalizado por la reforma constitucional de 1989. Varios 
sindicatos fueron creados: el Sindicato Nacional Autónomo del Personal de la Administración 
Pública (SNAPAP), el Sindicato Nacional de la Enseñanza Superior (SNES), el Sindicato 
Autónomo de los Trabajadores de la Educación y de la Formación (SATEF), el Consejo 
Nacional Autónomo de los Profesores de la Enseñanza Secundaria y Técnica (CNAPEST), 
etc. En los últimos años los sindicatos autónomos han adquirido una mayor visibilidad y han 
protagonizado numerosas protestas, en particular en los sectores de la educación y de la 
salud.  
 
El régimen impone numerosas trabas administrativas al ejercicio de las libertades sindicales a 
través de una interpretación restrictiva de la ley 90-14 que imposibilita la creación de 
federaciones o confederaciones. Para constituirse legalmente un sindicato tiene que contar 
con al menos un 20% del total de los asalariados, un requisito que se convierte a menudo en 
un arma del gobierno para limitar la acción de los sindicatos autónomos. La obligación de 
declaración de constitución y resguardo de registro para crear un sindicato (artículo 8) se 
convierte, de hecho, en una autorización previa disfrazada. 
 
La legislación también dificulta la organización de huelgas legales. Conforme al decreto del 
Estado de emergencia, el incumplimiento de esta norma expone a sus infractores a penas de 
cárcel. Las huelgas legales son difíciles de organizar, ya que deben ser precedidas de una 
votación secreta de todos los trabajadores y trabajadoras. Además, con arreglo a la Ley de 6 
del febrero de 1990, las autoridades pueden remitir un conflicto laboral a la Comisión Nacional 
de Arbitraje. Asimismo, el Gobierno puede prohibir una huelga si considera que causa una 
grave crisis económica o declarar una acción como subversiva o terrorista si obstruye el 
funcionamiento de los servicios públicos o impide el tráfico o la libertad de circulación en 
lugares públicos. Finalmente, de conformidad con el estado de emergencia decretado en 
1992, estos últimos delitos conllevan condenas muy severas, inclusive penas de prisión de 
hasta 20 años. 
 
Para contrarrestar la influencia de los sindicatos autónomos así como de otras organizaciones 
de derechos humanos, el régimen argelino ha usado varias estrategias: una de ellas ha sido 
la “clonación”, mediante la cual el Estado ha tratado de crear sindicatos similares bajo su 
tutela para sembrar la confusión entre las personas afiliadas, creando disidencias, 
manipulando a los militantes más oportunistas o más frágiles. Se trata de una estrategia 
destinada a debilitar las organizaciones restándoles apoyos externos como internos. Ha 
generado también mucha desconfianza respecto a las nuevas adhesiones por temor a las 
infiltraciones.xxx  
 
Los sindicatos autónomos han quedado también excluidos de los procesos de negociación 
colectiva. No fueron invitados a las negociaciones salariales tripartitas celebradas a finales de 
2010. A la denegación de reconocimiento, además de la injerencia de la que son objeto, debe 
añadirse que muchas de sus acciones de protesta, numerosas durante todo el año, son 
consideradas ilegales y severamente reprimidas.xxxi Sus espacios de trabajo y encuentros han 
sido limitados. En mayo de 2010, la Casa de los Sindicatos, el local de SNAPAP, fue cerrada 
por las autoridades por decisión administrativa (alegando que se trataba de un lugar de 
encuentro entre chicas y chicos). Esta prohibición se produjo en vísperas de la celebración del 
Foro Sindical Magrebí que iba a ser organizado por el SNAPAP.  
 
Las numerosas protestas de los sindicatos autónomos han sido reprimidas por las 
autoridades, sobre todo, en el sector de la enseñanza y de la salud. Los sindicatos 
  
autónomos, a pesar de las presiones del régimen han tratado de crear una confederación. En 
primavera de 2008 fue creada la Intersindical autónoma de la función pública argelina 
(SNAPAP, CLA, CNAPEST, SATEF, SNTE, SNPEPM, CECA). Los sindicatos autónomos 
denunciaron ante la OIT  varias violaciones de los derechos sindicales por parte del gobierno 
argelino y del sindicato oficial la UGTA como el no respeto del artículo 87 del convenio sobre 
la libertad sindical y la protección del derecho sindical. La queja finalmente no prosperóxxxii.  
 
 
5. La situación de las mujeres y sus derechos: tímidos avances 
 
Aunque las mujeres desempeñaron un papel destacado durante la guerra de la 
independencia, fueron relegadas después al papel que les había asignado tradicionalmente el 
modelo de sociedad patriarcal dominante. Pasaron tres décadas hasta que las voces de las 
mujeres argelinas reivindicando sus derechos pudieron hacerse oír otra vez a través del 
emergente movimiento asociativo femenino en la década de los 80. En esta época, 
coincidiendo con el ascenso político del islamismo, el Estado adoptó en 1984 un Código de la 
familia de corte muy conservador. Cabe reseñar que el Islam ha sido institucionalizado como 
religión de Estado desde la Constitución argelina de 1976 y ha sido, desde los primeros pasos 
del nacionalismo, un componente clave de la identidad política argelina. La década negra ha 
supuesto una regresión social impulsada por el miedo como lo muestra la multiplicación de 
las mujeres veladas para evitar exponerse a la violencia islamista y como reflejo protector por 
parte de las familias en muchos casos. A simple vista, el número de mujeres con velo en la 
Argelia del siglo XXI es mucho más importante que hace unas décadas. La presión social 
ejercida sobre las mujeres que no se cubren el pelo es cada vez más fuerte.  
En el ámbito rural muchas mujeres jóvenes han vuelto a ser confinadas al espacio privado. 
También resurge el fenómeno de los matrimonios de viudas emparejadas “por solidaridad” 
con hombres ya casados. 
 
Aunque las fuerzas políticas islamistas estén considerablemente mermadas y su peso político 
reducido, la expansión de la ideología salafista yihadista fuera de los tradicionales canales 
políticos ha ganado influencia en la sociedad argelina, tanto urbana como rural.  
Respecto al Código de la familia, las reformas introducidas en el 2005 no han aportado 
cambios sustanciales y no han modificado el carácter discriminatorio de la mayor parte de las 
disposiciones. Las reformas fijaron la edad para contraer matrimonio a los 19 años tanto para 
los hombres como para las mujeres (artículo 7). En el caso de la poligamia, no fue prohibida, 
pero quedó condicionada a la autorización del presidente del tribunal que deberá comprobar 
el consentimiento y aptitudes del esposo para garantizar la equidad y condiciones necesarias 
a la vida conyugal. También es necesario el consentimiento tanto de la o las esposas con 
quienes ya  se contrajo matrimonio previamente  y de la nueva esposa. 
 
Las reformas introducidas suprimen el matrimonio por poderes (por medio de un tutor o wali), 
otorgando a la mujer el derecho a elegir su cónyugue, de conservar su patrimonio, de pedir el 
divorcio o de disponer de sus bienes y el derecho a heredar.  El artículo 11 del Código de 
familia mantiene que la presencia del wali sigue siendo obligatoria para casarse. Respecto a 
la herencia, la legislación sigue siendo discriminatoria ya que las mujeres no pueden recibir la 
misma parte de herencia que los miembros varones de la familia.  
 
Independientemente de los progresos y avances realizados en el ámbito legislativo, el reto 
sigue siendo la aplicación de estas disposiciones. Por un lado, la resistencia de los jueces 
constituye un obstáculo para que las reformas jurídicas sean efectivamente aplicadas,. Por 
otro lado, las desigualdades económicas y sociales que afectan a las mujeres condicionan 
también la plena aplicación de las nuevas disposiciones respecto a la poligamia. La mayor 
parte de las mujeres que no disponen de independencia económica se ven obligadas a dar su 
consentimiento a matrimonios polígamos. De hecho la práctica de la poligamia sigue siendo 
bastante frecuente en el ámbito rural.  
  
 
La reforma de la Constitución del 15 de abril de 2008 introduce el artículo 31 bis que estipula 
que: “El Estado obra por la promoción de los derechos políticos de las mujeres, 
incrementando sus oportunidades de acceso a la representación de las asambleas electas”. 
El artículo estipula también que una ley orgánica determinará las condiciones de su 
aplicación. Esta ley aún no ha sido promulgada. Muchas discriminaciones sociales y 
económicas siguen afectando a este colectivo. Las desigualdades en lo que concierne a los 
salarios, el nivel de representación en el ámbito político y económico, así como la 
permanencia de estereotipos y visiones tradicionales del rol de la mujer en la sociedad 
dificultan que en la práctica se apliquen las medidas legales.  
 
En una sociedad marcada por la violencia, las mujeres representan un colectivo 
particularmente vulnerable. Algunos abusos han sido, por su alcance, particularmente 
destacados, como el incidente que tuvo lugar a Hassi Messaoud, zona  productora de gas del 
sur de Argelia en julio de 2001, cuando un centenar de hombres atacaron a unas 39 mujeres. 
Varias mujeres sufrieron agresiones sexuales. Se juzgaron a 30 detenidos en el tribunal de 
Ouargla y 20 fueron condenados a penas de prisión de 6 meses a 3 años. Ninguno de ellos 
fue condenado por violación. El tribunal Supremo revisó la sentencia y ordenó la celebración 
de un nuevo juicio en el 2005 tras el cual el Tribunal de Biskra condenó a la mayoría de los 
acusados a penas de prisión más largas y compensaciones económicas a las víctimas. 
 
El fenómeno de la violencia de género está bastante extendido. La legislación nacional no 
prevé disposiciones específicas que criminalicen y prohíban la violencia doméstica, 
incluyendo la violación marital y el maltrato infantil.  
 
Las reivindicaciones y la lucha por los derechos de la mujer han sido articuladas por el tejido 
asociativo femenino, que es un movimiento muy joven en Argelia. Algunos colectivos 
aparecieron a principios de los ochenta como el “Collectif Indépendant des Femmes” (CIF). 
Creado en 1981 en Argel, empezó a movilizarse en torno a los debates que surgieron por la 
adopción del Código de la Familia. La expresión del discurso femenino había sido hasta 
entonces monopolizada por la organización de masas vinculada al partido único, es decir, la 
Unión Nacional de Mujeres Argelina (UNFA). Es en 1985 cuando nace la primera organización 
femenina clandestina: la “Association pour l’Égalité devant la Loi des Femmes et des 
Hommes” (AELFH), una organización pionera que se enfrentó a la UNFA por su falta de 
oposición a la adisentía de la actitud dela UNFA por su pasividad frente a la adopción del 
Código de la Familia en 1984 y los debates que suscitó su aprobación.  
 
Las organizaciones femeninas se crearon en un contexto marcado por profundos cambios 
sociales, económicos y políticos. La década de los 80 se caracterizó por un avance marcado 
en la escolarización de las mujeres: en 1987 el 71,5% de las mujeres entre 6 y 14 años 
estaban escolarizadas, siendo el porcentaje de 87,7% para los niños. Sin embargo, se 
mantienen fuertes desigualdades entre los ámbitos rurales y urbanos, ya que en el medio 
rural solo son 25% las mujeres escolarizadas en esta franja de edad. 
 
Las transformaciones del campo político de los 80, con el pluripartidismo y el ascenso político 
del islamismo obligaron al movimiento feminista a posicionarse frente a los diferentes 
acontecimientos políticos que marcaron las décadas de los 80 y 90. Se vieron en la tesitura 
de elegir entre su compromiso democrático y lo que muchas, o una gran mayoría, percibieron 
como una amenaza: la posibilidad de la llegada al poder por las urnas de un partido islamista. 
Inmerso en un proceso de fuertes divisiones ideológicas e instrumentalizado por el régimen, el 
movimiento asociativo feminista, al igual que otros sectores de la sociedad civil argelina, ha 
quedado de esta forma muy debilitado desde la década de los 90.  
 
  
6. La Reconciliación Nacional y las violaciones sistemáticas de los derechos 
durante la década de los 90 
 
La década negra ha tenido un impacto profundo sobre la sociedad argelina. Fueron, según las 
fuentes, de 150.000 a 200.000 las víctimas del conflicto. Durante el conflicto, miles de 
personas fueron víctimas de desapariciones forzadas a manos de las fuerzas de seguridad 
argelinas. También hubo desapariciones y secuestros a cargo de grupos islamistas. Aunque 
las autoridades reconozcan oficialmente 8023 personas desaparecidas, siguen oponiéndose a 
cualquier proceso de justicia transicional. 
 
La política de reconciliación nacional impulsada por el régimen trató de pasar página sobre la 
década sangrienta de los 90. Con la Carta para la Paz y la Reconciliación Nacional, aprobada 
en septiembre de 2005 por referéndum con el 97,36% de los votos y con una participación del 
82,04% el régimen trató de ser eximido de cualquier responsabilidad por las graves 
violaciones de los derechos humanos, crímenes de guerra y de lesa humanidad que se 
cometieron durante la década negra, garantizando la impunidad de los miembros de las 
fuerzas de seguridad del Estado.  
 
Respecto a la cuestión de las desapariciones, el régimen negó cualquier responsabilidad, 
escudándose en afirmar que fueron actos aislados que no implican la responsabilidad de las 
instituciones del Estado. Según la versión oficial, el Estado se vio “desbordado por la 
violencia” y sufrió “una ruptura de la cadena de mando”. Numerosos informesxxxiii y 
testimonios muestran, por el contrario, que lejos de constituir casos aislados, las 
desapariciones, las torturas y otras violaciones de derechos humanos cometidas durante los 
90 fueron realizados en el marco de una política represiva sistemática y que abarca todas las 
wilayas del país. A pesar de las alegaciones del Estado, afirmando que las personas 
consideradas culpables de haber participado en una desaparición habían sido sancionadas 
por la justicia, no queda constancia de ningún caso y, de cualquier modo, ningún agente del 
Estado ha sido condenado por haber participado en una desaparición. 
  
La Carta no menciona el deber del Estado de investigar los casos de desapariciones ni las 
graves violaciones a los Derechos Humanos que se cometieron durante la década negra ni 
tampoco el de perseguir a sus responsables.  
 
Desde las organizaciones de derechos humanos y otras instancias de Naciones Unidas se 
criticó la Lyey de Amnistía adoptada por Argelia argumentando que los procesos de amnistía 
no deben impedir la divulgación de la verdad ni los procesos de investigación judiciales de las 
personas responsables de graves violaciones de los derechos humanos. Además, se puso de 
manifiesto que muchas disposiciones de la Carta contradicen las normas internacionales que 
regulan los procesos de amnistía.xxxiv
xxxvi
 El Comité de derechos humanos de Naciones Unidas 
pidió a las autoridades argelinas la abrogación del artículo 46 de la ordenanza de aplicación 
de la Carta. Algunas asociaciones de defensa de los derechos humanos se han movilizado 
para que se establezcan en Argelia dispositivos de justicia transicional para promover que 
salga la verdad a la luz, que se haga justicia y que se depuren las responsabilidades por las 
violaciones masivas de los derechos humanos ocurridas desde 1992xxxv. Por eso, el Consejo 
de derechos humanos de Naciones Unidas reafirmó en julio de 2010 la incompatibilidad de la 
Carta con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos del que Argelia forma 
parte.  
 
La cuestión de los desaparecidos constituye una amenaza adicional para la Seguridad Militar, 
ya que las campañas llevadas a cabo por las familias han obtenido un eco mediático 




La Carta trata también de blindarse contra las eventuales presiones que puedan surgir del 
exterior. Así estipula que “al adoptar de forma soberana la Carta, el pueblo argelino afirma que 
nadie en Argelia o fuera de Argelia puede utilizar o instrumentalizar las heridas de la tragedia 
nacional para perjudicar o dañar las instituciones de la República Argelina Democrática y 
Popular”. 
El decreto de aplicación de la Carta para la Paz y la Reconciliación Nacional de febrero de 
2006 garantiza inmunidad judicial a las fuerzas de seguridad y milicias armadas por el Estado 
mientras que amenaza con hasta 5 años de prisión a cualquier argelino o argelina, ya sea 
víctima o su familiar, defensor o defensor de los derechos humanos o periodista, que 
documente, proteste o realice un comentario crítico sobre la conducta de las fuerzas de 
seguridad durante los años del conflicto interno. Además, las autoridades argelinas impiden el 
registro legal a las asociaciones que representan a las familias de las víctimas de 
desapariciones forzadas, lo que les impide llevar a cabo su trabajo en defensa de los 





La extensión de las revueltas sociales protagonizadas por las y los jóvenes en las principales 
ciudades argelinas a principios del 2011 es sintomática del deterioro de las condiciones 
económicas y sociales del pueblo argelino y del estado de privación de sus libertades y 
derechos.  
 
El régimen argelino, dentro del cual el ejército y los servicios secretos siguen manteniendo un 
peso preponderante, no ha podido reproducir ni reinventar durante la primera década del siglo 
XXI el modelo de control político y social que había prevalecido hasta la ruptura de los años 
80, cuando la abundante renta del sector energético permitía comprar generosamente la paz 
social a través de un sistema de redistribución de la riqueza (Mañé Estrada, 1997).   
 
A partir del año 2000, con una población traumatizada por la guerra civil de los 90, se priorizó 
el retorno a la calma política. El maná de los hidrocarburos permitió al régimen reconstituir 
unas reservas de divisas que alcanzaron a principios de 2011 los 155.000 millones de 
dólares. Al mismo tiempo, sin embargo, el incremento del paro, el bajo nivel de los salarios y 
las tendencias inflacionistas abocaron a muchas familias argelinas a la pobreza. Para la 
juventud, la ausencia de perspectiva y de futuro se hace cada vez más insoportable. En este 
contexto, es probable que las revueltas que aparentemente están motivadas por causas 
sociales y económicas terminen cobrando un carácter político. 
 
La dificultad en Argelia es que, tanto los partidos políticos como la sociedad civil, han sido 
amordazados por el régimen. La ausencia de un movimiento asociativo organizado y la 
debilidad de los partidos políticos han convertido la revuelta social espontánea y anómica en 
el único medio de protesta que tiene la población para manifestar su descontento. La 
sociedad civil está muy desestructurada y se enfrenta a un aparato de seguridad 
omnipresente.  
 
La ausencia de libertades combinada con las privaciones económicas cada vez más 
importantes y la falta de perspectiva de futuro para una juventud desengañada y asqueada 
por el régimen, configuran un panorama explosivo. Las medidas económicas de contención y 
los gestos políticos que pueda adoptar el régimen para mitigar las últimas revueltas servirán 
de parches durante algún tiempo.  
 
Los países europeos y Estados Unidos han privilegiado en sus relaciones con Argelia la 
estabilidad política considerada como la única garantía para preservar sus intereses 
estratégicos. Los sucesos que sacuden las sociedades árabes desde inicios del 2011 están 
  
poniendo de manifiesto que esta ecuación ya no es válida.   
 
El seguir apoyando el inmovilismo del régimen no garantiza a medio plazo la tan preciada 
estabilidad. De hecho, las revueltas que han marcado el comienzo de 2011 en Argelia bien 
podrían servir como voz de alarma para que los responsables europeos y estadounidense 
vayan modificando sus políticas respecto a este país.  
 
Hay muchas lecciones que aprender de las experiencias tunecina y egipcia. El enquistamiento 
de la diplomacia europea anclada en la idea que la mejor forma de proteger sus intereses es 
apoyar a los regímenes autoritarios de la región se ha visto drásticamente trastocada por la 
fulminante caída de los regímenes de Ben Ali y Mubarak. Las diplomacias europeas han 
mostrado su ceguera ante la envergadura del descontento social y de su potencial para 
desestabilizar estos dos férreos regímenes cuyas debilidades nadie sospechaba.  
 
La Unión Europea y sus países miembros deben aprovechar la nueva coyuntura abierta por la 
llamada “revolución del Jazmín” para reconsiderar globalmente sus políticas hacia los países 
de la región y utilizar las herramientas políticas y económicas con las que cuentan para 
apoyar con fuerza  la democratización de estos países, única garantía a medio largo plazo de 
sus intereses en la región.  
 
Ya es hora de que se rompa el silencio y la Unión Europea ejerza las debidas presiones para 
que Argelia cumpla con los tratados y los convenios firmados en materia de derechos 
humanos, incluida la cláusula segunda del Acuerdo de Asociación.xxxviii  No pueden cerrar los 
ojos a las demandas de la ciudadanía árabe que toman las calles para apoderarse de sus 
derechos y exigir profundos cambios estructurales, no reformas superficiales. ¿Estaremos a la 
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democracia y respeto de los derechos humanos que suponía la firma del acuerdo.  
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Dichas esperanzas estaban, además, sustentadas en las reformas políticas y avances 
democráticos que se habían dado en la última década del reinado de Hassan II 
(denominada la “década reformista”), impulsadas en un contexto internacional favorable, 
por la oposición política y el movimiento de derechos humanos marroquí. Durante este 
período tuvieron lugar: la creación del Bloque Democrático (Kutla dimukratiya, formado por 
cinco partidos de la oposición); la liberación de presos políticos (reconociéndose por 
primera vez de forma explícita su existencia); un descenso considerable de la práctica de 
la tortura; el acceso de la oposición política al gobierno en 1998 mediante una “alternancia 
consensuada” con el líder socialista Abderrahim Yusufi como primer ministro (lo que 
supuso la aceptación por parte de la oposición de las reglas del juego impuestas por la 
monarquía)1; la incorporación al parlamento, como partido de oposición, de los islamistas 
del Partido Justicia y Desarrollo, con siete escaños; y una incipiente prensa independiente 
que abordó con buen pulso asuntos políticos sensibles.  
 
Estos indicios dejaban pensar que  se estaba inaugurando una nueva era, y que el nuevo 
monarca aspiraba a consolidar y profundizar el proceso de  apertura esbozado en la 
década de los noventa, a generar mayor prosperidad económica y social, y a introducir una 
cultura de ética pública en consonancia con las demandas de las fuerzas sociales y 
políticas marroquíes. La gran cuestión que entonces se planteó fue hasta qué punto el 
cambio de personas se iba a traducir en un cambio en la estructura de poder conformada 
por el majzén (cuyo núcleo central lo constituye el monarca y sus consejeros o dar el 
majzen). Y en qué medida Mohammed VI iba a favorecer que las líneas rojas tradicionales 
- que habían implicado la censura, la represión o en el encarcelamiento de toda persona 
      
     
   
      
     
     
      
        
  
1- Introducción  
 
La subida al trono de Mohamed VI en 1999 tras la muerte de 
su padre, Hassan II, suscitó grandes esperanzas para el 
futuro del país. El pueblo marroquí había padecido durante 
casi cuatro décadas (1961-1999) un régimen muy represivo 
en materia de derechos y libertades fundamentales y, por 
tanto, recibió la llegada del joven monarca (bautizado 
enseguida como el “rey de los pobres”) y sus primeros 
discursos - sobre los derechos de la mujer o el nuevo 
concepto de autoridad - como un acontecimiento que fuera a 
permitir una mejora sensible en sus condiciones de vida. La 
vuelta al país del preso político más carismático, Abraham 
Serfaty, la suspensión del arresto domiciliario del jeque 
Yasín, líder del movimiento islamista Justicia y Espiritualidad 
y la destitución de Driss Basri, el todopoderoso Ministro del 
Interior, fueron señales positivas sobre la posibilidad de un 
auténtico viraje hacia un régimen democrático y un estado 
de derecho. 
 
 ﻕﻮﻘﺣ ﺔﻴﻌﺿﻭ ﺺﻨﻟﺍ ﺍﺬﻫ ﺞﻟﺎﻌﻳ
 ﻞﺒﻗ ﺎﻣ ﺔﻠﺣﺮﻣ ﻲﻓ ﻥﺎﺴﻧﻹﺍ
 ﺕﺎﺟﺎﺠﺘﺣﻻﺍ ﺔﻠﺴﻠﺳ ﻕﻼﻄﻧﺍ
 ﺔﻛﺮﺣ ﺎﻬﺗﺩﺎﻗ ﻲﺘﻟﺍ20  ﻭ ﺮﻳﺍﺮﺒﻓ
 ﻦﻣ ﻊﻳﺮﺳ ﻞﻌﻓ ﺩﺭ ﻰﻟﺇ ﺕﺩﺃ ﻲﺘﻟﺍ
 ﺔﻏﺎﻴﺻ ﻲﻓ ﻞﺜﻤﺗ ﻡﺎﻈﻨﻟﺍ ﻑﺮﻁ
 ﺕﺎﺑﺎﺨﺘﻧﺍ ءﺍﺮﺟﺇ ﻭ ﺪﻳﺪﺟ ﺭﻮﺘﺳﺩ
ﺎﻬﻧﺍﻭﻷ ﺔﻘﺑﺎﺳ ﺔﻣﺎﻋ . ﻞﻴﻜﺸﺗ ﺪﻌﺑ
 ،ﺔﻴﻣﻼﺳﺇ ﺔﻴﺒﻠﻏﺄﺑ ﺓﺪﻳﺪﺟ ﺔﻣﻮﻜﺣ
ﻳﺪﺤﺘﻟﺍ ﺖﻟﺍﺯﻻ ﻝﺎﺠﻣ ﻲﻓ ﺕﺎ
ﺎﻬﺴﻔﻧ ﻲﻫ ﻥﺎﺴﻧﻹﺍ ﻕﻮﻘﺣ. 
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que criticase o se opusiese a la monarquía, el islam o la integridad territorial - se fuesen 
difuminando con el paso del tiempo2. Porque nadie ignoraba que a pesar de la definición 
del estado marroquí como “monarquía democrática, social y constitucional” recogida en la 
Constitución marroquí de 1996, la carta magna otorga al monarca amplísimas 
prerrogativas de poder y de control sobre el conjunto de las instituciones.   
 
Desde 1999, Marruecos ha experimentado cambios importantes en el plano social y 
económico. Se han dado transformaciones sociales significativas, especialmente en el 
medio urbano y la agenda de inversiones económicas ha ido también avanzando. Sin 
embargo, en el plano político y de los derechos humanos no se observan cambios 
sustantivos pero síalgunas regresiones. En líneas generales, el balance actual arroja más 
sombras que luces y resulta claramente descompensado. Por un lado, se ha puesto en 
marcha un proyecto de modernización centrado en un desarrollo económico y de 
infraestructuras que tiene en la ciudad de Rabat su principal escaparate, apuesta por el 
desarrollo del norte (intentando compensar su marginación histórica por parte de Hassan 
II) y tiene entre los sectores prioritarios el turismo y la construcción inmobiliaria. Por otro, 
persisten enormes brechas en la cohesión social y entre el mundo urbano y rural.  
 
Siguiendo con este doble análisis de progresos y lagunas, se han dado pasos que, aunque 
significativos, fueron considerados insuficientes por sectores críticos de la sociedad civil, 
en cuestiones como la revisión de las gravísimas violaciones de derechos humanos 
cometidas en el pasado (durante los denominados “años de plomo”) o el estatuto personal 
de la mujer (con algunos avances sobre la igualdad de género). Sin embargo, dichas 
violaciones siguen estando a la orden del día (en un grado sensiblemente menor que en 
tiempos de Hassan II pero a través de un modelo represivo basado en  los mismos 
parámetros) y persisten déficits muy importantes en educación, salud y oportunidades 
laborales para los jóvenes; el clientelismo sigue marcando la pauta y la corrupción 
continua siendo un mal endémico que corroe las instituciones clave para el progreso, como 
la administración de Justicia.  
 
La sociedad civil -con un desarrollo importante e indicadores de desempeño más que 
notables- es otro de los aspectos de la mejoría que siempre se mencionan cuando se 
valora el escenario marroquí y se coteja con el de otros países de la región. Aun siendo 
cierto, su capacidad de incidencia y su papel de motor del cambio no deja de ser limitado 
ante los condicionamientos de orden político e institucional.  
 
A la hora de evaluar las cuestiones que trata este libro, el primer indicador que se debe 
tener en cuenta es el nivel de cumplimiento, promoción y protección de los derechos 
humanos (interdependientes entre sí), y su interrelación directa con la gobernanza y el 
desarrollo sostenible. Este indicador es el que permite descifrar el grado de consistencia 
de la trayectoria democrática y el potencial de desarrollo humano de un país. En el caso de 
Marruecos, la Iniciativa Nacional de Desarrollo Humano, elaborada desde Palacio en 2005, 
concentra el grueso de los recursos internos en el desarrollo, con la mirada puesta en el 
ámbito rural y una atención prioritaria a las mujeres. El Programa de Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD) sitúa a Marruecos en su informe anual de 2010 en el furgón de cola 
de los países de desarrollo humano medio, concretamente en el puesto 114. 
  
A los ojos de sus socios exteriores, Marruecos es percibido como un país en el que se han 
realizado progresos sustanciales, razón por la cual se ha presentado en muchas ocasiones 
como el ejemplo a seguir para los  vecinos de la región. Si a esta valoración, se añaden las 
consideraciones geoestratégicas, intereses económicos y razones securitarias, se 
entiende por qué Marruecos ha tenido el apoyo incondicional tanto de EEUU (para quien 
es un aliado clave en su lucha contra el terrorismo internacional), como de la Unión Europa 
(UE). Marruecos es, en efecto, el primer país al que la UE ha acordado el “estatuto 
avanzado” en el marco de su Política Europea de Vecindad. Esta profundización de las 
relaciones de partenariado entre ambas partes se dio sin que se viera acompañada de los 
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progresos democráticos reales y reformas sustanciales en el ámbito del buen gobierno 
que,al dar tal paso, tendría que haber exigido la Unión Europea3 .  
 
 
2.- Estado de derecho y democracia 
 
Desde la independencia de Marruecos en 1956 hasta hoy en día, las nociones de 
democracia y de derechos humanos no han estado ausentes ni en los discursos oficiales 
ni en los debates políticos, pero su prevalencia ha sido condicionada por los avatares 
históricos que ha vivido el país. El proyecto de construcción de un Estado-nación soberano 
bajo el liderazgo de la monarquía apoyada por el Movimiento Nacional de liberación, 
reclamaba la unanimidad del pueblo marroquí. Este proyecto de construcción nacional se 
fundamentó en la arabización (en oposición frontal a la cultura y al estrato social 
amazigh4), en la integridad territorial (censurando cualquier atisbo de autonomía del 
Sáhara Occidental), en una alianza de la élite dirigente con la ortodoxia religiosa y en el 
rechazo a la libertad, la universalidad y la individualidad (lo que condicionó las 
reivindicaciones de la oposición al régimen y las demandas  de mayores cotas de igualdad 
por parte de las mujeres)5. No fue hasta la década de los sesenta, una vez este proyecto 
ya se había hecho realidad, cuando los movimientos de derechos humanos marroquíes 
empezaron a articular una concepción universalista de los derechos humanos que les llevó 
a finales de los ochenta, a defender la democracia como proyecto global de sociedad6.   
 
En consecuencia, cualquier cuestionamiento u oposición a estos fundamentos del proyecto 
nacional marroquí ha sido censurada y violentamente reprimida, y por tanto los grupos 
disidentes y sus miembros (ya fuesen islamistas, saharauis, marxistas, leninistas, militares 
golpistas u otros grupos disconformes con el sistema como estudiantes o el campesinado) 
fueron considerados enemigos del pueblo y de la Nación. Durante los “años de plomo” - 
especialmente virulentos desde los sesenta hasta la mitad de los ochenta - los derechos 
humanos fueron barridos del mapa y se produjeron centenares de desapariciones forzosas 
(en número muy importante a partir de 1975) de saharauis, incluyendo a familiares de 
quienes apoyaban la independencia del Sáhara Occidental.  
 
Hasta 1990, el cerco impuesto a los derechos humanos no tuvo apenas reflejo en el 
exterior. Ese año empezaron a escucharse las primeras voces críticas, como el informe del 
Departamento de Estado estadounidense, un informe de Amnistía Internacional (AI) y la 
publicación en Francia del libro de Gilles Perrault  “Nuestro amigo el rey”, una crítica 
directa a Hassan II y las gravísimas violaciones de derechos humanos cometidas durante 
su reinado, que enturbió momentáneamente las relaciones franco-marroquíes7.  
 
Más de una década después, la creación por Mohamed VI de la Instancia Equidad y 
Reconciliación (IER) en 2004, tuvo como objetivo abordar las violaciones de derechos 
humanos de los años de plomo, identificar las disfunciones del sistema político y policial 
marroquí y emitir una serie de recomendaciones a modo de salvaguarda para evitar que 
dichas violaciones no se repitiesen en el futuro.  
La IER es en buena medida el resultado del trabajo del movimiento de derechos humanos 
marroquí, conformado inicialmente por militantes opositores y nutrido de sus 
reivindicaciones para la liberación de los presos políticos. La Liga Marroquí de Defensa de 
los Derechos Humanos (LMDDH) fue creada por militantes del partido nacionalista Istiqlal 
en 1972; el Movimiento de familias de presos políticos tuvo su germen también en 1972; la 
Asociación Marroquí de Derechos Humanos (AMDH) fue fundada en 1979 por miembros 
de la Unión Socialista de Fuerzas Populares (USFP) y de la izquierda radical; la 
Organización Marroquí de Derechos Humanos vio la luz en 1988 por mediación de 
miembros próximos al órgano central de la USFP; el Foro Verdad y Justicia, (formado por 
víctimas de graves de violaciones de derechos humanos durante los años de plomo y/o 
familiares), se creó en 1999. El colectivo de abogados también ha jugado un papel 
decisivo en determinadas etapas de este proceso.  
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2.1.- Marco institucional y sistema de poder 
En Marruecos, la monarquía - investida de una legitimidad histórica (como liberadora del 
pueblo en el proceso de independencia) y mística (reclamándose descendiente del profeta 
Muhammad) - se sitúa por encima de la ley y en la cúspide tanto del estado como de la 
comunidad religiosa (la umma). El texto constitucional  (otorgado, como todos los 
anteriores, desde Palacio) instituye al rey como representante supremo de la Nación y 
como “Comendador de los Creyentes” (Amir al-Muminim) y pone bajo su autoridad el 
ámbito de los derechos humanos, al encargarle velar por la protección de los derechos y 
libertades del ciudadano, grupos sociales y colectividades. Conforme a la actual 
Constitución (promulgada en 1996), la forma monárquica del Estado y las disposiciones 
relativas a la religión musulmana no pueden ser objeto de revisión constitucional. El dahir o 
decreto real es una disposición jurídica respecto a la cual, según la jurisprudencia, no cabe 
recurso legal alguno. 
Las prerrogativas del rey incluyen el nombramiento del primer ministro - como sucedió en 
2003, cuando haciendo caso omiso al resultado de las urnas nombró a Driss Jettou, un 
tecnócrata no vinculado a ningún partido político – y, a propuesta de este, al resto de 
ministros. En la práctica, el rey nombra directamente a los ministros considerados “de 
soberanía” (Justicia, Interior, Exteriores y Asuntos Religiosos; siendo además el monarca 
el jefe supremo de las Fuerzas Armadas Reales), si bien su influencia se extiende al 
conjunto de los responsables del gobierno y de los demás cuerpos de seguridad del 
Estado. Por encima de los ministros y con facultades de decisión sobre cuestiones 
determinantes, se sitúan los consejeros reales (varios de ellos compañeros de estudios en 
el Colegio Real). Para completar el círculo, el rey preside los Consejos de ministros.  
El margen del Gobierno es, por tanto, limitado, como lo es también el del Parlamento (que 
puede ser disuelto por el monarca), actuando éste en las cuestiones centrales de mera 
caja de resonancia de las decisiones adoptadas en las altas instancias. La falta de 
separación de poderes se extiende también al poder judicial (que formalmente ni siquiera 
es reconocido como tal, figurando en la Constitución con el rango de “autoridad”). El rey 
preside el Consejo Nacional de la Magistratura (tutelado de hecho por el Ministerio del 
Interior) y nombra a los magistrados.  
Como se ha señalado, el monarca representa, a su vez, el centro del sistema de poder, 
conformado en torno al Palacio (el dar el majzen). Trascendiendo este núcleo central, el 
majzen, en su dimensión más amplia y usual, está compuesto por un entramado de 
personas y relaciones en el ámbito político, económico, burocrático y militar (y que en 
sentido extenso incluye a los ulemas, algunas cofradías, asociaciones y otros actores) y se 
caracteriza por un control férreo sobre los asuntos clave del país, una gran capacidad de 
persuasión y cooptación, prácticas inmovilistas y un sistema de represión y violencia que 
no admite disidencias. El majzen se ha analizado también como una corriente oculta de 
gran fuerza y contornos difusos que subyace a las instituciones y a su revestimiento de 
modernización.  
Una pieza clave al servicio del majzen ha sido tradicionalmente el Ministerio del Interior 
que ha actuado a modo de eje vertebrador del control y gestión del territorio y de sus 
habitantes a través de los agentes de autoridad (en primer lugar, los walis, al mando de las 
regiones, y los gobernadores, como responsables de las provincias)8. Este Ministerio 
ejerce amplias competencias en materia de derechos y libertades fundamentales y de 
gobierno local. Con motivo de la primera Carta Comunal, en 1976, se implantó el 
denominado “sistema Basri“, con el fin de parcelar el territorio en feudos de poder 
controlados por sus representantes regionales y locales, en el marco de un sistema 
arcaico de producción y reproducción de notables que se pertrechan detrás de las 
posiciones adquiridas con el fin de defender e incrementar su riqueza e influencia.  
El sistema ha ido a su vez creando partidos políticos en su propio interés y controlando los 
sucesivos comicios mediante un proceso de diseño de los distritos electorales a 
conveniencia y en aras de la fragmentación política en el parlamento. La compra de votos 
(favorecida por el sistema electoral mayoritario); la gran desafección del electorado; la 
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vacuidad de los programas de unos partidos políticos obsoletos que no han dejado ningún 
margen para el relevo generacional; las alianzas de todo tipo y el transfuguismo, son 
algunas de los rasgos que caracterizan el escenario político y electoral. Ante este 
panorama, puesto una vez más de manifiesto en los comicios locales de 2003, diversos 
analistas apuntaron entonces que las ilusiones democráticas que surgieron a finales de los  
años noventa cuando se adoptó el sistema de  “alternancia consensuada”, habían llegado 
a su fin.  
A estas elecciones le han seguido las legislativas de 2007, con una participación oficial del 
37% y las municipales de 2009. En estas últimas la tasa de participación oficial fue del 
52,4%. No obstante, si se tiene en cuenta que de los 20 millones de potenciales electores 
y electoras, únicamente se inscribieron para votar 13 millones y de éstos solo 7 millones 
ejercieron su derecho al voto, la tasa de participación efectiva sería del 35%, una cifra que 
representa sólo un poco más de la tercera parte de la población9. En estas últimas 
elecciones, se produjo un cambio reseñable en relación con la representación de las 
mujeres que estaban prácticamente excluidas del ámbito de la gestión local, al introducirse 
una cuota reservada a estas equivalente al 12%.  
El gran vencedor de estos comicios fue el Partido Autenticidad y Modernidad (PAM) 
creado apenas un año antes por Fuad Ali-Himma (ex consejero real muy allegado al 
monarca y ex responsable de la cartera de Interior), lo que ha supuesto un cambio 
sustancial en el panorama político. La creación de este partido recuerda las maniobras 
ejercidas por el poder en tiempo de Hassan II (como la creación de la Unión 
Constitucional, UC, o del Reagrupamiento Nacional de Independientes, RNI)  para 
desactivar y dividir a la oposición (siendo en la actualidad su objetivo más directo el Partido 
Justicia y Desarrollo, PJD, considerado por muchos observadores como el único partido 
realmente de oposición y con presencia parlamentaria). Ali-Himma consiguió, además, la 
adhesión de figuras consideradas como históricas por parte del movimiento de derechos 
humanos. Por su parte, el PJD resultó el primer partido votado en los municipios de más 
de 35.000 habitantes pero su acceso a la alcaldía de diversas grandes ciudades fue 
vetado por el régimen10. 
La gran apuesta del estado marroquí para alcanzar mayores cuotas democráticas a nivel 
territorial es el proyecto de regionalización, retomado por el monarca en 2010 mediante la 
creación del Comité Consultivo de las Regiones. El reto de este proyecto - cuya pieza 
central es el Sáhara Occidental - es crear entidades regionales con competencias efectivas 
que permitan atender al conjunto diverso y plural de las regiones de Marruecos y a las 
especificidades de todas ellas (algunas con una marcada identidad propia, como el Rif o el 
Sus). 11  
La resolución del conflicto en el Sáhara Occidental es, por otro lado, la piedra angular del 
entramado democrático que Marruecos aspira construir12. Un territorio en el que el régimen 
marroquí tiene un saldo tremendamente negativo en las últimas décadas. La marginación 
social y económica, la vulneración de derechos y libertades fundamentales y la represión 
de la población saharaui, (cuyo punto culminante han sido los sucesos producidos a raíz 
del desmantelamiento del campamento de Gdeim Izik, en El Aiún, a finales de 2010) 
devalúan por completo la credibilidad democrática del régimen marroquí y desacreditan su 
proyecto de autonomía para dicho territorio. 
En el ámbito local, la Carta Comunal (2009) aspira a poner en práctica un nuevo espacio 
de gobernanza con una mayor presencia de la sociedad civil y la inserción del enfoque de 
género, si bien los agentes de autoridad siguen detentando competencias clave. La 
desmajzenización, apuntada más arriba como cuestión sustancial para el progreso 
democrático de Marruecos, está lejos de producirse.13  
 
2.2.- El marco normativo de los derechos humanos 
 
En el preámbulo de la Constitución marroquí se señala que el Reino de Marruecos 
suscribe los principios, derechos y obligaciones derivados de las Convenciones de los 
organismos internacionales y reafirma su vinculación con los derechos humanos tal y 
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como son universalmente reconocidos, sin que exista un reconocimiento explícito de la 
primacía del derecho internacional sobre el derecho interno. La introducción de esta 
declaración por primera vez en 1992 suscitó un debate sobre dicha primacía que todavía 
sigue vigente.  
 
La doctrina mayoritaria se inclina por considerar que en Marruecos prevalece la 
concepción monista, es decir que  el derecho interno y el internacional son dos ramas de 
un mismo ordenamiento. Los tribunales marroquíes han respaldado esta opción a través 
de diversas resoluciones y el Gobierno marroquí ha reconocido en alguna ocasión, en 
relación con las disposiciones del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
PIDCP, que éstas son aplicables y se pueden invocar de pleno derecho ante dichos 
tribunales, razón por la cual muchos consideran que no es   necesario un reconocimiento 
explícito de dicha primacía..14  
 
No obstante, la primacía sigue sin estar refrendada en una disposición legal y muchos 
jueces se niegan a aplicar los tratados internacionales ratificados por Marruecos. Son, 
además, numerosas las normas de derecho interno (por ej. el Código penal, Código del 
trabajo, Código de la familia, las leyes sobre libertades públicas y la Ley de partidos 
políticos) que contradicen los preceptos de dichos tratados. La falta de un procedimiento 
explícito y de plazos taxativos para la publicación de las normas en el boletín oficial del 
estado y su entrada en vigor dificulta también la cuestión.   
 
Marruecos ratificó en 1979 el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) 
y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC); y en 
1993 la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación de la 
Mujer (CEDAW), si bien con reservas y declaraciones fundamentadas en la sharía y en el 
estatuto personal de la mujer (denominado Mudawana), que de hecho son incompatibles 
con el actual Código de Familia y el Código de la Nacionalidad actual. En 2009 Mohamed 
VI prometió eliminar estas reservas y se inició la elaboración de un dahir o decreto real que 
todavía no ha sido aprobado.15  
 
Entre los textos internacionales de referencia no suscritos todavía por Marruecos están el  
Tratado de Roma sobre la Corte Penal Internacional y la convención de Naciones Unidas 
Contra las Desapariciones Forzosas. Además, desde la óptica del Derecho Internacional 
los derechos fundamentales recogidos en la Constitución marroquí son claramente 
insuficientes. No existe un reconocimiento explícito de la igualdad de derechos civiles, 
socio-económicos y culturales entre el hombre y la mujer; únicamente se señala la 
igualdad de derechos políticos del hombre y la mujer.  
 
Libertades de asociación, expresión y manifestación 
 
En 1958 se promulgaron las tres leyes que conforman el Código de las Libertades 
Públicas:  la Ley de Asociaciones, la Ley sobre Reuniones Públicas y el Código de la 
Prensa. Este conjunto de leyes además de ser clave para el ejercicio de la democracia y 
del Estado de derecho, tiene múltiples implicaciones en el ámbito de los derechos 
humanos.  
 
La primera de ellas, la Ley de Asociaciones, fue modificada en el año 2000, tras la 
movilización de centenares de asociaciones, estableciéndose desde entonces un régimen 
declarativo que, en teoría, permite crear una asociación mediante la presentación de una 
serie de documentos y obtener la inscripción registral si transcurridos 60 días la autoridad 
competente no ha rechazado de forma fundamentada la constitución de la asociación16  
 
La Ley de Partidos Políticos fue adoptada en 2005 después de un amplio debate y una 
intensa polémica entre los partidos políticos y el Ministerio del Interior. Esta ley prohíbe 
cualquier partido político que tenga por objetivo interferir en el Islam, que cuestione el 
régimen de la monarquía o la integridad territorial del reino, o que se establezca sobre una 
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base religiosa, lingüística, étnica o regional, o cualquier otra base que la ley considera 
discriminatoria o  contraria a los derechos humanos.  
 
Cualquier impedimento por parte de las autoridades para el ejercicio del derecho de 
reunión debe ser justificado por escrito. Las manifestaciones en la vía pública están 
sujetas a notificación previa, y el derecho a celebrarlas está limitado a los partidos 
políticos, sindicatos, organizaciones profesionales y otras asociaciones inscritas 
legalmente.  
 
Otro ámbito clave para el establecimiento de un régimen democrático es la libertad de 
expresión y de prensa, y en Marruecos, se vulnera sistemáticamente. El Código de la 
Prensa impone multas que pueden llegar hasta los 100.000 dirhams (unos 9.000 €) en 
caso de que se produzca alguna “ofensa” contra el rey o su familia, o se “dañe” al Islam, al 
régimen de la monarquía o la integridad territorial del país, los tres grandes tabúes del 
reinado alauí. El Ministro del Interior puede impedir la publicación de cualquier medio de 
comunicación que vulnere dichos preceptos o bien que considere pueda provocar 
alteraciones en el orden público. En la ley, la “difamación” se considera como la principal 
excepción a la libertad de prensa, y la más penada como lo demuestra que pueda ser 
sancionada con una pena de entre un mes y un año de prisión, y/o con una multa de entre 
1.200 y 100.000 dirhams (entre 100 y 9.000 €). 
 
A partir de los atentados de 2003 en Casablanca – en los que fallecieron 45 personas 
como resultado de la explosión de una serie de artefactos por jóvenes marroquíes 
vinculados al islamismo fundamentalista y que habitaban en uno de los barrios de 
chabolas más marginales de Casablanca - se produjo un punto de inflexión en materia de 
libertades17. La aprobación de la Ley contra el Terrorismo, criticada con fuerza por 
diversos actores políticos antes de los atentados, ya no encontró ningún obstáculo para su 
aprobación. Esta ley prolongó los plazos de detención incomunicada (hasta 12 días) y 
otorgó a las autoridades amplios poderes de control sobre la sociedad civil, limitando en 




Instituciones públicas por la defensa de los derechos humanos 
 
Hasta el pasado 4 de marzo 2011, el Consejo Consultivo de Derechos Humanos (CCDH) 
creado en 1990, era, el órgano encargado de dar curso al trabajo realizado por la IER. 
Este órgano, que es además una instancia de intermediación entre algunos actores del 
movimiento asociativo de los derechos humanos y las autoridades, tenía competencias 
para como lo indicaba su nombre “consejo consultivo”, emitir recomendaciones. Proponía  
iniciativas para la protección y promoción de los derechos humanos y presentaba 
propuestas de reformas legales. En determinadas cuestiones (reformas legales, proceso 
de indemnización de víctimas) ha jugado un papel positivo. Sin embargo, con el fin de 
apaciguar las protestas populares del Movimiento 20-F, Mohammed VI decidió sustituirlo 
por otro con más poderes y mayor independencia: el Consejo Nacional de los Derechos 
Humanos (CNDH).  
 
Otra institución valiosa para la defensa de los derechos humanos es el Diwan al Madhalim 
(2001), una institución encargada de recibir las quejas de los ciudadanos y ciudadanas 
derivadas de actos de la administración u organismos públicos y de instruir demandas 
contenciosas contra la administración. A pesar de la pertinencia de su existencia, su 
funcionamiento no ha satisfecho las necesidades de la población, y las organizaciones de 
derechos humanos han criticado que en la práctica no es operativa y que sus funciones 
aún distan mucho de las propias de un ombudsman o Defensor del Pueblo.  
Por otro lado, en 2008 se creó la Comisión Central de Prevención de la Corrupción, pero 
su dependencia del primer ministro y otros departamentos ministeriales, y el hecho que no 
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tenga facultades sancionadoras ni de investigación le restan toda la legitimidad de la que 
debería ser investida una institución de este tipo.  
Todo lo expuesto constituye, a grandes rasgos, el andamiaje institucional y jurídico 
marroquí desplegado por la Monarquía con el fin declarado de proteger los derechos 
humanos y garantizar el Estado de derecho en Marruecos. Pero el sistema dista mucho de 
ser democrático, y así lo demuestra el panorama que se plantea a continuación, de la 
situación de los derechos políticos y civiles por un lado, y a los derechos sociales, 
económicos y culturales en segundo lugar. Además, en dos apartados se hace un análisis 
de la situación de los derechos de las mujeres, así como de la justicia transicional al 
examinar el ejercicio de memoria histórica realizado por la IER y sus recomendaciones. 
Cabe señalar que este balance del estado de los derechos humanos propuesto no 
examina la vulneración de derechos relativa a la población saharaui, puesto que es objeto 
de estudio en otro capítulo de este libro. En este texto, sólo se harán por lo tanto 
referencias puntuales a la problemática del Sáhara Occidental.  
Organizaciones de la sociedad civil en torno a la defensa de los derechos humanos 
 
Por su lado, el movimiento marroquí de derechos humanos ha venido investigando, 
informando y denunciando sistemáticamente las violaciones de derechos humanos. El 
número de asociaciones ha aumentado (algunas son fruto de escisiones por rivalidades 
internas) y sus ámbitos de trabajo se han diversificado y especializado. Varias de estas 
nuevas asociaciones han surgido en determinadas regiones de Marruecos y en un 
contexto de crisis económica y social. En paralelo a esta tendencia hay una vertiente de 
trabajo orientada hacia un enfoque regional – con un interés e importancia creciente a raíz 
de la revolución popular de Túnez y la caída del régimen de Ben Alí - que abarca a los 
países de la región magrebí y alguno de sus vecinos. Esta vertiente – que viene precedida 
por el trabajo de la Red Euromediterránea de Derechos Humanos – ha sido inaugurada a 
nivel local por la Coordinadora Magrebí de Organizaciones de Derechos Humanos 
(COMDH), cuya sede está en Marruecos.  
 
3.- Derechos civiles y políticos 
Los apuntes anteriores sobre el ámbito institucional, la estructura de poder y los 
condicionantes de todo orden de los procesos electorales denotan claramente las 
dificultades que existen, tanto en la forma como en el fondo, para que la población 
marroquí se pronuncie con libertad sobre asuntos determinantes, como, en primer lugar, la 
reforma del texto constitucional y la separación efectiva de poderes. Estas dos cuestiones 
han sido objeto de reivindicación por parte del movimiento de derechos humanos, de 
algunas figuras islamistas y de algunos representantes de partidos políticos minoritarios de 
la izquierda radical.  
Las manifestaciones convocadas en Marruecos por un grupo de jóvenes en febrero de 
2011, para reivindicar una monarquía parlamentaria y la consiguiente eliminación de los 
poderes ejecutivos del rey, ha supuesto un punto de inflexión en el panorama político y 
social marroquí, puesto que ha movilizado diversas fuerzas y actores hacia la consecución 
de reformas decisivas para el futuro del país. 18  
A continuación exponemos algunas consideraciones sobre la situación de los derechos 
civiles y políticos en Marruecos y reseñamos ciertos casos de violación de dichos 
derechos:  
3.1.- Pena de muerte 
Los tribunales en Marruecos siguen dictando sentencias de muerte19. La mayoría de los 
condenados se encuentran en el corredor de la muerte de la prisión de Kenitra (en 
condiciones más duras que el resto de reclusos). No obstante, si bien el Estado marroquí 
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no ha ratificado todavía el protocolo relativo a la abolición de la pena de muerte, desde 
1993 no se ejecuta a ninguna persona,. 
3.2.- Represión violenta, tortura, privación de libertad y trato degradante 
Aunque Marruecos ratificó la Convención de Naciones Unidas Contra la Tortura y otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanas y Degradantes, y aprobó una ley que penaliza su 
práctica, son numerosas las denuncias de tortura por parte de organizaciones de derechos 
humanos nacionales y extranjeras. Las víctimas de las torturas suelen ser personas 
sospechosas de tener vínculos con células terroristas (y son encasillados por las 
autoridades bajo la etiqueta Salafia Yihadía, o Salafismo Yihadista).20  
Desde los citados atentados de 2003 el régimen marroquí ha recurrido al argumento de la 
lucha antiterrorista para justificar detenciones arbitrarias que con frecuencia han derivado 
en casos de tortura. Las autoridades marroquíes vienen desde entonces y de forma 
periódica anunciando el desmantelamiento de redes terroristas vinculadas con Al Qaeda 
cuyo supuesto objetivo es la realización de algún atentado en Marruecos o el reclutamiento 
de marroquíes para su envío a Iraq o Afganistán. Actualmente hay cientos de personas 
acusadas de terrorismo en las cárceles marroquíes y una parte importante de ellas - según 
alegan sus abogados marroquíes y recogen varios informes de organizaciones de 
derechos humanos - han sido condenadas sobre la base de testimonios obtenidos bajo 
tortura. Además, entre las vulneraciones reseñadas destacan los casos de detención 
secreta e incomunicada, irregularidades sustanciales en los procedimientos judiciales y la 
negligencia por parte de la autoridad judicial para examinar las denuncias de tortura u 
otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. Con frecuencia, el plazo legal de 12 días 
es superado y las fuerzas de seguridad alteran el plazo de detención real cuando 
presentan al detenido ante el juez. 21  
A juzgar por los informes disponibles, la Dirección de Vigilancia del Territorio (DST, siglas 
en francés), el organismo de los servicios secretos que ha sido  implicado en el pasado en 
graves violaciones de derechos humanos, continúa procediendo, sin orden de arresto, a 
detenciones de personas sospechosas de actividades terroristas durante largos períodos 
de tiempo (con frecuencia, varias semanas). Organizaciones como la AMDH o Amnistía 
Internacional (AI) siguen recibiendo información relativa a torturas y tratos crueles 
perpetrados por dichos agentes en un centro de detención, presumiblemente el de Temara 
(no reconocido oficialmente), cerca de Rabat. Las alegaciones de tortura no son casi 
nunca investigadas y no hay constancia que algún oficial de la DST haya sido nunca 
procesado22. 
 
El caso conocido como “la red de Belliraj” ha sido aireado por diversas organizaciones 
como un ejemplo palmario de cómo se aplicar la Ley antiterrorista en Marruecos. Este 
caso tuvo su origen en la detención en 2008 del Secretario General del partido al Badil al 
Hadari (Alternativa civilizacional) y su Vicesecretario, del Secretario General del Hizb al-
umma (Partido de la Comunidad), del corresponsal de la cadena de televisión al Manar-
Marruecos, de un miembro del partido Justicia y Desarrollo y otro miembro del Partido 
Socialista Unificado. Todos ellos fueron arrestados y sometidos a torturas. La AMDH 
afirma que los partidos implicados en este caso operan en el marco de la Ley de Partidos y 
que todos ellos rechazan la violencia como método para la consecución de sus objetivos. 
Las condiciones de detención en el reinado alauí constituyen una violación de del derecho 
a la integridad física y moral, y la reclusión en cárceles, que siguen siendo espacios de 
gran hacinamiento (un proyecto de construcción de nuevas prisiones iniciado a mediados 
de los noventa está actualmente paralizado), puede ser considerada como trato 
degradante. Las torturas, malos tratos y vejaciones están a la orden del día, tal y como 
denuncia el Observatorio Marroquí de Prisiones junto a otras organizaciones, 
contraviniendo tanto el derecho internacional ratificado por Marruecos como la ley interna 
(Código Penal y Normativa de prisiones). La  AMDH en su informe de 2008 señala que hay 
una tasa alta de suicidios y muertes sin explicar, no solo en las cárceles sino también en 
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los centros de menores, y que en el sistema carcelario la impunidad es la norma. Además, 
según esta organización, los casos de detención preventiva (que legalmente puede 
extenderse hasta un año) constituyen alrededor de la mitad del total de la población 
reclusa, siendo un síntoma del uso extendido y aparentemente abusivo de esta modalidad 
de detención que vulnera al derecho a la libertad personal y limita el principio democrático 
de la presunción de inocencia.  
 
A las fuerzas de seguridad marroquíes tampoco les ha temblado el pulso cuando han 
reprimido con gran violencia las múltiples protestas y manifestaciones que se han 
propagado sobre todo en los últimos años a lo largo del país (Tounfit, Imilchil, Douar El 
Kalaa en la región de Tahla, Bouarfa). A partir de 2007 las autoridades lanzaron una 
campaña de detenciones contra activistas de derechos humanos (varios de ellos de la 
AMDH) acusados de atentar contra los símbolos sagrados del Estado durante las 
manifestaciones y protestas que se desataron en numerosas localidades del país (Beni 
Mellal, Alcazarquivir, Agadir, Sefrou, y otras), en clara contravención del derecho de 
manifestación. Además, durante los últimos años se han producido numerosas 
detenciones de saharauis, sindicalistas y participantes en movimientos sociales (como la 
protesta por la confiscación de tierras en Igli, municipio de Missour, cerca de Fez). La 
acusación de atentar contra los símbolos sagrados del Estado viene siendo un recurso 
habitual para justificar la detención de activistas de índole diversa. A modo de ejemplo, 
sólo en el año 2009, la AMDH se ocupó de los expedientes de 130 personas consideradas 
detenidos políticos. 
 
Las vulneraciones de los procedimientos legales son también muy frecuentes. El caso 
conocido de los juicios arbitrarios contra los diez arrestados de Boumalen Dades, entre 
ellos un menor, que desembocaron en condenas de entre uno y seis años de prisión, 
denunciados por la AMDH, no son ninguna excepción. 
 
3.3.- Libertad de manifestación 
 
La represión del sistema se ejerce contra varios movimientos o colectivos que 
amenazaban el orden social, conculcando el derecho de manifestación y de reunión. Así 
es como desde hace años, las personas diplomadas y tituladas superiores en paro 
(Diplômés chômeurs) que se concentran diariamente frente a la sede del Parlamento en 
Rabat para reivindicar su derecho al trabajo y a una vida digna han sido victimas de 
campañas de hostigamiento23. En los últimos años se han producido también actuaciones 
brutales de las fuerzas de seguridad, como la represión llevada a cabo en el puerto de Sidi 
Ifni ante una protesta de sus habitantes por la marginación e injusticia que padecen, a la 
que siguieron denuncias de agresiones, violaciones y torturas.  
 
Las prácticas represoras han ido dirigidas también a colectivos habitualmente 
considerados menos conflictivos que los sindicalistas o defensores y defensoras de 
derechos humanos, como son los jubilados (en 2008 se reprimió duramente una marcha 
organizada por las personas jubiladas de las Fuerzas Armadas Reales en Fez con varios 
heridos de avanzada edad) o el movimiento amazigh (a través de una brutal represión de 
la concentración pacífica que organizó dicho movimiento en junio de 2008 para exigir la 
puesta en marcha de la cadena televisiva amazigh). En 2010, la represión continuó siendo 
la pauta, teniendo como objetivo, entre otros, a los militantes de la Unión Nacional de 
Estudiantes Marroquíes y de la Asociación Justicia y Espiritualidad (detención forzosa y 
tortura de 7 de sus miembros en Fez).  
 
Han sido objeto de una fuerte controversia y de una denuncia implacable por parte de 
organizaciones internacionales, la represión ejercida por las fuerzas de seguridad 
marroquíes con motivo del desmantelamiento en noviembre 2010 del campamento de 
Gdeim Izik, a unos kilómetros de El Aiún - en el que, según información del Gobierno 
marroquí, murieron 11 agentes de policía marroquíes y dos civiles saharuis - y las 
acciones posteriores de represalia en El Aiún por parte de las fuerzas de seguridad 
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marroquíes en las que se acometieron según numerosas denuncias y testimonios, actos 
de agresiones y tortura contra la población saharaui. Varias organizaciones de derechos 
humanos han exigido una investigación a fondo sobre lo sucedido. 
 
3.4.- Libertad de asociación y de participación política 
 
La libertad de asociación está también sujeta a múltiples restricciones. Las autoridades 
marroquíes utilizan todo tipo de subterfugio para obstaculizar el registro de organizaciones 
molestas, por ejemplo dejando de entregar el resguardo sellado que establece la ley y que 
permite acreditar la presentación de la documentación pertinente.  
 
Ésta y otras disposiciones de la Ley de asociaciones que exceden los límites establecidos 
en los tratados internacionales sobre libertad de asociación y expresión facilitan que se 
haga uso de ella para servir los intereses políticos del Majzen. Tal ha sido el caso de 
asociaciones de lucha contra la corrupción, defensa de los derechos de los licenciados y 
licenciadas en paro, de la población amazigh, de la población saharaui o de la inmigrante 
subsahariana. Igualmente, la administración ha censurado a diversas asociaciones de 
caridad o educativas presumiblemente porque entre sus cargos figuraban varios miembros 
del movimiento islamista no legalizado Justicia y Espiritualidad. 24  
 
El movimiento asociativo en Marruecos ha jugado un papel fundamental en varios ámbitos 
clave. Tanto las organizaciones generalistas de derechos humanos como las asociaciones 
que defienden los derechos de la mujer han propulsado de forma decisiva avances como 
los señalados de la puesta en marcha de la IER y de la aprobación del nuevo Código de la 
familia. Por otro lado, Marruecos es un país que cuenta con centenares de asociaciones. A 
dicha evolución han contribuido principalmente dos factores: primero, el Programa de 
Ajuste Estructural de 1983 impuesto por el Fondo Monetario Internacional que ha 
propiciado una apertura o externalización de servicios que el Estado marroquí era incapaz 
de realizar hacia las asociaciones que podían prestarlos. En segundo lugar, el apoyo 
externo que la comunidad internacional ha brindado al país con el fin declarado de 
contribuir al desarrollo y a la apertura democrática, sin tener que abordar directamente 
cuestiones sensibles con el régimen.  
 
Otra ley, la de los partidos políticos, también ha sido instrumentalizada para disolver 
formaciones políticas que como el Badil al- Hadari (Alternativa civilizacional), el partido 
Amazigh (disuelto por resolución judicial) o el Partido de la Comunidad (Hizb al-umma), 
eran percibidas como un riesgo por la Monarquía.  
 
3.5.- Libertad de reunión 
 
Existen también múltiples trabas para el ejercicio de la libertad de reunión. El motivo, 
según el cual se ha de preservar el orden público, alegado por las autoridades para 
denegar el permiso de reunión o demorar de forma injustificada reuniones en lugares 
públicos es frecuente no sólo en el caso de movimientos radicales, organizaciones de 
extrema izquierda e islamistas (como la prohibición de todos los actos públicos del partido 
Justicia y Espiritualidad) o amazighs, sino también de otras asociaciones. Éste es el caso 
de Transparency Maroc, a la cual las autoridades prohibieron por razones de seguridad la 
celebración en el club de abogados de Rabat del acto de entrega del premio Integridad 
2010, concedido a Chakib Khyari. Khyari es periodista y defensor de los derechos 
humanos y fue considerado como prisionero de conciencia por Amnistía Internacional.  
 
3.6.- Libertad de religión 
 
La libertad de religión ha sido también vulnerada en diversas ocasiones y se ha expulsado 
a numerosas personas extranjeras acusadas de proselitismo de la religión católica o 
protestante. 
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3.7.- Derechos de las personas migrantes 
 
Un colectivo especialmente vulnerable es el de las personas inmigrantes subsaharianas. 
Diversas organizaciones han denunciado la continua violación de los derechos 
fundamentales de este colectivo a uno y otro lado de las vallas de Ceuta y Melilla. ACNUR 
calcula en 10.000 las personas inmigrantes, la gran mayoría de origen subsahariano y sin 
papeles. Menos del 1% de estos inmigrantes están reconocidos como refugiados por 
ACNUR, que a su vez solicita a las autoridades marroquíes que activen su regularización 
de tal manera que puedan normalizar su situación de residencia, ejercer su derecho al 
trabajo y beneficiarse de servicios básicos. Estos inmigrantes no tienen derecho a ser 
atendidos en un centro de salud y sus hijos e hijas no pueden ser escolarizados. Varios de 
ellos fueron detenidos y juzgados en 2009 cuando protestaban por la vulneración de sus 
derechos por parte de ACNUR y de las autoridades marroquíes. 
 
Las autoridades marroquíes han realizado diversas expulsiones de población 
subsahariana, abandonándoles a veces en pleno desierto sin medio alguno para su 
subsistencia. Las organizaciones de derechos humanos solicitan la despenalización de la 
inmigración irregular y la adecuación de la legislación nacional con la Convención 
internacional sobre la protección de todos los derechos de los trabajadores migrantes y de 
sus familiares. La impunidad de los agentes oficiales y responsables de violaciones de 
derechos humanos, ya sea en el marco de la lucha antiterrorista, en las cárceles o con 
motivo de la represión contra movimientos sociales o manifestaciones pacíficas, es una 
constante del sistema.  
 
3.8.- Libertad de prensa y opinión 
 
La libertad de expresión y opinión también ha sido vulnerada durante los últimos años de 
forma reiterada. Los defensores y las defensoras de derechos humanos, periodistas, 
abogados y otras personas sufren intimidación, son amenazados, detenidos y procesados 
cuando traspasan las líneas rojas que trazados por un Código de Prensa y Código Penal 
en clara contradicción con los tratados internacionales en la materia. La libertad de prensa, 
inaugurada a pequeñas dosis al final de la etapa de Hassan II y considerada al inicio del 
reinado de Mohamed VI como uno de los retos del nuevo periodo debido a su potencial 
democrático, ha caído en picado y está en franca regresión. Por otra parte, se ha 
intensificado la autocensura.  
 
El majzen y sus empresas controlan la mayoría de la prensa escrita y el estado tiene el 
dominio de la sociedad estatal de radiodifusión y televisión, propietaria de varias 
televisiones locales y de las emisoras de radio con mayor difusión y alcance. Las 
publicaciones y periódicos independientes críticos con la monarquía, son asfixiados 
económicamente, ya sea directamente a través de sanciones económicas, ya sea de 
forma más sutil presionando a las empresas para que retiren su publicidad (fuente de 
financiación vital para la prensa independiente). Estas tácticas, junto a las persecuciones 
de periodistas, dibujantes y editorialistas considerados “molestos”, son frecuentemente 
usadas contra la libertad de prensa. La asociación  Reporters sans Frontières denunció en 
2009 que desde el inicio del reinado de Mohamed VI, el cómputo de años de las 
sentencias de cárcel dictadas contra periodistas asciende a 25 y que las multas 
económicas suman un total de 2 millones de euros.  
  
Resulta por tanto evidente que el actual régimen no ha bajado la guardia en ningún 
momento. A  los primeros casos de censura y represión (siendo uno de los más sonados y 
mediáticos el del periodista actualmente afincado en España Ali Lmrabet y  sus 
publicaciones en Demain y Doumain, por traspasar la “línea roja” relativa a la institución 
monárquica), le siguieron otros casos como los de Abu Bkar Jamai, exdirector de Le 
Journal, después de hacerse el eco de un sondeo supuestamente encargado por Palacio a 
un centro extranjero sobre el Sáhara occidental25. Esta publicación tuvo que cerrar en 
2009 sujeta a un proceso arbitrario de confiscación de sus bienes. La represión ejercida 
MAGREB HACIA EL  CUMPLIMIENTO DE LOS DERECHOS HUMANOS 77
contra su último director, Ali Ammar, se suma a la lista de profesionales de gran valía 
desactivados por el majzen 26.   
 
Otro periodista perseguido por haber traspasado las líneas rojas, es Idriss Chatahane, 
director del semanario Al Michaal, que fue condenado a un año de cárcel por escribir sobre 
la salud del rey en 2009. También las autoridades marroquíes cerraron las oficinas del 
diario Akhbar al-Youm al-Maghribya por haber publicado la caricatura de un primo del rey.  
 
Otra sanción, de tipo económica, fue aplicada al director del semanario Economie e 
Enterprises como indemnización a Mounir Majidi, secretario personal del rey a quien la 
revista había acusado de fraude al frente de la gestión de una compañía propiedad de la 
familia real. Se llegó a secuestrar un número del semanario Tel Quel y su publicación en 
lengua árabe Nichane por dar cobertura a una encuesta pública sobre la primera década 
del rey (a pesar de que dicha encuesta arrojaba un balance positivo para la monarquía. 
 
En otras ocasiones la censura ha castigado a medios de comunicación por motivos ajenos 
a la Monarquía, el Islam o la integridad territorial, Se han impuesto multas sustanciosas a 
medios como por Al-Yazira (que acabó retirando su corresponsalía del país) a resultas de 
la cobertura que hizo de las denuncias de un activista de derechos humanos sobre la 
represión ejercida por las fuerzas de seguridad en Sidi Ifni; otro motivo alegado ha sido las 
acusaciones de injurias al líder de Libia, Muammar al-Gaddafi que les ha valido una 
sustanciosa multa a tres publicaciones arabófonas en 2009. Además, en  2010, Taoufik 
Bouachrine, editor del diario Akhbar al-Youm al-Maghribya fue condenado a seis meses de 
cárcel supuestamente acusado de fraude.  
 
La censura se ha extendido también a Internet, lo que se ha traducido, por ejemplo, en el 
cierre de cuatro páginas web gestionadas por islamistas (debido a la movilización desde 
las mismas en favor de los palestinos a raíz de los ataques sobre Gaza en 2009) o 
diversos procesos judiciales contra jóvenes internautas. 
 
Todos los casos anteriores, a los que se suman otros igualmente significativos, apuntan a 
una restricción progresiva de los márgenes de la libertad de expresión. En los últimos 
tiempos, varias acciones de denuncia han acudido a las nuevas tecnologías, como la 
grabación de la corrupción entre agentes y su publicación en Internet o la creación de 
blogs y la utilización de redes sociales como Facebook para debatir de la promoción y 
protección de los derechos humanos.  
 
Esta tendencia, en la que los y las jóvenes desempeñan un papel clave seguirá sin duda 
extendiéndose, provocando más y más operaciones de censura por parte del régimen. No 
se puede negar que Internet resulta ser una fuente de información independiente 
fundamental no sólo en Marruecos sino para todos aquellos medios de comunicación, 
asociaciones y organismos que necesiten recabar información fidedigna y puntual sobre la 
situación de los derechos humanos en Marruecos, un elemento que resulta para cualquier 




4.- Derechos económicos, sociales y culturales 
 
El Informe del Cincuentenario elaborado en 2006 es un voluminoso balance económico y 
social de los primeros 50 años de independencia de Marruecos en el que se constata una 
pauta de “crecimiento sin desarrollo” a lo largo de dicho período, con déficits muy 
importantes en salud y educación27. Uno de los principales retos señalados por dicho 
informe fue la creación de tres millones de empleos hasta 2010, destinados sobre todo a 
los y las jóvenes.  
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Durante los últimos años el Estado ha adoptado una serie de políticas sociales con el fin 
de paliar la falta de cohesión social y los desequilibrios existentes, empleando para ello 
recursos muy considerables y poniendo en marcha una serie de programas como la 
Iniciativa Nacional para el Desarrollo Humano o el Pacto Nacional para la Educación y la 
Formación. Las principales críticas sobre estas políticas y programas se centran en una 
falta de medidas de  desarrollo integral para la lucha contra la pobreza, el analfabetismo, el 
desempleo, la mortalidad infantil y materna durante el parto, entre otras cuestiones, 
además de la falta de coherencia entre el discurso y la práctica, la excesiva tecnocracia y 
el aplazamiento de la adopción de medidas reales, eficaces para un cambio sustantivo28. 
 
En líneas generales, el proyecto de modernización socioeconómica ha sido muy parcial y 
se ha centrado en exclusividad en el crecimiento económico del país,  dejando en un 
segundo plano las cuestiones democráticas y de derechos humanos. Además, no ha 
afectado las estructuras de poder, al contrario: la élite dirigente y las personas más 
vinculadas al círculo central del poder han ido acrecentando su cuota de poder económico 
y, básicamente, las mismas familias que sustentaban el poder económico en las últimas 
décadas siguen en la misma posición.  
 
Según el informe del PNUD de 2010, la esperanza de vida en Marruecos es de 71,8 años; 
el índice de desarrollo humano ajustado a las desigualdades del 0,407% (el índice de Gini 
sería 40,9; siendo 100 la desigualdad absoluta); el índice de intensidad de privaciones del 
48,8%; el índice de desigualdad de género 0,693; y el 2,5% de la población vive por debajo 
del umbral de la pobreza (si bien otras fuentes consideran que el porcentaje real de 
pobreza es bastante superior). El índice de desarrollo humano del PNUD muestra una 
tendencia al  estancamiento o incluso a la regresión, al menos durante sus cuatro primeros 
años: de 2005 a 2009 Marruecos pasó del puesto 123 al 130. En 2010 Marruecos subió 
varios puestos hasta ocupar la posición 114, gracias entre otras cosas a la Iniciativa del 
PNUD, que si bien ha dado algunos resultados (a finales de 2010, el secretario general de 
Naciones Unidas, Ban Ki Moon, resaltó los logros de Marruecos relativos a infraestructuras 
en el medio rural, en agua y electricidad, ha sido criticada por las dinámicas generadas 




Por otro lado, los indicadores de gobernanza disponibles - como la calidad de la 
reglamentación, la eficacia de los poderes públicos, el Estado de derecho o el nivel de 
corrupción – indican un estancamiento e incluso una regresión en determinados ámbitos29.  
 
Las políticas de ajuste estructural, las privatizaciones (con un proceso valorado por 
diversos organismos como fallido) y la enajenación de numerosos bienes y servicios de 
utilidad pública han acentuado la precariedad de las condiciones de vida de la población, 
privando a la mayoría de sus más de 30 millones de habitantes del ejercicio del derecho al 
trabajo, a la vivienda, a la vida digna, a la sanidad y a la educación, entre otros.  
 
En el empleo 
 
Las cifras oficiales de desempleo rondan el 10%, aunque en el año 2009, ha bajado hasta 
un 8,9%, pero varios analistas estiman que este número está muy por debajo de la 
realidad. El problema del empleo es estructural: más del 70% de los desempleados y 
desempleadas siguen buscando trabajo después de un año y el 80% de los mismos nunca 
ha trabajado. Las mujeres ocupan normalmente puestos menos cualificados y su 
remuneración suele ser, para un trabajo igual, inferior a la de los  hombres. En 2003 se 
aprobó un nuevo Código del Trabajo en el que se introdujeron algunas disposiciones para 
avanzar en el principio de igualdad de oportunidades y condiciones salariales para 
hombres y mujeres30.  
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La precariedad laboral es alta, y la mayoría de los trabajadores y trabajadoras que son 
despedidos no son indemnizados o perciben una indemnización por debajo de la legal. La 
gran mayoría tampoco están dados de alta en la Seguridad Social. El incumplimiento de la 
normativa laboral y la vulneración de los derechos laborales por parte de las empresas son 
recurrentes y no existe voluntad política para remediar esta situación. Un dato que lo 
ilustra es que sólo hay unos 500 inspectores de trabajo en todo el país.  
 
Los sindicatos, muy vinculados a los partidos políticos y con disensiones que debilitan su 
capacidad de actuación, han estado sujetos a una fuerte represión cuando han intentado 
movilizar a sus trabajadores y trabajadoras para la defensa de los derechos laborales. La 
libertad sindical es también frecuentemente vulnerada así como el derecho de huelga 
(reconocido formalmente en la Constitución).  
 
La economía sumergida está muy extendida en sectores como el textil, la agricultura, la 
construcción, el servicio doméstico y la artesanía. Existen numerosos talleres clandestinos, 
especialmente como subcontratas en el sector textil (en el que operan, deslocalizadas, las 
principales empresas españolas) en los que las condiciones de trabajo son de absoluta 
explotación.  
 
El salario mínimo establecido no se respeta. Como señala la AMDH, este incumplimiento 
se da incluso en la función pública. En su informe de 2008 se reseñan los casos de los y 
las auxiliares administrativos (estimados en 300.000 y que cobrarían menos de 1.200 
dirhams al mes, unos 100 €) y de los 800 empleados y empleadas de las oficinas de 
Correos en Marruecos (que vienen cobrando 350 dirhams al mes, unos 30 €).  
El trabajo infantil está muy extendido en diversos sectores, especialmente en la agricultura 
(donde, según datos de 2006, trabajan el 87% de los trabajadores menores de edad). La 
edad mínima en todos los sectores es de 15 años, conforme a la Convención nº138 de la 
Organización Internacional del Trabajo, ratificada por Marruecos31. Además de la 
vulneración directa de la dignidad personal de los niños y niñas, la problemática del trabajo 
infantil tiene múltiples y graves implicaciones (salud, educación, desarrollo personal y 
familiar). En la industria artesanal se da con frecuencia el caso de aprendices menores de 
12 años. Según algunas fuentes, trabajan cerca de 600.000 niños de 7 a 14 años 32. 
No existen datos oficiales sobre la explotación infantil que sufren las niñas al servicio de 
otras familias en tareas domésticas (conocidas como “petites bonnes”). En 2002, Human 
Rights Watch publicó un informe en el que se estimaba que su número se situaba entre 
66.000 y 86.00033. Se han constatado muchos casos de violencia física, psíquica y abusos 
sexuales, considerándose una vulneración plena de sus derechos. Es muy frecuente el 
caso de niñas que proceden del medio rural, entregadas por sus padres a familias más o 
menos acomodadas de las ciudades por motivos económicos. Normalmente estas niñas 
no reciben remuneración por su trabajo o bien es insignificante. Algunas ONG marroquíes, 
entre las que destaca INSAF, vienen trabajando desde hace años esta problemática 
mediante programas preventivos de sensibilización sobre los derechos de la infancia y la 
importancia de la escolarización, y reinsertan a estas niñas en sus familias y en la escuela. 





La cobertura sanitaria sólo es obligatoria para los funcionarios y funcionarias y jubilados y 
jubiladas de la función pública, y en caso de que el número de trabajadores de una 
empresa supere los cincuenta, a pesar de que los tratados y convenios internacionales 
insisten en la necesidad de proteger a los trabajadores frente a los riesgos laborales. La no 
observancia de la regulación laboral tiene además consecuencias irreversibles sobre la 
salud de los trabajadores y trabajadoras (pérdida de audición debido a la exposición 
prolongada a ruidos, cáncer por la manipulación de pesticidas y productos químicos, etc.), 
aumentando peligrosamente los casos de enfermedades crónicas. 
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Pese a que el Estado insiste en que durante los últimos años se ha reforzado el sistema de 
protección social, la práctica dista mucho de una cobertura sanitaria para el conjunto de la 
población marroquí. El seguro obligatorio de enfermedad  no es consistente y presenta 
múltiples obstáculos para su aplicación. Por otro lado, la demora en la puesta en marcha 
del régimen de seguro para las economías más desfavorecidas (RAMED, en sus siglas en 
francés), una promesa del gobierno que data de hace años, es otro claro ejemplo de la 
falta de concreción operativa de medidas sustanciales que afectan directamente a las 
capas sociales más desfavorecidas.  
 
Existe una enorme diferencia en cómo se han repartido los servicios sanitarios y su 
financiación entre sectores de la población y regiones y entre el ámbito rural y el urbano. 
La AMDH señala que el 20% de las personas con un poder adquisitivo alto se beneficia de 
la totalidad de los servicios sanitarios públicos, mientras que el 40% de quienes viven en la 
extrema pobreza se beneficia sólo del 20% de estos servicios. Por otro lado, los servicios 
no son acordes con el creciente número de personas enfermas con patologías en alza 
como la diabetes, cáncer, insuficiencia renal, enfermedades cardiovasculares, 
tuberculosis, meningitis, enfermedades de transmisión sexual, SIDA, etc. Las medidas 
aplicadas en el sector público de sanidad, que obligan al paciente a pagar 200 dirhams 
(18€) o a hacerse cargo del 50% del total de los gastos del tratamiento son, además de 
abusivas, ilegales y constituyen otro obstáculo, en muchos casos insalvable, para el 
acceso a los servicios sanitarios, especialmente para el 30% de la población que dicha 
organización estima que vive por debajo del umbral de la pobreza. 
 
El alto precio de los medicamentos y el bajo poder adquisitivo de la población limita 
considerablemente el acceso a éstos en comparación con otros países con una renta per 
cápita similar a la de Marruecos. La industria farmacéutica en Marruecos se caracteriza por 
la baja competitividad de las empresas locales y la hegemonía de las multinacionales 
sobre el mercado nacional, especialmente desde la firma del tratado de libre comercio con 
EEUU, lo que impide la promoción y el consumo de los medicamentos genéricos y deja las 
puertas abiertas a las grandes firmas y laboratorios, tal y como señala el informe de la 
AMDH de 2008. 
 
Por otra parte, debido a las políticas de ajuste que introdujo la nueva Administración, los 
servicios de salud preventiva, de urgencias y de atención primaria han pasado a ocupar un 
lugar secundario en la estrategia del Ministerio de Sanidad. Esto ha llevado a suspender 
numerosos programas de salud preventiva y al cierre de varios ambulatorios y centros de 
salud. Lo mismo ha ocurrido con las unidades móviles de salud (primeros cuidados, 
enfermería y matronas) que fueron clausuradas pese a su importante papel, sobre todo en 
el mundo rural y en las zonas marginales. Según el informe de 2008 de la AMDH, la 
mortalidad entre las mujeres durante o después del parto aumentó, situándose en 227 
muertes por cada 100.000 nacimientos, al igual que los fallecimientos de niños y niñas 
menores de cinco años: 50 muertes por cada 1000 menores.  
 
Otro de los problemas señalados reiteradamente es el de la distancia que separa los 
hogares de los centros salud en el medio rural, lo que dificulta de forma importante la 
prestación de servicios sanitarios, especialmente en caso de emergencia, y puede 
provocar situaciones dramáticas. Los datos oficiales disponibles publicados en el año 2000 
señalan que un 35,9% de los enfermos rurales está a más de 20 km de centros de 
consulta, cerca del 80% deben recorrer más de 5 km y un 34% emplean más de una hora 
para llegar34.  
 
El Ministerio de Sanidad ha incurrido en varias irregularidades tanto en la gestión 
administrativa como en la gestión económica del sector, lo que ha abierto la puerta a la 
corrupción y al despilfarro del dinero público en numerosas instituciones sanitarias. El 
soborno y el clientelismo siguen siendo factores que determinan la asignación de altos 
cargos y puestos de responsabilidad en el plano local y en el estatal. 




Según la AMDH, unas 540.000 familias viven en infraviviendas, sin condiciones de 
habitabilidad adecuadas, y entre 100.000 y 120.000 familias residen en casas en ruinas o 
con amenaza de derrumbe. En Marruecos se calcula que la vivienda del 38,6% de la 
población es de una o, como máximo, dos habitaciones. Las viviendas con acceso a la red 
eléctrica no superan el 71,6% y las que disponen de agua potable rondan el 57,5%35. Las 
condiciones de vida de los inmigrantes en Marruecos, la mayoría subsaharianos, están 
bajo mínimos. 
 
A raíz de los atentados de 2003 se proyectó un gran plan de viviendas con el objetivo de 
erradicar el chabolismo. Los procesos de eliminación de las chabolas y el traslado a 
nuevas viviendas no han estado exentos de tensiones y procedimientos que atentan contra 
derechos fundamentales. El desahucio, la demolición de casas y de barrios enteros sin 
buscar alternativas para el realojo de las familias damnificadas, se ha convertido, junto con 
la expropiación de la propiedad de los sectores más desfavorecidos, en una práctica 
habitual. En este ámbito también la movilización ciudadana y el apoyo de las asociaciones 




Uno de los mayores problemas de Marruecos es la educación. La tasa de analfabetismo 
en Marruecos es muy elevada en el medio rural (un 68% del  total; 45% de los hombres y 
84% de las mujeres) y en menor medida en el medio urbano (un 34% del total; 34% de los 
hombres y 62% de las mujeres). Ante esta situación, el Consejo Superior de Educación 
publicó en el año 2008 el Primer informe nacional sobre la situación escolar y anunció el 
proyecto Programa Urgente 2009-2012, patrocinado por el Ministerio de Educación. Sin 
embargo, el sistema educativo ha seguido degradándose tal y como lo confirmó en 2008 el 
informe “Educación para todos” de la UNESCO, que situó a Marruecos en el puesto 111 de 
entre los 129 países que fueron objeto de estudio.  
 
Las estadísticas oficiales revelan que 2,5 millones de niños y niñas en edad escolar no 
tienen acceso a la escuela. Muchos estudiantes abandonan la enseñanza básica cada año 
(el 5,7% de primaria, el 13,6% de secundaria, el 13,9% de formación profesional). En la 
universidad, el porcentaje de estudiantes que repiten curso o abandonan los estudios se 
encuentra entre el 16% y el 30%. La masificación de las aulas (en primaria hay más de 41 
estudiantes por clase) y la falta de personal docente son otros dos factores del fracaso 
escolar y un indicio de las deficiencias estructurales existentes en este sector. 
 
La corrupción que existe en diversos sectores – como la educación y la salud – y a 
diversos niveles afecta directamente al respeto y cumplimiento de los derechos humanos, 
especialmente de aquellos con menos recursos económicos.  
 
Derechos culturales  
 
Los derechos culturales y, principalmente los derechos lingüísticos, siguen siendo 
marginados en comparación con los demás derechos recogidos en el PIDESC. Las 
reivindicaciones culturales y lingüísticas de la población amazigh o bereber siguen sin ser 
atendidas en su justa medida. Pese a que el Estado ha dado pasos positivos implantando 
el tamazigh o lengua bereber en el sistema educativo aunque de forma todavía parcial, la 
enseñanza de esta lengua no está generalizada en todos los ciclos educativos y la 
aplicación de los programas previstos es lenta. El tamazigh tampoco está presente o de 
forma muy escasa en la administración de justicia o los medios de comunicación y algunas 
autoridades siguen prohibiendo la inscripción de nombres de origen amazigh de niños y 
niñas. Una de las principales reivindicaciones de las asociaciones amazighs – avalada por 
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Naciones Unidas- es la incorporación del tamazigh como lengua oficial en la Constitución 
marroquí.  
 
Derechos de tercera generación 
El derecho a un medioambiente sano, como parte de los derechos de tercera generación 
merece una atención particular. Los efectos medioambientales de todo orden vienen 
siendo denunciados por asociaciones medioambientalistas desde hace tiempo. A esta 
cuestión se suma el intenso ritmo de construcción de infraestructuras y proyectos 
inmobiliarios de gran envergadura durante los últimos años. La destrucción de recursos 
forestales, extracción abusiva de arena en las costas y contaminación de la capa freática 
son algunos de los fenómenos que más afectan a los derechos ambientales de las 
comunidades agrícolas, campesinas y bereberes. 
 
 
5.- Los derechos de las mujeres: Código de la familia y participación política 
El proyecto de emancipación de las mujeres ha estado lastrado en Marruecos por los 
condicionantes históricos reseñados. Durante el régimen de Hassan II, las demandas del 
movimiento progresista de mujeres fueron marginadas con el argumento de que lo 
prioritario era el proyecto de construcción nacional. A su vez, el conjunto de las 
formaciones políticas ha venido considerando que en la medida en que se alcanzasen 
mayores cuotas de desarrollo del conjunto de la sociedad y que ésta se modernizase los 
derechos de las mujeres irían progresando automáticamente de forma acorde, sin 
establecer, por tanto, estrategias o políticas específicas que abordasen la promoción y 
protección de dichos derechos. La organización y la cultura patriarcales de los partidos 
políticos han sido modeladas por los hombres y la participación de las mujeres en su seno  
ha sido siempre muy difícil.  
Estas dificultades, las discriminaciones y obstáculos, llevaron a las feministas marroquíes  
a  desvincularse progresivamente de los partidos políticos, y para la defensa de los 
derechos de las mujeres y conquista de mayores cuotas de participación y representación, 
fueron creando sus propias asociaciones. Fue el caso de la Asociación Democrática de 
Mujeres Marroquíes (ADFM; 1985, que surge de la sección de mujeres del partido 
comunista marroquí, el Partido del Progreso y del Socialismo, PPS); la Unión de la Acción 
Femenina (UAF; 1987, que tiene como origen el movimiento 8 de marzo creado por 
mujeres de la izquierda radical, sobre todo de la Organización de la Acción Democrática y 
Popular, OADP, y que posteriormente se vincula sobre todo con el Partido Socialista 
Democrático, PDS); la Asociación Marroquí de Derechos de las Mujeres (AMDF; 1992, 
creada por militantes de la Asociación Marroquí de Derechos Humanos, AMDH, y por un 
grupo de mujeres de Casablanca y con mayoría de simpatizantes de la izquierda radical: 
Vía Democrática y Demócratas Independientes); y la Liga Democrática para los Derechos 
de la Mujer (LDDF, 1989; vinculada especialmente al Partido de la Vanguardia 
Democrática y Social, PADS). En 1995 se crea la asociación Jossour, vinculada al partido 
socialista, USFP. 
Los objetivos de estas asociaciones de mujeres progresistas son variados: movilización y 
sensibilización de la población sobre los derechos de la mujer, integración de las mujeres 
en el desarrollo y lucha contra la violencia de género. La violencia del hombre hacia la 
mujer está muy arraigada y las asociaciones de mujeres están llevando a cabo diversos 
programas (sensibilización, centros de atención sicológica y jurídica). 
A partir de los noventa, a la vez que se consolidan las grandes asociaciones de mujeres al 
calor de las ayudas externas, el movimiento asociativo de mujeres comienza a 
especializarse más y a abordar temáticas más específicas como, la ya mencionada 
violencia de género, la atención a madres solteras o el problema de las niñas empleadas 
de hogar, cuestiones consideradas tradicionalmente, en mayor o menor medida, un tabú 
social. 
En el ámbito islamista se crea en 1995 la Organización por la Renovación de la Toma de 
Conciencia Femenina (ORCOFE) vinculada al Movimiento por la Unidad y Reforma, del 
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Partido Justicia y Desarrollo (PJD) y en 1999 la Asociación de mujeres Insaf (equidad) del 
movimiento Justicia y Espiritualidad.  
La reforma del estatuto personal de la mujer (Mudawana) ha sido durante muchos años, la 
reivindicación primordial del movimiento progresista de mujeres debido a que sus 
preceptos constituyen la principal fuente de discriminación de las mujeres. El hecho de que 
la mujer no haya tenido los mismos derechos en el ámbito familiar que el hombre no sólo 
ha vulnerado sus derechos fundamentales sino que, además, ha limitado gravemente su 
actuación en el espacio público. Por otro lado, las mayores discriminaciones por razones 
de género se han venido dando en el ámbito de la familia y de las relaciones familiares 
(divorcio, poligamia, violencia de género, herencia, etc.), y se han definido como 
intrínsecas a la identidad cultural y religiosa, por lo que las desigualdades  entre hombres y 
mujeres no suelen abordarse como una discriminación que pueda proceder del aparato del 
gobierno, un argumento que ha justificado las demandas para que el estado no interviniera 
en asuntos considerados tabúes aunque sea para  hacer avanzar la cuestión de las 
mujeres36.  
Conforme al derecho islámico, el matrimonio constituye la piedra angular de la familia y, por 
extensión, de la sociedad islámica; los derechos de la mujer en el seno de la familia son 
considerados, por tanto, una cuestión esencial de la identidad musulmana y marroquí y son 
el principal referente a la hora de dirimir las grandes cuestiones sobre modernidad-tradición, 
universalidad-especificidad de los derechos humanos, que subyacen al discurso político a 
todos los niveles37. La naturaleza política de la cuestión se desarrolla, además, en un marco 
de intensa competencia entre el monarca - que ostenta el título de Representante o líder de 
los Creyentes (Amir al-Muminim) - y el movimiento islamista; competencia que vertebra en 
Marruecos la acción política en diversos planos, siendo uno de ellos el de las acciones de 
desarrollo social y económico. 
Durante el final de la referida década reformista, el gobierno marroquí inició la elaboración 
del Plan Nacional para la Integración de la Mujer en el Desarrollo (PANIFD, 1998), fijando 
una serie de objetivos en los ámbitos de la salud, el empleo, la educación y capacitación 
jurídica38. Las prescripciones del Plan en materia de estatuto personal de la mujer (la 
supresión de la poligamia, del repudio y del tutor matrimonial, la elevación de la edad legal 
matrimonial para la mujer de 15 a 18 años y el establecimiento de una dirección conjunta 
del hogar familiar, entre otras) fueron el detonante en marzo de 2000, de dos 
manifestaciones multitudinarias simultáneas opuestas: una en Casablanca, liderada por el 
movimiento islamista; que había considerado el Plan financiado por el Banco Mundial, 
como una imposición de Occidente,  y otra en Rabat organizada por el movimiento 
progresista. La fuerza  de movilización social se inclinó inicialmente del lado islamista39, 
pero después de un intenso debate sobre los derechos de la mujer y de una campaña 
extraordinaria y una movilización sin precedente del movimiento de mujeres progresista, se 
aprobó en 2004 el nuevo Código de la familia, que fue presentado por el rey como uno de 
los pilares sobre los que pretendía consolidar la transición democrática de su país40.   
El eje fundamental del nuevo Código de la familia es la igualdad de la mujer y el hombre 
en la dirección de los asuntos familiares (salvo algunas excepciones), eliminándose, por 
tanto, la cláusula de obediencia por parte de la mujer. El Código recoge, además, 
innovaciones importantes como la sujeción a autorización judicial del repudio (exigiendo, 
además, que el marido satisfaga una serie de derechos económicos y le ceda a la mujer 
el domicilio conyugal) y condiciones taxativas para los casos de poligamia. Además, se 
eleva de 15 a 18 años la edad legal de la mujer para contraer matrimonio y se elimina la 
obligación de un tutor matrimonial para la misma. La infancia sale también reforzada con 
el nuevo texto legal. Entre otros avances, en caso de divorcio se concede a los hijos y a la 
madre el domicilio conyugal y se adjudica a ésta la custodia de sus hijos e hijas, aunque 
se vuelva a casar o cambie su domicilio a otra ciudad. Otras disposiciones relevantes se 
refieren a la posibilidad de pactar estipulaciones matrimoniales en las que, entre otras 
cuestiones, se puedan preservar derechos de la mujer de orden patrimonial. 
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Desde que se aprobó el Código en 2004, el movimiento de mujeres progresistas – con 
escasa implantación social – ha puesto en marcha diversos programas para trasladar la 
norma a la práctica41.  La aplicación del nuevo código está encontrando, no obstante, 
serios obstáculos para su aplicación, teniendo también en cuenta los hábitos y 
costumbres de una sociedad muy patriarcal, con valores y tradiciones conservadoras y 
machistas. El nuevo texto otorga importantes facultades a los jueces, y esta cuestión, 
teniendo en cuenta  la mentalidad patriarcal de muchos de ellos, provoca que en la 
práctica se incumpla o se desvirtúe la aplicación de sus preceptos. Son frecuentes las 
autorizaciones judiciales de matrimonios de menores y existe una utilización abusiva del 
divorcio por compensación económica (khol o jol) que perjudica a la mujer. Además, como 
lo demandan las asociaciones de mujeres, aún quedan muchos aspectos del Código que 
tendrían que ser revisados,  como el otorgamiento de la tutela al marido y la normativa 
discriminatoria sobre el derecho de sucesiones.42 
Adicionalmente, el régimen ha aprobado un conjunto de disposiciones y acciones en 
materia de género que afectan  fundamentalmente a la Administración central y  consisten 
en una serie de programas en diversos sectores: formaciones a funcionarios y 
funcionarias; revisión parcial de normas y leyes discriminatorias; estrategias sectoriales; 
campañas de sensibilización; y finalmente, estudios y puntos focales de género en varios 
departamentos ministeriales. En 2006 la Secretaria de Estado encargada de la Familia, 
Infancia y Personas Minusválidas elaboró una Estrategia Nacional para la Equidad y la 
Igualdad entre Sexos, a través de la integración del enfoque de género en las políticas y 
programas de desarrollo43. 
Las mujeres, que representan el 52% de la población y en torno al 40% de la fuerza 
laboral,  se han encontrado muchas trabas para poder participar políticamente. Sólo ha 
sido a partir de los años noventa cuando paulatinamente han hecho su aparición en la 
escena política. No hubo en Marruecos presencia parlamentaria de mujeres hasta el año 
1993 cuando accedieron por primera vez dos mujeres en la la Cámara de Representantes 
(un 0,66% del total).  Con el fin de remediar esta situación, se introdujo en el año 2002, 
una cuota de  30 escaños reservados a las mujeres a través de  una “lista nacional”, 
adoptada con el acuerdo de todos los  partidos políticos. Esto supuso  el nombramiento de 
35 parlamentarias (10,8% del total).  
 
A nivel local, se tuvo que esperar el año 2009 para que se produjera esta incorporación de 
las mujeres a los puestos de representación44 La aplicación de la cuota reseñada supuso 
la llegada a los entes locales de gestión (las comunas) de 3.424 mujeres (12,6% del total). 
Este cambio, todavía muy incipiente, tiene ciertos visos de abrir un espacio interesante 
para la democracia y modernización de Marruecos45.  
 
6.- Crímenes graves y sistemáticos: La Instancia Equidad y Reconciliación (IER) 
 
Después de un ejercicio extremadamente limitado durante el reinado de Hassan II sobre la 
revisión de los crímenes relativos a derechos humanos cometidos bajo su reinado en 2004 
su hijo Mohamed VI se creó la IER, con el fin de abordar las violaciones de derechos 
humanos cometidas desde 1956 a 1999, especialmente las desapariciones forzosas. La 
iniciativa - en línea con la trayectoria internacional en el ámbito de los derechos humanos 
de la creación de este tipo de organimos - fue una primicia en el mundo árabe. Las 
organizaciones de derechos humanos marroquíes venían reclamando su establecimiento, 
si bien no existía un acuerdo sobre la identificación y el procesamiento de los responsables 
de dichas violaciones. Mientras la AMDH y el FVJ exigieron en todo momento el 
procesamiento de los responsables, la OMDH consideró que ello supondría un obstáculo 
insalvable en el proceso de transición democrática. Finalmente la identificación de los 
responsables de dichas violaciones quedó excluida del mandato de la IER.  
 
El proceso de revisión de la memoria histórica se hizo mediante  audiencias públicas, 
algunas televisadas, en las cuales las víctimas de violaciones de derechos humanos o sus 
familiares expusieron abiertamente su caso. Por parte de la IER se tomó también 
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declaración a altos mandos de las fuerzas armadas y de la administración que tuvieron 
funciones de responsabilidad durante los años de plomo.  
 
El informe que emitió el IER, a principios de 2006, contribuyó a aclarar la escala y la 
gravedad de las violaciones de los derechos humanos durante dicho período, si bien el 
relato que se realizó es únicamente el de las víctimas, sin que se haya incluido ninguna 
reseña sobre el discurso, la argumentación o la explicación por parte de quienes 
perpetraron dichas violaciones46. Además, se reconoce la responsabilidad de las 
autoridades marroquíes en las violaciones de derechos humanos cometidas durante dicho 
período, se recomienda la indemnización a las víctimas y se establecen una serie de 
recomendaciones para evitar que en el futuro vuelvan a tener lugar dichas acciones. 
Desde las instancias de la sociedad civil se criticó que el IER no recomendase el 
procesamiento de dichos responsables ni la destitución de los mismos de los cargos 
oficiales que todavía detentan algunos de ellos.  
 
La IER declaró haber resuelto 742 casos de desapariciones forzosas. De los 66 casos 
supuestamente pendientes, el CCDH (instancia encargada del seguimiento de las 
recomendaciones de la IER) afirma haber resuelto unos 60, si bien no se ha publicado 
todavía un listado de todos los casos resueltos. Más de 17.000  personas han sido 
indemnizadas económicamente pero solo un número reducido ha recibido reparaciones de 
otro tipo, como servicios de salud y empleo.  
 
Otra de las críticas realizadas ha sido la marginación por parte de la IER de las violaciones 
de derechos humanos sufridas por la población saharaui, en la medida en que no se 
celebraron en el Sáhara Occidental audiencias públicas (en una evidente discriminación 
respecto a otras regiones, teniendo además en cuenta las numerosas violaciones que se 
produjeron en dicho territorio) y que la información contenida en el informe final sobre 
violaciones contra saharauis es escasa y muy poco detallada.  
 
Falta todavía que se haga la luz sobre diversos casos de desaparición y que se dé una 
adecuada compensación a muchas de las víctimas. La indemnización colectiva en 
determinadas zonas - entre las que no se incluye el Sáhara Occidental – aún no ha tenido 
lugar, pero  está prevista.  
 
Entre las recomendaciones más importantes de la IER figura que se prohiba 
constitucionalmente cualquier interferencia del poder ejecutivo con el judicial; la 
incorporación al sistema jurídico e institucional de garantías básicas sobre libertades y 
derechos fundamentales (incluida la primacía de la legislación internacional de derechos 
humanos ratificada por Marruecos, la presunción de inocencia y el derecho a un juicio 
justo); el control por parte del aparato judicial y del parlamento de las fuerzas armadas y 
cuerpos de seguridad; y la adopción de una estrategia nacional de lucha contra la 
impunidad. Sus recomendaciones, dirigidas principalmente al monarca como figura central 
del sistema institucional, constituyen los principios básicos de un manual al uso sobre 
democracia y estado de derecho.  
 
Después de 4 años, no se han tomado las medidas para poder aplicar estas 
recomendaciones para la reforma democrática de las estructuras legales e institucionales 
que favorecieron que se pudieran cometer impunemente graves violaciones de derechos 
humanos durante los años de plomo. Ni siquiera las recomendaciones menos 
controvertidas, como la aprobación del Protocolo para la abolición de la pena de muerte, 
se han adoptado. El último informe del CCDH, a principios de 2010, apuntaba de nuevo la 
falta de voluntad política del Estado para aplicar estas recomendaciones que son clave  
para la apertura democrática en Marruecos y el establecimiento de un estado de derecho, 
condición sine qua non para el desarrollo sostenible y la estabilidad social.  
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Conclusiones 
En el ámbito de los derechos humanos, la democracia y el estado de derecho, la sucesión 
en el trono de Marruecos,  de hace más de una década, no se ha traducido en un régimen 
sustancialmente distinto del anterior. No existe una estrategia consistente que esté 
orientada hacia el avance en dichos ámbitos.  
 
Las instituciones y sus cuotas de poder permanecen inalteradas y el majzen ha seguido 
renovando su discurso y sus procedimientos y cooptando a figuras valiosas y carismáticas 
de la sociedad civil. La pauta dominante ha seguido siendo que el monarca se apropia las 
demandas y reclamaciones del movimiento de derechos humanos y de la ciudadanía 
marroquí, para incorporarlas su discurso para desactivarlas posteriormente o atenderlas de 
forma sólo parcial. Junto a una serie de reformas meritorias y a otras selectivas, 
defectuosas o superficiales, la falta de reformas sustanciales es evidente.  
 
La agenda real de modernización y desarrollo económico del país (y la consiguiente 
confianza de las élites marroquíes en que dicha modernización implica prosperidad y una 
mejora general para la población), no está dando los resultados previstos y ha generado 
una importante tensión social. Esta apuesta por el desarrollo económico, relegando a un 
segundo plano los derechos humanos, es similar en líneas generales a la articulada en 
torno al Proceso de Barcelona, con un acuerdo de asociación en vigor entre Marruecos y 
la UE y una cláusula esencial sobre derechos humanos que nunca se ha puesto en 
práctica. 
 
El estatuto avanzado de las relaciones entre Marruecos y la UE, las lecciones aprendidas 
en el ámbito de la gobernanza y los derechos humanos y la situación de contestación 
popular a los regímenes en el poder que se vive  hoy en día en el norte de África y otros 
países árabes deberían suponer un replanteamiento de gran calado de las relaciones y 
exigencias políticas por parte de los países miembros de la Unión Europea (con Francia y 
España a la cabeza) con respecto a Marruecos.  
 
Pese a avances con un evidente potencial democrático, como fue el caso de la  IER - los 
derechos humanos han seguido siendo vulnerados por el sistema y fuerzas de seguridad, 
que utilizan los mismos recursos que en el pasado. El régimen sigue empleando la 
represión para mantener su posición de poder y de paso impedir cualquier amenaza por 
parte de los actores políticos y sociales y de una población que no deja de manifestarse 
reivindicando derechos y libertades fundamentales. La impunidad respecto a los presuntos 
responsables de graves violaciones de derechos humanos sigue siendo también una 
constante en la actualidad. 
Los avances logrados respecto a la situación de las mujeres han sido el fruto de diversos 
factores entre los que destaca el activismo del movimiento feminista marroquí, la influencia 
del marco de referencia internacional y la progresiva implicación del aparato del Estado por 
la integración del enfoque de género en sus políticas públicas. Pese a ello,  el peso de la 
mujer en las instituciones políticas y otros organismos públicos y privados tanto en el 
ámbito central como local sigue siendo muy débil. La incorporación a partir de 2009 de un 
número considerable de mujeres en la gestión municipal de las comunas es, por otro lado, 
un signo positivo.  
Las recomendaciones de la IER son la hoja de ruta para que Marruecos inicie realmente 
un proceso de transición democrática y la única vía para dar continuidad y extraer todo el 
potencial de las reformas y medidas estatales puestas en marcha. Así mismo servirían 
para que la sociedad civil pudiera contribuir realmente al progreso, estabilidad y desarrollo 
sostenible de Marruecos. La reforma constitucional anunciada por Mohamed VI en marzo 
de 2011, al calor de las protestas populares impulsadas por jóvenes marroquíes, podría 
ser un primer paso que condujese a poner en práctica un auténtico Estado de derecho, 
con una separación efectiva de poderes y un adecuado respeto y protección de los 
derechos humanos y de las libertades fundamentales47. La población marroquí desea que 
este proceso aporte cambios reales, profundos e irreversibles, y que no sea otro baile de 
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de las manifestaciones de protesta convocadas en todo Marruecos por un grupo de jóvenes a través 
de facebook promoviendo un cambio constitucional. 
 
29 Un ejemplo serían los indicadores de gobernanza del Banco Mundial desde 1996 hasta 2009, que 
permanecen o bien prácticamente inalterados (como en el caso de ciudadanía y responsabilidad y 
eficacia de los poderes públicos) o mejoran algunos puntos (como inestabilidad politica y violencia o 
calidad de la reglamentación) o retroceden (como control de la corrupción y estado de derecho)  
 
30 El artículo 9 del Código de Trabajo prohíbe toda discriminación de carácter sexual o basada en la 
situación conyugal que viole el principio de igualdad de oportunidades en materia de empleo o 
ejercicio de una profesión. Además, se prohíbe expresamente toda discriminación relativa al salario 
por un trabajo de valor igual. 
 
31 Maruecos ha ratificado además la Convención nº 182 de 1999 relativa a la prohibición de las 
peores formas de trabajo de los niños y niñas y a la acción inmediata para su eliminación. 
 
32 Estas cifras contrastan con los resultados de un estudio que forma parte del informe del Ministerio 
del Empleo y de la Formación profesional, según el cual solo habría 200.000 niños y niñas 
trabajadoras en Marruecos (un 6,1% de la población menor de 15 años), si bien se precisa que no 
se incluye el trabajo doméstico. 
 
33 Human Rights Watch: “Inside the home. Outside de law”. 2005.  
 
34 Información reseñada en el Informe paralelo de las ONG de 2008 sobre la CEDAW coordinado 
por la Asociación Democrática de Mujeres de Marruecos y extraída del siguiente documento: 
“Royaume du Maroc. Ministère de la Prévision Economique et du Plan, Enquête nationale sur les 
niveaux de vie de mé 1998/1999, premiers résultats”, Direction de la Statistique, 2000. 
 
35 Informe de 2008 de la AMDH 
36 FELIÚ, L. op.cit. 
 
37 El enfrentamiento entre progresistas y conservadores en torno a dicha cuestión está vinculado 
directamente con esta identidad; en el seno de una sociedad profundamente patriarcal en la que el 
islam es consustancial a la misma y, además – cuestión importante - fuente primordial de legitimidad 
política. El Derecho de familia constituye el reducto islámico por excelencia.   
 
38 El Plan suponía la  traslación a nivel interno de los compromisos internacionales adquiridos en la 
IV Conferencia Mundial de las Mujeres (Pekín, 1995). 
 
39 El movimiento islamista considera que los roles del hombre y la mujer son complementarios y, por 
tanto, la igualdad absoluta entre ambos no tiene sentido. 
 
40 La primera Mudawana, en 1958, fue víctima de la ortodoxia religiosa imperante,  posponiéndose 
sine die la reforma. La reforma posterior de la Mudawana, en 1993, vino precedida de un millón de 
firmas a través de una campaña activada por la Unión de la Acción Femenina (UAF) y su alcance 
fue mínimo, pero tuvo el mérito fue romper el tabú de su carácter intocable. 
 
41 La eficacia de las asociaciones de mujeres progresistas para conectar con las bases sociales es 
muy inferior a la de las asociaciones de mujeres islamistas, pese a haber incorporado argumentos 
de carácter religioso a su discurso, para demostrar la compatibilidad del islam con los postulados 
universales del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y con el fin de conectar mejor con 
la identidad musulmana (y, de paso, contrarrestar las críticas de ser aliadas de occidente). Véase, 
Feliú, L. op.cit. 
 
42 La madre únicamente puede ejercer la tutela legal sobre sus hijos menores de edad si el padre ha 
fallecido o si éste ha sido destituido como tutor por resolución judicial, tal y como señala el art. 236 
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del código de familia. Esto implica, entre otras cuestiones, que el padre es quien gestiona el 
patrimonio de los hijos, lo cual contradice el principio de igualdad recogido en el artículo 4 que 
señala como una de las finalidades del matrimonio la creación de una familia estable bajo la 
dirección de ambos cónyuges.   
 
43 Una revisión sobre las politicas estatales y la situación de las mujeres en cuanto a participación 
politica a nivel local se puede encontrar en el “Diagnóstico sobre la participación politica de la mujer 
en Marruecos y la gobernanza local”, financiado por la Comunidad de Madrid, y a cargo de García-
Luengos, J.; Thieux, L.; Melenchón, J.; Saadi, F. y Tajedinne, T. (estas dos últimas, de la UAF).  
 
44 En las elecciones de 1997 sólo resultaron elegidas 83 mujeres concejalas (0,33% del total) y en 
las de 2003 1.127 (0,56% del total). 
 
45 Una de las iniciativas más importantes de los últimos años es el “Mouvement pour le Tiers”, 
creado en 2006 con el fin de mejorar la representación política de las mujeres en los órganos electos 
(Nota: Se constituyó a partir de 6 asociaciones: Ennakhil pour la femme et l’enfant; ADFM; 
Association initiative pour les droits des femmes; AMDDF, Association épanouissement féminin). En 
dicho movimiento participan ONG de defensa de derechos humanos, asociaciones feministas (UAF, 
LDDF, Jossour, Amal, Solidarité Féminine Centre d’écoute, Resaq Réseau des associations de 
quartier) AFEM y ESPOD, entre otras. 
 
46 Amnesty Internacional. “Broken Promises. The Equity and Reconciliation Commission and its 
follow-up”, 2010. 
 
47 El 9 de marzo de 2011 Mohamed VI anunció una “reforma constitucional global” que será 
sometida a referéndum popular. Los aspectos principales de la reforma consistirían en un refuerzo 
del estatuto de Primer Ministro (como jefe efectivo del poder ejecutivo y proveniente del partido 
político más votado) del Parlamento y de los partidos políticos; la configuración de la Justicia como 
poder independiente; el reconocimiento de la pluralidad cultural y lingüística; la incorporación de 
parámetros democráticos para el proyecto de regionalización; y un refuerzo del sistema de derechos 
humanos y libertades individuales y colectivas.  
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En los años 60 ya existía además, una generación de saharauis con educación 
universitaria, formada principalmente en escuelas de Rabat, aunque también en escuelas 
sirias y egipcias. En palabras de Caratini
1, se trataba de “la primera generación de 
pastores que había  ido a otra escuela que no era la del desierto; una escuela abierta al 
resto del mundo, en la que los hijos de los nómadas aprendieron a pensar de otra manera 
acerca de su historia y de su sociedad”. Se crearon varios grupos políticos saharauis, 
algunos eran partidarios de unirse a Marruecos, otros de configurar un gobierno unido al 
de España y, finalmente, otros que, atentos a las quejas que de los y las estudiantes 
marroquíes tenían de su gobierno, e inspirándose en las guerras de liberación que se 
habían librado en todo el mundo, empezaban a soñar con un gobierno propio
2
. El Frente 
Polisario (Frente Popular de Liberación) para Seguía, El-Hamra y Río de Oro representa a 
esta última corriente hasta el día de hoy.  
Fue durante el segundo congreso del Frente Polisario (25-31 de agosto, 1974) cuando el 
movimiento se declaró a favor de la independencia total del territorio por primera vez, 
haciendo explícito su propósito de construir un nuevo estado-nación saharaui. A pesar de 
que su grupo étnico pueble gran parte del norte de Mauritania, parte del sur de Marruecos, 
del oeste de Argelia y del Sáhara Occidental; el Frente Polisario se comprometió a seguir 
la doctrina de descolonización marcada por la Organización para la Unidad Africana, OUA 
(hoy Unión Africana, UA) que respetaba la integridad de los territorios que marcaron las 
fronteras de las colonizaciones europeas durante los siglos XIX y XX y en concreto, el 
principio de derecho internacional “utis possidetis iuris”.  
 
Sin embargo, estas aspiraciones se enfrentaron con las del gobierno alauita. Por entonces, 
Marruecos impulsaba su política del “Gran Marruecos”, una iniciativa del partido político 
marroquí “El-Istiqlal”, concretamente de su principal teórico Muhammad Allal al-Fassi, que 
 
1- La Lucha por el Derecho a la Autodeterminación 
  
Aunque el pueblo saharaui ya mostró resistencia a las 
primeras incursiones españolas de 1885, no fue hasta 
principios de 1960 cuando empezó a formarse una 
verdadera conciencia nacional saharaui. El Sáhara español 
de los años 60 vivía bajo un sistema de gobierno que 
exigía ser reformado.  Para entonces se habían empezado 
a erosionar las jerarquías sociales que habían organizado 
su sistema político precolonial. La mayor parte de la 
población se encontraba en ese momento 
semisedentarizada alrededor de incipientes industrias 
urbanas y los métodos tradicionales de distribución de 
recursos estaban paralizados  
 
 
 مملأا رارق ىلع ءانب
 ةدحتملا5151 (5691 )
 وه ريصملا ريرقت أدبم نأب
 تضق ،طورشم لا قح
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  بعشل ريصملا ريرقت قح
 ولعي ةيبونجلا ءارحصلا
 ةيسايس ةبلاطم لك قوف
يضارلأا كلتب. 
 
reclamaba la soberanía marroquí sobre la totalidad del territorio de Marruecos, incluidas 
Ceuta y Melilla, el Sáhara Occidental, parte de Argelia, parte de Mauritania y parte de Mali. 
Los años 70 estaban siendo especialmente duros para el régimen marroquí. La crisis 
económica, la corrupción de su gobierno y la desilusión de muchas personas con los 
limitados cambios socio-económicos que se vivieron tras la independencia del país, se 
dejaron notar en las calles. Hubo dos intentos de golpe de estado, en 1971 y en 1972. Las 
aspiraciones de anexionar el Sáhara mediante el proyecto del Gran Marruecos sirvieron 
para desplazar el descontento de la población marroquí hacia un enemigo externo, en este 
caso, hacia la figura del colono español. La motivación por liberar la tierra de sus 
hermanos del sur generó una nueva unidad nacional marroquí y también logró distraer la 
atención del ejército marroquí con algo que no fuera conspirar contra su propio régimen 
(Hodges, 1986, Mundy & Zunes, 2010).  
 
En 1975 Marruecos buscó apoyo para sus planes de anexión en la Corte Internacional de 
la Haya. En mayo del mismo año, las Naciones Unidas enviaron una Misión a la región 
para investigar la disputa, que concluía que la mayoría de la población saharaui se 
inclinaba hacia la independencia total del territorio3. El 16 de octubre de 1975 la Corte 
dictaminó que no existían lazos históricos de gobierno entre el Reino de Marruecos y el 
Sáhara Occidental con suficiente peso como para poder hablar de soberanía marroquí o 
mauritana sobre el territorio. Más importante aún, en coherencia con la resolución 1514 de 
la ONU (1960), en la que el principio de la autodeterminación se eleva a un derecho 
incondicional,  la Corte resolvió que el derecho a la libre autodeterminación del pueblo del 
Sáhara Occidental debía prevalecer sobre cualquier otra reclamación política del territorio.  
 
 
Marruecos respondió al dictamen consultivo de la Haya anunciando la Marcha Verde: una 
movilización de 350.000 ciudadanos marroquíes, acompañados de un ejército que un mes 
después invadió el territorio del Sáhara Occidental. A pesar de que en 1974 el gobierno 
español se comprometió a descolonizar el Sáhara mediante un referéndum de 
autodeterminación, con la firma de los Acuerdos de Madrid el 14 de noviembre de 1975, 
España dio luz verde a la anexión del Sáhara Occidental por parte de Marruecos y 
Mauritania e incumplió las resoluciones de los organismos internacionales que otorgaban 
el derecho a la autodeterminación del pueblo saharaui. Los Acuerdos de Madrid son 
ilegales desde el punto de vista del derecho internacional, por lo que la ONU sigue 
considerando al Sáhara Occidental un territorio pendiente de descolonización y a España 
su potencia administradora. 
 
Además de violar de facto el derecho a la autodeterminación del Sáhara Occidental, la 
Marcha Verde marcó el comienzo de la ocupación militar del territorio. Contraviniendo las 
resoluciones 380 y 1314 esta intervención militar nunca ha obtenido la legitimación de la 
ONU. Jacob Mundy4 lo considera un acto de agresión, que desautoriza uno de los pilares 
más fundamentales del orden internacional desde los acuerdos de Westphalia y el 
principio más elemental detras de la creación de la ONU: la voluntad internacional de 
suprimir las anexiones de territorio mediante el uso de la fuerza. El Sáhara Occidental, 
además de ser un “territorio no autónomo”, ha sido invadido ilegítimamente; está ocupado 
militarmente y, por tanto, la presencia de Marruecos se encuentra sujeta al derecho 
humanitario internacional (a las Convenciones de Ginebra).  
 
 
Tras el inicio de la Marcha Verde, el Gobierno español dio órdenes a su ejército de no 
intervenir en los acontecimientos, evacuó a su población e inició su transición a la 
democracia, de ascenso de nuevos derechos humanos y de integración en la Unión 
Europea, mientras el destino del pueblo saharaui y de la que había sido la provincia 
española número 53, se convertía en un fantasma más de la amnesia colectiva que vivió 
España durante esos años.  
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Mientras, las guerrillas del Frente Polisario lucharon por resistir una nueva invasión de su 
territorio, marroquí desde el norte y mauritana desde el sur. En 1979, se firmó la paz con 
Mauritania, una vez que su economía y su gobierno no pudieron soportar más ataques por 
parte del Polisario. A partir de ese momento, los guerrilleros saharauis se enfrentaron solo 
al ejército marroquí que, para 1981, controlaba ya la ciudad de El Aaiún y sus alrededores, 
además de las minas de fosfato en Bucráa, Smara y parte de Dakhla (antigua Villa 
Cisneros). 
 
Se calcula que la guerra obligó a abandonar el territorio del Sáhara Occidental a casi la 
mitad de su población5. Argelia ofreció asilo a los cientos de personas desplazadas que 
durante esos años huyeron de las bombas, el napalm y el fósforo blanco que lanzaban las 
fuerzas armadas marroquíes desde el aire. El 27 de febrero de 1976, el Frente Polisario 
declaró un nuevo estado-nación en tierra argelina: La República Democrática Árabe 
Saharaui  (RASD). Negándose a aceptar cualquiera de las dos opciones disponibles para 
los saharauis en ese momento: ser gobernados por administraciones que no habían 
elegido o adoptar la identidad anónima y apolítica de  “refugiados internacionales”6, la 
constitución de la RASD constituye un ejercicio de resistencia política en sí mismo.  
 
A pesar de que muchos analistas y observadores reduzcan la historia del Sáhara 
Occidental a un juego de poder entre Argelia y Marruecos, estas versiones son engañosas, 
por su voluntad de restar importancia al nacionalismo saharaui. Tampoco resulta 
esclarecedor reducir la explicación de los hechos a un contencioso entre El Frente 
Polisario y Marruecos (ni siquiera entre El Polisario, Argelia, Marruecos, Mauritania y 
España). Para comprender la historia y el contexto actual del Sáhara Occidental es 
fundamental tener presente el papel que juegan Estados Unidos y Francia, y muy 
necesario entender de qué manera se articula el destino del pueblo saharaui en el 
entramado de intereses geopolíticos y económicos mundiales. 
 
Tanto Hodges7 como, más recientemente, Mundy y Zunes8 defienden que la anexión 
marroquí del Sáhara Occidental no puede explicarse mediante argumentos económicos. 
Según estos autores, por seductores que sean los recursos pesqueros y las minas de 
fosfatos del Sáhara, el territorio marroquí ya es rico en estos recursos. Para éstos, los 
acontecimientos responden a la debilidad política de Marruecos en los años 70 y a la 
holgura que las buenas relaciones con Occidente otorgaban a Hassan II en plena Guerra 
Fría. Durante este periodo, los Estados Unidos y Francia  convirtieron a Marruecos en uno 
de sus principales aliados. Ambos países tienen mucho capital invertido en Marruecos y a 
lo largo de la historia han construido bases militares que se sirven de la situación 
geográfica privilegiada de Marruecos en la boca del Mediterráneo. Sin embargo, como 
recuerda Werner Ruf9 la política económica liberal que adoptó el gobierno marroquí desde 
su independencia en 1956, siempre fue una condición implícita para recibir apoyo de 
Francia y EEUU hasta el día de hoy. Entre los beneficios militares y diplomáticos que 
brindan estas relaciones, existen intereses económicos privados que, de manera indirecta, 
aunque inequívoca, siempre influyen en el comportamiento de los estados.  
 
Por estos motivos, las principales potencias occidentales priorizan la estabilidad del 
régimen marroquí ante cualquier otra consideración ética. En los años 70 prefirieron 
apoyar una violación al derecho internacional antes de arriesgarse a un cambio político en 
Marruecos. En las circunstancias geopolíticas actuales, como defienden Jacob Mundy y 
Stephen Zunes, la lucha contra el terrorismo internacional no ha hecho sino acentuar estas 
alianzas10 Esto no se debe a que el Polisario mantenga lazos con grupos extremistas. El 
Frente Polisario no sólo no apoya el terrorismo islámico, sino que, según reveló un cable 
diplomático estadounidense difundido por el portal Wikileaks, persigue el tráfico de armas 
destinado a grupos terroristas y restringe en los campamentos de refugiados de Tindouf 
(Argelia) el acceso a las páginas de Internet extremistas11No obstante, en este nuevo 
contexto, la estabilidad del régimen marroquí continúa siendo prioritaria para Francia y 
EEUU (y por consiguiente para sus demás aliados, como España). Muchos creen que 
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tanto hoy como ayer, la independencia del Sáhara Occidental precipitaría un cambio de 
régimen en Marruecos.  
A partir de los años 80, Marruecos comenzó a construir el muro defensivo que hoy divide 
el territorio del Sáhara Occidental en dos: el territorio ocupado por Marruecos y el territorio 
conocido por los saharauis como ‘territorio liberado’ que controla, por defecto, el Frente 
Polisario. Erigir el muro condujo el conflicto hasta un punto muerto: al Polisario se le hizo 
muy difícil penetrar el muro para atacar al ejército marroquí y, a su vez, Marruecos no pudo 
terminar con el Polisario sin recurrir a abrir fuego dentro del territorio argelino, donde se 
encuentra su cúpula política, parte de su incipiente ejército y su estado en el exilio.  
El muro mide alrededor de 2400 kilómetros, dividiendo el territorio de Norte a Sur y 
cortándolo en sectores de Este a Oeste (ver mapa abajo).  A pesar del alto el fuego, 
Marruecos sigue invirtiendo en su defensa, reforzándola con radares, artillería, tanques y 
con soldados. A su vez, el Frente Polisario patrulla su lado oriental desde las siete 
regiones militares que se encuentran en los territorios liberados. Los alrededores de este 
muro, nombrado por el movimiento internacional de solidaridad con el Sáhara como “muro 
de la vergüenza”, están repletos de minas antipersona sembradas en lugares 
habitualmente transitados por nómadas saharauis. La mayoría de estas minas aún no se 
han retirado, por lo que hay decenas de víctimas cada año en ambos lados del muro. 
Según las estimaciones de Landmine Action, una ONG británica que colabora con el 
Frente Polisario para limpiar las zonas bajo su control, el Sáhara Occidental es uno de los 
territorios más minados del mundo. 
 
 
Llegados a este impasse, en 1991 se firmó un plan de paz de Naciones Unidas con el que 
se pone fin a 16 años de lucha armada. Con este acuerdo Marruecos heredó el 
compromiso español de organizar un referéndum en el territorio, a pesar de que no 
existiera la voluntad política para ello, como tampoco el Polisario tuvo nunca la intención 
de renunciar a su derecho de autodeterminación. Por consiguiente, como explican Mundy 
& Zunes, el alto el fuego no vino acompañado de un espíritu de acuerdo entre las partes, 
sino que sirvió para hacer la guerra por otras vías12.  
 
A partir de ese momento, el Consejo de Seguridad de la ONU tomó el mando del proceso 
de reconciliación política, mediante la creación de la Misión Internacional de Naciones 
Unidas para la Organización de un Referéndum en el Sáhara Occidental (MINURSO). Se 
acordó liberar a los prisioneros de guerra, organizar el regreso de la población refugiada 
saharaui a sus casas y elaborar listas de votantes, según unos criterios determinados. Sin 
embargo, tras los desplazamientos de población marroquí que venía efectuando 
Marruecos desde su ocupación del Sáhara, la difícil cuestión de identificar qué ciudadanos 
y ciudadanas deberían tener derecho a votar en el referéndum dio lugar a continuos 
bloqueos del plan, sobre todo por parte de Marruecos 13  
 
Tras otros 20 años de lucha (política, esta vez), muchos observadores internacionales y 
muchísimos saharauis han perdido fe en la resolución del conflicto por vía diplomática14El 
caso del Sáhara Occidental pone en evidencia las serias limitaciones de organizaciones 
internacionales como la ONU. Como es bien sabido, la eficacia de sus políticas y de sus 
leyes depende directamente de la voluntad que tengan los Estados miembros más 
poderosos de implementarlas. Según Mundy y Zunes, el respaldo de Francia y de Estados 
Unidos al Gobierno de Marruecos  ha sido tan definitivo para obstaculizar el referéndum 
como constante a lo largo de los 36 años de conflicto. A pesar de las frecuentes amenazas 
por parte del Frente Polisario por retomar las armas, regresar a la vía militar tampoco 
ofrece garantías de éxito para ninguna de las dos partes15.  
 
En cambio, aunque la dura represión por parte del estado marroquí ante cualquier 
expresión nacionalista acalló la actividad política saharaui durante los años que siguieron 
al alto el fuego, los últimos 10 años han visto crecer un movimiento de protesta civil en los 
territorios ocupados16 que en el último año ha cobrado fuerza a pasos agigantados. 
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Durante mucho tiempo,  además del muro militar, o muro de la vergüenza, las y los 
saharauis hablaron de la violencia que les imponía el muro mediático que silenciaba su 
causa en la prensa internacional. Como veremos más adelante, ante la falta de respuestas 
por parte de la comunidad internacional, la intifida saharaui está logrando poner en 
evidencia los abusos que comete Marruecos como fuerza ocupante. De este modo la 
causa saharaui se está abriendo un hueco mediático que podría lograr reunir las simpatías 
suficientes para movilizar la presión necesaria consiguiendo que Marruecos cumpla sus 
compromisos internacionales. Para mucha gente, la esperanza para la resolución del 
conflicto radica en  la intifada saharaui.  
 
Este capítulo tiene como cometido hablar de derechos humanos en el Sáhara Occidental. 
Para ello, me referiré a dos espacios geográficos y políticos distintos, cuyo desarrollo 
histórico acabo de describir: 1. El territorio ocupado: el Sáhara Occidental bajo la 
ocupación marroquí; 2. el territorio bajo el control de la RASD, que comprende una cuarta 
parte del Sáhara Occidental y los campamentos saharauis en territorio argelino.  
 
 
2. Estado de Derecho y Democracia  
 
Territorios Ocupados por Marruecos 
 
El territorio ocupado está sometido al control del estado marroquí. En este apartado 
veremos de qué manera esto afecta a los derechos civiles y políticos de quienes viven allí, 
aunque los detalles de cómo está organizado el régimen aparecerán en el capítulo 
dedicado a Marruecos de esta obra. 
 
Bernabé López17 defiende que la consolidación de la democracia en Marruecos viene 
condicionada por la resolución del conflicto con el Sáhara Occidental. El patriotismo 
nacionalista que se emplea en legitimar la ocupación hace del régimen marroquí un estado 
chauvinista que se comporta de forma represiva con los distintos grupos identitarios y 
minoritarios que viven bajo su jurisdicción. Hasta que el gobierno marroquí no responda a 
las reclamaciones de autonomía de estos grupos, la propuesta  marroquí de autonomía 
para el Sáhara Occidental carece de credibilidad18. Como explica  Rafael Bustos19 en un 
memorando de recomendaciones al gobierno español, el Plan de Autonomía y la 
autodeterminación no son, en esencia, políticas incompatibles. Son las condiciones de 
gobernabilidad marroquí las que no ofrecen garantías democráticas al Plan de Autonomía 
que se propone. Ahmed Boukhari, representante del Frente Polisario en la ONU, hace una 
observación parecida para defender que la única solución democrática al conflicto debe 
pasar por un proceso de verdadera democratización en Marruecos y por una reforma de su 
Constitución.20  
Por otro lado, las transferencias de población al Sáhara Occidental que viene realizando el 
gobierno de Marruecos desde el inicio de la ocupación ponen en peligro el principio 
democrático de autodeterminación, ya que forma parte de una política para influir en el 
voto de un posible referéndum a su favor. Estas prácticas violan la Cuarta Convención de 
Ginebra, que en su artículo 49 prohíbe la transferencia de población civil a territorios que 
se encuentran bajo ocupación militar.  
 
Territorio bajo control de la RASD  
 
Al tiempo que Marruecos se ocupa de anexionar y asimilar el Sáhara Occidental a su 
estado-nación, 21la población saharaui refugiada en Argelia practican en la RASD el 
estado-nación que sueñan con construir sobre el mismo territorio.  Aunque el movimiento 
de liberación nacional saharaui solo tenga control efectivo sobre un cuarto del territorio del 
Sáhara, y a pesar de que ningún estado haya reconocido nunca la soberanía de 
Marruecos sobre el Sáhara Occidental de manera oficial, hasta 83 países distintos sí han 
reconocido a la RASD desde su constitución en 197622. La RASD ha sido admitida como 
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miembro observador de la ONU y es reconocida por la Unión Africana, una decisión que 
provocó la retirada de Marruecos de esta organización en 1982.  
 
La lucha saharaui por obtener soberanía sobre el territorio del Sáhara Occidental viene de 
la mano de la necesidad de integrarse en una ‘comunidad internacional’ organizada en un 
mosaico de estados-naciones23 y compuesta por una ciudadanía moderna a 24la que el 
derecho internacional, al menos en teoría, ofrece la posibilidad de autodeterminación. Así, 
con el programa nacional de 1976, la RASD adoptó su primera constitución moderna25 y 
en paralelo comenzó un programa de transformación social que, retando a las viejas 
costumbres que otorgaban preeminencia a los mayores, a los varones mayores, sobre 
todo26, pretendía construir una sociedad en la que las lealtades tribales fueran 
reemplazadas por la confraternización y la unidad nacional.  
La joven nación trabajó por eliminar todas las formas de explotación; abolió la esclavitud; 
implementó políticas y prácticas de una distribución justa de los recursos y promovió una 
amplia participación de masas (Lippehart, 1992: 639-640, Hodges, 1983: 163-165). A partir 
de 1976, cualquier saharaui (salvo el que colaboraba abiertamente con Marruecos) pasó a 
ser considerado miembro del movimiento de liberación nacional27. Mientras los hombres 
de edad activa combatían en los territorios ocupados, las mujeres construyeron y 
administraron las distintas instituciones que hoy componen la RASD. La representación 
que estas instituciones ofrece a la población exiliada les permite evadir la categoría  
totalitaria  de “refugiados”, cuya carga retórica de pasividad a menudo desautoriza y 
subordina los testimonios de grupos de poblaciones refugiadas en otras circunstancias28. 
Como dijo Ignatieff del Kurdistán de los 90, si la RASD "... no es un estado soberano, actúa 
como si lo fuera"29  
 En la actualidad, la población saharaui refugiada reside en cuatro campamentos que 
también constituyen las distintas provincias (“wilayas” en hassaniya) de la RASD. Cada 
una lleva el nombre de ciudades dejadas atrás en el Sáhara ocupado: Dakhla, El Aaiún, 
Smara y Ausserd. También existen dos campamentos más: El “27 de Febrero”, donde al 
principio solo se construyó una gran escuela para la formación de mujeres pero en el que 
hoy ya residen numerosas familias de manera permanente, y Rabouni, el centro 
administrativo de la RASD: el lugar donde se han construido las oficinas ejecutivas del 
Gobierno, sus distintos ministerios, el parlamento saharaui, la estación de radio, un canal 
de televisión, escuelas militares y el hospital nacional.   
Cada wilaya se divide en distritos (“dairas” en hassaniya), alrededor de 5 o 6, dependiendo 
del tamaño de la wilaya y, a su vez, cada distrito se divide en barrios (“hayys”). Hay una 
clínica, una guardería, un comité de mujeres y un comité de juventud por daira. Además 
cada daira cuenta con un consejo de gobierno cuyos miembros son elegidos, de manera 
universal, por los mismos habitantes de las dairas. De esta manera, cuando un una 
persona refugiada-ciudadana tiene un problema o una propuesta para el gobierno, tiene la 
opción de presentarlo tanto en el consejo de su hayy, de su daira o de su wilaya.  
El gobernador de cada wilaya lo elige directamente el Presidente de la RASD, y Secretario 
General del Frente Polisario, Mohammed Abdelaziz. A su vez, este gobernador (pocas 
veces gobernadora) elige varios vicegobernadores y cuenta con un consejo regional 
compuesto por los presidentes de cada daira, pero también por representantes locales de 
los ministerios centrales, y de las ramas regionales de los tres sindicatos de masa de la 
RASD: La Unión Nacional de Mujeres Saharauis, La Unión Nacional de Trabajadores 
Saharauis y la Unión Nacional de Jóvenes Saharauis. La misión principal del Consejo es la 
de implementar el programa nacional que se aprueba cada año en el  Parlamento y en el 
Consejo que se reúnen cada semana para determinar las prioridades y los programas de 
cada wilaya.  
Cada 3 o 4 años se organizan los Congresos Generales de la RASD. Estos comprenden 
un debate nacional en el que se discuten varios temas, entre ellos: las condiciones socio-
económicas de los campamentos, el trabajo que está haciendo el equipo diplomático, y 
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nuevas propuestas para continuar la lucha por la liberación nacional.  La participación en el 
Congreso varía de año en año, pero es de 1500 personas aproximadamente30 Los 
delegados son elegidos mediante sufragio universal. Los meses previos al congreso los 
comités de wilayas, dairas y las distintas instituciones (sindicatos, ministerios, y otros) 
preparan documentos con propuestas para plantear en el Congreso, promoviendo así la 
participación de toda la población de los campamentos. Al final de cada Congreso se 
presenta un nuevo Programa Nacional.  
Mientras dura el Congreso, el liderazgo del Secretariado General se disuelve. Sus 
delegados eligen la nueva composición de la Secretaría General y a su Secretario General 
(que también ostentará la Presidencia de la RASD). Durante la Asamblea, un comité más 
reducido y selecto de delegados hace propuestas que luego se someten a la votación del 
Congreso en su conjunto. A partir de ahí el comité selecciona a tres candidatos para cada 
uno de los 49 puestos de la Secretaría Nacional - el titular más dos nuevos candidatos - y 
la lista se abre nuevamente a votación general. Los seis votos ganadores de la Secretaría 
Nacional pasan a formar parte del Bureau de la Secretaría Nacional, el más alto nivel 
ejecutivo en la toma de decisiones de la RASD31.  
 
El Presidente es quien elige a su primer ministro, a los miembros de su gabinete y a todos 
los ministros. Cada ministerio elabora un programa anual de acuerdo con los principios 
básicos del programa de 4 años que se adopta en los Congresos Generales. A su vez, el 
Consejo de Ministros - el presidente, el vicepresidente y los ministros - se reúnen para 
aprobar el plan completo de la rama ejecutiva. Una vez aprobada, la propuesta se 
presenta ante el Parlamento Nacional, donde se discute en cada una de sus seis 
comisiones parlamentarias. Si el Parlamento aprueba el plan del gobierno, se hace oficial. 
De lo contrario, el ministro responsable deberá presentar un nuevo programa. Si el 
programa es rechazado dos veces, el ministro se ve obligado a renunciar y el presidente 
debe designar a uno nuevo. Una vez que el programa nacional del Poder Ejecutivo es 
aprobado por el Parlamento, desde cada ministerio se crea un plan anual más detallado. 
Dado que las actividades del gobierno se financian principalmente a través de 
subvenciones o proyectos de gobiernos extranjeros, de organizaciones internacionales o 
de organizaciones no gubernamentales, la RASD debe proporcionar mucha información 
pública sobre sus actividades y cada ministerio celebra conferencias y foros de discusión 
regularmente32.  
 
El poder legislativo de la RASD lo compone el Parlamento Nacional, cuyos miembros son 
elegidos por voto universal. Antes de la llegada de los españoles, el Sáhara Occidental ya 
contaba con una institución similar, un conjunto de líderes tribales conocidos como el 
Consejo de 40. Compuesto por  una rama política, una social, y otra administrativa, su 
estructura sirve de modelo al actual Parlamento saharaui. El Consejo de 40, que se amplió 
a 84 miembros durante la época de la colonización española, pasó a conocerse como la 
“Yemaa”: El 12 de octubre de 1975, la Yemaa, reconociendo que no representaba la voz 
legítima del pueblo saharaui, se disolvió. El Parlamento Nacional actual nació en 1976.  El 
Parlamento cuenta con 53 miembros y con una oficina en cada wilaya. Se reúne en dos 
sesiones cada año: la primera en mayo, durante la cual los miembros proponen y 
aprueban leyes, y la segunda en diciembre, cuando se evalúa el programa anual del Poder 
Ejecutivo. Cada sesión puede durar hasta tres meses. Las decisiones se toman con una 
mayoría simple33. 
 
En cuanto a su poder judicial, existen tribunales de primera instancia (que manejan delitos 
leves) en cada wilaya y uno en el territorio del Sáhara Occidental. También hay tres 
tribunales superiores (que manejan casos más graves) y un Tribunal Supremo en Rabouni. 
En la actualidad, hay más de 120 jueces saharauis que viven en los campamentos, 
mientras que la asociación de juristas saharauis cuenta con 25 abogados con una 
formación completa. Tanto jueces como abogados tienen carreras extranjeras, ya que no 
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existe la educación universitaria en la RASD. También hay jueces conocedores de la 
sharia (ley islámica), que mantienen sus puestos desde los tiempos del colonialismo 
español. Si bien no están certificados para operar en los tribunales, llevan muchos casos 
de faltas leves, sobre todo en lo que concierne a los asuntos domésticos. Ambos tipos de 
jueces están regulados y controlados por el Ministerio de Justicia y el Consejo Supremo34. 
 
Además de contar con su propia estación de radio, un canal televisión, y un limitado 
acceso a Internet, los campamentos disponen de tres medios de comunicación propios. 
Mientras que el periódico “Sáhara Hoorah” y el portal de internet Saharawi Press Service35 
proporcionan la información oficial del gobierno, existe también la Unión de Periodistas y 
Escritores Saharauis (UPES) que opera con relativa independencia. UPES colabora con la 
diáspora saharaui, y además organiza y recibe visitas de periodistas extranjeros a los 
campamentos. 
 
3. Derechos civiles y políticos  
 
Territorio bajo control de la RASD 
 
A partir de 1991, una vez se hizo evidente que el exilio saharaui iba a ser menos temporal 
de lo previsto, además de continuar la lucha hacia la autodeterminación por vía 
diplomática, el gobierno tuvo que asumir nuevas funciones administrativas, respondiendo a 
las necesidades diarias de los campamentos, cuya población había crecido muy 
significativamente desde los primeros años de la guerra. Por otro lado, dichas reformas 
respondieron a la crisis interna que vivió su liderazgo a finales de los años 80. Una serie 
de luchas de poder internas resultaron en la deserción de algunos de sus principales 
líderes. Durante esa época, el Polisario recibió críticas y denuncias acerca de prácticas 
abusivas contra los derechos humanos en los campamentos. No obstante, ya que gran 
parte de estos testimonios surgieron de los líderes desertores, muchos de los cuales 
habían aceptado puestos lucrativos de gobierno en Marruecos, su veracidad es, para 
algunas personas, cuestionable36. 
 
Las tensiones dentro del liderazgo se dejaron sentir entre la población de los 
campamentos, que empezó a acusar al gobierno de excesivo autoritarismo. Tras un 
periodo de manifestaciones civiles y protestas que algunos llaman “la revolución de la 
revolución”, durante el Octavo Congreso General de 1991 se disolvió el Comité Ejecutivo 
por primera vez y se eligió un Secretariado Nacional nuevo. También se adoptó una nueva 
Constitución que otorgaba nuevos derechos de expresión, de asociación, de movimiento, 
derechos a la propiedad privada, de igualdad ante la ley, de presunción de inocencia hasta 
que se demuestre lo contrario, e incluía prohibiciones específicas ante el uso de detención 
ilegal y tortura. El Congreso concretó importantes planes de gobierno para el día en el que 
se alcanzara la independencia: se acordó crear las bases para un sistema multipartidista y 
el establecimiento de una economía de mercado libre37.  
 
La Asociación de Familiares de Presos Políticos y Desaparecidos (AFAPREDESA) se creó 
en los campamentos en 1989. La organización tiene como cometido denunciar los abusos 
de derechos humanos en el Sáhara ocupado, defender a las y los presos políticos en 
cárceles marroquíes y esclarecer la situación de las personas que siguen desaparecidas. 
No obstante, tras la petición directa del gobierno de la RASD, y  como parte de las 
reformas de los años 90, otra de sus funciones ha sido la de entrenar a la policía saharaui 
y a sus unidades militares en prácticas conforme a las convenciones de derechos 
humanos internacionales38. En palabras del presidente de AFAPREDESA: “Es cierto que 
en el pasado, el Polisario cometió violaciones de derechos humanos en los campamentos, 
particularmente hacia los prisioneros de guerra marroquíes, pero el Polisario ha pasado 
página; puedo asegurar que ahora todas las personas que viven aquí gozan de libertades 
civiles” 39 
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El informe sobre derechos humanos en el Sáhara Occidental que publicó Human Rights 
Watch en 2008 dice sobre AFAPREDESA que “no hace un seguimiento de las violaciones 
dentro de los campamentos sino que se concentra en defender a las víctimas saharauis de 
abusos cometidos por Marruecos” aunque también asegura: “hoy en día, casi nunca se 
producen detenciones por motivos políticos en los campamentos de refugiados. Los 
saharauis pueden criticar y critican a los líderes del Frente Polisario por cuestiones 
relacionadas con la gestión de los asuntos cotidianos en los campamentos o la “lucha 
nacional”.  
 
En cambio, a Human Rights Watch le preocupa: “el aislamiento de la población y la falta de 
observación regular de las condiciones sobre el terreno…las personas refugiadas siguen 
expuestas a violaciones de sus derechos, debido a la situación40 aislada y el limbo legal de 
los campamentos”. Cuando se lee el pasaje del informe entero, da la impresión de que a 
Human Rights Watch le inquieta que se tuerzan las ‘reglas del juego internacional’ al 
permitir que los refugiados saharauis sean gobernados por la RASD, sin gozar esta última 
de soberanía sobre el territorio bajo su control. No cabe duda que el exilio forzado de las 
personas refugiadas-ciudadanas  saharauis supone una violación a sus derechos 
humanos en sí mismo, ya que por mucho que muchos de sus derechos civiles y políticos 
estén siendo respetados bajo el atípico gobierno de la RASD, como veremos en la 
siguiente sección, su significado es limitado cuando éstos no vienen acompañados de 
derechos económicos.  
  
Territorio Ocupado  
 
En el territorio ocupado han desparecido saharauis desde el inicio de la invasión marroquí, 
aunque este fenómeno ya tenía precedentes en la época del colonialismo español. Ibrahim 
Bassiri, considerado padre del nacionalismo saharaui, fue detenido en 1970 por el ejército 
español y su paradero sigue sin conocerse. AFAPREDESA ha registrado 890 
desapariciones desde 1975. Se sabe que, de estas 890 desapariciones, 50 personas 
murieron y que 310 fueron liberadas tras el alto el fuego. En cambio, de 526 aún no se 
sabe nada41 (Un informe de Amnistía Internacional (1990) cuenta un número algo inferior 
de desapariciones: 488. Dado que la población saharaui es relativamente pequeña, es 
difícil encontrar personas que no hayan sido afectadas por este fenómeno42.  
 
Durante los años de lucha armada, las fuerzas marroquíes atacaban a poblaciones civiles 
desde el aire, incluidas personas que huían de los grandes núcleos urbanos hacia Tindouf. 
Las heridas de sus supervivientes no olvidan que el ejército marroquí usó armas 
declaradas ilegales por la Cuarta Convención de Ginebra, un hecho que también quedó 
registrado por la Federación Internacional de Derechos Humanos y otros observadores de 
la época (Weexsteen, 1976: 6 en Mundy & Zunes, 2010: 114, mi traducción). Anne Lippert, 
que realizó numerosas entrevistas a los refugiados que iban llegando a Argelia durante los 
primeros años del conflicto, declaró ante el Congreso de EEUU: “ha habido una estrategia 
intencionada por parte de las fuerzas armadas marroquíes de eliminar a este pueblo”. 
Recopilando estas evidencias, la Asociación Pro-Derechos Humanos de España (APDHE) 
ha preparado un informe43 y ha presentado una querella por genocidio ante el Juzgado 
Central de la Audiencia Nacional Española.  
 
A partir del alto el fuego, cualquier expresión de nacionalismo en los territorios ocupados 
ha sido duramente perseguida y violentamente reprimida por parte de las fuerzas 
ocupantes de Marruecos. Se detiene a manifestantes pacíficos de manera sistemática, 
pero también a personas que se encuentran de camino a visitar a sus familiares en Tindouf 
o con intención de participar en conferencias o encuentros internacionales. La tortura 
también constituye un arma sistemática por parte de las autoridades marroquíes. Así lo 
viene denunciando periódicamente la Asociación Saharaui de Víctimas de Graves 
Violaciones de Derechos Humanos cometidos por el Estado Marroquí (ASVDH) y el 
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Comité de Defensa del Derecho de Autodeterminación del Pueblo Saharaui (CODAPSO), 
dos asociaciones locales que operan en la clandestinidad.  
 
También lo manifiestan los distintos informes de la Asociación de Juristas por el Sáhara 
Occidental (IAJUWS) y de los Observatorios de Derechos Humanos del Ilustre Colegio de 
Abogados de Badajoz. Este grupo de abogados sigue y vigila los juicios militares en los 
que se juzga a presos saharauis. Sus informes denuncian una vez tras otra cómo el 
veredicto del juicio está determinado antes del inicio del proceso judicial, la parcialidad de 
los jueces, la ilegitimidad de la aplicación del derecho penal marroquí en un territorio no 
autónomo (y bajo ocupación), el uso de violencia hacia los acusados por parte de los 
soldados y policías en la misma sala de juicios, y la pasividad de la MINURSO al respecto, 
la única misión de paz de la ONU que no goza de competencias en materias de vigilancia 
en derechos humanos.    
 
 
Si durante la década de los 90 las heridas de la guerra, las esperanzas puestas en las 
acciones diplomáticas del Polisario y la intimidación de Marruecos acallaron a la población 
saharaui, en los últimos 10 años se ha ido desarrollando una auténtica intifida de masas. 
La mayoría de sus líderes son antiguos presos o presas políticas44, aunque el movimiento 
está compuesto principalmente por nuevas generaciones nacidas en un Sáhara ocupado. 
Gracias a Internet y al compromiso de la diáspora saharaui con la causa de su pueblo, la 
intifada ha cobrado una dimensión transnacional, que implica a gente no sólo en España, 
donde las asociaciones, al contrario que su gobierno, siempre han proporcionado un apoyo 
incalculable al pueblo saharaui, sino también desde lugares tan remotos como Chile, 
Noruega o Australia. 
 
La intifada se hizo famosa entre noviembre y diciembre del año 2009 cuando Aminetu 
Haidar, una de sus lideresas mejor conocidas, llevó a cabo una huelga de hambre en el 
aeropuerto español de Lanzarote. El padre de Haidar desapareció durante la Marcha 
Verde y en 1987, ella también fue detenida cuando la policía marroquí la sorprendió 
distribuyendo banderas y pancartas del Polisario para una manifestación con ocasión de 
una visita de la ONU al territorio. Permaneció cuatro años encarcelada, compartiendo 
calabozo con otras 59 personas presas. Al salir de la cárcel, la foto de su cara castigada 
por las torturas ha circulado ampliamente entre los circuitos de la solidaridad internacional.  
Desde que obtuvo un pasaporte marroquí en 2004, Haidar ha viajado para recoger 
premios de derechos humanos en numerosos países occidentales. En noviembre de 2009, 
cuando regresaba de un viaje a Estados Unidos donde había sido galardonada con un 
premio por la Fundación Robert F. Kennedy, Haidar escribió: "saharaui" en la casilla 
“nacionalidad” del control de pasaportes del aeropuerto en la ciudad ocupada de El Aiúun. 
Así lo había hecho veces anteriores, aunque, esta vez, esperaba ser recibida por las 
fuerzas de seguridad marroquíes con violencia arbitraria puesto que, solo una semana 
antes, siete activistas saharauis habían sido encarcelados al pasar por el mismo puesto de 
control. Lo que Haidar no había previsto fue lo que ocurrió: su expulsión a España. Como 
declaró ella: "a un país democrático y respetuoso con los derechos humanos, eso nunca 
se me habría ocurrido"45. Asegurando que no le podían permitir volar sin billete, ni entrar a 
España sin pasaporte, Haidar resistió sin éxito su detención. Sin embargo, una vez dentro 
del aeropuerto de Lanzarote, cuando pidió que le facilitaran regresar a su hogar de 
inmediato, le explicaron que las autoridades españolas no podían dejarla volar sin un 
pasaporte. De este modo Haidar supo que la excepción que España había hecho para 
permitirle entrar en el país no se aplicaba a su salida. Sintiéndose secuestrada, el 15 de 
noviembre anunció una huelga de hambre que duró 34 días. Haidar declaró: "En 1975, 
España cometió un error porque no conocía la determinación del pueblo saharaui; en 2009 
ha cometido un error otra vez porque no conoce a Aminetu Haidar"46. Después de una 
larga batalla entre el Estado español, Haidar y el estado marroquí, el 17 de diciembre, las 
autoridades españolas pusieron a Haidar en un  nuevo avión a El Aiuún. Cientos de 
españoles se reunieron en el aeropuerto para despedirla, mientras que las y los saharauis 
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que salieron a las calles en El Aiuún para recibirla fueron apaleados por la policía 
marroquí. 
La huelga de Haidar fue un éxito ya que hizo una grieta en el muro mediático que se había 
impuesto sobre la causa saharaui durante años: la prensa internacional hablaba del 
Sáhara Occidental. Además su ejemplo dio un nuevo impulso a la intifada. Muchos 
empezaron a hablar del “Efecto Haidar” cuando, 38 de los 57 presos políticos saharauis 
detenidos en ese momento  orquestaron una huelga de hambre en masa. Menos de un 
año más tarde, la intifada sorprendió al mundo con una acción de protesta pacífica en la 
que aproximadamente 20000 saharauis se alejaron 12 kilómetros al este de la ciudad de El 
Aaiún para montar un campamento de protesta, conocido como Gdeim Izik. El ejército 
marroquí respondió impidiendo la entrada de comida y agua al campamento. Durante la 
noche, sus helicópteros sobrevolaban las jaimas y sus soldados penetraban en Gdeim Izik 
para hostigar a los manifestantes.  Por el día, se intimidaba a quienes se iban sumando a 
la protesta a punta de pistola, golpeando e hiriendo a más de 50 personas, incluidas 
personas ancianas, niñas y niños. En un principio otros saharauis imitaron la protesta de El 
Aaiún en Dajla, Smara y Bojador, pero sus campamentos fueron desmantelados 
violentamente por las autoridades marroquíes47  
La intención de la acción era lograr que el  Alto Comisionado de Naciones Unidas para los 
Refugiados los catalogara como “desplazados internos” dentro del territorio ocupado por 
Marruecos, cosa que hubiera supuesto un mensaje político poderoso frente al mundo. 
Fueron pocos los y las periodistas internacionales que lograron romper el bloqueo 
informativo que impuso el régimen marroquí durante esos días. Se  vetó la salida del 
aeropuerto de El Aiuún a decenas de activistas, miembros de las Asociaciones de Amigos 
del Pueblo Saharaui, de profesores extranjeros y de periodistas de distintos países.  Royal 
Air Maroc, llegó incluso a no permitir viajar a personas que se dirigían a cubrir los 
acontecimientos48. Según reportaban los pocos periodistas que sí lograron entrar en 
Gdeim Izik, los manifestantes declaraban sentirse: “hartos de que no se respeten sus 
derechos, de ver cómo en cuestiones como la vivienda o el empleo, por poner solo dos 
ejemplos, son ciudadanos de segunda” para eso, decían, preferían convertirse en 
refugiados; así la ONU estaría obligada a intervenir, al menos para atender a sus 
necesidades humanitarias49.  
 
El lunes 8 de noviembre las fuerzas de seguridad marroquíes irrumpieron violentamente en 
el campamento en Gdeim Izik. Entraron con gases lacrimógenos, agua caliente, piedras y 
unas porras de más de  75 centímetros de largo. Cuando las y los saharaius que no se 
habían desplazado a Gdeim Izik se enteraron del ataque, salieron a la calle a 
manifestarse. En respuesta, el ejército también tomó las calles del El Aaiun e incitó a 
algunos colonos a saquear y destruir casas de saharauis, golpeando a sus dueños. 
Durante los altercados, Elgarhu Nayem Foidal Mohamed Sueidi, de 14 años, murió de una 
bala en el estómago. Fuentes del Polisario en Argelia contabilizan 80 personas heridas, 70 
detenidas y decenas desaparecidas. Rabat confirma la muerte de tres agentes. 
Manifestantes saharauis prendieron fuego a la sede de la TV regional de El Aaiun, la 
oficina de Correos, administraciones del distrito de Bucraa y decenas de coches, mientras 
ondeaban la bandera del Polisario por la Avenida de Smara50 Hamoud Iguilid, 
representante de la Asociación Marroquí de Derechos Humanos (AMDH) declaró: “la 
población Saharaui tiene miedo, vivimos un estado de sitio”51. Tanto la Asociación 
Saharaui de Víctimas de Derechos Humanos como el  Comité de Defensa del Derecho de 
Autodeterminación del Pueblo Saharaui (CODAPSO) han publicado un informe completo 
de los acontecimientos disponible en internet (2011).  
 
A pesar de las reivindicaciones solidarias de miles de personas, el gobierno español 
apenas ha condenado estos hechos.  El enviado especial de la ONU para el Sáhara 
Occidental, Christopher Ross, sí denunció el desmantelamiento del campamento de 
protesta y aseguró que desacreditaba las negociaciones y  la presencia de las Naciones 
Unidas en el territorio. El Parlamento Europeo también aprobó una resolución de condena 
sin ambigüedades52.  
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El 7 de noviembre de 2010 se reanudó una ronda de conversaciones diplomáticas en 
Nueva York, entre Christopher Ross y representantes del Frente Polisario, Marruecos, 
Mauritania y Argelia. Sin embargo, tras los acontecimientos del 8 de Noviembre, las 
noticias de persecuciones, detenciones y torturas de los saharauis son casi diarias. Solo 
en diciembre del 2010 se encarceló a: Hussein Hendir, El Mustafa Labras y Um Fadlu 
Jaouda y a Hayat Rugby, Nguia El Haoissi cuando intentaban viajar a Argelia para 
participar en una Conferencia en conmemoración del 62 aniversario del Día Mundial de los 
Derechos Humanos. También al activista Yahdih Hamdi Sidi Abaihi y a Ahmed Sbai, 
Secretario General del Comité de Protección de los presos saharauis, miembro de la 
Asociación de Víctimas de Violaciones de Derechos Humanos (ASVDH) y del Comité 
contra la tortura de El Aaiún.  
 
4 Los Derechos de las Mujeres  
          
Cuando una misión de la ONU visitó el Sáhara Occidental en Mayo de 1975 una de sus 
delegadas declaró: “Desde que salimos del aeropuerto del Aaiún la marea humana nos 
recibió con banderas y pancartas del Frente Polisario: ‘Independencia total’. ‘Fuera 
España’. ‘Ni Marruecos ni Mauritania’. ‘Somos Saharauis’. Me impresionó que la mayoría 
fueran mujeres”53. Teniendo en cuenta el papel activo que han jugado siempre las mujeres 
en movimientos de liberación nacionales a través del mundo y de la historia (Loomba, 
1998, Young, 2001: 360-383, Yuval-Davis, 1997: 5), más sorprendente es la sorpresa de 
Jiménez que su observación, aunque exprese con elocuencia la masculinidad que a 
menudo se atribuye tanto a  las luchas anti-coloniales como a los espacios públicos en 
general. Las mujeres saharauis ya formaron parte de las primeras demostraciones 
nacionalistas en 1930, entre 1957 y 1958 y de 1960 en adelante54. En 1973 se inauguró  la 
“Sede de las Mujeres”, dedicándose a difundir las ideas del movimiento, convencer a 
familiares para unirse al Frente, proporcionar hospedaje a sus miembros y a sus 
actividades clandestinas, coser uniformes y financiar el combate55.  
Fueron principalmente mujeres quienes huyeron a Argelia durante los años del conflicto 
armado, conduciendo a niños y niñas, ancianas y ancianos hacia un lugar seguro. La 
fuerza del dolor que compartieron durante aquellos años une profundamente a las mujeres 
de esa generación. En palabras de una de ellas: “La vida en el exilio es muy dura, pero es 
motivo de inspiración y entrega. Esto se palpa en las maravillas que hemos hecho en tan 
adversas condiciones”56.  
 "No había nada cuando llegamos a Tinduf... No habíamos comido en días, no teníamos 
apenas agua, ni jaimas, ni melfas ... todo lo que encontramos fue el Siroco ..."57 mientras 
los hombres de edad activa combatían, fueron las mujeres quienes construyeron la 
infraestructura de la RASD: sus edificios gubernamentales, escuelas, hospitales, jaimas y 
uniformes, pero también quienes tejieron entre ellas nuevos lazos de afecto nacional. 
Como explica Caratini: "por primera vez en la historia, mujeres que no eran parientes 
trabajaron juntas, compartiendo penas y alegrías. Se apoyaron, se cuidaron, se consolaron 
y se animaron mutuamente, sin distinción de estatus de rango y en igualdad de 
condiciones materiales"58. Durante esta época, las mujeres ocuparon todo el espacio 
político local (los comités de los hayys y dairas); estaban al cargo de todos los asuntos de 
salud, educación, justicia y distribución de suministros. 
La primera constitución de la RASD reconocía la igualdad de derechos para  hombres y 
mujeres. Además, el movimiento de liberación nacional, muy consciente de la importancia 
de la participación de masas, adoptó una política de educación universal  para todos los 
ciudadanos y ciudadanas de la RASD. La mayor parte de las mujeres eran analfabetas 
cuando llegaron a Argelia. En 1978 se inauguró “La Escuela 27 de Febrero”, financiada por 
redes de solidaridad internacional femenina59, que reunía (y reúne) a mujeres de todas las 
generaciones para formarlas en aritmética, lectura y escritura y en técnicas más 
especializadas como pedagogía, asistencia primaria, artesanía e instrucción militar.  
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"La revolución fue mi escuela" es una frase muy común entre las mujeres saharauis. La  
generación de mujeres que construyó los campamentos se instruyó rápidamente en los 
métodos y el lenguaje de la burocracia moderna. Minatu Mohammed Lemreidan, que 
intervino en el primer congreso del Polisario, pero con un discurso que grabó y reprodujo 
en un cassette, explica: “opté por ello porque, francamente, apenas sabía leer ni escribir y 
el miedo escénico me impedía pronunciar la intervención"."Resolución, dictamen… eran 
conceptos que oía constantemente pero no sabía su significado ni su alcance. Siempre 
que recuerdo las dificultades de nuestros comienzos, comprendo la importancia del camino 
que hemos recorrido como mujeres". Lemreidan, que formó parte de la primera promoción 
de la Escuela del 27 acabó encargándose de la comisión de producción de su daira, y más 
adelante fue elegida Secretaria Regional de la mujer en Ausserd, luego en Smara. 
Embarka Brahim Buyema, que durante el primer congreso del Polisario  no abrió la boca, 
estudió en la Escuela del 27 y más adelante fue nombrada Directora de la producción textil 
del mismo centro. En 1985 la eligieron miembro del Bureau de la Union Nacional de 
Mujeres Saharauis. Jadiyetu Ramdan, que también pisó la escuela por primera vez  en los 
campamentos, acabó ejerciendo de directora en la especialidad de administración y fue 
elegida para continuar sus estudios en Argelia, donde presentó una tesis con el título 
“Técnicas científicas para la gestión administrativa”. Um-delil Lesam, además de hacer 
giras por el mundo con su grupo de música tradicional, trabajó como Auxiliar Sanitaria 
(ATS) en el dispensario de su daira y Sidami Mojtar Ahmed trabajó de ATS en la 2ª región 
de los combatientes del Polisario, vistiendo uniforme militar y transportando a sus 
compañeros en un todo terreno para curar a los heridos. 
Hoy en día, la Escuela del 27 cuenta con un Centro de Formación de informática y de 
idiomas. También se está construyendo una escuela de cine. Durante los primeros años 
de exilio, al terminar la formación, las alumnas regresaban a sus campamentos y ponían 
en práctica sus nuevos conocimientos. A día de hoy,  muchas familias residen en los 
alrededores de la escuela del 27 y, además, ya existen otros centros de formación para 
mujeres en cada wilaya. Cuando no salen a estudiar a Argelia o cualquier otro país 
extranjero, las jóvenes saharauis de hoy,  reciben clases en la misma wilaya en la que 
reside su familia con el fin de atender además a sus responsabilidades domésticas.  
 
Mediante su esfuerzo, las mujeres se han convertido  en el rostro más visible de la 
modernidad de la RASD. Cuando la ministra de Cultura y Deportes declara: "Los saharauis 
somos diferentes de otros musulmanes porque nuestra sociedad es muy liberal hacia las 
mujeres"60 utiliza un discurso nacional que diferencia a los saharauis mientras forja una 
complementariedad entre los valores saharauis y una concepción hegemónica liberal de 
los derechos de la mujer. Como se ha observado en otros muchos proyectos 
anticoloniales, el discurso nacional supone un arma de doble filo para las mujeres. Los 
nacionalismos tienden a saturar el concepto “mujer” con significados encontrados. Si por 
un lado, los proyectos nacionales exigen la participación de las mujeres y ofrecen 
oportunidades para su redefinición y crecimiento, por otro lado es a las mujeres a quienes 
se les asigna la responsabilidad de representar y transmitir a las nuevas generaciones los 
valores más tradicionales del grupo nacional61.  
 
La situación de las mujeres saharauis no es una excepción en este sentido; dan la cara por 
la modernidad de la RASD a la vez que por sus tradiciones, ya que es de ellas de quienes 
más se espera que salvaguarden los valores del conjunto de herencias nómadas e 
islámicas que distinguen a su nación de otras.  Una de las maneras en las que las mujeres 
saharauis han trabajado por convertir esta contradicción en oportunidad ha sido  a través 
de la construcción de un discurso que reivindica tanto las libertades que han disfrutado 
como las responsabilidades que han ejercido las mujeres de las sociedades nómadas 
saharauis a lo largo de la historia. Como reproduce la publicación de Dolores Juliano62, 
mujeres y hombres saharauis se enorgullecen explicando que las mujeres saharauis 
“siempre han sido libres”, además de respetadas y valoradas no sólo por sus labores 
dirigiendo el hogar sino también por sus funciones públicas en la organización de los friq 
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(campamentos saharauis tradicionales). En cualquier caso, como en la experiencia 
palestina63, la igualdad de género que cultiva la RASD forma parte de una política 
orientada a un conjunto de públicos internos y externos, en el que las mujeres deben 
realizar un complejo equilibrio para no poner en peligro los logros que su lucha nacionalista 
les proporciona.   
 
La experiencia de sus vecinas argelinas ha alertado a muchas mujeres saharauis de que, 
una vez se realizan los objetivos de independencia nacional, las ambiciones que se tenían 
para las mujeres, a menudo dejan de ser prioridad para el conjunto de la sociedad. La 
Union Nacional de Mujeres Saharauis (de aquí en adelante: UNMS), la institución que 
relevó a “La Sede de Mujeres” tras su inauguración en 1985, tiene muy presente estos 
riesgos64. Por ello, si bien el objetivo principal de la UNMS siempre ha sido "apoyar y 
facilitar la participación de la mujer en la RASD y preservar sus logros dentro de un 
movimiento de liberación nacional"65, sus  políticas se han ido transformando con el tiempo 
para responder a las necesidades específicas de las mujeres en cada momento y 
contexto.   
El alto el fuego de 1991 marcó grandes cambios para el día a día en los campamentos. 
Los hombres combatientes pasaron a residir de manera permanente en los campamentos 
y, así, mujeres y hombres tuvieron que aprender a compartir el espacio público de la 
RASD por primera vez. De hecho, son muchas las personas a quienes les preocupa 
observar que, a pesar de que la mayoría de la población de la RASD sean mujeres, los 
gobernadores de las wilayas que salen elegidos son casi invariablemente hombres. 
Tampoco se ha logrado una alta participación femenina en las élites políticas. Por tanto, 
como explicó la Secretaria General de la UNMS, Fatma Medhi: “Desde 1991 fue muy 
importante para nosotras compartir experiencias con mujeres que habían participado en 
otros movimientos de liberación nacionales, como las argelinas, que luego se sintieron 
decepcionadas con los resultados de su colaboración. Llegamos a la conclusión de que la 
UNMS debía hacerse con la responsabilidad de enseñar a los hombres a reconocer el 
trabajo que habíamos hecho las mujeres por la RASD. En este sentido, 1991 marcó el 
inicio de nuestra lucha"66. 
Si entre 1985 y 1991 la UNMS se había encargado directamente de todo lo relacionado 
con la construcción de una infraestructura de bienestar social para la RASD (ellas 
estuvieron detrás de la creación de escuelas de educación especial en los campamentos, 
de los programas para personas invidentes, para  personas mayores y de los servicios de 
atención de salud primaria), a finales de los años 90 presentaron una  propuestas al 
gobierno para que se creara un órgano ejecutivo que les relevara de dichos asuntos.  En 
2003, la RASD inauguró el Ministerio de Asuntos Sociales y de Promoción de la Mujer, 
permitiendo a la UNMS centrar su trabajo en cuestiones que afectaban a las mujeres 
exclusivamente. En palabras de Fatma Medhi: "Desde el año 2003 nuestras estrategias 
empezaron a mirar más hacia el futuro de las mujeres saharauis"67.  
En 2004 la UNMS abrió un Centro de Mujeres en cada wilaya, con la idea de: "Ofrecer un 
altavoz para la mujer, un lugar donde las mujeres se reúnen y expresan sus 
preocupaciones, un lugar donde pueden recibir formación continua y donde se informan 
acerca de las últimas actividades y las políticas previstas tanto por la UNMS como por el 
gobierno de la RASD"68. Los centros tienen una estructura idéntica. Sus directoras son 
elegidas por cuatro años y se convierten en miembros del Buró Político de la UNMS. 
Organizan su trabajo alrededor de cuatro departamentos principales: 1. Investigación: que 
recopila información y publica artículos, poemas e informes en revistas trimestrales 2. 
Microcréditos: administra y apoya cooperativas de mujeres a través de microcréditos que 
se conceden a través de la cooperación con ONGs, principalmente españolas, 3. 
Educación: ofrece formación en idiomas,  cursos de primeros auxilios, salud de la mujer, 
empoderamiento, derechos humanos, cocina, informática y autoescuela. 4. Liderazgo y 
Administración: coordina la participación de las representantes del Centro en las reuniones 
de las dairas, wilayas, ministerios y otros espacios, para mantener una comunicación 
abierta entre el buró político de la UNMS y las realidades cotidianas. 
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Además de estos centros, Smara y Dajla cuentan con otros dos centros dedicados a las 
mujeres, que ofrecen asistencia jurídica y psicológica. También hay una gran escuela de 
formación profesional para las mujeres, llamada Olof Palme, que se construyó en El Aiuún 
en 1989.  
 
En los siguientes años la UNMS desea afrontar el principal desafío para las mujeres que 
viven hoy en los campamentos: lograr que tengan la oportunidad de realizar trabajo 
remunerado. Por otro lado, fomentan la aplicación de su interpretación de la Sharia (ley 
islámica) para asuntos domésticos y están generando una propuesta de curriculum 
nacional (hasta ahora las escuelas de la RASD utilizan planes de estudio argelinos) 
destinado a fomentar valores de igualdad entre los sexos desde una edad temprana. La 
UNMS desea además impulsar cambios en las costumbres de los hombres, principalmente 
en lo que concierne a sus responsabilidades domésticas69.  
 
Por otro lado, la UNMS juega un importante papel político a nivel internacional, impulsando 
proyectos para fomentar la participación  de mujeres saharauis en plataformas 
internacionales feministas, la ejecución de proyectos de formación y actividades  de apoyo 
a la intifada del territorio ocupado. A pesar de que la UNMS forma parte del gobierno de la 
RASD (su secretaria general es miembro del Secretariado Nacional del Frente Polisario), 
como institución autónoma, goza de cierta independencia política dentro del estado en su 
conjunto. Por ejemplo, a pesar de que el movimiento de liberación nacional eritreo 
comparte mucho con el saharaui, el gobierno de la RASD siempre ha cuidado mucho su 
relación con el gobierno etíope. Sin embargo, la UNMS ha apoyado el trabajo de las 
mujeres eritreas, declarando abiertamente solidaridad con su causa70.  
Lo cierto es que la independencia de la que disfruta la UNMS para maniobrar dentro y 
fuera de la RASD, el liderazgo que desempeñan muchísimas mujeres tanto en los 
campamentos como en la intifada del territorio ocupado, y la envergadura de los cambios 
que han tenido lugar para las mujeres saharauis a partir de 1975, ofrece muchos motivos 
para pensar que las transformaciones en las relaciones de género que ha generado el 
nacionalismo saharaui tienen difícil vuelta atrás. Son muchas las y los saharauis que no 
contemplan la participación y liderazgo de las mujeres en la RASD como algo temporal o 
pragmático, sino como modelo social sobre el que construir el estado independiente por el 
que luchan.   
En los primeros años del Parlamento Nacional había un 2% de parlamentarias. Hoy son el 
33%71. Las mujeres constituyen el 75% del profesorado de la RASD. Cubren el 85% de 
sus puestos administrativos y el 90% de sus puestos de salud (Merelo, 2009). En este 
momento hay tres ministras en el gobierno: Mahfoud Mohamed Rahal, Secretaria de 
Estado de Asuntos Sociales y Promoción de la Mujer; Ahmadi Mariam Salek, Ministra de 
Educación, y Jadiya Hamdi, Ministra de Cultura. En palabras del Presidente Mohammed 
Abdelaziz: "Hemos logrado sentar las bases para la emancipación de la mujer. Pensamos 
que nos queda un largo camino por recorrer antes de llegar a nuestro objetivo. Estamos 
dispuestos a continuar nuestra lucha” .72 
 
5. Derechos sociales, culturales y económicos 
 
Territorio bajo ocupación marroquí  
 
Muchos llaman a Haidar la "Gandhi saharaui".  Su similitud con el héroe indio es clara 
cuando se tiene en cuenta que ambos emplearon la no-violencia en su lucha por la 
liberación nacional. En cambio, existen diferencias notables entre el discurso que emplea 
la intifada saharaui y el que empleaba el movimiento que lideró Mahatma Ghandi. A los 
veintidós días de la huelga de hambre de Haidar, en una entrevista con Ignacio Cembrero, 
este le preguntó: “¿No sería preferible para la causa del independentismo saharaui que 
usted permaneciera viva? Haidar, por una vez, titubea: "Quizá". Pero se apresura a añadir: 
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"Pero también está mi dignidad, mi lucha legítima por un derecho individual, el de volver a 
mi patria, a mi ciudad, a mi casa"73. Por aquellos mismos días, el hermano de Haidar dijo a 
la prensa:"no se trata de un problema político, esto es una cuestión de derechos 
humanos... independientemente de los problemas entre Marruecos y el Frente Polisario, 
quiero que mi hermana  vuelva a casa. Una vez que lo haga, podemos abordar las 
cuestiones políticas"74.  El principal lenguaje de la intifada saharaui no es de la liberación 
nacional, es el de los derechos humanos.  
De hecho, a pesar de que la intifada utilice la bandera del Frente Polisario y de que la 
lideren ex presos y presas independentistas, el descontento del movimiento con la 
ocupación marroquí se articula principalmente en torno a una demanda de derechos socio-
económicos. Por este motivo, la intifada ha obtenido la simpatía y el apoyo de grupos 
marroquíes como la Asociación Marroquí de Derechos Humanos (AMDH) (de forma activa 
desde su oficina en el Aiuún) o del partido de oposición “Annahj Addimocratic” (la Vía 
Democrática). Estos grupos no solo comparten experiencias y  recuerdos de atentados 
contra sus derechos civiles por parte del gobierno de Marruecos75, sino que se sienten 
profundamente descontentos con las oportunidades socio-económicas que la organización 
actual del régimen permite a su población y creen que el desarrollo económico de 
Marruecos pasa por la democratización de su gobierno y por una solución democrática al 
contencioso saharaui76.  
 
Naturalmente, la ocupación del Sáhara Occidental representa una sanguijuela para la 
economía de Marruecos. Así lo ha defendido el economista Fouad Abdelmoumni77, que 
afirma: “Todavía se siguen realizando importantes sacrificios en función de los beneficios 
que se espera obtener de la explotación de los recursos naturales del Sáhara Occidental”. 
Como queda reflejado tanto en el dictamen de Hans Corell78, ex Secretario para Asuntos 
Legales de la ONU, como en la resolución de la ONU 63/102,  explotar los recursos 
naturales de territorios no autónomos como el Sahara Occidental es ilegal mientras no se 
realicen conforme a los deseos y al beneficio de la población saharaui. Teniendo en cuenta 
que el Frente Polisario es el legítimo representante del pueblo saharaui en la ONU y que 
este ha declarado en múltiples ocasiones no estar de acuerdo con la explotación de los 
recursos del Sáhara Occidental por parte de empresas o instituciones extranjeras,  y 
observando que uno de los eslóganes del campamento de protesta de Gdeim Izik fue: 
“contra el robo de los recursos”, parece evidente que las y los saharauis ni desean ni se 
benefician de la explotación de sus recursos naturales y que los numeros acuerdos que ha 
firmado Marruecos con empresas americanas y europeas para explorar y explotar los 
recursos del territorio, así como la firma en 2005 de los acuerdos de pesca entre 
Marruecos y la Unión Europea, son todos ilegales.  
 
Sin embargo, gracias al monitoreo y al titánico esfuerzo de denuncia llevado a cabo por la 
red civil y transnacional “Western Sáhara Resource Watch” (WRSW), ya existen muchos 
ejemplos de empresas que se han retirado del territorio bajo presión79. A finales del 2010 
la Comisaria Europea de Asuntos Pesqueros, Maria Damanaki, presentó una propuesta 
para excluir las aguas del Sáhara Occidental de su próximo acuerdo de pesca con 
Marruecos.  Sin embargo, en febrero del 2011, el acuerdo se prolongó por un año más80 
sin incorporar la propuesta de la Comisaria que implicaría retirar los 119 barcos que hoy 
pescan en costas ilegales, 100 de los cuales son españoles 81.  
 
Haciendo un cálculo del coste humano y político, y de los gastos militares que se invierten 
en la ocupación del Sáhara, Abdelmoumni82 concluye que el conflicto supone un obstáculo 
decisivo para el desarrollo económico de Marruecos. Por otro lado, él y otros autores 
resaltan que la inversiones públicas en el territorio ocupado se realizan principalmente en 
beneficio de las comunidades de los grupos de colonos marroquíes y que son 
desproporcionadas en relación a las inversiones públicas que reciben otras provincias del 
Reino Alauita (Abdelmoumni, 2009: 222, Ruff, 77).  
Por otro lado, un informe realizado por International Crisis Group83 explica de qué manera 
el contencioso del Sáhara Occidental obstaculiza la integración económica del Magreb en 
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su conjunto.  El trabajo de Yahia Zoubir84 analiza las implicaciones de lo que muchos 
llaman “el coste del No-Magreb” en más detalle: las tensiones que dividen el Norte África a 
causa del contencioso del Sáhara Occidental es un factor clave a la hora de comprender 
por qué no se ha desarrollado aún el mercado común al que aspira la Unión del Magreb 
Árabe. Finalmente, la MINURSO cuesta a la ONU alrededor de 60 millones de dólares al 
año, de modo que, desde 1991, la Comunidad Internacional ha invertido unos 1.200 
millones de dólares en la resolución del conflicto por vía diplomática85. 
En cualquier caso, todos estos autores están de acuerdo en la irracionalidad que supone la 
ocupación del Sáhara Occidental desde un punto de vista económico, incluso teniendo en 
cuenta que gran parte de tales costes los cubre la cooperación internacional, sobre todo 
por los Estados Unidos, Francia y las monarquías petroleras árabes86.  
Como siempre, la pregunta más apropiada quizá no sea decidir si la ocupación del Sáhara 
aporta más o menos beneficio económico a Marruecos, sino: ¿A quiénes y a cuántos está 
aportando beneficio la ocupación del Sáhara Occidental? Teniendo en cuenta la limitada 
distribución de recursos económicos que existe en Marruecos, heredera de estructuras 
coloniales que no se han reformado adecuadamente87, la ocupación del Sáhara Occidental 
no solo viola los derechos económicos de saharauis, también repercute en los derechos 
económicos de gran parte del pueblo marroquí.  
 
Territorio bajo control del Frente Polisario 
 
Desde el alto el fuego de 1991 empezó a circular dinero entre la población de los 
campamentos saharauis. Los primeros ingresos fueron en pesetas españolas a través de 
las pensiones que recibieron los veteranos saharauis que habían pertenecido al ejército 
español durante la época colonial. Sus familias realizaron préstamos sin intereses a otras 
familias. También algunos jóvenes (varones, mayoritariamente) buscaron trabajo en el 
extranjero y enviaron remesas a los campamentos. Además, se inició el comercio 
transfronterizo con ciudades y países vecinos y, poco a poco, se fueron creando pequeños 
negocios: taxis, tiendas, cafés, restaurantes y teléfonos móviles públicos. Las 
circunstancias económicas de la población refugiada saharaui son, en algunos casos, más 
favorables que la de muchos de sus vecinos en Mauritania, Mali, o Níger88. Si bien los 
refugiados saharauis han creado humildes pero dignas condiciones de vida dentro de las 
limitaciones, tanto legales como medioambientales, de su exilio, es bien evidente para 
todos y todas que regresar a la tierra del Sáhara Occidental, administrada por un gobierno 
de su elección, les ofrecería incomparables oportunidades para su desarrollo socio-
económico.  
 
Desde su proclamación en 1976, la RASD adoptó una política educativa universal. La 
educación primaria se hizo obligatoria hasta los 12 años. Hay  una escuela en cada daira 
que ofrece clases de informática, historia, geografía, gimnasia, literatura, castellano, arte y 
religión. A partir de los 12 años los y las  estudiantes pueden obtener educación 
secundaria en una de las dos escuelas mixtas de los campamentos (9 de Junio o 12 de 
Octubre); muchos viajan a Argelia y algunas veces a otros países, principalmente España, 
Cuba, Italia y Venezuela. De momento no existe un centro universitario en los 
campamentos, aunque muchos refugiados han viajado y viajan al extranjero para recibir 
formación superior.   
 
La paciencia de la clase dirigente del Frente Polisario por encontrar una solución 
diplomática al conflicto es diariamente contrarrestada por la impaciente militancia de sus 
miembros más jóvenes. Estos están mucho mejor formados que sus padres y madres, 
nunca han conocido la vida en las ciudades ni las costas del Sáhara Occidental, ni 
tampoco la crudeza de la lucha armada. El 8 de abril de 2009 fui testigo de cómo esta 
impaciencia puede devenir en tragedia. Miles de personas, en viaje solidario, se 
encontraban en esas fechas en los campamentos, entre otras cosas, para organizar una 
manifestación frente al muro que divide el Sáhara Occidental. Aunque muchos 
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representantes del Polisario se aseguraron de que los que participamos en la 
manifestación mantuviéramos una distancia prudente del campo minado, un grupo de 
jóvenes salió corriendo en dirección al muro. Mientras uno empezó a romper el cerco de 
alambre que lo rodea, otros se acercaron para detenerle y, en plena confusión, un joven 
pisó una mina que le voló el pie izquierdo.  
La frustración de las y los jóvenes refugiados es el foco de atención de muchas de las 
conferencias, reuniones y debates que tienen lugar en la RASD, y responde a la violación 
que impone el exilio a sus derechos económicos y sociales. La Unión de la Juventud 
Saharaui (UJSARIO) se creó en 1984, fusionando varias organizaciones de estudiantes 
saharauis, previas a la constitución del Frente Polisario. Su misión es la de fomentar la 
participación de los jóvenes  en la causa nacional, preparar a la juventud para liderar un 
nuevo estado independiente y trabajar con grupos de juventud en marcos 
internacionales89. Su principal reto es la integración laboral de aquellos jóvenes que 
regresan a los campamentos con formación superior. Estos y estas jóvenes vuelven con 
un diploma, pero también con nuevas perspectivas, proyectos  y habilidades que son, en la 
mayoría de los casos, irrealizables en las condiciones de su exilio. Es muy frecuente 
conocer en los campamentos a ingenieros, historiadoras, bioquímicos, arquitectas y poetas 





Escribo en un momento histórico en el que la promoción de la democracia y de los 
derechos humanos ha servido para disculpar la invasión militar de Afghanistán y de Irak90 y 
en un momento en el que, para muchas voces, la cooperación al desarrollo se ha 
convertido en una auténtica industria y parte de un discurso político que permite a los 
países del Norte continuar ejerciendo excesiva influencia sobre la organización política  y 
económica de los países del Sur91. Lo cierto es que, tras la guerra fría, el discurso 
hegemónico de promoción de derechos humanos, democracia y desarrollo ha pasado a 
formar parte del lenguaje de un proyecto económico neoliberal con el que no todas las 
personas que trabajamos dentro de la tradición de la cooperación internacional nos 
sentimos identificadas.  
 
Interpreto que las palabras de Ebnu, poeta saharaui y miembro de la “Generación de la 
Amista92 captan el escepticismo que hoy se siente hacia los derechos humanos. 
Reflexionando acerca de los acontecimientos en torno a la huelga de hambre de la 
activista saharaui Aminetu Haidar en el aeropuerto de Lanzarote, Ebnu dijo:
 
 
“Lo sabe todo el mundo, pero a los gobiernos de Occidente, los campeones de la 
democracia en el mundo, los que se prodigan como el paradigma de los derechos 
humanos, hacen la vista gorda o miran a otra parte, porque por muy democráticos y 
por muy respetuosos que sean con los derechos humanos, no antepondrán a sus 
intereses comerciales, estratégicos, o los que sean, al derecho a la justicia de una 
población que está lejos de sus fronteras, lejos de sus casas, lejos de sus mesas… 
 
Tuvo que ser una valiente y decidida mujer la que de manera pacífica, sin ofender a 
nadie y de forma sutil, obligada por la injusticia, optara por dejarse morir poco a poco 
para que su tenue y melosa voz les despertase y les enfrentase a la realidad, la 
misma de hace tantos años, la que conocen pero prefieren ignorar por el bien de su 
democracia, por el bien de sus derechos humanos”. 
 
 
Algo marcha muy mal con los derechos humanos cuando se intuye, como evocan las 
palabras de Ebdu, que para mantener los derechos de una parte de la población mundial, 
se están ignorando los derechos de la otra. Lo cierto es que la relación entre nuestro 
actual sistema de neoliberalismo y democracia, o de neoliberalismo y derechos humanos93 
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hace que podamos disfrutar de unos derechos a costa que de que otras personas no los 
disfruten. De la complicidad de los derechos humanos con estas realidades neocoloniales 
y de la necesidad de superarlas ya han hablado otros mejor que yo94. Los derechos 
humanos pueden y deben ser reformulado por quienes desearíamos construir un mundo 
algo menos liberal pero mucho más equitativo y ético. Resaltar la interdependencia entre 
derechos humanos y desarrollo económico, como es uno de los cometidos de esta 
publicación, supone un paso en esta dirección, porque es precisamente cuando los 
derechos humanos no comprenden los económicos, cuando su discurso se presta con 
facilidad a proyectos neoliberales.   
 
Quizá nadie comprendió mejor la reciprocidad entre derechos humanos y derechos 
económicos como aquellos que participaron en los movimientos de liberación nacional del 
siglo pasado. Frantz Fanon dijo:  
 
“Si la construcción de un puente no ha de enriquecer la conciencia de los que 
trabajan allí, vale más que no se construya el puente, que los ciudadanos sigan 
atravesando el río a nado o en barcazas. El puente no debe caer en paracaídas, no debe 
ser impuesto por un deus ex machina al panorama social, sino que debe surgir por el 
contrario de los músculos y del cerebro de los ciudadanos”95.  
 
El trabajo de Fanon ofrece una visión del desarrollo económico que es inseparable del 
derecho al autogobierno y de la gestión de los recursos propios. El desarrollo de un país 
no puede dejarse en manos de una minoría técnica o de una burguesía autoritaria sino que 
debe hacerse participe de ella al pueblo que lo trabaja mediante un proceso o un ideal que 
podríamos denominar “democracia radical”. El derecho a la autodeterminación es, o debe 
ser, piedra angular de cualquier otro derecho humano. El Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos (1966) ya articula esta relación cuando señala en su primer artículo que: 
“Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación… En virtud de este derecho 
establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, 
social y cultural”. Y es que vivimos en tiempos saturados de leyes y principios 
internacionales justos, pero que no se cumplen. Las palabras de Fanon no son el eco 
moral de un mundo colonial de antaño, siguen teniendo relevancia para nuestro día de 
hoy.  
 
No cabe duda de que la violación del derecho a la autodeterminación en el Sáhara 
Occidental es la raíz de toda una serie de violaciones de derechos humanos que tienen 
lugar cada día en el territorio y que son denunciados periódicamente por organizaciones 
como Human Rights Watch y Amnistía Internacional, pero también, y sobre todo, por sus 
propias víctimas. No hay como mirar hacia el Sáhara Occidental para ver que derechos 
civiles y políticos sin derechos económicos y sociales (y viceversa) son promesas al aire.   
 
La intifada saharaui96 es clara respecto a que la privación del derecho a la 
autodeterminación  conduce a la violación de sus demás derechos: económicos, de 
género, sociales, políticos y civiles, pero es notable que sus causas y sus demandas 
directas coinciden, en mucho, con los que motivan a millones de jóvenes de la “primavera 
árabe” en Túnez,  Egipto, Jordania, Argelia, Libia, Yemen y en Marruecos a levantarse 
contra sus gobiernos. La intifada saharaui pide menos inversión en seguridad, y más en la 
creación de empleo, en universidades, centros escolares, bibliotecas, en mejores 
infraestructuras de salud pública y de vivienda. Pide que se ponga fin al expolio ilegitimo 
de sus recursos naturales hasta que no se lleve a cabo una reorganización política que 
garantice su autogobierno. Pide que el gobierno de Marruecos respete la Cuarta 
Convención de Ginebra a la que, como fuerza ocupante de su territorio, se encuentra 
sujeto, protegiendo a las personas civiles en lugar de atacarla.  
Parece claro que compartiendo tantos objetivos con el movimiento marroquí del 20 de 
Febrero, tanto a la intifada saharaui como al movimiento marroquí les beneficiaría trabajar 
juntos y no solo eso: Gdeim Izik fue la primera de una serie de protestas en forma de 
acampada que están teniendo lugar en España y otros países europeos (Grecia, Francia, 
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Italia); se deben seguir formando puentes entre la intifada y estos movimientos europeos 
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El comienzo efectivo de la explotación petrolera, los buenos resultados en otros sectores, y 
la anulación en 2006 de la deuda multilateral del país, permitieron a Mauritania tener un 
crecimiento de dos cifras, el 14,1 %, según el Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD, 2006). Los resultados más recientes (2010) indican que Mauritania tuvo 
una tasa de crecimiento del 5,5%. Sin embargo, el enorme potencial económico y los 
buenos datos macroeconómicos de los últimos años, no se han visto reflejados en un 
desarrollo neto del país o en una mejora tangible de las condiciones de vida de la mayoría 
de la población. La proporción de población por debajo del umbral de la pobreza era del 
42% en 2008, y el número de pobres ha alcanzado la cifra de 1.382.200 en ese mismo 
año, según indican los datos del informe del PNUD (PNUD, 2010). Tomando la misma 
referencia, el 78% de la pobreza en Mauritania está concentrada en el medio rural (donde 
se encuentra el 50% de la población) y el porcentaje de población en paro era del 31,2 % 
en 20101. 
  
Para explicar esta precariedad de las condiciones de vida de la mayoría de la población 
mauritana, existen diversos factores que, juntos, contribuyen a frenar y obstaculizar el 
desarrollo del país: 
 
Las crisis climáticas, recurrentes desde los años 60, que debilitan las capacidades del 
sector productivo (agricultura, ganadería) y que crean en el país una situación de 
dependencia alimentaria creciente con respecto al exterior. 
 
Introducción: desarrollo y derechos humanos en 
Mauritania  
 
Mauritania es un país de 1.030.700 km², con una 
densidad de población muy baja (solo tiene unos 3 
millones de habitantes). Al ser un país con una buena 
parte de su territorio desértico, la mitad de su población 
se concentra en las grandes urbes próximas al litoral 
(Nuadibú, Rosso y Nuakchot) y en otras cercanas al río 
Senegal. Las arenas de su vasto desierto albergan 
numerosos recursos mineros, y la parte sur de su 
territorio, limítrofe con Senegal, está bañada por el río 
Senegal, cuyo valle está considerado como uno de los 
que tiene más potencial agrícola del mundo. Es un país 
con salida al Océano Atlántico, cuyas aguas poseen la 
reserva haliéutica más importante del mundo, que aporta 
el 25-30% de los ingresos del estado y genera alrededor 
del 36% de los empleos del sector moderno del país. 
 
 ﻼﺴﻠﺴﻣ ﺎﻴﻧﺎﺘﻳﺭﻮﻣ ﺶﻴﻌﺗ
 ﻰﻟﺇ ﺔﺳﺎﻣ ﺔﺟﺎﺣ ﻲﻓ ﺎﻴﻁﺍﺮﻘﻤﻳﺩ
ﻥﻮﻧﺎﻘﻟﺍ ﺔﻟﻭﺩ ﻡﺎﻈﻧ ﺔﻳﻮﻘﺗ , ﻙﺎﻨﻬﻓ
 ﺶﻳﺎﻌﺗ ﻦﻋ ﺞﺘﻨﺗ ﺕﺎﻋﺍﺰﻧ ﺓﺪﻋ
  ﺕﺎﺌﻔﻟﺍ ﻒﻠﺘﺨﻣ ﻦﻴﺑ ﺶﻫ
ﺔﻴﻗﺮﻌﻟﺍ ﻭ ﺔﻴﻋﺎﻤﺘﺟﻻﺍ . 
 ﻕﻮﻘﺣ ﺕﺎﻛﺎﻬﺘﻧﺍ ﻭ  ﺔﻳﺩﻮﺒﻌﻟﺎﻓ
 ﺃﺪﺒﻣ ﻥﻮﻜﻟ ﺔﺠﻴﺘﻧ ﻻﺇ ﺲﻴﻟ ءﺎﺴﻨﻟﺍ
 ﻰﻟﺇ ﻪﻘﻳﺮﻁ ﺪﺠﻳ ﻻ ﺓﺍﻭﺎﺴﻤﻟﺍ
ﻖﻴﺒﻄﺘﻟﺍ . 
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La crisis financiera mundial, que afectó fuertemente a la economía mauritana en un 
momento en el que el país atravesaba una grave crisis política. 
 
El carácter poco redistributivo de la economía mauritana, dominada por algunos grupos 
oligopolíticos, y cuya base productiva está poco diversificada.  
 
Y, especialmente, las diferentes dimensiones de la gobernanza, que constituyen una de 
las razones más importantes de esta fuerte disparidad entre potencial y situación real.  
 
El problema de la gobernanza política, marcada por una fuerte inestabilidad desde 2003, 
conduce a concentrar la energía de los decisores/responsables en otros asuntos distintos 
al desarrollo. La gobernanza económica, medida por algunas instancias internacionales 
(Banco Mundial, Transparencia Internacional) mediante el índice de desarrollo humano2 
del PNUD, sitúa a Mauritania en el puesto 136 de 169 países, y en el puesto 143 de 178 
países sobre la transparencia, con un índice de percepción de la corrupción de 2,33, según 
datos de Transparencia Internacional de 2010. La gobernanza administrativa es poco 
transparente e ineficaz. Por su parte, la mala gestión de las administraciones de la 
educación, de la salud y del desarrollo rural explica una buena parte de los resultados 
decepcionantes registrados en estos campos. El gobierno del presidente Mohamed Ould 
Abdelaziz, en el poder desde 2009, es consciente de esta situación y por eso situó la lucha 
contra la corrupción entre sus prioridades, ordenando detenciones de personalidades de 
alto nivel, sospechosas de corrupción.  
 
Estos factores provocan una situación socioeconómica que tiene consecuencias en el nivel 
de respeto de los derechos humanos, creándose un ciclo vicioso entre el aumento de las 
vulneraciones de los derechos humanos y la reducción del desarrollo del país. Como 
indica el PNUD4, la informalización de la economía, por ejemplo, afecta directamente a los 
derechos de las y los trabajadores (sindicalismo, salarios, discriminación, explotación etc.), 
lo que a su vez repercute empobreciéndolos aún más, así como sobre el desarrollo de la 
economía. La persistencia de una vulneración tan grave de los derechos humanos como 
es la esclavitud, muy extendida en el medio rural mauritano, no puede explicarse sin 
ponerla en relación con los altos porcentajes de pobreza descritos y los bajos niveles de 
alfabetización, que permiten la pervivencia de las castas. En el seno de las fuerzas de 
seguridad del estado, mal pagadas, entrenadas y equipadas, se denuncian (Embajada de 
EEUU. (2010). Human Rights Report. Mauritania. http://mauritania.usembassy.gov/hrr2010.html, 
p.4) graves problemas de corrupción e impunidad, que pueden tener consecuencias en la 
confianza de los inversores nacionales o extranjeros en el mercado mauritano. 
 
Todos estos ejemplos demuestran la relación estrecha que existe entre la pobreza y la 
vulneración de los derechos humanos. Analfabetismo y pobreza caminan 
desgraciadamente juntos en Mauritania y se retroalimentan, favoreciendo los abusos e 
impidiendo a las víctimas el conocimiento y conciencia de sus derechos y su defensa. 
 
1. Marco legal de los derechos humanos en Mauritania 
 
Esta relación directa entre el nivel de desarrollo del país y el respeto y la protección de los 
derechos humanos, se ve reflejada especialmente en la inclusión expresa de los derechos 
humanos en el marco legal nacional. Mauritania ha registrado una evolución positiva en la 
constitucionalización de los derechos humanos. La Constitución de 1959 reafirma los 
derechos humanos tal como fueron definidos en la Declaración francesa de derechos del 
hombre y del ciudadano de 1789, en el preámbulo de la Constitución francesa de 1946 y 
en la del 5 de marzo de 1958: Estado democrático y derecho de igualdad (art.1); libertad 
de conciencia y de religión (art.2 este último limitado si hay una alteración del orden 
publico); soberanía del pueblo (art.7); derecho de voto (art.8); partidos políticos (art.9 
evocado con reservas y de forma tímida).  
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La Constitución de 1961 utilizaba la misma fórmula que la anterior para reafirmar la 
adhesión a los derechos humanos, haciendo también referencia a la Declaración Universal 
de Derechos Humanos de 1948. En 1968  se produjo una vulneración grave de uno de los 
derechos reconocidos, con la prohibición de los partidos políticos, tras la creación del 
partido único5. Durante el período  que va de 1978 a 1991 no se hizo ninguna referencia a 
otros derechos de manera expresa. 
 
A partir de 1990, se produjo un cambio evolutivo en el reconocimiento expreso de los 
derechos humanos. La Constitución de 1991, proclamó en su preámbulo su “adhesión a 
los principios democráticos, tal como son definidos en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos de 10 de diciembre de 1948 y en la Carta Africana de Derechos 
Humanos y de los Pueblos de 28 de junio de 1981, así como otras convenciones 
internacionales a las que Mauritania se ha suscrito”. También en el preámbulo se garantizó 
por primera vez el derecho a la igualdad (art.1), las libertades y derechos fundamentales 
de la persona (que sin embargo no se precisaban), el derecho de propiedad, las libertades 
políticas y sindicales, los derechos económicos y sociales y los derechos vinculados a la 
familia.  Se enumeraban expresamente algunas libertades públicas individuales (art.10)6 
pero olvidando algunas tan importantes como: el derecho a la vida, la libertad religiosa, los 
derechos culturales, el derecho al trabajo, la libertad de empresa, el derecho a la 
seguridad social, la responsabilidad respecto al medioambiente  o la protección jurídica. 
Sin embargo, la Constitución hacía una referencia expresa al principio de legalidad como 
límite de la libertad. ”La libertad no puede ser limitada más que por ley” (art. 10). 
 
El 6 de agosto de 2005, los golpistas constituyeron el autodenominado Consejo Militar por 
la Justicia y la Democracia que redactó una Carta Constitucional cuyo preámbulo 
proclamaba “la adhesión a los principios consagrados por la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, la Carta de las Naciones Unidas, la Liga de los Estados Árabes, la 
Unión Africana y la Organización de la Conferencia Islámica”. A continuación, el Consejo 
Militar declaró que se mantenían en vigor todos los artículos de la Constitución de 1991 
que hacen referencia a los derechos humanos, incluido el preámbulo (art.1). Finalmente, 
se promulgó la Constitución de 2006 que incluye los mismos derechos humanos que la de 
1991.  
  
En resumen, se evoluciona positivamente hacia una mayor y mejor constitucionalización 
de los derechos humanos. Se hacen referencias en los preámbulos a los derechos 
humanos de manera general e, incluso, en la última Constitución en vigor (2006), se 
mencionan muchos de ellos en sus artículos (sobre todo, en el art. 10) lo que supone un 
gran avance. Sin embargo, veremos que la constitucionalización o no de algunos derechos 
y libertades, no significa en la práctica ni una garantía adicional ni una ventaja respecto a 
otros derechos o libertades no recogidos directamente en la Constitución. El problema en 
Mauritania reside fundamentalmente en la aplicabilidad de la ley y en la existencia real o 
práctica de un Estado de Derecho, más que en la existencia o no de la norma jurídica que 
desarrolle y garantice el disfrute de los mismos. 
 
2. Estado de derecho y democracia  
 
El Estado de derecho “es una forma política en la que los poderes públicos están sujetos a 
la Constitución y al resto del ordenamiento (STC 67/1984), entre cuyos postulados están la 
independencia e imparcialidad de la justicia y el respeto a los fallos judiciales y a su 
efectivo cumplimiento por los poderes públicos (SCT 167/1987)”7. Para el caso de 
Mauritania, al igual que para cualquier otro país, debemos analizar el Estado de derecho 
desde un punto de vista teórico y  práctico. 
 
2.1 Evolución histórica del Estado de derecho en las Constituciones mauritanas. 
 
El Estado de derecho, visto desde la perspectiva de su constitucionalización, ha pasado 
por varias fases históricas en Mauritania: 
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Fase I: Período de excepción vivido bajo dos regímenes distintos. (1959-1978 y 1978-
1991):   
 
La Constitución de 1959 instituía una separación ligera entre el poder legislativo, ejercido 
por la Asamblea Nacional (art.17), el poder ejecutivo, ejercido por el gobierno (art.12), y la 
“independencia de la autoridad judicial” (art.43). Se permitía el multipartidismo (art.9) y la 
existencia de un órgano que vigilaba el equilibrio de poderes (art.41 y 42). 
 
La Constitución de 1961, de tipo presidencialista, acogía el multipartidismo también, pero 
presentaba como novedad fundamental la separación tajante de los poderes ejecutivo y 
legislativo por un lado, y la preponderancia del poder ejecutivo, cuyo jefe de estado, el 
presidente de la República, era elegido por sufragio universal. Con la revisión 
constitucional del artículo 9 en 1965, el multipartidismo desapareció para dejar paso al 
partido único del estado, el Partido del Pueblo Mauritano (PPM). 
 
Entre 1978 y 1984, hubo una sucesión de comités militares  que gobernaron bajo 
condiciones de inestabilidad política, y conflictos externos e internos. Las sucesivas cartas 
constitucionales8 proclamadas durante este período militar hacían referencia en sus 
disposiciones institucionales a la Constitución  de 1961 de manera provisional, a la espera 
de la instauración de instituciones democráticas que nunca vieron luz o no pudieron 
afianzarse. El coronel Maauya Sid’Ahmed Ould Taya dio un golpe de Estado el 12 
diciembre 1984 creando un órgano de gobierno denominado Comité Militar para la 
Salvación Nacional, presidido por él mismo e inició un período de liberalización política, 
hasta 1991. 
 
Fase II. El último período de Ould Taya (1991-2005)  
La Constitución de 1991, adoptada por referéndum popular el 20 de julio de 1991, 
proclamaba en Mauritania la “República islámica, democrática y social” (art.1), la 
soberanía del pueblo (art. 2 y 4), el sufragio directo/indirecto, igual, secreto e universal 
(art.3), el principio de legalidad (art.4 y 17) y el multipartidismo (art.11). En el plano 
institucional, mezclaba las relaciones entre los diferentes órganos y poderes creando 
confusión. Se preveía que el presidente ejerciera el poder ejecutivo (art.25), así como que 
fuera “guardián” de la Constitución (art.24), lo que ponía en peligro la división de poderes, 
a pesar de todo lo dispuesto sobre las funciones y garantías del Parlamento bicameral 
(art.45-55) y sus relaciones con el poder ejecutivo (art.56-77), ya que, aunque el 
presidente era elegido por sufragio universal directo (art.26), no se fijaba un límite a las 
veces que podía ser reelegido (art.28). Otras disposiciones constitucionales remarcaban 
algunas características de una república fuertemente presidencialista (art. 30, 31, 34,37, 
39 o 71). 
 
Ni siquiera las funciones de control otorgadas al Consejo Constitucional (art.41 y 49), ni la 
imposibilidad de contestar sus decisiones sobre la constitucionalidad de las leyes o de los 
procesos electorales, garantizaban totalmente la división de poderes, debido a que, para 
su composición, se daba preeminencia al poder ejecutivo, el cual nombraba a la mitad de 
sus miembros y al presidente con voto de calidad (art.81). Además, se designaba al 
presidente de la República como “garante de la independencia de los magistrados”, para 
presidir el Consejo Superior de la Magistratura (art.89), lo que suponía una clara 
contradicción con el principio de separación de poderes y minimizaba las garantías del 
principio de legalidad (art. 90 y 91). 
 
Fase III. Transición democrática (a partir de 2005)  
Después del golpe de Estado de 5 agosto de 2005, se promulgó una nueva carta 
constitucional que otorgaba todos los poderes a las fuerzas armadas y de seguridad, a 
través de su intermediario, el autoproclamado “Consejo Militar por la Justicia y la 
Democracia” (CMJD, 2005, Carta Constitucional). En su artículo 2 se reconoce que se 
trata de un período  de transición hacía “la instauración de verdaderas instituciones 
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democráticas”. Así que, a pesar de que su artículo 8 intenta dar legitimidad a las 
instituciones y órganos que ejercen el poder judicial (Consejo superior de la magistratura, 
juzgados y tribunales, tribunal de cuentas y alto consejo islámico –órgano consultivo-), el 
artículo 10 da la facultad de modificación de los artículos de esta carta al CMJD. Por su 
parte, el art.9 rebaja las funciones de control del Consejo Constitucional a mero órgano 
consultivo del Consejo Militar, y los artículos del 3 al 6 describen cómo asume las 
funciones del poder legislativo y ejecutivo. 
 
Finalmente, la Constitución de 2006 reproduce la de 1991 con apenas unas pocas 
modificaciones, que fueron sometidas a referéndum el 25 de junio de 2006: limitación de 
edad del candidato presidencial a 75 años (art. 26); incompatibilidad de ser presidente con 
estar en los órganos dirigentes de un partido político (art.27); limitación del mandato a una 
sola reelección (art.28); y obligación de hacer juramento de mandato mediante una fórmula 
que hace referencia al Islam y en el que jura no revisar la limitación del mandato (art.29). 
Se añaden a las exclusiones de una posible revisión constitucional, las que cuestionen la 
alternancia democrática o el principio que limita el mandato del presidente de la República 
a una duración de 5 años y con una sola renovación. 
 
La carta magna de 2006 obliga a adaptar las leyes anteriores a la Constitución, a que sean 
conformes a los derechos y libertades constitucionales en el plazo de 3 años a partir de la 
promulgación de la nueva Constitución. Pasado ese plazo, cualquiera puede dirigirse al 
Consejo Constitucional para examinar su constitucionalidad. Las disposiciones 
inconstitucionales no pueden ser aplicadas (art.87). El problema de este artículo es que, 
en la práctica, puede retardarse la constitucionalización de las leyes mauritanas y puede 
que se sigan aplicando leyes manifiestamente contrarias a la Constitución actual, por el 
simple hecho de que no hayan sido denunciadas por nadie o examinadas por el Consejo 
Constitucional. 
 
El Estado de derecho y la democracia no están plenamente garantizados en caso de 
“peligro inminente que amenace a las instituciones de la República, la seguridad, la 
independencia de la nación o la integridad de su territorio o el funcionamiento regular de 
los poderes constitucionales”. El presidente puede tomar la medidas “exigidas por esas 
circunstancias” (art. 39), si bien se establecen limitaciones temporales (30 días solo 
prorrogables por el Parlamento si se declara el estado de sitio o de urgencia, según el art. 
71) y funcionales (la ley define los poderes excepcionales conferidos al presidente en 
estos casos y se blinda la Asamblea Nacional, que no puede ser disuelta).  
 
A pesar de las menciones expresas en la Constitución y del desarrollo legislativo existente, 
la existencia real del Estado de derecho encuentra muchos problemas y obstáculos que se 
manifiestan, como afirma el Decano del Colegio Nacional de Abogados de Mauritania, en 
un “sistema judicial cada vez más injusto e inequitativo” (Bâtonnier, 2010). 
 
2.2 Evolución histórica del Estado de derecho a través de los procesos electorales 
 
Otro elemento fundamental dentro de un Estado de derecho es la democracia, ya que es la 
forma de gobierno con la que el pueblo tiene la posibilidad de poder elegir quiénes serán 
sus representantes a través de sus votos, y cambiarlos si lo desea. En general, en 
Mauritania no ha sido discutida la celebración de comicios, sino más bien el contexto y los 
resultados de los mismos. Sus condiciones de transparencia y los golpes de Estado han 
truncado la voluntad del pueblo emitida en las urnas desde que Mauritania adquiere la 
independencia en 1960. Tuvo que cumplir 32 años para que en 1992, después de un 
período de relativa liberalización política, se celebrara la primera elección presidencial bajo 
el régimen de concurrencia de partidos políticos. Ould Taya se presentó como candidato 
recibiendo un 62,8 por 100 de los votos y obteniendo la presidencia, bajo acusaciones de 
fraude por parte de la oposición. En 1997 fue reelegido en unas nuevas elecciones, 
consideradas también fraudulentas por grupos políticos internos y organizaciones 
internacionales. El 7 de noviembre de 2003, en unas nuevas elecciones, venció con el 
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67,02% de votos con las reiteradas denuncias de fraude de la oposición. El 3 de agosto de 
2005 triunfó un golpe de Estado contra el gobierno del Presidente, constituyéndose el 
autodenominado Consejo Militar para la Justicia y la Democracia (CMJD), nombrando a 
Ely Ould Mohamed Vall como nuevo presidente del país. El 7 de agosto se disolvió el 
Parlamento y se anunció un referéndum constitucional para un año después, mientras que 
el 11 de agosto, Ely Ould Mohamed Vall asumió todas las funciones del poder legislativo. 
El 26 de junio de 2006 se celebró un referéndum donde se reformó la Constitución y se 
limitó el número de mandatos de la presidencia. Unas elecciones legislativas y municipales 
tuvieron lugar el 19 de noviembre y el 3 de diciembre de 2006. Estas consultas 
constituyeron las dos primeras etapas del proceso de transición democrática, iniciada por 
el CMJD, y cuyo contenido había sido definido durante las Jornadas Nacionales de 
Concertación de octubre de 2005. Este proceso concluirá en marzo de 2007 con la 
celebración de un nuevo escrutinio presidencial, en el que Sidi Ould Cheikh Abdallahi fue 
elegido nuevo Presidente, en sustitución de Ely Ould Mohamed Vall, en unas elecciones 
consideradas interna e internacionalmente como limpias y transparentes. 
El 6 de agosto de 2008 se produjo un nuevo golpe de Estado y se formó un Alto Consejo 
de Estado, formado por una junta militar y presidido por el general Mohamed Ould 
Abdelaziz, que asumió el poder y nombró como Primer Ministro a Mulay Ould Mohamed 
Laghdaf. Las condenas internacionales al golpe fueron amplias y la oposición, que 
condenó el golpe de Estado, se reunió con el gobierno provisional de Abdelaziz para 
encontrar una solución y salir de la crisis política. El Presidente Abdelaziz renunció a su 
estatus militar el 22 de abril para ejercer su cargo formalmente como civil. El 4 de junio, 
después de intensas negociaciones, que tuvieron entre los mediadores de la comunidad 
internacional al presidente senegalés Abdoulaye Wade, se firmaron los llamados 
“Acuerdos de Dakar”, en los que se establecía una hoja de ruta para superar la grave crisis 
política. En cumplimiento de estos acuerdos, el presidente depuesto Abdallahi regresó a 
Nuakchot el 27 de junio para renunciar voluntariamente a su cargo y para que así se 
pudiera formar un Gobierno de transición y de unidad nacional, presidido por Ba Mamadu 
Mbaré, hasta entonces presidente del Senado. El 18 de julio se dio de nuevo voz al pueblo 
al celebrarse nuevamente elecciones presidenciales, declaradas libres y justas por los 
observadores internacionales. Fueron ganadas por Mohamed Ould Abdelaziz, poniendo fin 
al estancamiento político del país y a la suspensión del Estado de derecho. Después de la 
elección, las autoridades civiles mantuvieron un control efectivo sobre las fuerzas de 
seguridad y el 31 de agosto 2009 se hizo pública la composición del nuevo gobierno.  
3. Derechos civiles y políticos  
 
Los derechos civiles y políticos protegen las libertades individuales de la infracción 
injustificada de los gobiernos y organizaciones privadas, y garantizan la capacidad para 
participar en la vida civil y política del Estado sin discriminación o represión. En general 
están recogidos en las leyes mauritanas y en los instrumentos internacionales que firma 
Mauritania (ver Tabla 1). Sin embargo, el problema no reside en la inexistencia de leyes o 
en la falta de ratificación de esos instrumentos por parte de Mauritania, sino más bien en 
su reglamentación y su aplicación. Es importante señalar que la organización judicial en 
Mauritania ha estado marcada, desde los primeros tiempos de la independencia, por una 
dualidad de contenciosos derecho islámico/derecho moderno, con la separación de las 
jurisdicciones y la existencia de dos cuerpos distintos: los magistrados y los cadis9. Esta 
situación y las numerosas reformas10 acaecidas han contribuido a empeorar la situación 
del sector de la justicia, junto a otros factores que veremos a continuación. 
 
Con este fin, el gobierno de transición del 3 de agosto de 2005 creó la Comisión Nacional 
de Derechos Humanos (CNDH). El objetivo principal de esta institución es llevar a los 
diferentes actores de la sociedad (poderes públicos, órdenes socio profesionales y 
organizaciones de la sociedad civil) a debatir en un clima tranquilo, las cuestiones de 
derechos humanos con vistas a encontrar soluciones consensuadas que salvaguarden la 
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unidad nacional y la paz civil. Desde el 6 de agosto de 2008 hasta el 5 de agosto de 2009, 
la paz civil del país estuvo amenazada por el enfrentamiento entre dos bloques 
antagónicos. Esta situación, como veremos a continuación, tuvo consecuencias negativas 
sobre los derechos civiles y políticos y, en general, sobre todo avance en materia de 
derechos humanos.  
 
Tabla 1. Instrumentos internacionales de protección de derechos civiles y políticos 
 
Instrumentos Internacionales de protección 
de derechos civiles y políticos 
 
Status 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos 
Ratificado el 17 de noviembre 2004  
Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
No firmado 
 
Segundo Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y 




Convención contra la Tortura y Otros Tratos 
o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 
Ratificada el 17 de noviembre 2004 
Protocolo facultativo de la Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes 
No firmado  
 
MAGREB HACIA EL  CUMPLIMIENTO DE LOS DERECHOS HUMANOS 129
3.1 Discriminación, abusos sociales y trata de personas 
 
La Constitución y la ley establecen la igualdad de todos los ciudadanos y ciudadanas 
independientemente de su raza, origen nacional, sexo o condición social, y prohíbe la 
propaganda racial o étnica. Sin embargo, tanto la sociedad como el gobierno permiten o 
favorecen a menudo estas desigualdades de las personas sobre la base del origen racial o 
tribal, de la condición social, o los lazos políticos. La discriminación social contra las 
mujeres, la trata de personas, y la discriminación racial y étnica son problemas que siguen 
sin resolverse, a pesar de estar prohibidos por la ley. La permanencia de la esclavitud y 
otras prácticas análogas, constituyen uno de los signos más claros de esas desigualdades.  
 
3.2 Libertad de religión, libertad de conciencia y pensamiento  
 
La libertad de culto o religión no está expresamente incluida en la Constitución, aunque sí 
declara que Mauritania es un Estado confesional cuando afirma que se trata de una 
república islámica o que “el Islam es la religión del pueblo y del Estado” (art.5). Se parte de 
la idea de que toda persona mauritana es musulmana (art.23 y 29), lo que implica que no 
hay ningún problema de aplicación. Sin embargo, las comunidades extranjeras no 
musulmanas instaladas en el país no disfrutan de las mismas libertades que aquellas que 
profesan el Islam, prohibiendo en su código penal el proselitismo de los no musulmanes y 
la impresión y/o distribución de Biblias y otros materiales de religiones que no sean la 
musulmana. Sin embargo, hay que decir que la libertad de culto se permite en la esfera 
estrictamente privada, por lo que la posesión de Biblias y otros materiales religiosos 
(cristianos) en viviendas particulares no es ilegal. 
 
Por tanto, aun cuando se evoca expresamente la libertad de pensamiento, opinión y 
expresión (art.10), no siempre se permite poner en práctica esa libertad en la esfera 
pública (Ejemplos: art.431 o 306 del Código Penal) y en algunos casos supone incluso una 
discriminación (art. 23 y 29 de la Constitución). La mayor vulneración de esta libertad, 
expresamente reconocida por la Constitución, se produce cuando la ley castiga con la 
muerte la apostasía y el ateísmo (art. 306 Código Penal), o la homosexualidad (art. 307 y 
308 CP). 
 
No obstante, en el plano práctico, las cosas son un tanto diferentes. El pueblo mauritano y 
el gobierno son en general tolerantes y no se exige el registro de los grupos religiosos en 
el Ministerio del Interior (pero sí de las ONG a las que puedan estar asociadas). Han tenido 
lugar algunos incidentes, como arrestos temporales de pastores protestantes, la 
confiscación de material religioso o la restricción de alguna reunión de algún grupo 
religioso; pero en general no son graves y terminan por resolverse en cuanto se recibe el 
permiso oficial11.  
 
3.3  Libertad de asociación 
La Constitución permite en su artículo 11 el pluralismo político. La ley permite la libertad de 
asociación y establece solamente limitaciones marcadas por la Ordenanza nº 91-024 de 
25 julio de 1991 relativa a los partidos políticos, como son que “respeten los principios 
democráticos y no atenten contra la soberanía nacional, su integridad territorial y la unidad 
de la nación”. También añade que los partidos políticos no pueden apropiarse de la 
religión, ni representar una sola etnia, tribu o comunidad nacional (art.6). Bajo esta ley se 
estuvo prohibiendo partidos políticos de corte islamista, cuyas actividades fueron 
perseguidas y sus líderes encarcelados (Amnistía Internacional, 1995.)  La presidencia de 
Sidi Ould Cheikh Abdellahi en 2007 cambió esta posición del gobierno y permitió que 
participaran en todos los ámbitos de la escena política. Desde entonces, los sucesivos 
gobiernos han respetado en general este derecho, exigiendo simplemente cumplir los 
requisitos para ser registrados por el  Ministerio del Interior o en el Ministerio de Asuntos 
Económicos y Desarrollo (para las ONG internacionales). Incluso se han tolerado las 
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actividades de partidos políticos u ONG que no han sido reconocidos oficialmente, como  
es el caso de la Iniciativa por el Resurgimiento del movimiento Abolicionista (IRA). 
3.4 La garantía de la integridad física: Tortura y trato físico degradante  
 
La Adhesión de Mauritania a la Convención contra la Tortura12 convive con penas que 
subyacen en el Código Penal, que implican castigos corporales (art.431) y daños físicos 
irreparables, como la amputación o la pena de muerte (art.306-310). Afortunadamente, 
estas penas se dejaron de aplicar después de la presidencia de Haidalla en 1984. En este 
caso, resulta paradójico que la negligencia del principio de legalidad implique el respeto de 
las convenciones de derechos humanos a las que Mauritania está suscrita.  
 
Sin embargo, existen informes de organizaciones defensoras de los derechos humanos 
(Comisión de Derechos Humanos, 2009) sobre el uso de la violencia y el maltrato contra 
los detenidos y presos por parte de la policía, donde se denuncia que se mantiene la 
tortura como una práctica común en las prisiones (Ahmed Salem Bouhoubeyni, 2009). Las 
fuerzas de seguridad continúan utilizando la tortura como método de investigación y 
represión, y los autores actúan con impunidad. Torturan a los detenidos para obtener 
confesiones, “particularmente a los autores de delitos de sangre de gran trascendencia en 
los medios de comunicación, como los acusados de terrorismo” (Embajada de EEUU 
(2010) Human Rights Report. Mauritania. http://mauritania.usembassy.gov/hrr2010.html 
p.3). Según Amnistía Internacional (AI), no se conocen casos en los que las autoridades 
investigaran denuncias de torturas o malos tratos o tomaran medidas contra los autores 
(AI, 2008).  
 
3.5  Procesos judiciales injustos 
 
La aplicación de las garantías constitucionales sigue variando mucho de un caso a otro. 
Desgraciadamente, el desarrollo normativo en materia procesal no es suficiente para 
garantizar procesos judiciales justos, no porque albergue carencias, sino por su deficiente 
seguimiento o simplemente por su  inaplicación. De manera general, los problemas más 
frecuentes según el Colegio Nacional de Abogados de Mauritania son (Bâtonnier, 2010): 
Detenciones arbitrarias. 
Presión sobre los jueces, que son corruptos o carecen de buena formación. 
Instrumentalización de la justicia (proceso penal gestionado por el poder ejecutivo). 
Vulneración del derecho a la defensa y de la presunción de inocencia. 
Desproporcionalidad de la pena. 
Disfuncionamiento del servicio público de la justicia. Ausencia  de un sistema de asistencia 
judicial a las personas sin recursos económicos y, por tanto, desigualdad de la ciudadanía 
ante la justicia, a pesar de estar previsto este sistema en la legislación mauritana 
(Bâtonnier, Octubre 2010). 
 
3.6 Situación en las Prisiones y Centros de Detención  
 
A pesar de los esfuerzos de las asociaciones, de abogados de derechos humanos y otras 
instituciones afines dependientes del Estado, las condiciones de vida en las prisiones 
mauritanas siguen dejando mucho que desear. Lo más grave es que se siguen dando 
casos de muertes13 de personas que están encarceladas por las duras condiciones de 
detención (palizas, hacinamiento, falta de higiene, malnutrición, violencia entre la población 
reclusa), y por la falta de seguimiento médico o negligencia en el tratamiento de las 
enfermedades. La orden de abogados de Mauritania denuncia que la “seguridad física, la 
salud y la dignidad no están salvaguardadas” (Bouhoubeyn, 2009). En el mismo informe se 
constata que existe un gran número de población presa en detención preventiva 
prolongada, lo que atenta a la presunción de inocencia y pone a la persona detenida en 
peligro físico, agravando el problema de sobrepoblación de la prisiones. Para resolver 
situaciones jurídicas tan injustas, se abusa en muchos casos de la facultad presidencial 
para indultar (Embajada de EEUU (2010). Human Rights Report).  
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3.7 Libertad de expresión y de prensa  
Durante los primeros años de la independencia, los medios de comunicación estuvieron al 
servicio del poder, por lo que la prensa estuvo fuertemente controlada. Es a partir de 1991, 
con la proclamación del pluralismo político y la mención expresa de esta libertad de 
expresión, cuando se produce el cambio. Entonces se habló de prensa pública y privada o 
independiente, que contribuyeron a enraizar la democracia y el pluralismo en la vida 
pública del país. No obstante, este proceso fue lento pues el gobierno, en virtud de la 
ordenanza n°91-023 de 25 de julio de 1991 relativa a la libertad de prensa, secuestró 
diarios y encarceló a periodistas por abordar temas tabú para el gobierno. 
 
Después de la caída de Maauya Ould Taya en 2005, según Oumar Abdallahi El Moctar, los 
problemas de la prensa mauritana “se aligeran pero se vuelven a la vez más complejos” 
(El Moctar, 2010). La radio fue un instrumento clave de concertación y agente democrático 
durante la primera transición en 2005. La prensa privada contribuyó a la aceptación del 
cambio por parte de los actores nacionales e internacionales. En el mismo período la 
prensa electrónica entró en escena ofreciendo a los intelectuales un espacio libre de 
intercambios, de diálogo y de denuncia.   
El golpe del 3 de agosto de 2008 cambió radicalmente el clima de la prensa mauritana y 
paradójicamente la censura se fue poco a poco relajando. Los obstáculos burocráticos a la 
aparición de diarios fueron poco a poco desapareciendo. La nueva legislación (Ordenanza 
n° 2006-017 de 12 julio de 2006 sobre la libertad de prensa y su modificación de 23 
diciembre de 2010) ha permitido el florecimiento de diarios, que son más libres para tratar 
temas sensibles. A pesar de ello quedan muchas zonas sombrías y la situación todavía es 
frágil. Se siguen produciendo detenciones arbitrarias de periodistas según los informes de 
RSF (Reporteros sin Fronteras, 31 de diciembre de 2009) y parece que algunos 
periodistas practican la autocensura en la cobertura de los ámbitos considerados 
sensibles. No en vano, Mauritania ocupó en 2010 el puesto 95 de 178 países, según la 
clasificación sobre el nivel de libertad de prensa. 
4. Derechos sociales, económicos y culturales 
Los derechos económicos, sociales y culturales son considerados como derechos de 
segunda generación dentro de los incluidos en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, y garantizan a todo ciudadano y ciudadana el acceso a los medios necesarios 
para disfrutar de unas condiciones de vida dignas. 
MAGREB HACIA EL  CUMPLIMIENTO DE LOS DERECHOS HUMANOS 132
Tabla 2. Instrumentos de protección de derechos y libertades  
Nombre Status 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales 
Ratificado el 17 noviembre de 2004 
Convención Internacional sobre la protección de 
los derechos de todos los trabajadores migratorios 
y de sus familiares 
Ratificado el 22 de enero de 2007 
Convención Internacional por la Eliminación de 
todas la formas de discriminación racial 
Ratificada el13 de diciembre de 1988 
Convención sobre la Eliminación de Todas las 
formas de Discriminación contra la Mujer 
 
Ratificada el 10 de mayo de 2001  
(con reservas a art. 18 y 23, libertad 
religiosa e igualdad en el matrimonio) 
Convención sobre los Derechos del Niño Ratificada el 16 de mayo de 1991 
(con reserva general, si contradice a 
la religión de Estado) 
Protocolo facultativo de la Convención sobre los 
Derechos del Niño relativo a la participación de 
niños en los conflictos armados 
No firmado 
Protocolo facultativo de la Convención sobre los 
Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la 
prostitución infantil y la utilización de niños en la 
pornografía 
Ratificado el 23 de abril de 2007 
Carta Africana de Derechos Humanos y de los 
Pueblos 
Ratificada el 14 de junio de1986 
Protocolo a la Carta africana de Derechos 
humanos y de los pueblos relativo a la creación de 
la Corte Africana de Justicia 
Ratificado el 19 de mayo de 2005 
Protocolo sobre los Derechos de la Mujer en 
África 
No firmado  
Carta Africana sobre los Derechos y Bienestar del 
Niño 
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4.1 Derechos laborales 
  
 
En materia de derechos de las y los trabajadores, Mauritania ha realizado un enorme 
esfuerzo normativo para situarse al más alto nivel en el respeto de los estándares 
internacionales. A su prolífica firma de convenios internacionales14 hay que sumar la 
correspondiente adaptación de su legislación nacional con la actualización del Código de 
Trabajo en 2003.  
 
De esta manera, la ley permite a la población mauritana trabajadora disfrutar de gran 
número de derechos. Por ejemplo, cualquier ciudadano o ciudadana tiene derecho a 
sindicarse y asociarse, con la excepción de militares y policías. Sin embargo, el nivel es 
muy bajo debido a que la mayoría trabajan en el sector informal. La informalización de la 
economía mauritana afecta de manera muy importante a la protección y al disfrute de 
muchos de los derechos de las y los trabajadores. Normalmente está previsto que no se 
trabaje más de 40 horas por semana, con al menos un día libre por semana. La falta de 
previsiones legales que contabilicen las horas de trabajo provoca casos como el de las y 
los trabajadores del ámbito doméstico, que pueden trabajar muchas horas más. En teoría, 
el gobierno ha firmado las convenciones que protegen a las y los trabajadores de las 
condiciones insalubres o peligrosas, y el Ministerio de Trabajo se encarga de hacerla 
cumplir, pero en la práctica no pueden evitar exponerse a ellas sin correr el riesgo de 
perder sus trabajos. 
 
Como consecuencia de la informalización de la economía, algunos sindicatos denuncian15 
las condiciones de esclavitud moderna en muchos sectores de actividad económica, como 
las industrias procesadoras de alimentos. En estos casos, el trabajador o trabajadora 
reúne todas o alguna de estas condiciones: no tiene un contrato escrito, su remuneración 
está por debajo del salario mínimo, trabaja en unas condiciones claramente desfavorables 
o insalubres, e incluso puede no recibir su salario durante meses. Desgraciadamente, 
incluso en el sector formal de la economía existen algunas de estas deficiencias y, por 
ejemplo, el derecho a cobrar un salario mínimo no permite cubrir las necesidades mínimas 
del trabajador o trabajadora y su familia. 
 
En conclusión, podemos decir que en materia de derechos laborales encontramos una de 
las mayores diferencias entre lo que está estipulado normativamente o son los niveles 
teóricos de protección de esos derechos, y lo que realmente se aplica o respeta. 
 
4.2 Derechos culturales y lingüísticos: Las lenguas como fuente de discordia 
  
Tanto en la Constitución  de 1959 como en la de 1961, se reconocía el árabe como la 
lengua nacional, aunque la lengua oficial era el francés. A partir de 1965 comenzaron una 
serie de reformas, que dieron lugar en 1968 a la modificación del artículo 3, para añadir el 
árabe como lengua cooficial junto al francés. En 1973, Mauritania se adhirió a la Liga 
Árabe al mismo tiempo que se retiraba de la Unión Económica y Monetaria de África 
Occidental (Nievas, J. 2004, p.24). El descontento de la población negra y las protestas 
hicieron que en 1979 el gobierno se viera obligado a compensar su política con la creación 
de un Instituto de las Lenguas Nacionales16, cuyo objetivo era, en principio, la enseñanza y 
la promoción de dichas lenguas, que en una fase posterior debían ser introducidas en la 
enseñanza elemental. No obstante, la falta de interés de las autoridades por las 
actividades y desarrollo de este instituto, cuyos efectivos bajaban cada año, fue percibida 
por la población mauritana negra como una falta de consideración social y una voluntad de 
ahogar su presencia cultural.  
 
A partir de los años ochenta, la población mauritana negra tuvo cada vez más dificultad 
para obtener documentos de identidad (Nievas, J. 2004, p.35). La denegación de la 
nacionalidad se acentuó más fuertemente a partir del año 1989, que estuvo marcado por 
fuertes tensiones étnicas. El colofón fue el conflicto fronterizo entre Senegal y Mauritania, 
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que dio lugar a los llamados Evènements de 1989 (Acontecimientos de 1989). La 
imposición de la lengua árabe a la población escolar negra, con la introducción en el 
bachillerato de nuevas materias obligatorias en dicha lengua, tuvo consecuencias nefastas 
para este sector social, ya que se tradujo, de hecho, en un modo de exclusión en el ámbito 
de la enseñanza.  La introducción de una prueba en árabe en el concurso para las y los 
alumnos que habían hecho su formación profesional exclusivamente en francés, testimonió 
la voluntad de asimilación de los aspirantes a los empleos. Los manuales escolares 
vehicularon la historia oficial que fue reescrita según los intereses de un solo grupo, 
ocultando la larga y antigua presencia de la comunidad negra en suelo mauritano, para 
fundamentar la hostilidad contra ellos, considerándolos como gentes venidas  a Mauritania 
durante el período colonial (Abdulaye Sow, 2005, p.8). Todo esto representó la vulneración 
de su derecho a elegir y del respeto a su identidad cultural.  
 
Más tarde, en 1989 se firmó el acuerdo por el que Mauritania se adhirió a la Unión del 
Magreb Árabe. Después de esta decisión del régimen del presidente Maaouya Ould Sid 
Ahmed Taya, se promulgó la Constitución de 1991 en la que el artículo 6 hizo del árabe la 
única lengua oficial, declarando lenguas nacionales el árabe, el pular, el soninke y el wolof. 
Sin embargo, la discriminación encontró su base legal en la medida en que podía excluir 
del acceso a la función pública o al ejercicio de algunas responsabilidades en razón del 
desconocimiento del árabe. 
 
Hasta la actualidad, la población mauritana negra continúa siendo excluida frecuentemente 
de los espacios culturales. Según Abdulaye Sow, “el Centro Cultural Francés es el único 
espacio cultural donde los mauritanos negros pueden organizar sus actividades culturales” 
(Observatoire de la diversité et des droits culturels, 2005)  
 
En el terreno de la educación, con frecuencia las niñas y niños arabo-bereberes y los de 
comunidades negroafricanas van a clases distintas, donde la enseñanza se imparte en 
árabe para los primeros y en francés para los últimos, lo que prueba que el bilingüismo no 
funciona, y que existen dificultades de acceso a la educación de base y de calidad. 
Paradójicamente, la población arabo-bereber que pertenece a la clase media y alta suelen 
enviar a sus hijos a las escuelas privadas donde las materias son impartidas en francés. 
Por el contrario, las y los estudiantes negros, cuyos padres no tienen los medios para 
enviarles a las escuelas privadas, están obligados a recibir una enseñanza en árabe, 
contraria a sus preferencias. Además, la población escolar negra recibe una enseñanza 
que desprecia su cultura, ya que los libros de historia presentan a sus héroes como 
colaboradores de la colonia francesa. 
 
Por otro lado, la población negra está excluida de los medios de comunicación del Estado. 
Según Abdulaye Sow, “el tiempo de antena destinado a la población negra es 
insignificante” por lo que “la voluntad del poder de dificultar  a las comunidades negras el 
acceso a los espacios de discusión, de creación y de espectáculo es manifiesta” 
(Observatoire de la diversité et des droits culturels, 2005)  
 
Tras el golpe de 2005, la transición democrática pareció suponer un cambio positivo en las 
relaciones interétnicas, si bien la Constitución, que se aprobó por referéndum en 2006, 
tiene el mismo contenido que la de 1991 en materia lingüística.   
 
4.3 Derechos económicos  
 
Con la ordenanza 83-127 del 5 de junio de 1983, sobre la reorganización territorial y 
patrimonial, se acabó con la propiedad colectiva de la tierra que tradicionalmente existía en 
Mauritania. Durante las expulsiones de poblaciones negro-mauritanas durante los 
acontecimientos de 1989, una gran parte de ellas fueron sistemáticamente desprovistas de 
sus documentos de identidad y de sus bienes. Las tierras que trabajaban fueron 
redistribuidas entre poblaciones arabo-bereberes con títulos de propiedad individual, cuyo 
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derecho fue reconocido, junto al de herencia y expropiación del Estado, en las sucesivas 
constituciones hasta la más reciente de 2006.  
 
Con el comienzo de la repatriación de la población mauritana negra refugiada el 29 de 
enero de 200817, las cuestiones sobre los títulos inmobiliarios y la propiedad de la tierra se 
han convertido en un tema preocupante, fuente de enfrentamientos entre individuos y 
grupos en las zonas rurales y semi-rurales en Nuakchot. Se recibieron numerosos 
informes de conflictos de tierras entre antiguos esclavos, la población mauritana negra, y la 
arabo-bereber. Según activistas de derechos humanos e informes de prensa, las 
autoridades locales permitieron a los arabo-bereberes expropiar las tierras ocupadas por 
antiguos esclavos y población mauritana negra u obstruir el acceso al agua y los pastos 
(Embajada de EEUU (2010). Human Rights Report. Mauritania. 
http://mauritania.usembassy.gov/hrr2010.html p. 22) 
 
Diversas ONG de derechos humanos denunciaron numerosos casos de litigios del 
patrimonio entre la población esclava o ex esclava y sus amos. Tradicionalmente, los amos 
esclavistas heredan las posesiones de sus esclavos y esclavas. A pesar de que en 
muchos de estos casos las denuncias de las asociaciones de derechos humanos logran 
ante los tribunales el reconocimiento de los derechos de las y los ex esclavos, las 
autoridades frecuentemente no cumplen ni hacen cumplir las sentencias18. 
 
También se denuncian casos de antiguos esclavos y esclavas que continúan trabajando 
para sus antiguos amos u otros, sin remuneración, para poder seguir teniendo acceso a 
las tierras que tradicionalmente trabajaban. A pesar de que la ley obliga a la distribución de 
la tierra a los sintierra, incluidos los antiguos esclavos, muchos no se desvinculan de sus 
antiguos dueños por profundos vínculos psicológicos y tribales, y por la creencia de que su 
estatus le fue divinamente  entregado y temen una sanción religiosa si rompen ese vinculo. 
 
5. La situación de la mujer  
 
La mujer mauritana tiene que hacer frente a un gran número de violencias (violencia 
conyugal o familiar, violencia en el lugar de trabajo u acoso sexual, violencia psicológica y 
violencia ligada a la prostitución forzada) y de discriminaciones. El 72 % de las mujeres 
mauritanas son victimas del maltrato o de alguna práctica nefasta. El 53 % no están 
alfabetizadas y el 43 % están en paro (Sahara Media, 2010). 
 
5.1 Violencia contra las mujeres 
  
La violación es una forma de violencia contra la mujer que desgraciadamente tiene una 
fuerte incidencia en Mauritania. A pesar de estar tipificada y duramente castigada por el 
Código Penal, según el informe de la Embajada estadounidense “el gobierno no hace 
cumplir la ley” (Embajada de EEUU. (2010). Human Rights  Report, p.16), ya que casi 
ningún caso llega siquiera a juicio. El poder económico de la familia del violador, los 
acuerdos entre familias y, frecuentemente, las compensaciones económicas evitan la pena 
de prisión  e incluso el enjuiciamiento. Al contrario, lo que suele ocurrir según las y los 
activistas de derechos humanos es que las víctimas de una violación son estigmatizadas, 
perseguidas e incluso encarceladas. Dado que la violación está vinculada al concepto de 
Zina o conducta pecaminosa fuera del matrimonio, los jueces pueden considerar a las 
víctimas como responsables de la violación.  
 
La violencia doméstica se considera un problema aún más grave, si cabe, ya que estos 
casos son denunciados con menos frecuencia, porque no existen sanciones especificas y 
las condenas son muy escasas. La policía raramente interviene para ayudar a las víctimas 
de esta violencia, por lo que las mujeres mauritanas confían más bien en la familia, en las 
ONG y en los líderes comunitarios para resolver los conflictos. A pesar de la falta de datos 
fiables, se conoce que la Asociación de Mujeres Jefas de Familias (AFCF en sus siglas en 
francés) prestó asistencia jurídica a 1.152 víctimas de violencia doméstica durante el año 
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2009 (Babacar Baye Ndiaye, 2010), algo que demuestra la amplitud y la gravedad de este 
fenómeno. 
 
Según el profesor Cheikh Saad Bouh Kamara, entre las prácticas nefastas contra la mujer 
nos encontramos (Kamara, 2004):  
 
La mutilación genital. Esta práctica, que está castigada con duras penas, tanto económicas 
como de privación de libertad, por la ordenanza nº 2005-015 que regula la protección 
penal de la infancia, continúa siendo practicada ampliamente. Al menos el 60% de las 
niñas sufren esta mutilación durante su infancia (Kamara, 2004). Las diversas campañas 
contra la escisión llevadas a cabo por el gobierno junto a la sociedad civil y líderes de 
opinión de la sociedad mauritana (ulemas, imanes, jefes de cofradías, de tribus, locales) 
en hospitales, escuelas y medio rural, han dado sus frutos y han logrado una disminución 
de la incidencia de esta practica entre las niñas. No obstante, sigue siendo una práctica 
extendida en todos los grupos étnicos, al estar basada en prejuicios socioculturales y 
religiosos, aún muy anclados, que tratan el sexo como tabú.  
 
El Gavage. El cebado o engorde de las adolescentes a través de métodos como la 
alimentación forzada, la ingesta de comprimidos y hormonas, que se lleva a cabo con la 
complicidad de médicos y veterinarios que prescriben las pastillas. Esta práctica, que se 
realiza para ajustarse a los cánones de belleza o a las normas culturales, sigue siendo un 
problema en las zonas rurales y urbanas. Según el informe del PNUD de 2010 (PNUD, 
junio 2010), el 20 % de las madres han cebado a sus hijas o han tenido intención de 
hacerlo. Esta práctica empieza a retroceder gracias, en parte, a la implicación del gobierno 
y de la sociedad civil en la lucha contra esta práctica que atenta gravemente a la salud de 
la mujer. 
 
El matrimonio precoz, que está asociado frecuentemente a embarazos adolescentes. La 
ley no permite casarse antes de los 18 años, pero esta norma no se respeta y se sigue 
practicando ampliamente tanto en las ciudades como en los pueblos. Entre un 32 % y 42 
% de matrimonios precoces se produjeron en 2006, según datos de UNICEF (Media Terre, 
2010). Otras figuras, como la poligamia forzada o el matrimonio forzado de la persona 
viuda con el hermano o hermana del difunto o difunta, siguen existiendo y provocando en 
muchos casos la desestabilización familiar. 
 
Mujer sirviente. Esta figura tiene algunas variantes, con el denominador común de que 
reciben maltrato por parte del empleador. La denominada petite bonne   suele ser una 
joven, que incluso puede ser menor de edad, que es confiada a una familia para que 
trabaje, aunque sin recibir un sueldo. Por otro lado, las mujeres esclavas y las mujeres 
sirvientas son en teoría asalariadas, pero sus empleadores olvidan pagarles parte o todo el 
sueldo que acordaron. 
 
 
5.2 Conductas discriminatorias contra la mujer 
 
En el hogar, las mujeres tienen garantizados derechos legales, como son la custodia de 
sus hijos e hijas, así como de la propiedad. Entre las poblaciones más modernizadas y 
urbanas, estos derechos son generalmente reconocidos. Sin embargo, las mujeres 
divorciadas pueden perder la custodia de sus hijos e hijas si se vuelven a casar. Según la 
tradición local, el primer matrimonio de una mujer requiere el consentimiento de sus 
padres. De conformidad con el Código del Estatuto Personal, los hombres pueden casarse 
hasta con cuatro mujeres, pero están obligados a solicitar el consentimiento del cónyuge 
antes de casarse de nuevo. En la práctica, la poligamia, común entre otros grupos étnicos, 
sigue siendo poco frecuente entre la población arabo-bereber. Los matrimonios 
concertados son cada vez menos frecuentes, sobre todo entre la población arabo-bereber. 
Además, existe una resistencia cultural a los matrimonios entre miembros de diferentes 
castas.  
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Las mujeres todavía se enfrentan a discriminaciones legales, y son consideradas 
legalmente como menores de edad, por influencia de la sharia o ley islámica. Esta exige, 
por ejemplo, el testimonio de dos mujeres para igualar el de un hombre. Sus familias 
reciben la mitad de la herencia por la muerte del marido. Teóricamente el Código de 
Estatuto Personal de la mujer proporciona un marco para la aplicación coherente y 
complementaria de la legislación laica y la ley islámica basada en la familia, pero en la 
práctica el código no  se aplica de manera correcta. A esto se añade que el poder judicial 
da un tratamiento diferente a los derechos humanos según los casos, la etnia o el estatuto 
social que se ostenta.   
 
Las discriminaciones contra las mujeres siguen siendo importantes en materia económica. 
La mujer continúa recibiendo un salario más bajo por el mismo trabajo. Solo el servicio civil 
aplica la ley que obliga a la igualdad salarial. Además sigue existiendo una discriminación 
de la mujer en ciertas profesiones que le son vetadas, como ser magistrada o cadi 
(Kamara, 2010). 
 
Logros y avances  
 
Uno de los principales progresos se ha producido en la participación de las mujeres en la 
política, que registra una mejora remarcable desde 2006. La ley electoral instaura una 
cuota mínima de representación femenina (20 %) de los candidatos en las listas 
legislativas y municipales. En las elecciones legislativas de 2007 y las municipales de 2010 
se eligieron, respectivamente, un 18 % de diputadas en el Parlamento y un 30 % de 
consejeras municipales, según el informe anual del coordinador residente  (Coordonnateur 
résident, 2006). El gobierno que se formó tras las elecciones de 2009 está compuesto por 
alrededor del 20 % de mujeres, lo que representa un avance sensible respecto a anteriores 
gobiernos. 
 
Mauritania está adherida a diversos textos jurídicos internacionales y regionales que 
protegen los derechos de las mujeres, entre ellos la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW en sus siglas en inglés), que 
ratificó en 2000. Por otra parte está el Código del Estatuto Personal, que fue adoptado en 
2001. Otro logro es el acceso a la educación básica, donde desde 2001 hay paridad entre 
niñas y niños, según el informe del PNUD sobre el cumplimiento de los objetivos del 
Milenio por parte de Mauritania (PNUD, 2010). Gracias a la voluntad política y al respeto 
de la ley, la participación de las mujeres en el poder de decisión se ha mejorado en tan 
poco tiempo. No obstante, la capacidad y la voluntad de aplicar las disposiciones legales 
en vigor tiene un desajuste respecto a los avances realizados a nivel del marco legal, ya 
que la resistencia en algunos medios tradicionales y religiosos subsiste.  
  
 
6. Violaciones sistemáticas de derechos humanos y reconciliación: los 
acontecimientos de 1989 y el retorno de las personas refugiadas 
 
Mauritania conoció uno de sus períodos más oscuros en materia de derechos humanos a 
finales de los años 80 y principios de los 90, cuando se produjo una violación sistemática 
de los derechos humanos contra una comunidad étnica específica. En 1986 comenzaron 
las detenciones en masa de presuntos opositores del gobierno entre las comunidades 
negra y arabo-bereber    (Amnistía Internacional, 1999, p.2) Las matanzas de miembros 
del grupo étnico hal-pulaar comenzaron en abril de 1989 (Nievas, J, 2004, p.60). 
 
Al principio, cientos de personas de esta etnia murieron a consecuencia de los conflictos 
violentos que tuvieron lugar, tanto en Senegal como Mauritania, a causa de una disputa 
menor entre agricultores y ganaderos por la utilización de unas tierras en la frontera. La 
mayoría de las personas fallecidas en territorio mauritano fueron ciudadanos senegaleses, 
pero también hubo víctimas entre la población mauritana negra a manos de las 
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autoridades del país, en su mayoría de origen árabe (Amnistía Internacional, 1992), que 
fueron responsables de una serie de operaciones contra las y los mauritanos negros del 
grupo étnico hal-pulaar. 
 
Como consecuencia de estas muertes, Mauritania y Senegal interrumpieron sus relaciones 
diplomáticas. A continuación se procedió a la repatriación de toda la población senegalesa 
que vivía en Mauritania, y miles de personas mauritanas que residían en Senegal volvieron 
a su país. Además, el gobierno mauritano expulsó a más de 50.000 mauritanos y 
mauritanas de raza negra (mayoritariamente del grupo étnico hal-pulaar) entre mayo y 
septiembre de 1989, alegando que eran senegaleses19. 
 
En el curso de esta expulsión masiva, las fuerzas del gobierno mauritano cometieron 
violaciones generalizadas de derechos humanos, entre ellas homicidios, torturas y 
detenciones arbitrarias de población mauritana negra que vivía en el valle del río Senegal. 
 
El 18 de julio de 1991, la situación en el valle del río Senegal pareció mejorar cuando los 
ministros de Asuntos Exteriores de Senegal y Mauritania acordaron volver a abrir la 
frontera común, aunque el acuerdo no se llevó a la práctica hasta mayo de 1992 y los 
episodios de violencia siguieron produciéndose.  
 
Gran parte de la población mauritana negra expulsada del país no regresó por miedo a 
nuevas persecuciones. Entre 1989 y 1992, se produjo el llamado passif humanitaire o 
pasivo humanitario. Más de 400 mauritanos negros fueron ejecutados extrajudicialmente, 
se detuvo a miles de personas durante períodos prolongados, sin cargos ni juicio, de los 
cuales unos 300 murieron como consecuencia de las torturas y malos tratos, y decenas 
"desaparecieron". La mayoría de las personas presas eran oficiales del ejército o 
funcionarios pertenecientes a los grupos étnicos negros del sur (Amnistía Internacional, 
1993). El 29 de mayo, el Parlamento mauritano aprobó un proyecto de ley que concedía 
una amnistía total a los miembros de las fuerzas de seguridad por todos los delitos 
cometidos durante el período de 1989 a 1992 (Amnistía Internacional, 1993).  
 
En 1992 se celebraron elecciones multipartidistas que fueron boicoteadas, en gran 
medida, por los partidos de oposición. En ellas resultó elegido presidente el coronel Taya, 
que prometió trabajar en favor de la democracia y los derechos humanos, pero el asunto 
de las vulneraciones ocurridas durante ese período  no fue nunca tratado y no se llevó a 
cabo ninguna investigación oficial sobre las violaciones de derechos humanos20. 
  
Al inicio de la transición política, tras el golpe de agosto de 2005, se volvió a mencionar el 
asunto de las personas refugiadas,  para decir que se respetaría la decisión del que fuera 
nuevo presidente. La elección de Sidi Ould Cheikh Abdallahi  en las elecciones 
presidenciales de 2007, trajo la esperanza de un compromiso político, dado que 
rápidamente anunció la operación de repatriación de las y los refugiados, después de que 
en noviembre 2007 se celebraran una jornadas nacionales de concertación y de 
sensibilización para el retorno de las personas deportadas, que reunió a más de 3000 
personalidades de muy diferentes ámbitos políticos y de la sociedad civil. Fruto de estas 
jornadas fue la creación de la Agencia Nacional de Apoyo y de Inserción de los Refugiados 
(ANAIR), responsable de las operaciones de repatriación y reintegración que comenzaron 
en enero de 2008. 
 
Sin embargo, este enorme paso fue paralizado por el golpe de Estado del general 
Abdelaziz.  La suspensión fue temporal, pues rápidamente lanzó una política de gestos 
favorable a la resolución del problema de los refugiados. La denominada Declaración de 
Boghé, en la que pidió públicamente perdón a las víctimas en nombre del Estado 
mauritano durante el rezo en su visita a Boghé el 25 marzo de 2009, fue un primer paso 
que fue acogido favorablemente por la población.  Fue un discurso histórico para la 
comunidad mauritana negra, ya que era la primera vez que un jefe de estado mauritano 
reconocía públicamente las masacres perpetradas contra los militares mauritanos negros 
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en 1990-1991 (Kassataya, 2010). En 2009 se lanza un programa de reconciliación 
nacional del gobierno mauritano junto con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Refugiados (ACNUR). Se refleja una voluntad política que tiene como eje la 
repatriación de la población mauritana negra refugiada en Senegal y Mali a causa de los 
acontecimientos de 1989.  Esa voluntad se pondrá de manifiesto el 31 de diciembre de 
2009, cuando finaliza con éxito la primera fase de las operaciones de repatriación con la 
llegada del último grupo de Senegal. En marzo de 2010 habían retornado unos 19.000 
refugiados, según la oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados (ACNUR, 2010). 
 
El 25 de marzo de 2009, el presidente Abdelaziz firmó un acuerdo marco para compensar 
a 244 viudas de militares mauritanos negros, asesinados durante las expulsiones de 1989 
e inauguró un monumento a las víctimas. El acuerdo y el monumento representan, por 
primera vez, el reconocimiento de las autoridades al papel del gobierno en los asesinatos y 
las expulsiones mencionadas.  
 
Durante el año 2010, el gobierno del presidente Abdelaziz también llevó a cabo un censo 
de los antiguos maestros entre los repatriados, a fin de reintegrarlos en sus puestos 




Como denuncian algunas asociaciones que trabajan sobre el terreno como la Asociación 
Mauritana de Derechos Humanos (AMDH), el Comité de Solidaridad con las Victimas de la 
Represión o SOS Esclavos, existen algunos asuntos que avanzan lentamente y otros que 
todavía están por resolver: 
 
 1. Las condiciones de vida precarias de las y los repatriados,22 sus problemas para 
recuperar sus documentos de identidad y su inscripción en registro civil, y sobre todo 
obtener los títulos de propiedad de la tierra que trabajaron sus ancestros. 
 
 2. El asunto de las masacres (militares y civiles asesinados entre 1989 y 1992). La 
Asociación de ayuda a las Viudas y a los Huérfanos de Mauritania (las siglas en francés 
son AVOMM) acusa al gobierno de la época de haber cometido un genocidio23, al tratarse 
del intento de exterminio sistemático de un grupo étnico (el  hal-pulaar),  como describe el 
artículo 7 del Estatuto de Roma de la Corte Penal de 1998. 
 
 3. La reintegración y recuperación de derechos de las personas funcionarias y agentes del 
Estado víctimas de los acontecimientos de 1989. Denuncian la lentitud del censo y del 
proceso de reconciliación, así como la opacidad de la comisión nacional encargada. 
 
Por su parte, Abdelaziz ha seguido fiel al espíritu de su discurso de Boghé.   
El gobierno, a través de su primer ministro, anunció el 6 enero de 2010 el compromiso de 
indemnizar a las victimas arreglar del pasivo humanitario, pero sin concretar los medios 
para lograrlo24. 
 
7. La pervivencia de la esclavitud y de otras prácticas análogas 
 
La población mauritana es de composición multiétnica y multicultural, en la que por un lado 
existe una comunidad árabo-bereber y, por otro, una comunidad negra, compuesta 
fundamentalmente por Hal-pulaares, Soninkés y Wolof. Todas ellas tienen como referente 
común el Islam, base de la sociedad mauritana, y su organización por castas, es decir, la 
división de la sociedad en clases. La más baja en el escalafón social es la de las personas 
esclavas o sus descendientes llamados haratines (que significa “libre otra vez”) en la 
comunidad árabo-bereber. En el seno de la sociedad negro africana, los descendientes de 
los esclavos pertenecen a otras etnias africanas de raza negra, por ello, la población 
esclava en estas etnias no se distingue prácticamente de los “amos”. No obstante, las y los 
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descendientes de esclavos  árabo-bereberes son de raza negra y la única característica 
que les une con sus antiguos amos es la lengua y la cultura árabe que fueron obligados a 
adoptar. Por lo tanto, para tratar el tema de la esclavitud hay que tomar en consideración 
esta diferencia que existe entre las etnias, que nos permitirá matizar los distintos tipos de 
esclavitud en cada grupo, según sus características. Por ejemplo, el origen de la esclavitud 
en Mauritania es distinto según la etnia a la que pertenece la víctima.  Común a todas 
estas etnias es la visión que del Islam ha emanado sobre la esclavitud. Esta religión, que 
en principio tiene un mensaje que llama a la igualdad entre las personas, no posee ningún 
texto explícito que prohíba claramente la esclavitud y los teólogos musulmanes no han 
extraído de los textos del Corán una prohibición  categórica y concreta de la esclavitud. 
 
7.1 El contexto jurídico de la esclavitud 
 
La esclavitud fue prohibida por primera vez en Mauritania por el colonizador francés en 
1905, pero no tuvo apenas efecto sobre la efectiva erradicación en el territorio, debido al 
rechazo de la colonización por parte de la población. Tras la colonización, el país obtuvo 
su independencia el 28 de noviembre de 1960, y la Constitución de 1961, que reconocía la 
igualdad entre sus ciudadanos y ciudadanas, supuso el primer texto jurídico mauritano en 
el que se manifiesta, al menos indirectamente, la incompatibilidad de la esclavitud con la 
existencia de un Estado de derecho. El primer texto jurídico que abolió expresamente la 
esclavitud fue la Ordenanza nº 81-234 del 9 de noviembre de 1981, promulgado durante el 
gobierno de Mohamed Khouna Ould Haidallah. En 2003,  durante el gobierno de Maouiya 
Ould Sidi Ahmed Taya, se adoptó una ley contra la trata de personas, y en 2007 durante el 
gobierno de Sidi Ould Cheikh Abdallahi se adoptó la ley nº 2007-048 de 3 de septiembre 
de 2007, que criminaliza la esclavitud. A pesar de todo este arsenal jurídico, estas 
prácticas persisten en zonas rurales aisladas del país y también en centros urbanos como 
Nuakchot. Existen muchos casos de servidumbre voluntaria, es decir, de antiguos esclavos 
y esclavas que continúan trabajando para sus antiguos amos por una combinación de 
dinero, alojamiento, comida o tratamiento médico. La persistencia de esta tendencia ocurre 
debido a la falta de alternativas económicas que hacen que el hartani (el singular de 
haratines) siga siendo, en la práctica, vulnerable a la explotación y no pueda emanciparse 
económicamente de sus antiguos dueños.  
  
7.2 Evolución de la lucha contra la esclavitud 
 
Aunque Mauritania ha sido uno de los últimos países que se han pronunciado claramente 
contra la esclavitud, se han producido avances importantes en relación con esta lucha, al 
menos en el plano jurídico. La sociedad civil juega un papel muy importante, si bien es 
cierto que dentro de las diferentes comunidades, el nivel de lucha es distinto, según la 
situación que viven aquellas personas que sufren la esclavitud y el grado de la práctica de 
la esclavitud. Entre los grupos negro africanos del país no se conoce un movimiento que 
luche contra la esclavitud por varias razones, entre ellas; (i) que los descendientes de 
esclavos no son numerosos, comparado con las demás castas, lo que les ha impedido 
tener suficiente visibilidad y movilizarse en su lucha por reclamar los mismos derechos; (ii) 
muchos se beneficiaron de la escolarización moderna, lo que les permitió acceder a 
puestos de trabajo que les permite emanciparse realmente de sus antiguos amos; (iii) las 
castas dominantes, la nobleza, que tradicionalmente  ha tenido sus feudos en medios 
rurales, ha ido perdiendo su influencia sobre las demás castas, especialmente sobre las y 
los descendientes de esclavos por diversas razones, como son las sequías, el éxodo rural 
hacia las ciudades, etc. 
 
En el seno de las comunidades  árabo-bereber, las personas descendientes de esclavos y 
los esclavos, se organizaron en asociaciones y movimientos para luchar contra la situación 
de servidumbre en la que vivían. Estos movimientos tuvieron un impacto en la sociedad 
mauritana por varias razones, entre ellas porque constituyen la mayoría de los 
descendientes de personas esclavas, entre un 30 y un 40 % (Nievas, J. 2004, p.6), y por 
considerarse como una etnia aparte, que sufre una exclusión socioeconómica importante.  
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El Movimiento el Hor, creado el 5 de marzo de 1975, tuvo un papel importante en la lucha 
contra la servidumbre en el país, destacó en la lucha por la igualdad en el acceso a la 
Administración del Estado. Su movilización e influencia resultaron claves para que el 
gobierno de Mouhamed Khouna Ould Haidala adoptara en 1981 la ordenanza que prohibía 
la esclavitud. Muchos de sus miembros fundadores continuaron la lucha para conseguir la 
plena integración de los haratines en la vida socioeconómica del país, como es el caso de 
Boubakar Ould Messoud presidente de la ONG SOS Esclaves (SOS Esclavos), creada en 
febrero 1995, cuyo objetivo es la erradicación de la esclavitud, así como la lucha por el 
respeto de los Derechos Humanos en general. El método de lucha que usan es la 
denuncia de los casos de esclavitud, la asistencia a las víctimas para llevar sus casos a la 
justicia y la colaboración con otras ONG de derechos humanos, como la Asociación de 
Mujeres Jefas de Familia (cuyas siglas en francés son AFCF) y la Asociación Mauritana de 
Derechos Humanos (AMDH) El trabajo de SOS Esclaves tuvo una gran influencia en la 
adopción de las dos últimas leyes que denunciaban la esclavitud; la ley de 2003 sobre la 
trata de personas, la venta de órganos y el trabajo infantil, y la ley de 2007 que criminaliza 
la esclavitud.  
 
La irrupción de la Iniciativa por el Resurgimiento del Movimiento Antiesclavista, (IRA), en la 
arena de la lucha contra la esclavitud, confiere una dimensión diferente a esta cuestión. 
Esta asociación, aún no reconocida oficialmente, que parte de planteamientos más 
directos en la lucha por la erradicación de los sistemas de servidumbre, es considerada 
radical respecto a El Hor o SOS Esclave. Su presidente, antiguo miembro de SOS 
Esclaves, denuncia que el “poder concentrado en las manos de las élites feudales árabo-
bereberes sirve de instrumento para perpetuar la esclavitud y el racismo” (Ould Abeid, B. 
o. D., 2010). Afirma que “falta voluntad real de erradicación de la esclavitud”. La IRA 
denuncia que la administración y los poderes políticos y judiciales apoyan las prácticas 
esclavistas, y su presidente critica la lectura que se hace del Islam  y “la falta de condena 
de la casi totalidad de los ulemas y líderes de opinión religiosos”. Como objetivo, la IRA 
trabaja para que el Estado reconozca a los haratines sus derechos y, en opinión de su 
presidente, “cese de proteger a los criminales”, incluso propugnando que se les llegue a 
tratar penalmente. 
 
Por su parte, el gobierno ha desarrollado algunas iniciativas como la creación de unos 
servicios de protección para víctimas de la esclavitud, o la puesta en práctica de algunos 
programas sociales, para la erradicación de las secuelas de la esclavitud y la inserción de 
la población descendiente de esclavos. A pesar de los esfuerzos y de las iniciativas, la 
asistencia gubernamental sigue siendo limitada, con la mayoría de los recursos destinados 
a la prevención en forma de capacitación para policías, gendarmes y funcionarios 
judiciales para identificar mejor, investigar y condenar a los esclavistas. Además algunas 
organizaciones de derechos humanos continúan criticando la actitud de la policía por no 
hacer cumplir las leyes25.  
Por otro lado, la lucha de las organizaciones de derechos humanos que trabajan en la 
denuncia de los casos de esclavitud ha dado sus frutos, al documentar docenas de casos 
de personas esclavas que fueron liberadas, si bien sus antiguos propietarios no fueron 
enjuiciados o condenados. En la actualidad sigue existiendo una diferencia enorme entre 
los formalismos de los textos jurídicos y la realidad sobre el terreno, como se desprende 
de un informe de la Relatora Especial de Naciones Unidas sobre las formas 
contemporáneas de esclavitud, presentado en septiembre de 2010 (Shahinian G., 2010). 
Sin embargo, existen indicios de que se comienza a aplicar la ley y de que se están 
produciendo cambios. Recientemente se ha documentado la primera condena firme contra 
un esclavista26, lo que supone un hito en la historia de la lucha contra la esclavitud en 
Mauritania. 
MAGREB HACIA EL  CUMPLIMIENTO DE LOS DERECHOS HUMANOS 142
8. La situación de las personas inmigrantes 
Mauritania, país de emigración y de inmigración, no había tenido nunca ninguna incidencia 
importante en estos asuntos. Sin embargo, a partir del año 2005 esta situación cambió. 
Los problemas derivados de los flujos migratorios provenientes fundamentalmente del 
África subsahariana en tránsito por su territorio para dirigirse hacia Europa y en concreto 
hacia España obligaron  al gobierno mauritano a reaccionar y tratar de diseñar una 
estrategia nacional en materia de migración. 
 
Para hacer frente a la llamada crisis de los cayucos, España y Mauritania firmaron el 
Comunicado Conjunto el 13 de marzo de 2006 en el que se anunciaron las principales 
medidas de cooperación para hacer frente a las cuestiones derivadas de la emigración 
irregular desde Mauritania. Entre ellas se incluía la formación de los cuerpos de seguridad 
mauritanos, la puesta en marcha de patrullas marítimas conjuntas (fuerzas del Servicio 
Marítimo de la Guardia Civil y la Gendarmería mauritana) y la construcción de un Centro 
de Acogida en Nuadibú gestionado por las autoridades mauritanas. Este Centro 
denominado técnicamente Centro de Estancia Temporal para Inmigrantes (CETI) fue 
inaugurado en abril de 2006. Se concibió para albergar durante unos pocos días (hasta su 
expulsión) a los inmigrantes irregulares que eran interceptados por las patrullas conjuntas 
o el dispositivo FRONTEX27 en aguas del Océano Atlántico con destino a las Islas 
Canarias o aquellos que llegaban a alguna de estas islas. En la práctica, también fueron 
llevadas aquellas personas inmigrantes que estando aún en Nuadibú  fueron sorprendidas 
por las fuerzas de seguridad mauritanas saliendo irregularmente del país o sospechosas 
de estar planificando esta acción antes de ser expulsadas del territorio mauritano. Según la 
Comisión Española de Ayuda al Refugiado (CEAR), a los inmigrantes que pasaron por 
este centro no les fue garantizado el derecho a la asistencia letrada, el derecho a ser 
informados sobre su situación y el servicio de un intérprete (CEAR (2008) p. 2). 
 
Desde entonces, el contexto y funcionamiento del CETI no ha variado con el paso de los 
años y los derechos de  los inmigrantes interceptados siguen sin ser respetados. Además, 
continúa sin resolverse otra problemática que suscita el CETI: la ausencia de su regulación 
y previsión en el ordenamiento jurídico mauritano. Las detenciones de inmigrantes y 
posterior internamiento en el centro, previo a la expulsión del territorio, se realizan sin base 
legal, aduciendo como causa de las mismas la intencionalidad del detenido de abandonar 
el territorio mauritano de forma clandestina. Hay que puntualizar que ni en la legislación 
penal o administrativa mauritana  se tipifica como delito o falta que acarree expulsión del 
territorio la intención de salir de Mauritania de forma clandestina. Tampoco se regula en 
qué momento debe considerarse que el extranjero ha salido o está saliendo del país. 
  
Las detenciones y deportaciones no se amparan tampoco en una decisión judicial o 
ejecutiva, con aportación de pruebas concluyentes, y susceptible de recurso ante una 
instancia administrativa o judicial. De esta manera, se habrían estado infringiendo varias 
normas y principios jurídicos recogidos en el ordenamiento jurídico mauritano tales como el 
derecho a un proceso justo y con garantías (articulo preliminar del Código de 
procedimientos penales), la prohibición de la detención arbitraria (art.91 de la Constitución 
mauritana), la presunción de inocencia (art.13 de la Constitución mauritana), el derecho a 
la asistencia jurídica (art.13 de la Ordenanza nº 2006.05 relativa a la asistencia jurídica). 
Además, existen algunos casos denunciados por Amnistía Internacional (AI (2008, julio) 
p.1) en los que se habrían vulnerado otros derechos recogidos en la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos (ratificada por Mauritania en 1961 y a la cual se adhiere en el 
preámbulo de su Constitución en vigor) tales como el derecho a no ser sometido a torturas, 
ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes (art.5) o el derecho a un recurso 
efectivo ante los tribunales nacionales competentes, que ampare contra actos que violen 
los derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley.  
 
Por otro lado, entre las personas enviadas al CETI y posteriormente expulsadas se 
encontraban algunos refugiados y solicitantes de asilo, a los que no se les aplicó el 
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principio de no devolución (non-refoulement),28 reconocido en el artículo 33 de la 
Convención de Ginebra de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados, a la que está 
adherida Mauritania desde Mayo de 1987. 
  
Como vemos, Mauritania no responde correctamente a los compromisos nacionales e 
internacionales que adquirió. La reglamentación existente desarrolla esencialmente el 
aspecto represivo,29 definiendo pobremente las infracciones ligadas a la migración y 
guarda silencio casi absoluto en lo que se refiere a los derechos protectores de los 
inmigrantes.  
 
Todas estas circunstancias han llevado al gobierno mauritano al intento de un desarrollo 
legislativo que pueda responder a los nuevos desafíos y cubrir los vacíos y carencias de la 
legislación anterior. Actualmente está en marcha, un proceso de armonización de la 
legislación mauritana con las convenciones internacionales. El gobierno preparó un 
Proyecto de Ley relativo a la entrada y estancia de los extranjeros y al derecho de asilo en 
Mauritania, en cuyo Título IV del Libro V, se regulan las retenciones de extranjeros en 
locales no vinculados a la administración penitenciaria. Este proyecto se encuentra desde 
enero de 2010 en la Asamblea Nacional, pendiente de su aprobación por las dos cámaras. 
 
Al mismo tiempo, se encuentra en proceso de adaptación de la legislación a las 
disposiciones de la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos 
los trabajadores migratorios y  de sus familiares (CIDTMF), que acarreará, sin duda, 
cambios jurídicos importantes para las y los trabajadores migrantes legales y clandestinos. 
 
Conclusiones: 
Hemos visto que la situación de los derechos humanos en Mauritania tiene sus luces y sus 
sombras, algunas de estas últimas derivadas del estadio de desarrollo político y 
económico en el que se encuentra Mauritania, que no es otro que el de un país pobre en 
vías de democratización. Es un país con la imperiosa necesidad de reforzar su Estado de 
derecho, pilar básico para la protección de los derechos humanos. Pero no basta mientras 
que no se resuelvan algunos de los problemas de fondo enquistados en la sociedad 
mauritana. Estos tienen relación con la convivencia entre las diferentes comunidades 
étnicas y las clases sociales. Para ello, hace falta algo más que leyes y tribunales: el 
desarrollo económico, la educación y sobre todo, la buena voluntad de todas las partes.   
 
Mientras que existan tantas diferencias sociales, mientras que haya ciudadanos de primera 
y segunda clase, no habrá una mejora generalizada en el respeto de los derechos 
humanos. La esclavitud y las vulneraciones de los derechos de las mujeres no son más 
que el reflejo de que un principio tan básico como el de igualdad no se aplica de  forma 
general ni eficaz y de que, por el contrario, se sigue discriminando y marginando a 
sectores amplios de la población. Los avances en el respeto de algunos derechos, como el 
de la libertad de expresión y de asociación y la movilización de la sociedad civil y de 
algunas organizaciones en defensa de los derechos humanos permiten mantener un atisbo 
de esperanza para mirar hacia el futuro con optimismo. No obstante, su éxito dependerá 
tanto de la voluntad política de los gobiernos futuros, como de la capacidad de la sociedad 
mauritana para asimilar la cultura democrática y los derechos humanos, a la que deberá 
acompañar una evolución de la mentalidad retrógrada de no pocos ciudadanos. Un 
elemento básico será necesario en todos los casos: el tiempo. 
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Fuente: Elaboración propia a partir de la base de datos de tratados multilaterales de Naciones Unidas (2011) 
 
RAT =  RATIFICADO O ACEPTADO POR ACCESIÓN POSTERIORMENTE (EL ESTADO QUEDA 
OBLIGADO DE IGUAL MANERA).  
RAT CON DEC= DETERMINADAS DECLARACIONES ADJUNTAS A LA RATIFICACIÓN O 
ACCESIÓN PUEDEN FORTALECER LA ACEPTACIÓN DEL TRATADO SIEMPRE Y CUANDO NO 
CONSTITUYAN RESERVAS Y SEAN VOLUNTARIAS. 
RAT CON RSV=  RATIFICADO O ACEPTADO PERO CON RESERVAS IMPORTANTES, YA SEAN 
GENERALES O CONCRETAS. 
F NO R = FIRMADO PERO NO RATIFICADO NI ACEPTADO POSTERIORMENTE POR ACCESIÓN 
(NO OBLIGA TODAVÍA AL ESTADO) 
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